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GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE 
VIOLENCIA

De la diputada Laura Imelda Pérez Segura, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión y de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, en materia de talleres de perspectiva de
género. Se turna a las Comisiones Unidas de Radio y Televisión, y de Igualdad
de Género, para dictamen, y a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Del diputado Alberto Anaya Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 79 de la Ley
General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIA

De la diputada María Elena Limón García, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona los artículos
20 Septies y 20 Octies a la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia. Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para dictamen. 

LEY GENERAL PARA EL CONTROL DEL TABACO

Del diputado Otoniel García Montiel, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 17 de la Ley General para
el Control del Tabaco. Se turna a las Comisiones Unidas de Salud, y de Eco-
nomía, Comercio y Competitividad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXPIDE LA LEY DE SEGURIDAD AEROPORTUARIA

Del diputado Alberto Anaya Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, la iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley de Seguridad Ae-
roportuaria. Se turna a las Comisiones Unidas de Seguridad Ciudadana, y de
Comunicaciones y Transportes, para dictamen, y a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INSCRIBIR CON LETRAS DE ORO EN EL MURO DE HONOR DE LA CÁMA-
RA DE DIPUTADOS LA FRASE: SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN

Del diputado Miguel Torruco Garza, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto para inscribir con letras de oro en el Muro de Ho-
nor de la Cámara de Diputados la frase: Sufragio Efectivo. No reelección. Se tur-
na a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS
TRABAJADORES DEL ESTADO

De la diputada Lilia Aguilar Gil, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
y diputados integrantes de diversos Grupos Parlamentarios, la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, en materia de inte-
gración de órganos directivos relacionados con vivienda bajo el principio de
paridad de género. Se turna a las Comisiones Unidas de Seguridad Social, y de
Vivienda, para dictamen, y a la Comisión de Igualdad de Género, para opinión. 

LEY DE PETRÓLEOS MEXICANOS

Del diputado José Mauro Garza Marín, del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona los artículos
76 y 109 de la Ley de Petróleos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Ener-
gía, para dictamen, y a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción,
para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCA-
PACIDAD

De la diputada Lilia Aguilar Gil, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
y diputados integrantes de diversos Grupos Parlamentarios, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley General para
la Inclusión de las Personas con Discapacidad. Se turna a la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables, para dictamen, y a la Comisión de Vivien-
da, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

De la diputada Lilia Aguilar Gil, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
y diputados integrantes de diversos Grupos Parlamentarios, la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 28, 28-A y 28-B de la Ley Federal del
Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen,
y a la Comisión de Vivienda, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

De la diputada Lilia Aguilar Gil, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
y diputados integrantes de diversos Grupos Parlamentarios, la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 90 a la Ley General de Educación. Se tur-
na a la Comisión de Educación, para dictamen, y a la Comisión de Vivienda,
para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIA

De la diputada Lilia Aguilar Gil, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
y diputados integrantes de diversos Grupos Parlamentarios, la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 34 Ter de la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia. Se turna a la Comisión de Igualdad de
Género, para dictamen, y a la Comisión de Vivienda, para opinión. . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

De la diputada Lilia Aguilar Gil, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
y diputados integrantes de diversos Grupos Parlamentarios, la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona del artículo 145 de la Ley Federal del Tra-
bajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen, y
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LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA
LOS TRABAJADORES

De la diputada Lilia Aguilar Gil, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
y diputados integrantes de diversos Grupos Parlamentarios, la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 7o., 12 y 17 de la Ley del Instituto
del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. Se turna a la Comi-
sión de Vivienda, para dictamen, y a la Comisión de Igualdad de Género,
para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN SOCIAL DE LA VIOLENCIA Y LA
DELINCUENCIA

De la diputada Lilia Aguilar Gil, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
y diputados integrantes de diversos Grupos Parlamentarios, la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 7o. de la Ley General para la Prevención
Social de la Violencia y la Delincuencia. Se turna a la Comisión de Seguridad
Ciudadana, para dictamen, y a la Comisión de Vivienda, para opinión. . . . . 

CÓDIGO PENAL FEDERAL

De la diputada Julieta Andrea Ramírez Padilla, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 250 del Códi-
go Penal Federal. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen, y a la Co-
misión de Salud, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Ana Laura Sánchez Velázquez, y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 181 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos
103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna
a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY PARA LA TRANSPARENCIA Y ORDENAMIENTO DE LOS SERVICIOS
FINANCIEROS

De la diputada María del Rocío Corona Nakamura, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que adi-
ciona el artículo 17 Bis 3 de la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los
Servicios Financieros. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE PROTECCIÓN AL AHORRO BANCARIO

De la diputada Magdalena del Socorro Núñez Monreal, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley de Protección al Ahorro Bancario, en ma-
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teria de cuotas ordinarias de las operaciones pasivas que tengan las instituciones.
Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Ma. Teresa Rosaura Ochoa Mejía, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen, y a la Comi-
sión de Trabajo y Previsión Social, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE DERECHOS

De la diputada Laura Lynn Fernández Piña, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona los artículos 288, 288-A-1 y 288-A-2 de la Ley Federal de Derechos.
Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen, y a la
Comisión de Turismo, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL

De la diputada Lidia García Anaya, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 42 de la Ley del
Seguro Social. Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dictamen, y
a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

De la diputada Ana María Esquivel Arrona y diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 83 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes. Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

De la diputada Margarita García García, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo
37 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. Se turna a la Co-
misión de Gobernación y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

Del diputado Carlos Madrazo Limón, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 39 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna
a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para
dictamen, y a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para opinión. 
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LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES

De la diputada Adriana Bustamante Castellanos, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 3o. y 3o. Bis
de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores. Se turna a la Comi-
sión de Atención a Grupos Vulnerables, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO

De la diputada Carolina Beauregard Martínez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo
46 de la Ley de Instituciones de Crédito. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen, y a la Comisión de Atención a Grupos Vul-
nerables, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO Y LEY DE PROTECCIÓN Y
DEFENSA AL USUARIO DE SERVICIOS FINANCIEROS

Del diputado José Guadalupe Ambrocio Gachuz, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 46
y 52 de la Ley de Instituciones de Crédito y 68 de la Ley de Protección y Defen-
sa al Usuario de Servicios Financieros. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE

De la diputada Carolina Beauregard Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 17 Ter
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Se turna a
la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Del diputado Javier Casique Zárate, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona diversas
disposiciones a la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

Del diputado Pedro Sergio Peñaloza Pérez, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 14 de la Ley Gene-
ral de Educación. Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen, y a la
Comisión de Pueblos Indígenas y Afromexicanos, para opinión. . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE MOVILIDAD Y SEGURIDAD VIAL

De la diputada Claudia Gabriela Olvera Higuera, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
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lo 51 de la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial. Se turna a la Comisión
de Movilidad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN Y GESTIÓN INTEGRAL DE LOS
RESIDUOS
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de la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen, y
a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia, para opinión. . . . . . . 
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LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y
RADIODIFUSIÓN Y LEY GENERAL DE ACCESO DE
LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión y de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia, en materia de talleres de perspectiva de género,
a cargo de la diputada Laura Imelda Pérez Segura, del Gru-
po Parlamentario de Morena.

La suscrita, Laura Imelda Pérez Segura, integrante del Gru-
po Parlamentario de Morena, en ejercicio de la facultad
conferida en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, se permite some-
ter a consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de decreto, por el que se reforman diversas
disposiciones de las Leyes Federal de Telecomunicaciones
y Radiodifusión, y General de Acceso de las Mujeres a una
Vida Libre de Violencia, en materia de capacitación en
perspectiva de género a personal de medios de comunica-
ción, al tenor de las siguientes

Consideraciones

I. Introducción

El Instituto Nacional de las Mujeres señala en el artículo
Las mujeres y los medios de comunicación que la impor-
tancia de los medios de comunicación es que estos son la
fuente más importante en la formación de la imagen que la
sociedad tiene del mundo, además de que tienen la capaci-
dad de normalizar pautas de comportamiento, ya que estos
son capaces de expandir ideologías, las cuales pueden tener
consecuencias sobre la vida de mujeres y hombres.1

En tiempos actuales, la sociedad se encuentra inmersa en
una red global de información, la cual diariamente pone al
alcance de todo público, ya sea por medios de comunica-
ción tradicionales o digitales, enormes cantidades de datos,
notas, noticias, informes, entrevistas y demás formas para
divulgar información.2

Artículos como El sexismo en los medios de comunicación
y su influencia en adolescentes y jóvenes señalan que los
medios de comunicación están plagados, entre otras cosas,
de contenido y mensajes sexistas, los cuales tienden a in-
fluir en nuestros pensamientos y, por consecuente, en nues-
tro comportamiento. Agregando que, generalmente, este ti-

po de contenido, al ser visto continuamente, se normaliza,
ignorando las afectaciones que estos pueden tener en nues-
tro actuar.3

El artículo Igualdad de sexos en los medios de comunica-
ción, elaborado por la Asociación Española de Mujeres
Profesionales de los Medios de Comunicación, señala que
aquellos estereotipos que transmiten los medios de comu-
nicación tienen la capacidad de arraigarse en la mentalidad
de la sociedad y perdurar por mucho tiempo. Añadiendo
que, dichos estereotipos tienen la característica de pasar in-
advertidos, y de ahí su peligrosidad, ya que son capaces,
sin que la sociedad se dé cuenta, de forjar la mentalidad del
colectivo.4

De acuerdo con el artículo Mujeres y medios: nuevos de-
safíos. Revisión y evaluación de la implementación de la
Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, los me-
dios de comunicación “pueden perpetuar la subordinación
de las mujeres o bien, jugar un rol primordial en la promo-
ción de los derechos de la mujer”.5

Conociendo todo lo anterior expuesto, es de destacar que,
con respecto a los medios de comunicación en México, es-
tos no están exentos de presentar la divulgación de estere-
otipos que atentan contra el principio de igualdad entre mu-
jeres y hombres.

II. Contenido sexista y/o machista en medios de comu-
nicación mexicanos

De acuerdo con el Instituto Nacional de las Mujeres, los
medios de comunicación en México fomentan los roles tra-
dicionales tanto de mujeres como de hombres. Por ejem-
plo, de acuerdo con dicho instituto, en muchas ocasiones
las mujeres son presentadas como objeto sexual, pese a la
clara intención de mostrar empoderamiento en la imagen
femenina.6

Dentro de ese contexto, es importante mencionar la entre-
vista que la Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar
la Violencia Contra las Mujeres (Conavim) realizó al, en
ese entonces, coordinador de contenidos en Mujeres en
Frecuencia, AC, y coordinador de monitoreo del Observa-
torio por la Equidad de Género, Francisco Muñoz Flores,
quien, al preguntarle cuáles eran las consecuencias de se-
guir reproduciendo prácticas sexistas en la sociedad, espe-
cíficamente en los medios de comunicación, mencionó lo
siguiente:
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Las consecuencias son graves y lo estamos viendo ahora
con el alto índice de discriminación y violencia en contra
de las mujeres. Si seguimos repitiendo el mismo esquema
que nos han dado en los medios de comunicación, llámese
televisión, radio, prensa, en donde las mujeres no alzan la
voz ni exigen justicia porque inmediatamente los hombres
las acusan y agreden, se genera una mayor discriminación.

Pese a esto, persisten ciertas personas, incluso dueños de
medios, que afirman que esto no es verdad, ya que según
ellos ‘los medios no educan’. Lamentablemente la realidad
es otra, los medios sí tienen un peso muy fuerte en la cons-
ciencia de muchas y muchos ciudadanos de nuestro país.7

Es en ese contexto, en el que se han presentado diversas si-
tuaciones en medios de comunicación masivos que sin du-
da evidencian conductas sexistas o machistas en contra de
mujeres que, como se ha expuesto anteriormente, son con-
ductas arraigadas que, si bien se llegan a normalizar, esto
no quiere decir que son correctas.

Por ejemplo, durante el mes de febrero del presente año, la
presentadora y periodista, Patricia Chapoy Acevedo, o Paty
Chapoy, realizó comentarios acerca del peso corporal de la
cantante mexicana Yuridida Francisca Gaxiola,8 acción
que diversos medios calificaron como gordofobia que, de
acuerdo con la UNAM, es una forma de discriminación y
violencia basada en el peso de una persona y, sobre todo,
en un juicio moral.9

Consecuentemente, derivado de las expresiones usadas por
Chapoy hacia la cantante Yuridia, la directora de la Comi-
sión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia Con-
tra las Mujeres (Conavim), Fabiola Alanís Sámano, realizó
una visita a la conductora Chapoy y a su equipo de trabajo
a fin de evitar futuros comentarios de esa naturaleza.10

Añadiendo que, el 11 de febrero, la Conavim emitió un co-
municado en el que estipula que los medios de comunica-
ción masiva son actores clave para la construcción de una
cultura libre de violencia contra las mujeres, en donde sus
contenidos, expresiones y comentarios en espacios de difu-
sión masiva repercuten en las conductas y comportamien-
tos de la sociedad. Concluyendo con una invitación a los
medios de comunicación a sumarse a combatir todo tipo de
violencias contra las mujeres.11

El artículo Cuestión de peso: estudio exploratorio hacia la
identificación de estereotipos de cuerpo internalizados por
mujeres concluye que, para las mujeres, existe un estereo-

tipo de género basado en la delgadez corporal, belleza y
cuidados estéticos. Añadiendo que, dicho estereotipo pro-
voca afectaciones, tanto a la salud mental como física de la
población femenina.12

De acuerdo con el informe Estereotipos asociados al peso
corporal: la perspectiva de adolescentes mexicanos, publi-
cado por la Universidad Autónoma Metropolitana, señala
que el estigma relacionado con el peso corporal puede aca-
rrear serias afectaciones que incluso pueden atentar contra
la vida, provocando, entre otras cosas, trastornos de ali-
mentación, depresión, aislamiento, baja autoestima, ansie-
dad y una distorsionada imagen corporal.13

Otro ejemplo reciente en la materia se suscitó cuando, en
febrero del presente año, el periodista y conductor, Alejan-
dro Villalvazo, realizó comentarios acerca de la licencia
menstrual, recientemente aprobada por el Congreso de la
Ciudad de México, la cual tiene como objetivo otorgar dos
días al mes con goce de sueldo a las mujeres trabajadoras
y personas menstruantes que sufran dismenorrea en grado
incapacitante.14

En dicha ocasión, Villalvazo manifestó que las mujeres no
pueden faltar al trabajo por temas menstruales, a menos que
éstas comprueben que sufren de “cólicos muy fuertes”. Di-
chos comentarios generaron desaprobación en la audiencia,
ya que las televidentes y demás usuarias de redes sociales no
pasaron por alto que Villalvazo quisiera explicar cómo se
sienten los cólicos menstruales y el porqué no se debía otor-
gar la licencia menstrual a menos que una o un ginecólogo lo
indique, ignorando completamente que no todas las mujeres
tienen la oportunidad de acudir con tales especialistas.15

Mencionando un último ejemplo de este tipo de comporta-
miento o expresiones fue cuando, durante 2021, el presen-
tador y periodista Joaquín López-Dóriga, lejos de su labor
periodística, realizó comentarios acerca de la vestimenta de
la entonces secretaria de economía, Tatiana Clouthier, ac-
ción que provocó desaprobación entre la ciudadanía, argu-
mentando que dichas conductas fomentan el clasismo y un
estereotipo de cómo es que las mujeres deben vestir.16

No obstante, este tipo de comportamientos e ideas sexistas
también se manifiestan cuando se lleva a cabo la sexuali-
zación del cuerpo femenino, principalmente en series o pe-
lículas, en donde, de acuerdo con el estudio La sexualiza-
ción de la mujer en las series de televisión, el cuerpo de la
mujer representa no más que un objeto de deseo para el
hombre.17



Ante ello, indudablemente una ideología persiste en los
medios de comunicación en México, en los cuales, por me-
dio de diversas acciones, se promueven ideas sexistas y
machistas acerca de cómo es que una mujer debe compor-
tarse, verse o en que ámbito debe desempeñarse.

Es en esa línea de ideas, que resulta vital mencionar algu-
nos ejemplos nacionales e internacionales sobre talleres de
capacitación en materia de perspectiva de género que di-
versas instituciones han diseñado e implantado a fin de
erradicar este tipo de acciones dañinas en los medios de
comunicación.

III. Ejemplos nacionales e internacionales

La Universidad Veracruzana, en el manual Incorporación de
la perspectiva de género dentro de las organizaciones de me-
dios de comunicación social, establece criterios que deben
ser tomados en cuenta a fin de facilitar la incorporación del
enfoque de género tanto en el área laboral como en las co-
berturas mediáticas. Entre dichos criterios destacan:18

1.- La capacitación obligatoria y regular en temas de
igualdad de género en el ámbito laboral para todas y to-
dos los periodistas y demás personas trabajadoras de
medios de comunicación social en todos los niveles.

2. La capacitación obligatoria y regular sobre la repre-
sentación del género en el contenido mediático para to-
das y todos los periodistas y demás personas trabajado-
ras de medios de comunicación.

La Universidad Nacional del Litoral, en Argentina, que es
una de las universidades públicas más importantes de aquel
país, implanta capacitación en materia de perspectiva de gé-
nero y formas de violencia contra la mujer y personas de la
comunidad LGBTTIQ+, a las y los trabajadores de los me-
dios de comunicación pertenecientes a dicha universidad.19

En dicha capacitación se abortan temáticas como los con-
ceptos básicos de sexo y género, los estereotipos de géne-
ro, la construcción de masculinidades y las identidades de
género, orientaciones sexuales y expresiones de género. Se
trabaja, además, en temáticas centrales como derechos hu-
manos y violencias por motivos de género como proble-
mática social.20

Mencionando otro ejemplo, la Comisión Económica para
América Latina y el Caribe (Cepal) cuenta con el Manual
de género para periodistas, herramienta que tiene como fin

facilitar la incorporación del enfoque de género en las co-
berturas mediáticas. Enfatizando que las y los periodistas
necesitan datos certeros, cifras, análisis, variedad de fuen-
tes, distintas herramientas que posibiliten elaborar una bue-
na cobertura noticiosa, destacando el enfoque de género.21

Conociendo los ejemplos expuestos, es innegable la im-
portancia que la capacitación en materia de perspectiva de
género tiene para todo el personal involucrado en los me-
dios de comunicación, ya que si bien, como se ha expues-
to, estos medios informativos llegan a promover conductas
e ideologías incorrectas, también brindan la oportunidad de
corregirlas y, en esa línea de ideas, es que resulta necesario
que los medios de comunicación mexicanos cuenten, sin
excepción, con este tipo de conocimientos.

IV. Cuadro comparativo

Derivado de los argumentos expuestos se proponen los si-
guientes cambios normativos:
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Por lo expuesto someto a consideración de esta soberanía
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de
las Leyes Federal de Telecomunicaciones y Radiodifu-
sión, y General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia, en materia de capacitación en perspec-
tiva de género a personal de medios de comunicación

Primero. Se adiciona la fracción LXIII y se recorre la sub-
secuente del artículo 15 de la Ley Federal de Telecomuni-
caciones, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 15. Para el ejercicio de sus atribuciones, corres-
ponde al instituto

I. a LXII. …

LXIII. Emitir, en coordinación y bajo asesoramiento
de las instituciones competentes, lineamientos para la
implementación de talleres de capacitación en materia
de perspectiva de género, dirigido a periodistas y de-
más personal de medios de comunicación con funcio-
nes técnicas, administrativas, de producción, locución
u operación; y

LXIV. Las demás que esta ley y otros ordenamientos le
confieran.

Segundo. Se adiciona un tercer párrafo al artículo 20
Quinquies de la Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia, para quedar en los siguientes
términos:

Artículo 20 Quinquies. Violencia mediática es todo acto a
través de cualquier medio de comunicación, que de mane-
ra directa o indirecta promueva estereotipos sexistas, haga
apología de la violencia contra las mujeres y las niñas, pro-
duzca o permita la producción y difusión de discurso de
odio sexista, discriminación de género o desigualdad entre
mujeres y hombres, que cause daño a las mujeres y niñas
de tipo psicológico, sexual, físico, económico, patrimonial
o feminicida.

La violencia mediática se ejerce por cualquier persona físi-
ca o moral que utilice un medio de comunicación para pro-
ducir y difundir contenidos que atentan contra la autoesti-
ma, salud, integridad, libertad y seguridad de las mujeres y
niñas, que impide su desarrollo y que atenta contra la igual-
dad.

A fin de prevenir la violencia mediática, los responsa-
bles a cargo de medios de comunicación deberán ga-
rantizar que, periodistas y demás personal con funcio-
nes técnicas, administrativas, de producción, locución u
operación reciban talleres de capacitación en materia
de perspectiva de género.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Instituto Federal de Telecomunicaciones, en
coordinación y bajo asesoramiento de las instancias com-
petentes en la materia, deberá emitir los lineamientos refe-
ridos en la fracción LXIII del artículo 15 de la Ley Federal
de Telecomunicaciones y Radiodifusión en un plazo no
mayor de 190 días naturales a partir de la entrada en vigor
del presente decreto.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de marzo de 2023.— Diputada
Laura Imelda Pérez Segura (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Radio y Televisión,
y de Igualdad de Género, para dictamen, y a la Comi-
sión de Comunicaciones y Transportes, para opinión.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 79 de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Alberto Anaya Gutiérrez, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

El suscrito, diputado Alberto Anaya Gutiérrez, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo en la LXV Legisla-
tura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
en los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete ante esta honorable asamblea iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 79
de la Ley General de Salud, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La ozonoterapia es un acto médico de terapia comple-
mentaria

Las actuales definiciones de la ozonoterapia la califican co-
mo “un acto médico de terapia complementaria” que utili-
zada en concentraciones terapéuticas determinadas y ex-
clusivamente por profesionales especializados, la
ozonoterapia se encuadra dentro de las técnicas de nuevas
tecnologías que complementan, facilitan y optimizan los
tratamientos convencionales, razón por la que se ha con-
vertido en una herramienta más del arsenal terapéutico del
médico.

La ozonoterapia es un acto médico y como tal debe ser 
realizado única y exclusivamente por un médico, odontó-
logo, veterinario, y podólogo debidamente capacitado y
con experiencia, en las áreas de sus competencias.

En el caso de asistencia médica, la interacción directa con los
pacientes será responsabilidad de un médico, odontólogo, ve-
terinario, o podólogo, con conocimiento y experiencia en
ozonoterapia. Las enfermeras y los técnicos actuarán de
acuerdo con las instrucciones del médico, odontólogo, veteri-
nario, o podólogo correspondiente.

Utilizada en concentraciones terapéuticas determinadas y
exclusivamente por profesionales especializados, la ozono-
terapia se encuadra dentro de las técnicas de nuevas tecno-
logías que complementan, facilitan y optimizan los trata-
mientos convencionales, razón por la que se ha convertido
en una herramienta más del arsenal terapéutico del médico.

Definición de terapia complementaria

“La ozonoterapia es un tratamiento complementario y de-
be realizarse junto con y no en lugar de la medicina alopá-
tica. Entender la diferencia entre complementaria y alter-
nativa es importante para el ozonoterapeuta. La aplicación
de la ozonoterapia complementa otros tratamientos alopá-
ticos tales como intervenciones farmacológicas y procedi-
mientos quirúrgicos y no los reemplaza como una alterna-
tiva”.

“La ozonoterapia tiene que ser practicada como un tra-
tamiento complementario, adyuvante o paliativo para
diversas enfermedades. La ozonoterapia es parte de las
técnicas de las nuevas tecnologías que complementan y



facilitan los tratamientos convencionales. Es una herra-
mienta más en el arsenal médico.” Declaración de Ma-
drid sobre la Ozonoterapia, ISCO3, 3a. ed., 2020, punto
1., p. 15

https://isco3.org/producto/madrid-declaration-on-ozo-
ne-therapy-3rd-edition-online-access-english/

Ozonoterapia y Covid-19

La pandemia de Covid-19 que golpeó al mundo demostró
dramáticamente que no estábamos preparados para enfren-
tar una emergencia de esa naturaleza y que los sistemas de
salud, incluyendo a los del primer mundo, no tenían a ma-
no los recursos necesarios para enfrentar con eficacia las
necesidades de la población mundial. 

En mal evolucionó y el sistema mundial de salud pública,
enfermó de mercantilismo, colapsó.

Destaca entre las lecciones que la pandemia dejó, la opi-
nión de la Organización Mundial de la Salud (OMS), que
en febrero de 2021 oficialmente manifestó: “actualmente
no hay vacunas o tratamientos farmacéuticos específicos
disponibles para el Covid-19”.

Para combatir a la pandemia llamó a los “países a tomar
medidas urgentes y agresivas”. Y agregó: “esto no es sólo
una crisis de salud pública, es una crisis que afectará a to-
dos los sectores, por lo que cada sector y cada individuo
deben participar en la lucha”.

El ISCO3 (International Scientific Committee of Ozone
Therapy) como parte del sector de salud mundial, al mes
siguiente del llamado de la OMS, propuso en forma pione-
ra, el potencial uso de la terapia de ozono, como una tera-
pia complementaria, basada exclusivamente en datos cien-
tíficos disponibles.

Propuesta publicada en el documento Uso potencial del
ozono en SARS-CoV-2 / COVID-19 (14 de marzo de 2020)

https://isco3.org/wp-content/uploads/2020/04/Castella-
no-Covid-19-2.pdf

https://aepromo.org/fundamentos-cientificos-de-la-ozo-
noterapia/
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Resumen

No existe a la fecha un tratamiento definitivo para la nue-
va pandemia SARS-CoV-2. Están reconocidos tres esta-
dios evolutivos en la infección por SARS-CoV-2 (infec-
ción temprana, fase pulmonar e hiperinflamación
sistémica), con signos y síntomas clínicos característicos.
Hay en marcha 80 ensayos experimentales internacionales
que buscan un tratamiento efectivo para la pandemia Co-
vid-19. De ellos, sólo hay tres que consideran como alter-
nativa de tratamiento la ozonoterapia (autohemoterapia
mayor). No existe ningún estudio que evalúe la insuflación
rectal de ozono, a pesar de ser una técnica segura, barata,
sin riesgos y que es una vía de administración sistémica
(oxígeno-ozono 95-5 por ciento) y que justifica la realiza-
ción de ensayos clínicos para validar las propiedades teóri-
cas del ozono en el manejo del SARS-CoV-2, dados los ex-
celentes resultados observados en el manejo del ébola.

El ozono tiene demostradas cuatro propiedades biológicas
que podrían ser de potencial utilidad teórica como terapia
complementaria en las diferentes fases de la infección por
SARS-CoV-2. El ozono podría inactivar el virus por oxi-
dación indirecta (ROS y LOP) y podría estimular el siste-
ma inmune celular y humoral, siendo útil en la fase de in-
fección temprana (estadios 1 y 2a). El ozono puede
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mejorar el intercambio gaseoso, reducir la inflamación y
modular el sistema antioxidante, por lo que sería útil en la
fase de hiperinflamación o “tormenta de citocinas”, y en la
fase de hipoxemia y/o fallo multiorgánico (estadios 2b y
estadio 3). 

OMS: tres investigaciones sobre Ozonoterapia como tera-
pia complementaria Covid-19

La Organización Mundial de la Salud (OMS) publica, en su
biblioteca virtual “Covid-19 – Literatura mundial sobre la
enfermedad por Coronavirus”, tres investigaciones sobre la
Solución Salina Ozonizada (O3SS) como terapia comple-
mentaria en pacientes moderados y graves hospitalizados
por Covid-19.

La Sociedad Española de Salud y Medicina Integrativa
(SESMI) subvencionó parte del ensayo clínico que se llevó
a cabo en el hospital Viamed Virgen de la Paloma de Ma-
drid, bajo la dirección de la doctora Adriana Schwartz, pre-
sidenta de la Asociación Española de Profesionales Médi-
cos en Ozonoterapia (Aepromo) y con la colaboración de
la doctora Alejandra Menassa, presidenta de la Sesmi, y los
doctores Sergio Mejía y Gregorio Martínez Sánchez.

Los pacientes con Covid-19 que recibieron 0?SS no expe-
rimentaron efectos secundarios y el tratamiento tendió a
mejorar los síntomas clínicos. De hecho, las terapias médi-
cas con ozono (O3X) han demostrado ser efectivas en el
tratamiento de una variedad de patologías humanas que tie-
nen una base fisiológica de desregulación inflamatoria me-
jorando la oxigenación de los tejidos.

Según explica Alejandra Menassa: “la O?SS es un trata-
miento económico, seguro y eficaz para combatir la Covid-
19. Los pacientes a quienes se les ha administrado dicha
solución han mostrado mejores síntomas clínicos, mejores
valores de laboratorio y una reducción en la mortalidad.

Antecedentes históricos del ozono médico en el siglo XX

En 1911, el doctor Noble Eberhart, jefe del departamento
de Fisiología de la Universidad de Loyola Chicago, en el
Manual de funcionamiento de alta frecuencia, indica que
utilizaba el ozono para tratar tuberculosis, anemia, clorosis,
zumbidos, tos ferina, asma, bronquitis, fiebre del heno, in-
somnio, pulmonía, diabetes, gota y sífilis. Crea el primer
centro docente universitario dedicado entre otros temas a la
ozonoterapia.

Alemania

El doctor Blass funda en 1913 la primera asociación ale-
mana de ozonoterapia.

Entre tanto la Primera Guerra Mundial acaba de estallar en
Europa. En 1915, el doctor Wolf, cirujano jefe de los ser-
vicios médicos del ejército alemán, extiende su uso para el
tratamiento tópico de heridas infectadas, pie congelado, la
gangrena y las ulceras de decúbito.

Por primera vez, en Suiza, un odontólogo, el doctor Fish
publica en 1932 las aplicaciones en odontología del ozono,
para tratar caries, y patenta el primer aparato específico pa-
ra esta aplicación, el Cytozon.

En 1935 Edwin Payr (austriaco-alemán) señala el efecto ci-
catrizante del ozono.

En Alemania, tras estallar la Segunda Guerra Mundial, el
doctor Wolf publica Medical ozone, el libro más clásico so-
bre ozonoterapia, que ha llegado a nuestros días como la
biblia de los libros médicos dedicados a la ozonoterapia.

Los generadores de ozono de la época, fabricados con mu-
chos componentes de cristal, no son prácticos para los hos-
pitales de campaña y no pueden competir en comodidad y
facilidad de uso con los recién aparecidos antibióticos.

A pesar de su indudable utilidad, el ozono como método
curativo para enfermedades infecciosas, cae progresiva-
mente en desuso. Por otra parte, en 1940, la agencia esta-
dounidense Food and Drug Administration (FDA) comien-
za el precintado de generadores de ozono médico,
favoreciendo su propia industria farmacéutica, reforzada
tras la adquisición de un gigante farmacéutico del momen-
to, la Bayer alemana.

La aparición de plásticos resistentes al ozono lleva en 1957
al médico alemán doctor Hansler a la fabricación del pri-
mer generador de ozono moderno, en cuyo diseño se basan
los generadores actuales.

En el año 1961 el doctor Hans Wolf introdujo en su prácti-
ca médica la autohemoterapia mayor y menor. A principios
de los 70 se crea la Sociedad Alemana de Ozonoterapia que
contribuye al impulso de la ozonoterapia y que sea aplica-
da en diferentes enfermedades. 



Rusia

En los años 70 aparecen las primeras comunicaciones de los
rusos sobre la exitosa aplicación del ozono en pacientes que-
mados; y el protagonismo lo tenía la clínica de la antigua
Unión Soviética, E. I. Ceppa en Estonia. Al mismo tiempo,
en Minsk, con éxito fueron tratados los primeros pacientes de
asma bronquial con inhalaciones en vapor ozonizado.

Los más entusiastas estudiosos e investigadores del ozono
en esta parte del mundo, han sido los científicos, miembro
de la Academia de Medicina de la ciudad de Nirrny Nov-
gorod. Los estudios fueron realizados en el Laboratorio
Central de Investigaciones Científicas de la Academia Es-
tatal de Medicina de Nirrny Novovgorod, bajo la dirección
del académico Ramn B. A. Koroleva. Allí, en octubre de
1977, se llevó a cabo el primer experimento en perros con
solución salina ozonizada, que luego se desarrolló amplia-
mente en humanos.

En abril de 1979, por primera vez en el mundo, una solu-
ción cardiopléjica ozonizada era introducida en el lecho co-
ronario de un enfermo con un defecto cardiaco congénito.

En noviembre de 1986 por primera vez fue llevada a cabo
la ozonización del sistema circulatorio artificial, durante el
implante de una válvula mitral artificial.

Durante el estudio del nuevo método “solución salina ozo-
nizada” y de la tecnología para su aplicación, fueron ela-
borados otros métodos de aplicación del ozono, por ejem-
plo: la aplicación del ozono en la conservación de la
sangre, ozonización sanguínea e infusión e.v. de solución
salina ozonizada en los periodos del post-operatorio y post-
reanimación. (Manual Ozonoterapia, Nirrny Novgorod
2008. Traducción al castellano por Adriana Schwartz).

En 2005, son los rusos quienes por primera vez registran
a nivel estatal, la utilización del ozono en dermatología y
cosmetología. Dos años más tarde (2007) lo hacen en
obstetricia, ginecología, neonatología; traumatología y
tratamientos de quemaduras. Rusia se convirtió así en el
primer país del mundo en regularizar e implementar a ni-
vel estatal la ozonoterapia.

Cuba

La ozonoterapia se introdujo en Cuba en 1986, aunque
desde 1974 un grupo de especialistas ya trabajaba en los
aspectos básicos de ese gas en medicina.

En 1988 se efectúa en Cuba, el primer Congreso Nacional
de aplicaciones del Ozono con participación de numerosos
países, España entre ellos.

En 1990 tuvo lugar el primer Congreso Ibero Latinoameri-
cano de Ozonoterapia, en La Habana.

Centro de Investigaciones del Ozono

Debido a sus beneficios médicos, bajo la dependencia cientí-
fica del Centro Nacional de Investigaciones Científicas, el
gobierno fundó en 1992 el Centro de Investigaciones del
Ozono, con personal científico proveniente de varias áreas
profesionales. Concentró de esta manera la experiencia de
varios años de trabajo desarrollando investigaciones en
el campo de la medicina, y se le encargó dirigir los estu-
dios y de ampliar las aplicaciones del ozono médico en
todo el país.

Este centro se convirtió en referente internacional para los
ozonoterapeutas de diferentes partes del mundo por las im-
portantes investigaciones y los aportes que estaba realizando.

Lamentablemente, desde 2011, el Centro de Investigaciones
del Ozono no funciona tal cual había sido diseñado. La in-
vestigación médica se ha eliminado. El centro se ha reduci-
do a tratar pacientes en una clínica internacional y a produ-
cir productos basados en ozono.

No obstante, la ozonoterapia está extendida como tratamien-
to complementario y coadyuvante en todo el archipiélago cu-
bano, y su uso abarca un amplio grupo de especialidades, que
incluyen, entre otras, a la ortopedia, neurología, odontología,
pediatría, oftalmología, dermatología, reumatología y onco-
logía, https://www.granma.cu/ciencia/2019-11-29/la-ozono-
terapia-en-cuba-29-11-2019-18-11-17

El Ministerio de Salud Pública, por resolución ministerial
261 de 2009, aprobó “para la atención médica, docencia e
investigación científica en los servicios de salud en todo el
territorio nacional” diez “modalidades de medicina natural
y tradicional” entre ellas a la ozonoterapia.

La resolución ministerial número 381 de 2015 del Ministe-
rio de Salud Pública, en reemplazo de la anterior, definió a
la ozonoterapia, precisó quiénes podían aplicarla y la titu-
laridad que deberían tener. 
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España

Desde la década de los sesenta del siglo pasado la ozono-
terapia se está practicando en el Reino de España.

En el 2006, la ozonoterapia en la Comunidad de Madrid (Es-
paña) enfrentó un duro golpe por parte de la administración
sanitaria de esa comunidad, quien prohibió su práctica en
centros ambulatorios. La Asociación Española de Profesio-
nales Médicos en Ozonoterapia (Aepromo) tomó la iniciati-
va e inició la lucha por su regularización en esta comunidad,
consiguiéndola el 9 marzo 2009 a través de una “directiva”
de la Consejería de Sanidad, en la que se detallan los requisi-
tos para su práctica en centros ambulatorios.

Gracias a los esfuerzos de Aepromo, ya son quince las co-
munidades autónomas españolas –de un total de diecisiete,
es decir más de 88 por ciento de las comunidades españo-
las, donde la ozonoterapia se puede practicar de conformi-
dad a las “directivas” de las Consejerías de Sanidad emiti-
das por cada comunidad. De esta forma el profesional que
la practique sabe de antemano cuáles son las “reglas de jue-
go” que debe observar.

Cifras de la ozonoterapia en el mundo

La ozonoterapia es cada vez más utilizada en diferentes
países del mundo. La investigación realizada por Roberto
Quintero y publicada en 2011, arrojaba las siguientes cifras
obtenidas en 32 países: el número de ozonoterapeutas en el
mundo era de más de 23 mil. Alemania aparecía como el
primer país con más profesionales de la salud que la prac-
ticaban. Ellos eran 11 mil. Le seguía Rusia con 3 mil 500,
estando China en tercer lugar con 2 mil. Luego se ubicaba
Italia con 3 mil. (Quintero Roberto, Tabla 1, en Velio Boc-
ci et al. http://www.revistaespañoladeozonoterapia.es/in-
dex.php/reo/article/view/8/20

Como se remarcaba por el autor de las estadísticas, las ci-
fras eran necesariamente incompletas y además no aparecí-
an todos los países donde en 2011 se practicaba ozonotera-
pia. Es altamente probable que en 2021, el número de
ozonoterapeutas supere los 50 mil y los países donde se
practica la terapia estén muy por encima de los 60.

Efectos benéficos del ozono en relación a la salud

• Regula el estrés oxidativo celular contribuyendo a for-
talecer los factores antioxidantes y a combatir el exceso
de radicales libres.

• Provoca un incremento del metabolismo del O2 en el
caso de la hipoxia tisular.

• Modula la actividad auto inmune. El ozono puede acti-
var la producción de citoquinas (interferón, factor de ne-
crosis tumoral, interleuquinas, etcétera) a partir de los
monocitos y linfocitos en la sangre periférica. Estas célu-
las sanguíneas activadas son captadas por el tejido linfoi-
de (bazo, médula ósea y nódulos linfáticos) en donde la
liberación de las citoquinas produce una modulación del
sistema inmune. Estas interacciones celulares son muy
semejantes a los procesos fisiológicos que ocurren en el
organismo para mantener el sistema inmune en estado 
activo.

• Tiene un alto poder bactericida y germicida. La acción
germicida del ozono se basa en la formación de molécu-
las tóxicas como el peróxido de hidrógeno, y de radica-
les libres muy tóxicos (como el superóxido), que son es-
pecialmente tóxicos para microorganismos anaeróbicos,
ya que carecen de sistemas enzimáticos endógenos capa-
ces de descomponer estos productos y eliminarlos del or-
ganismo.

• Es un activador circulatorio. Después del tratamiento
con ozono, la sangre mejora su capacidad para circular
a través de los microcapilares más estrechos, mejorando
así la microcirculación por desagregación plaquetaria.

• Mejora la oxigenación celular. Los eritrocitos desagre-
gados y suavizados se encuentran en mejores condicio-
nes para absorber y transferir oxígeno, entre otros facto-
res, debido a la mayor superficie de contacto libre y
deformabilidad. La presión de oxígeno arterial aumenta
y la presión de oxígeno venoso disminuye. Se observa
un incremento en el 2.3 DPG (Diphospho Glicerol), lo
que facilita la cesión de oxígeno atrapado en la oxihe-
moglobina en los glóbulos rojos.

• Es un analgésico y antiinflamatorio potente. Posee los
mismos efectos que un corticoide, pero sin los efectos
colaterales del mismo.

• Es un estimulador de la regeneración tisular.



Antecedentes internacionales

Estatus legal de la ozonoterapia

España

Sector privado

A petición expresa de Aepromo, 15 comunidades autóno-
mas españolas, de las 17 que tiene el reino, por medio de
“directivas” han establecido las “reglas de juego” para que
la ozonoterapia pueda practicarse legalmente en los centros
privados ubicados en sus territorios.

Sector público

La ozonoterapia se practica en 23 en hospitales públicos
españoles. En 2020 la cifra era de 20.

En otros países del mundo

Ya son 14 países donde la ozonoterapia ha sido regulada in-
tegral o parcialmente:

Grecia (1991 y 2014) Primer país del mundo en regula-
rizar la ozonoterapia

Ucrania. Segundo país del mundo en regularizar en el
2001 y 2014

Italia (2003, 2007 y 2009)

China (2005)

Rusia (2005 y 2007)

España, 15 comunidades autónomas. (Entre 2007 y
2012)

Cuba (2009 y 2015)

Sultanato de Omán (2010)

Emiratos Árabes Unidos, Ciudad de Dubái (2011)

Portugal (2013-2014)

Turquía (2014)

Brasil (2015, 2018 y 2020)

• Brasil. Odontología 2015

• Brasil. Medicina, 2018

• Brasil. Veterinaria, 2020

• Venezuela (2020)

Antecedentes nacionales

En México existe la Asociación Mexicana de Ozonoterapia
(Amozon, AC), que manifiesta tener como misión: “Difun-
dir mediante cursos, congresos y simposios nacionales e
internacionales las bases científicas y técnicas para la co-
rrecta aplicación terapéutica y buena práctica clínica de la
oxígeno-ozonoterapia; así como promover la publicación
de una revista especializada en el tema y realizar intercam-
bios con instituciones nacionales e internacionales, con el
fin de impulsar su desarrollo científico y nuevas aplicacio-
nes clínicas en los diversos campos de especialización de
la Medicina Moderna”.

Ley General de Salud de la Ciudad de México

Cabe destacar que gracias a los esfuerzos de esta asocia-
ción y la Comisión de Salud de la Asamblea Legislativa de
la Ciudad de México, se incluye la ozonoterapia en la Ley
General de Salud de la Ciudad de México.

Ley de Salud de Campeche

El 1 de junio de 2021 se presentó iniciativa para reformar
la Ley de Salud para el Estado de Campeche, en materia de
regulación de la ozonoterapia.

Ley Estatal de Nuevo León

El 19 de diciembre de 2017, el honorable Congreso del Es-
tado de Nuevo León, en Monterrey, aprobó artículo 49 y el
artículo 98 Bis ambos de la Ley Estatal de Salud, para in-
corporar el ozono.

Ley General de Salud

El 28 de abril de 2021, en la Cámara de Senadores del ho-
norable Congreso de la Unión, el senador Alfonso Pascual
Solórzano Fraga presentó iniciativa para incluir el ozono
en la Ley General de Salud.
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Marco legal 

En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en su artículo 4o., párrafo cuarto, se señala que: Toda
persona tiene derecho a la protección de la salud. La ley de-
finirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios
de salud y establecerá la concurrencia de la federación y las
entidades federativas en materia de salubridad general,
conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73
de esta Constitución. La ley definirá un sistema de salud
para el bienestar, con el fin de garantizar la extensión pro-
gresiva, cuantitativa y cualitativa de los servicios de salud
para la atención integral y gratuita de las personas que no
cuenten con seguridad social.

Asimismo, en la Ley General de Salud, título primero Dis-
posiciones Generales, Capítulo Único, artículo 1o. se seña-
la: La presente ley reglamenta el derecho a la protección de
la salud que tiene toda persona en los términos del artículo
4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, establece las bases y modalidades para el acceso a
los servicios de salud y la concurrencia de la federación y
las entidades federativas en materia de salubridad general.
Es de aplicación en toda la República y sus disposiciones
son de orden público e interés social. 

Artículo 1o. Bis. Se entiende por salud como un estado de
completo de bienestar físico, mental y social, y no sola-
mente la ausencia de afecciones o enfermedades.

La presente iniciativa propone modificar el artículo 79 de
la Ley General de Salud para incluir la ozonoterapia en el
ejercicio de actividades profesionales, teniendo en consi-
deración todas las causales señaladas en la exposición de
motivos, para mejor precisión de la propuesta expuesta en
la presente iniciativa se presenta el siguiente cuadro com-
parativo:

Decreto por el que se reforma la Ley General de Salud

Artículo Único. Se reforma el artículo 79 de la Ley Gene-
ral de Salud, para quedar como sigue: 

Artículo 79. Para el ejercicio de actividades profesionales
en el campo de la medicina, odontología, veterinaria, bio-
logía, bacteriología, enfermería, trabajo social, química,
psicología, ingeniería sanitaria, nutrición, dietología, pato-
logía y sus ramas, ozonoterapia y las demás que establez-



can otras disposiciones legales aplicables, se requiere que
los títulos profesionales o certificados de especialización
hayan sido legalmente expedidos y registrados por las au-
toridades educativas competentes.

Para el ejercicio de actividades técnicas y auxiliares que re-
quieran conocimientos específicos en el campo de la aten-
ción médica prehospitalaria, medicina, odontología, veteri-
naria, enfermería, laboratorio clínico, radiología, terapia
física, terapia ocupacional, terapia del lenguaje, prótesis y
órtesis, trabajo social, nutrición, citotecnología, patología,
bioestadística, codificación clínica, bioterios, farmacia, sa-
neamiento, histopatología y embalsamiento y sus ramas,
ozonoterapia, se requiere que los diplomas correspondien-
tes hayan sido legalmente expedidos y registrados por las
autoridades educativas competentes.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones legales
que se opongan al presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de marzo de 2023.— Diputado
Alberto Anaya Gutiérrez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

«Iniciativa que adiciona los artículos 20 Septies y 20 Oc-
ties a la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia, a cargo de la diputada María Elena Li-
món García, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano.

Quién suscribe, diputada María Elena Limón García, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXV Legislatura en la Cámara de Diputados, con fun-
damento en lo señalado en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de

la honorable Cámara de Diputados iniciativa, con base en
la siguiente

Exposición de Motivos

Una de cada tres mujeres de 15 años1 en el mundo ha ex-
perimentado alguna vez en su vida violencia física o se-
xual; una cifra alarmante. 

En México, durante 2021 el 70.1 por ciento2 de las muje-
res de 15 años y más han experimentado al menos in inci-
dente de violencia, dentro de los ámbitos de violencia se
encuentran la violencia psicológica con el 51.6 por ciento,
la violencia sexual con el 49.7 por ciento, la violencia físi-
ca con el 34.7 por ciento y la violencia económica, patri-
monial y/o discriminación con el 27.4 por ciento. (INEGI,
2021). 

Estas cifras señalan la realidad, qué difícil es ser mujer.

La violencia contra las mujeres y niñas es una de las viola-
ciones más graves a los derechos humanos, la violencia es
tanto causa como consecuencia de la desigualdad y de dis-
criminación de género. 

En 1979, se llevó a cabo la Convención sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación contra la Mu-
jer (CEDAW) por sus siglas en inglés, y en 1980 fue sus-
crita por México y en 1981 ratificada.3 Al suscribirse el
país a la Convención el Gobierno de los Estados Unidos
Mexicanos declara que:

“se deberá entender que las disposiciones de esta Con-
vención, que corresponden esencialmente con lo previs-
to por la legislación mexicana, se aplicarán en la Repú-
blica conforme a las modalidades y procedimientos
prescritos por esta legislación y que el otorgamiento de
prestaciones materiales que pudiesen resultar de la Con-
vención se hará en la medida que lo permitan los recur-
sos con que cuenten los Estados Unidos Mexicanos.”4

Asimismo, el 9 de junio de 1994, en el pleno de la Asam-
blea General de la Organización de los Estados America-
nos, sumaron esfuerzos y reconocieron que la violencia
contra la mujer constituye una violación de los derechos
humanos y las libertades fundamentales y limita total o
parcialmente a la mujer el reconocimiento, goce y ejercicio
de tales derechos y libertades, creando así la Convención
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Vio-
lencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”.5
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México se comprometió con los principios rectores la no
discriminación y la no violencia y en 1998 se ratificó este
instrumento jurídico.

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia6 define a la violencia contra las mujeres
como:

“Cualquier acción u omisión, basada en su género, que
les cause daño o sufrimiento psicológico, físico, patri-
monial, económico, sexual o la muerte tanto en el ám-
bito privado como en el público;”

Asimismo, establece que las modalidades7 de violencia
son aquellas formas, manifestaciones o los ámbitos de ocu-
rrencia en que se presenta la violencia contra las mujeres. 

La violencia contra las mujeres se ha manifestado durante
muchos años en múltiples formas y tristemente cada día
existen nuevas modalidades encaminadas a hacer sufrir a
las mujeres, con ello vislumbramos la delgada línea que
existe entre la violencia extrema y las prácticas de cruel-
dad donde se busca perpetrar la destrucción física de las
mujeres.

En los últimos años se ha propagado una nueva forma de
violencia en contra las mujeres, la violencia ácida. De
acuerdo con el Consejo Nacional para Prevenir la Discri-
minación (Conapred), la violencia ácida enmarca un tipo
de agresión con alta carga simbólica,8 marcando de por vi-
da a su víctima al desfigurar la parte del cuerpo donde se
arrojó dicha sustancia, pues se interpreta como una señal
de posesión.

De acuerdo con la organización Acid Survivors Trust In-
ternational (ASTI) calcula que al año se producen al menos
1,500 agresiones9 de violencia ácida contra las mujeres. 

Los ataques con agentes químicos10 se definen como el ac-
to de lanzar ácido o sustancias corrosivas en el cuerpo de
otra persona con la intención de desfigurar, mutilar, tortu-
rar o matar. (Bhullar, 2013)

Los tipos más comunes de ácidos utilizados son: el ácido
sulfúrico, nítrico y el hidroclórico.

Existen algunos efectos que producen este tipo de agresio-
nes contra las mujeres, algunos de esos efectos son: (Bhu-
llar, 2013, citado por Villalobos, 2017, p. 24).

I. Efectos en la salud: el efecto más notable de un ata-
que con ácido es la desfiguración de cuerpo y cara de
por vida. En consecuencia, la víctima se enfrenta a cam-
bios físicos que requieren tratamientos y cirugías a lar-
go plazo, así como a retos psicológicos que requieren
una profunda intervención de consejeros en cada etapa
de la recuperación física. Todos estos efectos impactan
la viabilidad social, psicológica y económica de las co-
munidades.

II. Efectos médicos: la severidad del daño depende de
la concentración del ácido y el tiempo antes de que el
ácido sea removido con agua o neutralizado con un
agente para tal efecto. El ácido puede carcomer rápida-
mente la piel, la capa de grasa debajo de la piel, y en al-
gunos casos el hueso que está debajo. Los párpados y la-
bios son completamente destruidos, la nariz y los oídos
son severamente afectados. También existe el riesgo de
2 septicemia, falla renal, despigmentación e incluso la
muerte.

III. Efectos psicológicos: se reportan altos niveles de
ansiedad, depresión y baja autoestima.

IV. Efectos sociales: además de los efectos médicos y
psicológicos, existen muchas implicaciones sociales pa-
ra los sobrevivientes de ataques con ácido, especial-
mente para las mujeres. Por ejemplo, estos ataques ge-
neralmente dejan a las víctimas en situación de
discapacidad en algún sentido, porque dependen de su
esposo o familia para realizar actividades cotidianas co-
mo comer, bañarse o hacer sus necesidades. Estas de-
pendencias son incrementadas por el hecho de que las
sobrevivientes no pueden encontrar un trabajo estable ni
rentable. Esta negatividad impacta la viabilidad econó-
mica y causa conflictos en la familia que cuida de ellas.

En México se han presentado varios casos de violencia áci-
da contra las mujeres, pero son dos los de mayor relevan-
cia a nivel nacional. 

Caso Carmen Sánchez

En febrero de 2014, Carmen Sánchez fue atacada con áci-
do en el rostro y cuerpo por parte de su pareja sentimental
en el Estado de México y quién en 9 años no ha recibido
una sentencia condenatoria. Ella atravesó 64 procesos de
reconstrucción,11 al mismo tiempo que tratamientos psico-
lógicos.



Con lo sucedido y la falta de justicia creó la Fundación
Carmen Sánchez12 con el objetivo de prevenir, atender,
erradicar, investigar y sancionar los ataques con ácido u
otras sustancias corrosivas a mujeres mexicanas por situa-
ciones relacionadas con la violencia machista. 

Caso Ana Helena Saldaña

El 12 de noviembre de 2018, en la alcaldía Iztacalco fue
atacada Ana Helena Saldaña Aguilar,13 en un video ella re-
lató.

“Yo iba llegando a mi casa cuando me atacaron”.

“Hace más de dos años, regresando del trabajo a mi ca-
sa, esta mujer se acercó a mí con el pretexto de vender
gelatinas, nunca me imaginé que en el momento en el
que yo me iba a detener a atenderla, mi vida iba a cam-
biar para siempre. Ellos, porque eran dos, alguien los
envío y ella sin más decidió lanzarme ácido en la cara,
quemándome severamente el rostro, el cuerpo y quitán-
dome la vista del ojo derecho y mi vida tal cual la co-
nocía. Hoy por falta de justicia, ni siquiera puedo vivir
en el país, ni quiera puedo estar cerca de mi familia o
mis amigos. la persona que realmente atentó está libre”.

Tuvo que someterse a diversas cirugías, sin embargo, per-
dió la vista en su ojo derecho. Hasta el momento no se sa-
be nada de su agresora.

Caso Esmeralda Millán

En diciembre de 2018, Esmeralda Millán fue atacada con
ácido en la ciudad de Puebla. Fue atacada por su ex pareja
quien le aseguraba que si no era suya no sería de nadie. 

sus lesiones se localizan en el rostro, cuello, pecho y ma-
nos. Ella necesita reconstrucción de nariz, boca y trasplan-
te de córnea. 

“Aunque las cicatrices de mi rostro han mejorado, las
heridas del alma nunca sanarán”. Esmeralda Millán.14

Caso María Elena Ríos

El 9 de septiembre de 2019, María Elena Ríos15 se encon-
traba en su domicilio en la ciudad de Huajuapan de León,
Oaxaca, cuando dos albañiles contratados por su expareja
le rociaron ácido sulfúrico en el rostro de la joven. 

A María Elena tuvo que someterse a varias cirugías en el
rostro, cuello, brazo y mano. La sociedad civil se sumó a
este caso y pide a las autoridades que su responsable pague
por el intento de feminicidio y con ello hacer justicia. 

No existe información oficial sobre el número de mujeres
que han padecido este tipo de violencia, sin embargo, co-
lectivos reportan 26 ataques.16

Otro tipo de violencia química utilizada contra las mujeres
es la sumisión química, que consiste en la administración
de sustancias psicoactivas con el fin de realizar actos de-
lictivos. 

Durante 2022 en España, aumentaron los casos de agresio-
nes sexuales a causa de la sumisión química, en ese país es-
ta conducta era conocida como “pinchazo”. Entre el 1 ene-
ro y 12 de junio de 2022 se denunciaron en Cataluña 288
casos17 de este tipo. 

Curiosamente, en México se han presentado este tipo de
agresiones contra las mujeres; los colectivos18 Frente
por los Derechos de las Mujeres en Yucatán, Ciencia So-
cial Alternativa A.C/Kookay, Asociación Mexicana para
el Bienestar y la Igualdad Yaxché, Centros de Integra-
ción Juvenil (CIJ), Reflexión y Acción Feminista y Al-
ternativas en Salud y Desarrollo en Yucatán se unieron
en la búsqueda de visibilizar y disminuir esta violencia.

Durante esa conferencia, Víctor Roa Muñoz, director del
Centro de Integración Juvenil (CIJ) mencionó que es nece-
sario llamar por su nombre, sumisión química, a este tipo
de agresiones, pues así se visibiliza este tipo de violencia. 

De igual forma, el 13 de octubre de 2022, en la ciudad de
Puebla19 la joven Jhoselin Daniel reportó en redes sociales
que mientras caminaba por la calle chocó con una persona
y sintió un piquete en el brazo, subió al transporte público
y comenzó a sentirse mal, pidió auxilio a su familia y fue
trasladada al hospital.

O que decir de lo sucedido en 2017, cuando se detuvo al
grupo delictivo llamado “goteras VIP”20 quienes aborda-
ban a sus víctimas en bares. Les suministraban gotas con el
fin de perder la conciencia y con ello facilitar delitos como
el robo.

De acuerdo con el Secretariado Ejecutivo del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública;21 durante 20222, 636 mujeres
fueron víctimas de trata, 5 mil 524 mujeres fueron víctimas
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de violencia de género en todas sus modalidades y se de-
nunciaron 23 mil 102 delitos de violación. (SESNSP, 2023)

La violencia que viven miles de mujeres es un problema
estructural que afecta a nuestra sociedad, en la Bancada
Naranja estamos comprometidos en impulsar acciones que
garanticen que las mujeres seamos libres y vivamos sin
miedo.

Por ello es necesario adecuar nuestro marco legislativo a la
realidad actual, la violencia química contra las mujeres, es-
pecíficamente en estas dos variables va al alza y es impor-
tante que nuestra Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia las incluya, con el fin de visi-
bilizar estas agresiones y con ello garantizar su atención,
prevención y erradicación. 

Para ilustrar de manera clara la modificación, presento el
siguiente cuadro comparativo.

Por lo anteriormente expuesto sometemos a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente Iniciativa con pro-
yecto de

Decreto

Por el que se adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Acceso De Las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia, en materia de violencia química 

Único. Se adicionan los artículos 20 Septies y 20 Octies
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia, para quedar como sigue.

Capítulo IV Quáter
De la Violencia Química

Artículo 20 Septies. – Violencia química es toda acción
dolosa realizada con el fin de causar lesiones en el cuer-
po de una mujer usando para ello cualquier agente físi-
co, químicos, sustancias corrosivas, irritantes, tóxicos o
inflamables.

Artículo 20 Octies. - Sumisión química es un método de
violencia que se caracteriza por la administración de
cualquier sustancia con efectos psicoactivos a una mu-
jer sin su conocimiento ni su consentimiento, con el fin
de modificar su estado de conciencia, su comporta-
miento, anulando su voluntad y dejándola en una situa-
ción de indefensión.

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el siguiente día
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 ONU Mujeres. “Hechos y cifras: Poner fin a la violencia contra las
mujeres”. Febrero 2022. Disponible en: 

https://www.unwomen.org/es/what-we-do/ending-violence-
against-women/facts-and-figures

2 INEGI. “Violencia contra las mujeres en México”. Disponible en: 

https://www.inegi.org.mx/tablerosestadisticos/vcmm/#:~:text=En
%202021%2C%20a%20nivel%20nacional,lo%20largo%20de%20
su%20vida.

3 Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discrimi-
nación contra la Mujer. Disponible en 

http://cedoc.inmujeres.gob.mx/documentos_download/100039.pdf



4 Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discrimi-
nación contra la Mujer. Disponible en 

http://cedoc.inmujeres.gob.mx/documentos_download/100039.pdf

5 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la
Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará” disponible
en 

https://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-61.html y 

https://www.oas.org/juridico/spanish/firmas/a-61.html

6 Artículo 5, fracción IV de la Ley General de Acceso de las Mujeres
a una Vida Libre de Violencia. 

7 Artículo 5, fracción V de la Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia.

8 Violencia de género: ácido en la cara, la marca de la posesión ma-
chista. Disponible en: 

https://www.conapred.org.mx/index.php?contenido=noticias&id=2
568&id_opcion=&op=447

9 Violencia de género: ácido en la cara, la marca de la posesión ma-
chista. Disponible en: 

https://www.conapred.org.mx/index.php?contenido=noticias&id=2
568&id_opcion=&op=447

10 Villalobos C. Los ataques con agentes químicos como forma de vio-
lencia extrema contra las mujeres en Colombia. 2017.

11 Carmen Sánchez fue atacada con ácido; pide una condena de 45
años a su agresor en Edomex. Disponible en: 

https://www.milenio.com/policia/mujeres-atacadas-con-acido-en-
edomex

12 Fundación Carmen Sánchez. Disponible en: 

https://fundacioncarmensanchez.org/quienes-somos/

13 Exigen justicia para Helena, víctima de ácido; diputada ofrece re-
compensa para dar con agresora. Disponible en: 

https://www.reporteindigo.com/reporte/a-dos-anos-de-ataque-exi-
gen-justicia-para-ana-helena-victima-de-acido/

14 La historia de Esmeralda Millán, víctima de los ataques con ácido
en México: “Me decía que si yo no era suya, no iba a ser de nadie. Lo
dejé y me atacó”. Disponible en 

https://www.lanacion.com.ar/el-mundo/la-historia-de-esmeralda-
millan-victima-de-los-ataques-con-acido-en-mexico-me-decia-
que-si-yo-no-era-nid07092021/

15 Lo que sabemos del caso de María Elena, saxofonista quemada con
ácido en Oaxaca. Disponible en: 

https://www.eluniversal.com.mx/estados/lo-que-sabemos-del-ca-
so-de-maria-elena-saxofonista-quemada-con-acido-en-oaxaca

16 https://www.bbc.com/mundo/noticias-58442459

17 Aumenta en España la preocupación por las agresiones por sumi-
sión química. Disponible en: 

https://quepasamedia.com/noticias/aumenta-en-espana-la-preocu-
pacion-por-las-agresiones-por-sumision-quimica/

18 ¿Sabes qué es la sumisión química? Un delito invisibilizado en Yu-
catán disponible en: 

https://lineasemergentes.mx/sabes-que-es-la-sumision-quimica-un-
delito-invisibilizado-en-yucatan#:~:text=Un%20delito%20invisi-
b i l i z a d o % 2 0 e n % 2 0 Y u c a t % C 3 % A 1 n , -
octubre%2021%2C%202022&text=La%20sumisi%C3%B3n%20
qu%C3%ADmica%20consiste%20en,que%20facilite%20las%20a
cciones%20delictivas.

19 ¿Qué es la sumisión química? Y qué hacer ante este tipo de ataques
disponible en 

https://www.ladobe.com.mx/2023/03/que-es-la-sumision-quimica-
que-hacer-ataques/

20 Las Goteras: ¿Cómo opera el grupo de mujeres que ‘ataca’ a hom-
bres en la CDMX? Disponible en: 

https://www.elfinanciero.com.mx/cdmx/2023/03/01/las-goteras-
como-opera-el-grupo-de-mujeres-que-ataca-a-hombres-en-la-
cdmx/

21 Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública.
“Información sobre violencia contra las mujeres”. Enero 2023

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de marzo de
2023.— Diputada María Elena Limón García (rúbrica).»
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Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen.

LEY GENERAL PARA EL CONTROL DEL TABACO

«Iniciativa que reforma el artículo 17 de la Ley General pa-
ra el Control del Tabaco, a cargo del diputado Otoniel Gar-
cía Montiel, del Grupo Parlamentario de Morena.

El suscrito, Otoniel García Montiel, integrante del Grupo
Parlamentario de Morena en la LXV Legislatura del Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como en el numeral 1,
fracción I, del artículo 6, y los artículos 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
del pleno de esta asamblea la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto, por el que se reforma el artículo 17 de la
Ley General para el Control del Tabaco, al tenor de la 
siguiente

Exposición de Motivos

El tabaquismo es un hábito nocivo primordial de salud pú-
blica, causante de 25 enfermedades como infartos, cáncer
de pulmón, osteoporosis entre otras, así como muertes pre-
maturas prevenibles en México.

Un fumador, según la Organización Mundial de la Salud,
OMS, es una persona que ha fumado diariamente durante
el último mes cualquier cantidad de cigarrillos, incluso uno
y considera el consumo como un trastorno que incluye pro-
blemas físicos, síndrome de dependencia y abstinencia.1

Datos de la misma organización, precisan que anualmente
en el mundo fallecen más de 8 millones de personas a cau-
sa del tabaco, mientras que 1.2 millones son vinculados a
la exposición indirecta, es decir, fumadores pasivos.2

En el país, año con año mata a 63 mil 200 personas y cues-
ta más de 116 mil millones por año para la atención médi-
ca en hospitales y centros de salud según datos realizados
por el Instituto de Efectividad Clínica y Sanitaria. En las si-
guientes gráficas se exponen las muertes atribuibles al con-
sumo del tabaco anualmente y los costos que genera su
atención médica.

Como parte de las estrategias internacionales y nacionales
se celebra el 31 de mayo de cada año el Día Mundial Sin
Tabaco, el cual consiste en la información a la ciudadanía
de los peligros y consecuencias que conlleva el consumo
del tabaco. Desde 1987 se busca generar conciencia sobre
la pandemia que representa el tabaquismo y sus efectos, ya
que es un acto totalmente prevenible.

En cuanto a los consumidores, en México hay 17.3 millo-
nes de fumadores. De ellos, 12.1 son hombres y 5.2 muje-
res. Lo preocupante es que el consumo en jóvenes de entre
12 y 17 años que mantiene una constante o va en aumento,
la gráfica ilustra el consumo, que refleja lo siguiente: 2 mi-
llones de fumadores adolescentes fuman, o han probado un
cigarro.3

La problemática crece debido a que, cerca de instituciones
educativas se encuentran establecimientos fijos o los llama-



dos “puestos ambulantes” que ofrecen la venta de productos
de tabaco, siendo un factor importante para el consumo entre
estudiantes y jóvenes menores de edad. Práctica que actual-
mente se encuentra prohibida por la Procuraduría Federal del
Consumidor (PROFECO) y la Comisión Federal para la Pro-
tección contra Riesgos Sanitarios4.

Sin embargo, en este ambulantaje, un cigarro suelto se
ofrece entre $5.00 y $6.00 sin tener la certeza que sean “se-
guros” debido a su elaboración de dudosa procedencia.

Con la aprobación de la Ley Antitabaco en este 2023, es de
suma importancia blindar no sólo los espacios de consumo
e interacción a los que acude el consumidor y la sociedad
en general, sino que también es menester de las y los dipu-
tados alejar a las juventudes de este vicio que cada día pa-
rece ganar más terreno.

Es por lo anterior, que presento a esta Honorable Asamblea
la iniciativa que busca prohibir la venta de cigarrillos y
productos de tabaco en cercanías de instituciones educati-
vas en al menos 200 metros a la redonda, buscando dismi-
nuir el consumo entre estudiantes, menores de edad y miti-
gar el consumo pasivo de estos productos. Para ello, anexo
tabla comparativa: 

Ley General para el control del Tabaco

Por lo motivado y fundado someto a consideración de esta
soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 17 de la Ley
General para el Control del Tabaco

Único. Se adiciona la fracción II Bis al artículo 17 de la
Ley General para el Control del Tabaco, para quedar de la
siguiente forma:

Artículo 17. Se prohíben las siguientes actividades:

…

IV. El comercio, distribución, donación, regalo, ven-
ta y suministro de productos del tabaco a menores de
edad;

V. El comercio, distribución, donación, regalo, venta
y suministro de productos del tabaco en instituciones
educativas públicas y privadas de educación básica y
media superior;

II Bis. El comercio y venta de productos del tabaco a
menos de 200 metros de instituciones educativas de
educación básica y media superior; y

VI. Emplear a menores de edad en actividades de co-
mercio, producción, distribución, suministro y venta
de estos productos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/tobacco#:~:
text=El%20tabaco%20mata%20hasta%20a,no%20fumadores%20al%
20humo%20ajeno
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2 https://www.insp.mx/avisos/comprometerse-a-dejar-el-tabaco

3 https://www.saludpublica.mx/index.php/spm/article/view/9877/117
34

4 https://saludjusta.mx/wp-content/uploads/4-Tabaco_MEXICO_fi-
nal.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de marzo de 2023.— Diputado
Otoniel García Montiel (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Salud, y de Eco-
nomía, Comercio y Competitividad, para dictamen.

EXPIDE LA LEY DE 
SEGURIDAD AEROPORTUARIA

«Iniciativa que expide la Ley de Seguridad Aeroportuaria,
a cargo del diputado Alberto Anaya Gutiérrez, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo.

El que suscribe, diputado Alberto Anaya Gutiérrez, coordi-
nador del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en
la LXV Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; los artículos 3, nu-
meral 1, fracción IX; 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto
por el que se crea la Ley de Seguridad Aeroportuaria, con
base en el planteamiento del problema, fundamentos lega-
les y los siguientes argumentos:

Planteamiento del problema

Al realizar un análisis jurídico sobre la falta de normas le-
gales en materia de seguridad aeroportuaria, se observa que
existen tres leyes que podrían incidir ante fenómenos o
problemas suscitados en aeropuertos y son:

• Ley de Aeropuertos, que regula la administración, opera-
ción y explotación de los aeródromos civiles de servicio
público y privado.

• Ley de Aviación, que regula la explotación, el uso o apro-
vechamiento del espacio aéreo situado sobre el territorio

nacional, respecto de la prestación y desarrollo de los ser-
vicios de transporte aéreo civil y de Estado.

• Ley de la Guardia Nacional, que realiza la función de se-
guridad pública a cargo de la federación y, en su caso, con-
forme a los convenios que para tal efecto se celebren, co-
laborar temporalmente en las tareas de seguridad pública
que corresponden a las entidades federativas o municipios.

Aunado a ello, recientemente el Congreso de la Unión
aprobó la Ley de Protección del Espacio Aéreo Mexicano
para delimitar funciones de la Secretaría de Infraestructu-
ra, Comunicaciones y Transportes (SICT) y de la Defensa
Nacional, quien coordina los esfuerzos, como responsables
de garantizar el uso legal del espacio aéreo mexicano.

Para ser claros, en materia de seguridad aeroportuaria, es
decir, de la seguridad interna de las instalaciones de los ae-
ropuertos del país, existen generalmente dos tipos de ope-
radores: con empresa estatal mayoritaria, como lo es el Ae-
ropuerto Internacional Felipe Ángeles y los concesionados,
como Cancún, Acapulco, entre otros.

En dichos aeropuertos, los concesionarios contratan em-
presas de seguridad privada y en muchos casos los filtros
de seguridad son endebles, aunque existe una dirección ge-
neral de seguridad privada que los vigila, pero tienen atri-
buciones limitadas y pocas sanciones.

Los problemas de seguridad son inciertos y variables, des-
de el ingreso de objetos o sustancias prohibidas hasta re-
porte de ataques armados, donde personal de seguridad pú-
blica es el que actúa en las emergencias.

En los aeropuertos no existen listas de supervisión y sola-
mente existe una instancia denominada Subdirección Ge-
neral de Seguridad Aeroportuaria que tiene a su cargo to-
dos los contratos de seguridad, la que controla alrededor de
cinco mil elementos de seguridad privada en todo México.

El Programa Nacional de Seguridad Aeroportuaria, apro-
bado el 24 junio de 1992, está en desuso y el actual Pro-
grama Nacional de Seguridad de la Aviación Civil estable-
ce pocas atribuciones y mandatos, por lo que no existe
como tal una ley en materia de seguridad aeroportuaria.

La importancia de la vigilancia y resguardo de los aero-
puertos, es tal que, en 2022 para vuelos nacionales se trans-
portaron: cincuenta y siete millones, doscientos veintidós
mil, ciento siete pasajeros (57, 222,107) en vuelos nacio-



nales y, cincuenta millones, ciento cincuenta y cinco mil,
cuatrocientos cincuenta y uno pasajeros de vuelos interna-
cionales (50,155.451).1

Al existir laguna jurídica, resulta necesario dotar de atribu-
ciones a los cuerpos de seguridad en instalaciones aeropor-
tuarias del país para garantizar el ingreso, ascenso, perma-
nencia y jubilación.

Recordemos que el pasado 25 de noviembre de 2020 la
Guardia Nacional informó: “que fueron desplegados al Ae-
ropuerto Internacional de Toluca, Estado de México, los
primeros guardias nacionales que concluyeron satisfacto-
riamente el Curso de Seguridad Aeroportuaria, cuya capa-
citación permitirá hacer más eficientes los procedimientos
de la función de seguridad pública en las 58 instalaciones
aeroportuarias del país”.2

En dicho comunicado, el Gobierno de México aclaró que
eran falsas las publicaciones en torno a un supuesto retiro
arbitrario de los elementos en el Aeropuerto Internacional
de Toluca, toda vez que el curso de seguridad aeroportua-
ria formaba parte de las acciones de capacitación de la ins-
titución programadas para 2020, tal como se había infor-
mado en la conferencia de prensa matutina encabezada por
el Presidente Andrés Manuel López Obrador, en el marco
del informe mensual sobre seguridad de septiembre de ese
mismo año.

Ante la incertidumbre legal, es necesario crear la ley en la
materia para delimitar las funciones y hacer una ley per-
fectible en lo futuro, además que, estaríamos avanzando en
el cumplimiento de tratados internacionales y convencio-
nes firmadas y ratificadas por México.

En derecho comparado, Brasil, Argentina y Estados Unidos
de América (EUA) tienen leyes federales en materia de se-
guridad para instalaciones aeroportuarias, en dichos países
tienen policías civiles o entidades que regulan toda activi-
dad en aeropuertos y establecen los manuales a seguir.

Se debe aprovechar la experiencia positiva en la imple-
mentación de tareas de seguridad de la Guardia Nacional,
recordando que el 12 de enero del presente año, fueron des-
plegados 6 mil 60 elementos de la Guardia Nacional en el
Metro de la Ciudad de México, para realizar tareas de vi-
gilancia, con el objetivo de resguardar la seguridad de las y
los usuarios del Sistema de Transporte Colectivo (STC), lo
que tiene un impacto positivo en la percepción de seguri-
dad de las y los capitalinos.3

Fundamentos legales

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 21. (…)

La Federación contará con una institución policial de
carácter civil denominada Guardia Nacional, cuyos fi-
nes son los señalados en el párrafo noveno de este ar-
tículo, la coordinación y colaboración con las entidades
federativas y municipios, así como la salvaguarda de los
bienes y recursos de la Nación. 

(…)

La Federación contará con una institución policial de ca-
rácter civil denominada Guardia Nacional, cuyos fines son
los señalados en el párrafo noveno de este artículo, la co-
ordinación y colaboración con las entidades federativas y
municipios, así como la salvaguarda de los bienes y recur-
sos de la nación.

La ley determinará la estructura orgánica y de dirección de
la Guardia Nacional, que estará adscrita a la Secretaría del
ramo de seguridad pública, que formulará la Estrategia Na-
cional de Seguridad Pública, los respectivos programas,
políticas y acciones.

La formación y el desempeño de los integrantes de la
Guardia Nacional y de las demás instituciones policiales
se regirán por una doctrina policial fundada en el servi-
cio a la sociedad, la disciplina, el respeto a los derechos
humanos, al imperio de la ley, al mando superior, y en lo
conducente a la perspectiva de género.

Ley de la Guardia Nacional

Artículo 9. La Guardia Nacional tendrá las atribuciones
y obligaciones siguientes: 

(…)

II. Salvaguardar la integridad de las personas y de su pa-
trimonio; garantizar, mantener y restablecer el orden y
la paz social, así como prevenir la comisión de delitos
en: 

a) Las zonas fronterizas y en la tierra firme de los lito-
rales, la parte perteneciente al país de los pasos y puen-
tes limítrofes, aduanas, recintos fiscales, con excepción
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de los marítimos, secciones aduaneras, garitas, puntos
de revisión aduaneros, los centros de supervisión y con-
trol migratorio, las carreteras federales, las vías férreas,
los aeropuertos, el espacio aéreo y los medios de trans-
porte que operen en las vías generales de comunicación,
así como sus servicios auxiliares;

(…)

XXXIII. Ejercer, para fines de seguridad pública, la vi-
gilancia e inspección sobre la entrada y salida de mer-
cancías y personas en los aeropuertos, aduanas, recin-
tos fiscales, secciones aduaneras, garitas y puntos de
revisión aduaneros; así como para los mismos fines so-
bre el manejo, transporte o tenencia de mercancías en
cualquier parte del territorio nacional;

(…)

Argumentos

• Recientemente el Congreso de la Unión aprobó la Ley
de Protección del Espacio Aéreo Mexicano para garan-
tizar el uso legal del espacio aéreo mexicano.

• La ley de la Guardia Nacional hace mención de la res-
ponsabilidad de garantizar la seguridad en los aeropuer-
tos, pero no otorga mayores facultades y atribuciones a
los cuerpos de seguridad.

• El Programa Nacional de Seguridad Aeroportuaria,
aprobado el 24 junio de 1992, está en desuso y el actual
programa nacional de seguridad de la aviación civil es-
tablece pocas atribuciones y mandatos, por lo que no
existe como tal una ley en materia aeroportuaria.

• La importancia de la vigilancia y resguardo de los ae-
ropuertos, es tal que, en 2022 para vuelos nacionales se
transportaron: cincuenta y siete millones, doscientos
veintidós mil, ciento siete pasajeros (57,222.107) en
vuelos nacionales y, cincuenta millones, ciento cincuen-
ta y cinco mil, cuatrocientos cincuenta y uno pasajeros
de vuelos internacionales (50,155.451).

• Resulta necesario dotar de atribuciones a los cuerpos de
seguridad en instalaciones aeroportuarias del país para ga-
rantizar el ingreso, ascenso, permanencia y jubilación.

• Es necesario crear la ley en la materia para delimitar
las funciones y hacer una ley perfectible en lo futuro,

además que estaríamos avanzando en el cumplimiento
de tratados internacionales y convenciones firmadas y
ratificadas por México.

• Se debe aprovechar la experiencia positiva en la im-
plementación de tareas de seguridad pública de la Guar-
dia Nacional.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable soberanía iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se crea la Ley de Seguridad Aero-
portuaria

Artículo Único. Se expide la Ley de Seguridad Aeropor-
tuaria, para quedar como sigue: 

Decreto por el que se crea la Ley de Seguridad Aero-
portuaria

Ley de Seguridad Aeroportuaria

Título I
De la Seguridad Aeroportuaria

Artículo 1. La presente ley tiene por finalidad establecer
las competencias orgánicas, funcionales y jurídicas del Sis-
tema de Seguridad Aeroportuaria, la que debe ser garanti-
zada y resguardada por el Estado, a través de la Guardia
Nacional.

Artículo 2. Para los fines de la presente ley, se entenderá
por seguridad aeroportuaria al conjunto de acciones enca-
minadas a resguardar la seguridad interior de los aeropuer-
tos del país, a través de la prevención, investigación y per-
secución de los delitos que se pueden cometer en sus
instalaciones.

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. Actividad aeroportuaria, es la que se desarrolla en el
aeropuerto o se encuentre vinculada al mismo;

II. Aeródromo civil: área definida de tierra o agua ade-
cuada para el despegue, aterrizaje, acuatizaje o movi-
miento de aeronaves, con instalaciones o servicios mí-
nimos para garantizar la seguridad de su operación. 

Los aeródromos civiles se clasifican en aeródromos de
servicio al público y aeródromos de servicio particular; 



III. Aeródromo de servicio al público: aeródromo civil
en el que existe la obligación de prestar servicios aero-
portuarios y complementarios de manera general e in-
discriminada a los usuarios. 

Los aeródromos de servicio al público incluyen, en los
términos de la presente Ley, a los aeropuertos, que son
de servicio público y están sujetos a concesión, y a los
aeródromos de servicio general, sujetos a permiso; 

IV. Aeródromo de servicio general: aeródromo de servi-
cio al público, distinto a los aeropuertos, destinado a la
atención de las aeronaves, pasajeros, carga y correo del
servicio de transporte aéreo no regular, así como del
transporte privado comercial y privado no comercial; 

V. Aeródromo de servicio particular: aeródromo civil
destinado a los propios fines del permisionario, o a los
de terceros con quienes libremente contrate; 

Vi. Aeropuerto: aeródromo civil de servicio público,
que cuenta con las instalaciones y servicios adecuados
para la recepción y despacho de aeronaves, pasajeros,
carga y correo del servicio de transporte aéreo regular,
del no regular, así como del transporte privado comer-
cial y privado no comercial. 

Únicamente los aeródromos civiles que tengan el carác-
ter de aeropuerto podrán prestar servicio a las aeronaves
de transporte aéreo regular;

VII. Boleto: Documento que contiene el contrato reali-
zado entre el concesionario o permisionario y el pasaje-
ro para efectuar el servicio de transporte. Para el cálcu-
lo de compensaciones, indemnizaciones u otras
referencias que se hagan al boleto en la presente Ley, se
considerará el monto total incluyendo tarifas, impues-
tos, comisiones, y cualquier otro cargo cubierto por el
pasajero; 

VIII. Helipuerto: Aeródromo civil para el uso exclusivo
de helicópteros; 

IX. Pasajero: Persona que se traslada a través del servicio
de transporte aéreo. Tendrá esta calidad, desde el momen-
to en que realiza el contrato con el concesionario o permi-
sionario, hasta que se cumpla el objeto del mismo; 

X. Secretaría: la Secretaría de Seguridad y Protección
Ciudadana.

Artículo 4. El ámbito de aplicación de la seguridad aero-
portuaria, implica las diferentes zonas, áreas, partes e ins-
talaciones y comprende a toda persona física o moral, pú-
blica o privada que ingrese al aeropuerto, aeródromo
helipuerto y haga uso de las mismas.

Artículo 5. Para efectos de seguridad aeroportuaria se com-
prende la inspección y control sobre las siguientes áreas:

I. El área pública: comprende las instalaciones que son
de libre acceso al público, pasajero y no pasajero, cons-
tituido por las terminales, edificios de servicio y auxi-
liares, accesos, área de circulación de personas y vehi-
cular, estacionamientos y, todo espacio no comprendido
en la parte restringida, en el cual para el ingreso y cir-
culación no se requiere identificación o autorización
otorgada por autoridad competente.

II. El área de seguridad restringida, comprende los pun-
tos del aeropuerto en los que pueden ingresar exclusiva-
mente aquellas personas y/o vehículos que posean auto-
rización otorgada por autoridad competente y se
clasifican en:

a) La parte aeronáutica, que abarca las áreas de mo-
vimientos y maniobras que se usan para el despegue,
aterrizaje y rodaje de las aeronaves, que incluye la
plataforma, que es el área destinada al embarco y
desembarco de pasajeros, carga, equipaje, abasteci-
miento de combustible, estacionamiento o manteni-
miento y pernocte, el área de circulación vehicular,
que es el camino establecido para el movimiento de
vehículos debidamente autorizados; además se aña-
den los siguientes sectores.

Sector de equipaje de bodega, que es el área del ae-
ropuerto compuesto por los edificios, cintas trans-
portadoras y caminos destinados a la clasificación,
manipulación y depósito del equipaje de bodega
transportado desde o hacia las aeronaves.

El sector de carga, que es el compuesto por almacenes,
estacionamientos, edificios, plataformas y caminos,
destinados a la transferencia y depósito de cargas que
se transporten en los aviones o helicópteros.

El sector estéril, es el comprendido entre un puesto
de inspección y la aeronave, cuyo acceso es contro-
lado y sirve para la permanencia de pasajeros que
aguardan un determinado vuelo.
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El sector de correo, es el compuesto por edificios, al-
macenes, estacionamientos y caminos destinados al
despacho y/o depósito de correspondencia y presta-
ción de otros servicios postales.

El sector de mantenimiento, compuesto por hanga-
res, edificios, talleres, estacionamientos y caminos
destinados al mantenimiento de las aeronaves.

El sector de provisiones, compuesto por los edificios,
almacenes, estacionamientos y caminos destinados al
abastecimiento o depósito de provisiones de alimen-
tos, bebidas y otros suministros que se utilizan o ven-
den a bordo de la aeronave durante el vuelo.

III. La instalación aeroportuaria: comprende todo bien
inmueble o mueble existente o en construcción, que es-
tá ubicado dentro del perímetro aeroportuario destinado
al uso de personas y cosas, relacionados directa o indi-
rectamente con la actividad aeroportuaria, y que puede
formar parte del área pública o del área restringida. 

IV. El perímetro aeroportuario: abarca el límite de la su-
perficie total del terreno sobre el cual se asienta el aero-
puerto o helipuerto, y que puede formar parte del área
pública o del área restringida del mismo. 

V. La aeronave: es toda máquina, aparato o mecanismo
que pueda navegar en el espacio aéreo y que sea apto
para transportar personas o cosas. 

VI. La tripulación: es el personal dispuesto por la em-
presa aerocomercial para prestar servicios a bordo de la
aeronave durante el vuelo. 

VII. Los pasajeros: son los usuarios del aeropuerto que
utilizan las instalaciones y/o servicios del mismo con
motivo del inicio, escala o finalización de un vuelo.

VIII. Los usuarios: son aquellas personas físicas o mo-
rales que hacen uso de las instalaciones y servicios de
los aeropuertos. 

IX. Los empleados: son los dependientes de las perso-
nas físicas o morales que desarrollan actividades y/o
prestan servicios en los aeropuertos. 

X. Los prestadores de servicios: son las personas físicas
o morales que desarrollan actividades y/o prestan servi-
cios en los aeropuertos. 

XI. La carga: son los bienes o mercancías transportadas
en la aeronave.

XII. El correo: son los despachos de correspondencia y
otros objetos entregados por los prestadores de servicios
postales para ser trasladados por medio aéreo. El control
del correo se limitará a evitar el transporte de sustancias
prohibidas por la ley o de naturaleza peligrosa. 

XIII. Provisiones y suministros: son los artículos de uso
y consumo que se venden o utilizan a bordo de las aero-
naves durante el vuelo, incluidas las comidas. 

XIV. El equipaje: son los artículos de propiedad perso-
nal de los pasajeros y tripulantes que transportan en la
bodega de la aeronave como equipaje documentado o
junto al pasajero como equipaje de mano. 

Artículo 6. El comandante de la Guardia Nacional será
responsable de:

I. La Dirección superior y la administración general de
la Guardia Nacional en materia de Seguridad Aeropor-
tuaria, quien podrá delegar su actuar en el Director Ge-
neral; y

II. La elaboración, formulación, implementación y eva-
luación de las políticas y estrategias de seguridad aero-
portuaria.

Título II

Capítulo I
De la Guardia Nacional en Materia de 

Seguridad Aeroportuaria

Artículo 7. La Guardia Nacional en materia de Seguridad
Aeroportuaria actuará como autoridad superior responsa-
ble de la seguridad aeroportuaria del Sistema Nacional de
Aeropuertos. 

Artículo 8. Será misión de la Guardia Nacional en materia
de Seguridad Aeroportuaria: 

I. La seguridad aeroportuaria preventiva consistente en
la planificación, coordinación, implementación y eva-
luación de las operaciones y actividades, en el nivel es-
tratégico y táctico, necesarias para prevenir e investigar
los delitos y las faltas administrativas en el ámbito 
aeroportuario.



II. La seguridad aeroportuaria operativa consistente en
la planificación, implementación, coordinación y eva-
luación de las actividades y operaciones, en el nivel
estratégico y táctico, necesarias para realizar el con-
trol de los actos delictivos cometidos por delincuencia
organizada, relacionados con la trata de personas, el
narcotráfico, el terrorismo, el contrabando y otros de-
litos conexos. 

Artículo 9. Para los efectos de la presente ley, se entiende
por:

1. Prevención, a las acciones tendientes a impedir, evitar,
obstaculizar o limitar la aparición de delitos y las faltas
administrativas en el ámbito aeroportuario.

2. Conjuración, a las acciones tendientes a neutralizar o
contrarrestar en forma inmediata la ejecución de delitos
y las faltas administrativas en el ámbito aeroportuario
en ejecución, hacerlos cesar y evitar consecuencias ulte-
riores que vulneren dicha seguridad. 

3. Investigación, a las acciones tendientes a analizar y
conocer los hechos y actividades delictivas que atenten
contra la seguridad aeroportuaria, actuar como auxiliar
del ministerio público; cumplimentar las resoluciones
judiciales y coordinar sus actividades con las demás au-
toridades que ejerzan funciones en los aeropuertos.

Artículo 10. La Guardia Nacional en materia de Seguridad
Aeroportuaria tiene las siguientes funciones: 

I. La salvaguarda a la aviación civil y comercial, nacio-
nal e internacional a través de la verificación, vigilancia
y control de instalaciones, vehículos, personas, equipa-
jes, correo, cargas, mercancías y cosas transportadas, así
como de aeronaves y tripulaciones en el ámbito aero-
portuario.

II. La fiscalización y control del transporte, tenencia,
portación de armas, explosivos y demás elementos de
peligro potencial en el ámbito aeroportuario. 

III. La adopción de medidas a fin de dar respuesta in-
mediata a situaciones de crisis derivadas de circuns-
tancias como el apoderamiento ilícito de aeronaves,
sabotajes, amenazas o de cualquier otro evento crítico
o delictivo que pudiera acontecer en el ámbito aero-
portuario y en las aeronaves que no se encuentren en
vuelo. 

IV. La planificación y desarrollo de estrategias y accio-
nes tendientes a la prevención y conjuración de delitos
en el ámbito aeroportuario.

V. La investigación de hechos y actividades delictivas
cometidas en el ámbito aeroportuario.

VI. La asistencia y cooperación con las autoridades ju-
diciales competentes en la investigación penal y la per-
secución de delitos. 

VII. El cumplimiento de los compromisos previstos en
los convenios internacionales en materia de seguridad
de la aviación civil y de seguridad aeroportuaria.

VIII. La regulación, la habilitación y fiscalización de los
servicios de seguridad aeroportuarios que fueran presta-
dos por personas físicas o morales.

IX. La aplicación de las sanciones que se establezcan
por las contravenciones cometidas en el ámbito aero-
portuario.

Artículo 11. La Guardia Nacional en materia de Seguridad
Aeroportuaria ejercerá en el ámbito aeroportuario las fun-
ciones de autoridad migratoria, aduanera y/o sanitaria,
siempre y cuando no haya autoridad específica nombrada
por autoridad competente. 

Artículo 12. La Guardia Nacional en tareas de Seguridad
Aeroportuaria será la autoridad encargada de aplicar las le-
yes, tratados internacionales y convenios en la materia.

Capítulo II
Autoridades

Artículo 13. La administración de la Seguridad Aeropor-
tuaria será ejercida por la Dirección General de la Guardia
Nacional Aeroportuaria que estará a cargo de un funciona-
rio con rango de Director, que será designado por el co-
mandante de la Guardia Nacional; sus jerarquías y rangos
estarán sujetos a lo dispuesto por las leyes, reglamentos y
normativa aplicable. 

Artículo 14. La conducción de la Seguridad Aeroportuaria
comprende la coordinación operativa y la planificación es-
tratégica, en todo lo relativo al accionar específico, así co-
mo también a las labores conjuntas con otros cuerpos poli-
ciales, fuerzas de seguridad u organismos de inteligencia,
de acuerdo con sus atribuciones y competencias.
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Artículo 15. La administración de la Guardia Nacional en
materia de Seguridad Aeroportuaria comprende la conduc-
ción administrativa, económica y presupuestal, la disposi-
ción de los recursos humanos, la asistencia y asesoramien-
to jurídico y las relaciones institucionales.

Artículo 16. En casos extraordinarios, la operación y des-
pliegue de la Guardia Nacional en materia de Seguridad
Aeroportuaria serán establecidos por el Titular del Poder
Ejecutivo.

Capítulo III
Facultades

Artículo 17. La Guardia Nacional en materia de Seguridad
Aeroportuaria está facultada para: 

I. Actuar en cualquier lugar del ámbito aeroportuario
dentro de las atribuciones que otorga la presente ley,

II. Solicitar documentos, informes, antecedentes y todo
elemento que estime útil para el cumplimiento de sus
funciones, a cualquier organismo público y a personas
físicas o morales, públicas o privadas, los que estarán
obligados a proporcionarlos dentro del término fijado,

III. Organizar y administrar bases de datos, archivos y
antecedentes relativos a la actividad propia de la seguri-
dad aeroportuaria o datos obtenidos en el ejercicio de
sus funciones y podrán promover la celebración de con-
venios, acuerdos y contratos con otras entidades de la
administración pública para integrarse en redes infor-
mativas que sirvan para la ejecución de sus fines,

IV. Contribuir a la elaboración de Inteligencia Criminal
en función de los planes que elabore la Comandancia de
la Guardia Nacional,

V. Celebrar convenios de cooperación técnica con enti-
dades públicas, para optimizar y modernizar la infraes-
tructura y los métodos operativos del sistema de seguri-
dad aeroportuaria, y

VI. Percibir las multas calculadas en Unidad de Medida
y Actualización que se apliquen como sanciones por fal-
tas administrativas que se dispongan en el reglamento
correspondiente.

Capítulo IV
Principios Básicos de Actuación

Artículo 18. Las acciones de la Guardia Nacional en ma-
teria de Seguridad Aeroportuaria deberán adecuarse estric-
tamente al marco legal, al principio de razonabilidad, evi-
tando actos arbitrarios o discriminatorios o que entrañe
violencia física o moral contra las personas, así como tam-
bién al principio de gradualidad, privilegiando las tareas, el
proceder preventivo y disuasivo antes que el uso efectivo
de la fuerza.

Artículo 19. El personal de la Guardia Nacional en mate-
ria de Seguridad Aeroportuaria deberá adecuar su conduc-
ta a los siguientes principios básicos de actuación:

a) Actuar teniendo en miras el pleno e irrestricto respe-
to a los derechos humanos, en especial el derecho a la
vida, a la libertad, a la integridad y dignidad de las per-
sonas con enfoque de género, sin que ningún tipo de
emergencia u orden de un superior pueda justificar el
sometimiento a torturas u otros tratos crueles inhuma-
nos o degradantes,

b) Asegurar la plena protección de la integridad física,
psíquica y moral de las personas bajo su cuidado o cus-
todia, 

c) Abstenerse de cualquier situación que implique un
conflicto de intereses o la obtención de ventaja o prove-
cho indebidos de su autoridad o función, persiga o no fi-
nes lucrativos,

d) Desempeñarse con responsabilidad, respeto a la co-
munidad, imparcialidad e igualdad en el cumplimiento
de la ley, protegiendo los derechos de las personas,

e) Velar por el cumplimiento de las normas constitu-
cionales, legales y reglamentarias durante su accionar
o el de otras fuerzas, organismos o agencias con las
que se desarrollen labores conjuntas o combinadas, o
en las conductas de personas físicas o morales, públi-
cas o privadas con las que se relacionen, debiendo dar
inmediata cuenta de cualquier incumplimiento o del
hecho de corrupción a la autoridad superior u organis-
mo de control competente, 

f) Ejercer la fuerza física o coacción directa en función
del resguardo de la seguridad aeroportuaria solamente
para hacer cesar una situación en que, pese a la adver-



tencia u otros medios de persuasión empleados por el
funcionario del servicio, se persista en el incumplimien-
to de la ley o en la conducta grave. La utilización de la
fuerza será el último recurso y toda acción que pueda
menoscabar los derechos de las personas será de ejecu-
ción gradual, evitando causar un mal mayor a los dere-
chos de éstas, de terceros o de sus bienes, y/o un uso in-
debido o excesivo de la fuerza y abuso verbal,

g) Recurrir al uso de armas de fuego solamente en caso
de legítima defensa, propia o de terceros y/o situaciones
de estado de necesidad en las que exista peligro grave,
inminente, real y actual para la vida de las personas pro-
tegidas, o para evitar la comisión de un delito que en-
trañe ese mismo peligro, debiendo obrar de modo de re-
ducir al mínimo los posibles daños y lesiones,

h) Anteponer al eventual éxito de la actuación la preser-
vación de la vida humana, la integridad física de las per-
sonas, cuando exista riesgo de afectar dicho bien, y

h) Identificarse como funcionarios de la Guardia Nacio-
nal, cuando el empleo de la fuerza y/o de armas de fue-
go sea inevitable, en la medida de lo posible y razona-
ble. 

Artículo 20. En la Guardia Nacional en materia de Seguri-
dad Aeroportuaria no habrá deber de obediencia cuando la
orden impartida sea ilegítima o ilegal o su ejecución confi-
gure o pueda configurar delito. 

Si el contenido de la orden implica la comisión de una fal-
ta administrativa o disciplinaria, el subordinado deberá for-
mular la objeción siempre que la urgencia de la situación lo
permita.

Artículo 21. En ningún caso, el personal de la Guardia Na-
cional en materia de Seguridad Aeroportuaria, en el marco
de las acciones y actividades propias de sus misiones y fun-
ciones, podrán: 

a) Inducir a terceros a la comisión de actos delictivos o
que afecten a la intimidad y privacidad de las personas, 

b) Influir de cualquier modo en la situación institucio-
nal, en la vida interna de los partidos políticos legal-
mente constituidos, en medios de difusión o en asocia-
ciones o agrupaciones religiosas de cualquier tipo. 

Artículo 22. El Personal de la Guardia Nacional en mate-
ria de Seguridad Aeroportuaria, en ejercicio de sus funcio-
nes, en cualquier circunstancia y lugar, deberá hacer uso
exclusivamente del armamento autorizado provisto por la
conducción de la institución, no pudiendo portar ni utilizar
otro tipo de armamento no autorizado u homologado por la
autoridad máxima de la Dirección General de Seguridad
Aeroportuaria. 

La posesión de las armas de fuego se regirá por lo dispues-
to en la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos. 

La posesión del armamento de la Guardia Nacional estará
amparada en una licencia oficial colectiva expedida a nom-
bre de ella. 

Artículo 23. La Guardia Nacional en materia de Seguridad
Aeroportuaria comunicará inmediatamente al ministerio
público correspondiente, cuando tengan conocimiento de
la comisión de delitos. 

Artículo 24. La Guardia Nacional en materia de Seguridad
Aeroportuaria no está facultada para privar de la libertad a
las personas, salvo que durante el desempeño de activida-
des preventivas o conjurativas, se deba proceder a la de-
tención de aquella o aquellas personas que hubieran come-
tido algún delito o existieren indicios y hechos fehacientes
que razonablemente pudieran vincularse con la comisión
de algún delito en su ámbito de actuación.

Artículo 25. La persona detenida deberá ser puesta a dis-
posición de la autoridad ministerial para continuar las dili-
gencias que se establece en cada carpeta de investigación,
según sea el caso.

Capítulo V
Carrera de la Guardia Nacional de 

Seguridad Aeroportuaria

Artículo 26. La carrera de Guardia Nacional en materia de
Seguridad Aeroportuaria se basa en los principios de pro-
fesionalización, idoneidad y eficiencia funcional, atendien-
do a la satisfacción plena de las acciones tendientes a res-
guardar y garantizar la seguridad aeroportuaria.

Artículo 27. Para ingresar a la Guardia Nacional de Segu-
ridad Aeroportuaria se requiere: 

I. Ser ciudadano mexicano, en pleno ejercicio de sus de-
rechos políticos y civiles;
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II. No haber sido condenado por sentencia definitiva por
delito, no estar sujeto o vinculado a proceso penal, ni
contar con orden de aprehensión, presentación o com-
parecencia; 

III. Contar con los requisitos de edad, perfil físico, mé-
dico y de personalidad que exija las normatividad jurí-
dica aplicable; 

IV. Aprobar los procesos de evaluación de control de
confianza; 

V. No consumir sustancias psicotrópicas, estupefacien-
tes u otras que produzcan efectos similares;

VI. No estar suspendido o inhabilitado, ni haber sido
destituido por resolución firme como servidor público; 

VII. No haber sido separado, removido, cesado, dado de
baja o cualquier otra forma de terminación del servicio
de alguna institución de seguridad pública; 

VIII. Cumplir con las disposiciones administrativas y
con las características físicas y psicológicas que se esta-
blezcan en los requisitos de ingreso; 

IX. En su caso, no desempeñar cargo o comisión dentro
de las instituciones de la Fuerza Armada permanente, ni
de las policiales, y 

X. Los demás que establece la Ley de la Guardia Na-
cional u otras disposiciones aplicables. 

Artículo 28. Serán aplicables las normas relativas al ingreso,
selección, permanencia, estímulos, promoción y reconoci-
miento del personal de la Guardia Nacional, los grados de la
escala jerárquica y sus insignias, conforme lo resuelva el Con-
sejo de Carrera de la Guardia Nacional.

Artículo 29. La capacitación y profesionalización del per-
sonal de la Guardia Nacional será de conformidad a lo es-
tablecido en la Ley de la Guardia Nacional.

Artículo 30. Las prestaciones de seguridad social a que
tenga derecho el personal de la Guardia Nacional de Segu-
ridad Aeroportuaria, así como sus derechohabientes, se re-
gularán conforme a las leyes aplicables. 

Capítulo VI
Del Régimen Disciplinario

Artículo 31. El personal de la Guardia Nacional en mate-
ria de Seguridad Aeroportuaria deberá sujetar su conducta
a la observancia de las leyes, órdenes y jerarquías, a la obe-
diencia a la superioridad, así como al Código de Ética de la
Guardia Nacional.

Artículo 32. En todo momento se observará lo dispuesto por
el título quinto y sexto de la Ley de la Guardia Nacional, so-
bre las Responsabilidades y Procedimientos Sancionatorios,
así como, la coordinación operativa interinstitucional.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones legales
que se opongan al presente decreto.

Tercero. El Ejecutivo federal emitirá el reglamento de esta
ley dentro de los 180 días siguientes a su entrada en vigor. 

Cuarto. La Comandancia de la Guardia Nacional emitirá
los lineamientos correspondientes en un plazo de 180 días
siguientes a su entrada en vigor. 

Quinto. En su carácter de órgano desconcentrado, la Guar-
dia Nacional se coordinará con la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, a efecto de establecer tarifas y unidades
de medida y actualización en la aplicación de multas y san-
ciones, así como, establecer los convenios y contratos ne-
cesarios con las y los concesionarios de los aeropuertos del
país.

Sexto. Las obligaciones que se generen con motivo de la
entrada en vigor del presente decreto se cubrirán con cargo
al presupuesto autorizado para los ejecutores de gasto co-
rrespondientes, para el presente ejercicio fiscal y los sub-
secuentes.

Notas

1 Tomado de 

https://www.datatur.sectur.gob.mx/SitePages/FlujoPorAerolinea.as
px, el 25 de febrero del 2023.



2 Tomado de 

https://www.gob.mx/guardianacional/prensa/capacita-guardia-na-
cional-a-personal-desplegado-en-instalaciones-aeroportuarias-pa-
ra-eficientar-la-funcion-de-seguridad-publica el 25 de febrero del
2023.

3 Tomado de 

https://gobierno.cdmx.gob.mx/noticias/despliegue-de-la-guardia-
nacional-en-el-metro/ el 26 de febrero del 2023.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de marzo de 2023.— Diputado
Alberto Anaya Gutiérrez (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Seguridad Ciuda-
dana, y de Comunicaciones y Transportes, para dicta-
men, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública,
para opinión.

INSCRIBIR CON LETRAS DE ORO EN EL MURO DE
HONOR DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS LA

FRASE: SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN

«Iniciativa de decreto para inscribir con letras de oro en el
Muro de Honor de la Cámara de Diputados la frase: Sufra-
gio Efectivo. No reelección, a cargo del diputado Miguel
Torruco Garza, del Grupo Parlamentario de Morena.

Quien suscribe, Miguel Torruco Garza, integrante del Gru-
po Parlamentario de Morena en la LXV Legislatura, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de
decreto para que se inscriba con letras de oro en el Muro de
Honor de la Cámara de Diputados la frase “Sufragio Efec-
tivo. No Reelección”, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Revolución Mexicana es considerada por muchos espe-
cialistas como el parteaguas en la historia política del país,
no sólo respecto a la reivindicación de los derechos econó-
micos y sociales, que dieron origen al texto constitucional
de 1917, sino por estar cargada de grandes ejes articulado-

res permeados de un espíritu de justicia social, libertad y
lucha por la democracia.

Dos hechos significativos deben ser considerados como
los grandes detonantes del movimiento revolucionario,
mismo que se considera inició en 1906 y logró su conso-
lidación en 1917, éstos son la organización del partido li-
beral y la Huelga de Cananea, éstos irrumpieron en la es-
cena política nacional y se convirtieron en puntas de
lanza en el declive del porfiriato.

Algunos historiadores consideran que otro detonante de su-
blevación ideológica contra el régimen porfirista, es sin du-
da alguna, la primer publicación del periódico Regenera-
ción, mismo que se convertiría en el principal detractor del
presidente Porfirio Díaz Mori, y dicha publicación se con-
solidó como el principal medio de propagación de ideas y
postulados revolucionarios, de la mano de los hermanos
Enrique y Ricardo Flores Magón, esta publicación anar-
quista y revolucionaria contribuyó a la lucha por la demo-
cratización del sistema político mexicano en las primeras
décadas del siglo XX.

El gobierno oligárquico de Porfirio Díaz, promovió un sis-
tema político excluyente en donde los cargos gubernamen-
tales eran casi vitalicios, los que habían conseguido el po-
der envejecían e incluso muchos de ellos morían en los
cargos que les habían sido asignados por el gobierno porfi-
rista, asimismo se consolidó una clase alta, en donde se fue
generando una gran brecha de desigualdad y se generó el
empobrecimiento radical de la mayoría de la población,
además no existía el respeto a los derechos políticos de la
mayoría de la población.

La época porfiriana se caracterizó por lo que algunos his-
toriadores llaman la ficción democrática, pues no existía el
respeto de la voluntad popular, las elecciones eran simula-
das, no había partidos políticos y mucho menos institucio-
nes encargadas de organizar los procesos electorales, así
que los resultados electorales se implementaban con la lla-
mada paz porfiriana, a fuego y sangre, convirtiendo la to-
ma de las decisiones en un acto de las elites, quienes im-
ponían a la mayoría quienes gobernarían al país y a los
estados de la República Mexicana.

Un hecho que marcaría el cauce de la vida pública y polí-
tica de México, fue la entrevista concedida por Porfirio Dí-
az al periodista canadiense James Creelman, publicada en
la revista británica Pearson’s Magazine, en marzo de 1908,
con relativa cercanía a las elecciones de 1910, este hecho
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periodístico detonó efervescencia política entre los diver-
sos actores políticos, pues los dichos por el presidente Dí-
az levantaron la inconformidad e incendiaron las posicio-
nes revolucionarias.

México tiene hoy una clase media. Pero por otra parte, los
pobres son a su vez tan ignorantes que no tienen poder al-
guno. Éramos duros. Algunas veces, hasta la crueldad. Pe-
ro todo esto era necesario para la vida y el progreso de la
nación. Si hubo crueldad, los resultados la han justificado
con creces.1

Daré la bienvenida a un partido de oposición. Si aparece, lo
veré como una bendición y no como un mal, y si puede des-
arrollar poder, no para explotar sino para gobernar, estaré a su
lado. Me olvidaré de mí mismo en la feliz inauguración de un
gobierno totalmente democrático en mi patria.2

Sí. Lo sé. Es un sentimiento natural en los pueblos demo-
cráticos el que sus dirigentes deban ser cambiados. Estoy
de acuerdo con este sentimiento. He tratado de dejar la pre-
sidencia en muchas ocasiones, pero he tenido que perma-
necer en ella por la propia salud del pueblo que ha confia-
do en mí.3

Estas aseveraciones de Díaz, generaron reacciones políti-
cas con mucha resonancia, una de ellas fue la de Francisco
Ignacio Madero González, quien da a conocer el contenido
de su libro “La sucesión presidencial de 1910”, pero el go-
bierno de Porfirio Díaz no dio mucha importancia al hecho
y consideró que la verdadera amenaza política, era la posi-
ble candidatura de Bernardo Reyes Ogazón.

En el libro La sucesión presidencial de 1910, Madero va
delineando el camino de un cambio de régimen de manera
pacífica, sin que existan complicaciones internacionales,
descarta nuevas luchas armadas e incluso menciona que
“no queremos más revolución, porque no queremos ver
otra vez el suelo patrio ensangrentado con sangre humana,
porque tenemos fe en la democracia”4 y llama a la forma-
ción del partido nacional democrático.

Con la publicación de su libro y con la propagación de la
idea de que alguien más debía ocupar el Poder Ejecutivo de
la nación, que debía respetarse la división de poderes y de-
fenderse la voluntad del pueblo, madero comenzó su cam-
paña política como candidato a la presidencia, pero nueva-
mente las elecciones de junio de 2010 estuvieron plagadas
de irregularidades, lo que daba la victoria nuevamente al
poder porfirista.

Por ello, el 5 de octubre de 1910, Francisco I. Madero jun-
to a Juan Sánchez Azcona y Roque Estrada, dan a conocer
el Plan de San Luis, un llamamiento a la sociedad a suble-
varse contra Porfirio Díaz y celebrar elecciones libres, lla-
ma al pueblo a tomar las armas, pues considera que la tira-
nía que oprime a México no usa al derecho como base, sino
el uso de la fuerza y que los intereses de la patria debían es-
tar por encima de todos los intereses particulares de un gru-
po reducido que se estaba enriqueciendo desmedidamente.

El Plan de San Luis, es considerado un documento que
abre la discusión sobre los derechos humanos y políticos de
los mexicanos tal pudiera ser el caso del derecho a la de-
mocracia, el derecho a la libertad política, el derecho a la
competencia democrática por acceder a un cargo de elec-
ción popular, el derecho al reparto agrario, y la visibilidad
del empobrecimiento de las mayorías en México.

Dicho plan consideraba los siguientes planteamientos:

1. Se declaran nulas las elecciones de junio de 1910.

2. Se desconoce al actual gobierno del general Porfirio
Díaz.

3. Restituir los terrenos despojados bajo la Ley de Te-
rrenos Baldíos.

El documento finalizaba con la frase que sentenciaba “Su-
fragio Efectivo. No Reelección” fechado en San Luis Po-
tosí, el 5 de octubre de 1910, y al calce la firma del após-
tol de la democracia Francisco Ignacio Madero. Esta frase
se convertiría en la filosofía central del levantamiento ar-
mado y de la lucha por la transición a la democracia, esta
expresión adoptada por madero como consigna central de
su campaña política en 1910, recobra un principal signifi-
cado en nuestros días, pues se puede considerar como un
llamamiento al respeto de la soberanía del pueblo y como
un estandarte al respeto de la voluntad popular expresado
en las urnas.

Madero finalmente cumple su cometido, de la mano del le-
vantamiento armado, logra derrocar al General Porfirio Dí-
az y asume la presidencia de la República el 6 de noviem-
bre de 1911 hasta el 19 de febrero de 1913.

Pero el llamado Apóstol de la Democracia, Francisco Igna-
cio Madero, nos deja una gran herencia democrática, gra-
cias a su lucha y a su gran ímpetu por terminar con los pro-
cesos dictatoriales en México, logra el gran objetivo de



democratizar la vida política en nuestro país, su consigna
de Sufragio Efectivo. No Reelección, debe ser considerada
un gran aporte en la naciente vida democrática de nuestra
nación. Esta frase debe ser acuñada por todos los gobiernos
y actores políticos como un recordatorio para hacer valer
los derechos políticos de todos los mexicanos y trabajar a
favor del relevo generacional.

En el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lá-
zaro, se encuentra el muro de honor de la Cámara de Dipu-
tados, mismo que consta de 6 secciones en donde han sido
inscritos los nombres de hombres y mujeres que han forja-
do la historia de nuestra nación, frases históricas, persona-
jes, instituciones que son relevantes en la construcción de
nuestro país.

En este lugar se encuentran representadas las tres grandes
transformaciones de nuestro país, personajes memorables
de la Independencia de México, de la Reforma y de la Re-
volución. Por ello considero relevante inscribir con letras
de oro en el Muro de Honor del salón de sesiones del Pala-
cio Legislativo de Sesiones una de las frases que acuña la
lucha por la democratización del país, “Sufragio Efectivo.
No Reelección” y, con ello, reconocer la aportación histó-
rica de Francisco I. Madero en la construcción de la demo-
cracia mexicana.

Por lo expuesto someto a consideración de esta asamblea la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto para que se inscriba con letras de oro en el mu-
ro de honor de la Cámara de Diputados la frase “Su-
fragio efectivo. No reelección”

Primero. Inscríbase con letras de oro en el Muro de Honor
de la Cámara de Diputados la frase “Sufragio efectivo. No
reelección”.

Segundo. Celébrese una sesión solemne de la Cámara de
Diputados en el Palacio Legislativo de San Lázaro, donde
se devele la inscripción a que alude el artículo anterior.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Luján, J. M., Entrevista Díaz-Creelman (1963). México: Universidad
Nacional Autónoma de México. Traducción de Pearson’s Magazine al
español de Mario Julio del Campo, página 15.

2 Roeder, R., Hacia el México moderno: Porfirio Díaz (1973). Méxi-
co: Fondo de Cultura Económica, página 372.

3 Luján, J. M., Entrevista Díaz-Creelman (1963). México: Universidad
Nacional Autónoma de México. Traducción de Pearson’s Magazine al
español de Mario Julio del Campo, página 37.

4 Palabras de Francisco I. Madero, en su libro La sucesión presidencial

de 1910.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de marzo de 2023.— Diputado
Miguel Torruco Garza (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado, en materia de integración de órganos
directivos relacionados con vivienda bajo el principio de
paridad de género, suscrita por la diputada Lilia Aguilar
Gil, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo y
diputados integrantes de diversos Grupos Parlamentarios.

Los que suscriben, diputados Lilia Aguilar Gil, Kevin Án-
gelo Aguilar Piña, María Asención Álvarez Solís, Carolina
Beauregard Martínez, Martha Azucena Camacho Reynoso,
Gina Gerardina Campuzano González, Susana Cano Gon-
zález, Janicie Contreras García, Rosalinda Domínguez Flo-
res, José Luis Flores Pacheco, Reynel Rodríguez Muñoz,
María de Jesús Rosete Sánchez, Juan Pablo Sánchez Ro-
dríguez, Rodrigo Sánchez Zepeda, Socorro Irma Andazola
Gómez, Celestina Castillo Secundino, Félix Durán Ruiz,
Julia Licet Jiménez Angulo, Mariana Mancillas Cabrera,
Yessenia Leticia Olua González, Susana Prieto Terrazas,
Ana Laura Sánchez Velázquez, María Sierra Damián, Elva
Agustina Vigil Hernández; integrantes de la Comisión de
Vivienda de la LXV Legislatura de la Cámara de Dipu-
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tados del honorable Congreso de la Unión, de conformidad
con lo dispuesto en la fracción II del artículo 71 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo en los artículos 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someto a consideración del ho-
norable Congreso de la Unión la presente iniciativa con
proyecto decreto por el que se reforman diversas disposi-
ciones de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios So-
ciales de los Trabajadores del Estado, en materia de inte-
gración de órganos directivos relacionados con vivienda
bajo el principio de paridad de género, al tenor de la 
siguiente

Exposición de Motivos

Anualmente un número mayor de mujeres tiene acceso al
mercado laboral en nuestro país lo que refleja su integra-
ción a la economía y a un ingreso regular que impacta po-
sitivamente en su autonomía e independencia financiera y
mejora su desarrollo profesional permitiéndole, además,
tomar decisiones personales y de familia.

De acuerdo con datos de la Encuesta Nacional de Ocupa-
ción y Empleo, la participación laboral femenina registró
en 2022, un nivel promedio cercano a 45.0 por ciento, con
un pico de 46.7 por ciento en noviembre. Hasta diciembre
de 2022, las mujeres representaban el 40 por ciento de la
fuerza laboral total y los hombres, el 60 por ciento; sin em-
bargo, el ingreso mensual para los trabajadores es de poco
más de $9,000 pesos, mientras que las trabajadoras reciben
$7,837 pesos al mes, con base en la información de la mis-
ma encuesta.1

A mayor abundamiento, las condiciones de incorporación
de la mujer al trabajo son desiguales en comparación con
los hombres: además de percibir un ingreso menor por un
trabajo igual (brecha salarial), las mujeres tienen menos
oportunidades de ocupar puestos directivos por contrata-
ción directa o promoción. Además, debido a las interrup-
ciones en la vida laboral derivadas de las funciones que his-
tóricamente le han sido asignadas en el espacio privado y
que generalmente no son remuneradas, tienen menos po-
sibilidades de acumular antigüedad en su puesto de tra-
bajo lo que resulta necesario para su jubilación en condi-
ciones adecuadas.

Según el Instituto Mexicano para la Competitividad (IMCO),
aunque en nuestro país la brecha salarial es, en promedio, de
14 por ciento (por cada $100 pesos que los hombres reciben
como ingreso laboral, las mujeres reciben $86), esto no refle-

ja mayor equidad en el mercado laboral. Por el contrario, im-
plica que son pocas las mujeres en edad productiva las que
entran a la economía remunerada, de éstas, el 70 por ciento
gana menos de dos salarios mínimos y muy pocas crecen du-
rante su trayectoria profesional para llegar apuestos de toma
de decisión que son mejor remunerados.2

El problema de falta de equidad laboral es estructural, re-
sultado de una serie de barreras que se conjugan y que las
mujeres deben superar no únicamente para acceder al mer-
cado laboral sino para mantenerse dentro y crecer. Uno de
los mayores obstáculos es la mayor carga de trabajo no re-
munerado del que nos hacemos cargo y que significa jor-
nadas laborales más cortas: en promedio, las mujeres dedi-
can 43 horas semanales al trabajo del hogar y de cuidado
no remunerado mientras que los hombres sólo dedican 18
horas, lo que representa una doble jornada para las mujeres
ocupadas.3

Así, las mujeres se ven obligadas a emplearse en trabajos
informales en los que encuentran mayor flexibilidad de ho-
rarios para cumplir con los roles familiares y de cuidado y
crianza pero que las colocan en un sector más vulnerable
pues carecen de acceso a seguridad social, servicios médi-
cos y a un sistema de estancias infantiles o guarderías; sin
mencionar un menor ingreso promedio.

Aunado a lo anterior, los estereotipos de género han con-
centrado la fuerza de trabajo de las mujeres en determina-
dos sectores generando segregación ocupacional y dismi-
nuyendo sus ingresos promedio muy a pesar de los
esfuerzos que el Estado mexicano ha realizado, como la
implementación de cuotas de género, para alcanzar una
mayor igualdad en la vida pública, económica y política.

Según la Comisión Nacional de Salarios Mínimos, la bre-
cha salarial en el empleo formal ha presentado una dismi-
nución pasando de 13.1 por ciento en 2018 a 12.2 por cien-
to en 2021;4 sin embargo, el estado debe garantizar no sólo
la implementación de políticas de igualdad de oportunida-
des que permitan una participación equitativa e igualitaria
en el mercado laboral para hombres y mujeres sino su co-
rrecto funcionamiento y su eficacia. 

Actualmente en México, existe la Norma Mexicana para la
Igualdad Laboral entre Mujeres y Hombres, NMX-R-025-
SCFI-2015, de adopción voluntaria encaminada al recono-
cimiento de los centros de trabajo que cuentan con prácti-
cas en materia de igualdad laboral y no discriminación en
favor del desarrollo de las y los trabajadores.



La certificación que se otorga con base en esta Norma está
dirigida a todos los centros de trabajo públicos, privados y
sociales establecidos en la República Mexicana, de cual-
quier tamaño, sector o actividad. Para obtenerlo, los cen-
tros de trabajo deben recibir una auditoría de tercera parte,
para verificar sus políticas y prácticas de igualdad laboral
y no discriminación.

Sus principales ejes son: incorporar la perspectiva de género
y no discriminación en los procesos de reclutamiento, selec-
ción, movilidad y capacitación; garantizar la igualdad sala-
rial; implementar acciones para prevenir y atender la violen-
cia laboral; y realizar acciones de corresponsabilidad entre la
vida laboral, familiar y personal de sus trabajadoras y traba-
jadores, con igualdad de trato y de oportunidades.5

A pesar de estos esfuerzos y debido a que es de implemen-
tación voluntaria, al 10 de febrero de la presente anualidad,
el Padrón Nacional de Centros de Trabajo Certificados só-
lo cuenta con 563 centros registrados que han sido certifi-
cados en diferentes niveles (oro, plata y bronce), 291 del
sector público y 272 del sector privado.

Aunque es innegable que en México ha habido un aumen-
to en la participación de las mujeres, esto ha sido también
insuficiente para tener mejores condiciones dentro de la
Administración Pública Federal (APF). A manera de ejem-
plo tenemos que en 2019 solo el 24 por ciento de los car-
gos titulares de la APF fueron encabezados por una mujer,
de acuerdo con el Censo Nacional del Gobierno Federal re-
alizado por el Inegi.6

En este sentido, puede afirmarse que las mujeres se en-
cuentran subrepresentadas en puestos de mando y directi-
vos de las instituciones del gobierno federal lo que impide
conformar una agenda inclusiva que tome en cuenta las ne-
cesidades de la población, reteniendo el talento femenino e
incorporando más mujeres a la economía.

De acuerdo con el estudio “Mujeres en la Administración
Pública Federal: más allá de la foto”, publicado en 2021
por el IMCO y realizado en más de 290 instituciones del
Gobierno federal, con énfasis en el puesto y nivel de in-
gresos de más de 168 mil personas que trabajan en las se-
cretarías de Estado, se encontró lo siguiente:

• La presencia de mujeres al interior de las secreta-
rías de Estado disminuye conforme se eleva el pues-
to y el nivel de ingresos. Solo el 30 por ciento de las di-
recciones generales son ocupadas por mujeres, mientras

que este porcentaje disminuye a 28 por ciento para las
jefaturas de unidad, el tercer puesto de mando más alto.

• La brecha salarial promedio dentro de la APF es de
26 por ciento, es decir, por cada 100 pesos que gana
un hombre, una mujer percibe, en promedio, 74 pe-
sos. A pesar de que el Gobierno federal cuenta con ta-
bulador de sueldos, este no compensa la desigualdad de
género que existe en los puestos directivos. Una menor
participación de las mujeres en los cargos jerárquicos
más altos tiene un impacto en los ingresos que reciben
las mujeres.

• En las secretarías de Estado, la diferencia de ingre-
sos promedio entre hombres y mujeres es del 10 por
ciento en los puestos de mando medio y superior. La
brecha salarial en las secretarías persiste.

• Solo el 6 por ciento de los puestos de jefatura de
unidad en el mayor nivel de ingreso (154 mil 472 pe-
sos) es encabezado por una mujer. A pesar de que
existe paridad en las secretarías de Estado, esto no se
traduce en todos los niveles.

• Aunque las mujeres tienen mayor nivel de escolari-
dad, persiste la desigualdad en los puestos. El 43 por
ciento de las servidoras públicas cuenta con una licen-
ciatura, en contraste con el 35 por ciento de los servido-
res públicos. Sin embargo, hay 33 por ciento menos mu-
jeres en los puestos de mando.

• Las mujeres tienen mayor representación en carte-
ras o secretarías vinculadas al ámbito interno o pri-
vado, así como a las mujeres como grupo. Estos son
los temas de familia, cultura, ciencia y tecnología, turis-
mo e igualdad de género.

• Los hombres tienen mayor representación en car-
teras de alto perfil cuentan con mayor presupuesto,
visibilidad y cubren temas tradicionalmente asocia-
dos con la esfera pública y los hombres como grupo.
Estos son los temas de finanzas públicas, gobernación o
infraestructura, economía y defensa.

En este escenario, resulta indispensable hablar de perspec-
tiva y paridad de género como herramientas que hacen evi-
dentes las diferencias y desigualdades que se presentan por
determinación cultural, entre hombres y mujeres y también
como elementos que permiten su entendimiento y solución
pues alcanzar la igualdad sustantiva es un proceso que re-
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quiere la transformación de la cultura organizacional del
sector público.

Según un Informe del Fondo de Población de las Naciones
Unidas (UNFPA, por sus siglas en inglés) referido en
“ABC de Género en la Administración Pública Federal”,7

la erradicación de la desigualdad de género propiciaría no
sólo un aumento en el ingreso de las mujeres sino en el in-
greso nacional. Tan sólo en América Latina, se estimó que
eliminar la desigualdad de género en el mercado laboral
podría aumentar los salarios de las mujeres en 50 por cien-
to y el producto nacional 5 por ciento.

Por lo anterior, puede considerarse que incluir en la legis-
lación el principio de paridad de género y la obligación de
integrar los órganos directivos y de administración de las
diversas dependencias que conforman la Administración
Pública bajo la condición de su observancia, es una medi-
da que impulsa la participación de las mujeres en puestos
de liderazgo y toma de decisiones, pero además beneficia-
ría a la economía nacional.

La paridad de género, como principio constitucional del
Estado mexicano, se traduce en la participación y repre-
sentación equilibrada de mujeres y hombres en los pues-
tos de poder y de toma de decisiones en todas las esferas de
la vida (política, económica y social) y es considerada co-
mo un indicador para medir la calidad democrática de
nuestro país. Este principio hizo su aparición en el escena-
rio internacional en la Declaración de Atenas de 1992, re-
frendada por la Declaración y Plataforma de Acción de la
IV Conferencia de la Mujer de la ONU, celebrada en Bei-
jing, en 1995.8

A diferencia de las cuotas, la paridad no se propone co-
mo una medida transitoria que define un umbral míni-
mo de presencia de mujeres para subsanar su subre-
presentación en determinados espacios, sino que se
plantea como una forma de asegurar la igualdad en la
distribución del poder entre hombres y mujeres.

A mayor abundamiento, se considera que la integración pa-
ritaria del mercado laboral en general, y de la Administra-
ción Pública en particular, aporta a las decisiones de go-
bierno una perspectiva más inclusiva pues toma en cuenta
las necesidades diferenciadas de las mujeres y niñas de
México.

En este tenor, la paridad de género es pilar fundamental para
garantizar derechos políticos, económicos y sociales de las

mujeres, entre ellos, el de acceso a una vivienda adecuada. En
México, son notables las brechas de género en el acceso a la
vivienda y a su financiamiento pues según datos del Inegi pa-
ra el año 2015 sólo el 35 por ciento de las casas escrituradas
en el país lo estaban a nombre de mujeres.9

Estas diferencias en el acceso a la vivienda se explican
también por la falta de acceso al mercado laboral formal de
las mujeres y la brecha salarial que les impide ser titulares
de un crédito o que se los facilita en un monto menor que
a los hombres.

Es por lo anterior que resulta indispensable introducir el
principio de paridad de género en la legislación pues con
ello se posibilitaría no sólo el acceso de las mujeres a los
órganos directivos del Fondo de la Vivienda del Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado (Fovissste), como se plantea en esta iniciativa; sino
que, además, al estar integrados por mujeres indudable-
mente las acciones y créditos de vivienda se otorgarían con
una mayor perspectiva de género y atendiendo a las dife-
rencias específicas de este grupo que conforma el 51.2 por
ciento de la población nacional y se traduce en 64 millones
519 mil 180 mujeres y niñas.

Involucrar a las mujeres en la integración y toma de deci-
siones de los órganos directivos del Fovissste necesaria-
mente sensibilizaría a sus miembros respecto de la proble-
mática que enfrentan las mujeres para acceder en
condiciones de equidad, al mercado laboral formal, en ge-
neral; y a los puestos de toma de decisión de la APF, en
particular. Además, la integración de las mujeres fomenta-
ría la incorporación de la perspectiva de género como me-
todología que retome las necesidades específicas que en
materia de crédito y acceso a la vivienda adecuada deben
superar las mujeres, desarrollando instrumentos que permi-
tan reducir la brecha de género en cuanto a este derecho
humano.

Para mayor comprensión, se anexa cuadro comparativo del
texto legal vigente y de la propuesta que aquí se plantea:



Por lo anteriormente expuesto, acudo a esta soberanía a
presentar, iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Socia-
les de los Trabajadores del Estado, en materia de inte-
gración de órganos directivos relacionados con vivienda
bajo el principio de paridad de género

Único. Se reforma el último párrafo de los artículos 170 y
210 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Socia-
les de los Trabajadores del Estado, para quedar como si-
gue:

Artículo 170. …

I. a IV. … 

Por cada vocal propietario se designará un suplente que
actuará en caso de faltas temporales del propietario, de-
biendo tratarse de un funcionario con el rango inmediato
inferior al del vocal propietario. En el caso de los repre-
sentantes de las organizaciones de Trabajadores, la desig-
nación del suplente se hará en los términos de las disposi-
ciones estatutarias aplicables. Todos los nombramientos
atenderán el principio de paridad de género.

Artículo 210. …

I. a III. …
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Por cada miembro de la Junta Directiva, se nombrará un
suplente que actuará en caso de faltas temporales del
propietario, debiendo tratarse de un funcionario con el
rango inmediato inferior al del miembro propietario. En
todo caso, para la integración de este órgano de go-
bierno, deberá atenderse en lo máximo posible el
principio de paridad de género.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Juárez, B. Participación laboral de las mujeres en México alcanzó ni-
veles históricos en 2022. El Economista, febrero 15, 2023, recuperado
en 

https://www.eleconomista.com.mx/capitalhumano/Participacion-
laboral-de-las-mujeres-en-Mexico-alcanzo-niveles-historicos-en-
2022-20230215-0025.html 

2 Brecha salarial de género, IMCO; recuperada en 

https://imco.org.mx/brecha-salarial-de-genero/#:~:text=
En%202022%20la%20brecha%20de,una%20mujer%20reci-
be%2086%20pesos; consultada el 20 de febrero de 2023.

3 Mercado laboral y brechas de género. México cómo vamos, recupe-
rado en 

https://mexicocomovamos.mx/mercado-laboral-y-genero/#semafo-
ros 

4 La brecha salarial de género en el empleo formal ha disminuido de
2018 a 2021. Boletín número 04/2022, recuperado en 

https://www.gob.mx/conasami/prensa/la-brecha-salarial-de-gene-
ro-en-el-empleo-formal-ha-disminuido-de-2018-a-2021, consulta-
do el 20 de febrero de 2023.

5 Norma MexicanaNMX-R025-SCFI-2015 en Igualdad Laboral y No
Discriminación. Recuperada en 

https://www.gob.mx/inmujeres/documentos/norma-mexicananmx-
r025-scfi-2015-en-igualdad-laboral-y-no-discriminacion 

6 Mujeres en la Administración Pública Federal, IMCO. Recuperado
en 

https://imco.org.mx/wp-content/uploads/2021/05/20210511_Muje-
res-en-la-APF_ma%CC%81s-alla%CC%81-de-la-foto_Documen-
to.pdf 

7 http://cedoc.inmujeres.gob.mx/documentos_download/100903.pdf 

8 ¿En qué consiste la paridad de género?, recuperado en

https://www.mujeresyconstitucion.cl/comparte/en-que-consiste-la-
paridad-de-genero/ 

9 https://onuhabitat.org.mx/index.php/mujeres-y-vivienda-adecua-
da#:~:text=La%20situaci%C3%B3n%20desfavorable%20en%20el,Ju
nio%2017%2C%202021.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de marzo de 2023.— Diputa-
das y diputados: Susana Cano González, Rodrigo Sánchez Zepeda,
Yessenia Leticia Olua González, María de Jesús Rosete Sánchez, Juan
Pablo Sánchez Rodríguez, Celestina Castillo Secundino, Gina Gerar-
dina Campuzano González, Félix Durán Ruiz, Socorro Irma Andazola
Gómez, Susana Prieto Terrazas, María Asención Álvarez Solis, Kevin
Ángelo Aguilar Piña, María Sierra Damián, Reynel Rodríguez Muñoz,
Mariana Mancilla Cabrera, Carolina Beauregard Martínez, Janicie
Contreras García, Ana Laura Sánchez Velázquez, Lilia Aguilar Gil,
Rosalinda Domínguez Flores, José Luis Flores Pacheco, Martha Azu-
cena Camacho Reynoso, Elva Agustina Vigil Hernández (rúbricas).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Seguridad Social,
y de Vivienda, para dictamen, y a la Comisión de Igual-
dad de Género, para opinión.

LEY DE PETRÓLEOS MEXICANOS

«Iniciativa que adiciona los artículos 76 y 109 de la Ley de
Petróleos Mexicanos, cargo del diputado José Mauro Garza
Marín, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

El suscrito, José Mauro Garza Marín, diputado federal del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano de la
LXV Legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 6, numeral 1,
fracción I y 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración esta iniciativa con proyecto
de decreto por la que se reforman los artículos 76 y 109 de
la Ley de Petróleos Mexicanos, en materia de transparen-
cia y rendición de cuentas, con base en la siguiente



Exposición de Motivos

El 1 de julio de 2022, fue inaugurada la refinería Dos Bo-
cas, en coincidencia con un aniversario más del triunfo
electoral del presidente Andrés Manuel López Obrador. Lo
absurdo es que la refinería está lejos de estar terminada, ni
siquiera se encuentra en condiciones operativas, por lo que
no producirá un litro de gasolina en los próximos meses.
Sin embargo, más allá de la simulación respecto a la ope-
ratividad de la obra, los problemas del impacto ambiental
y ecológico, las dudas sobre su viabilidad financiera del
proyecto; lo más delicado es: la opacidad que tiene este
proyecto.1

El presidente en más de una ocasión ha presumido esta obra
como la más transparente de la historia y que toda la infor-
mación sobre su gobierno es pública. Sin embargo, la infor-
mación disponible respecto a lo que se presupuestado y fi-
nalmente gastado es tan limitada, que no se conoce con
precisión cuando costará la construcción y operación de esta
refinería. Hoy ningún ciudadano fuera del gobierno puede
conocer a detalle las finanzas de la Refinería de Dos Bocas.2

De acuerdo con el artículo 34 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, todo recurso desti-
nado a proyectos de inversión debe: 1) contar con un me-
canismo de planeación de inversiones, que establezcan las
necesidades de inversión a corto, mediano y largo plazo,
mediante criterios de evaluación que permitan establecer
prioridades entre los proyectos, 2) presentar a la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público (SHCP) la evaluación cos-
to y beneficio de tales proyectos son susceptibles de gene-
rar, así como 3) registrar tal proyecto de inversión en la
cartera, para lo cual deberá presentar la evaluación benefi-
cio costo y correspondiente.3

En mayo de 2019 el gobierno federal anunció que este pro-
yecto tendría una inversión total de 8 mil millones de dóla-
res.4 Múltiples especialistas, incluyendo las empresas que
originalmente estaban interesadas en construir la refinería,
señalaron en ese momento que ese precio era imposible.5

Conforme se fue construyendo fue evidente la falta de pla-
neación en la realización del proyecto. 

En la revisión de la Cuenta Pública 2019, la Auditoría Su-
perior de la Federación (ASF), a través de la auditoría 421-
DE, detectó el mecanismo utilizado por la Secretaría de
Energía (SENER) y Pemex para evadir el cumplimiento de
las disposiciones en materia de gasto público prevalecien-

tes para todos los proyectos de inversión.6 El 7 de diciem-
bre de 2018, el Consejo de Administración de Petróleos
Mexicanos, decidió que Pemex Transformación Industrial
(PTRI) aportaría capital social a la filial de Pemex, PTI In-
fraestructura de Desarrollo (PTI-ID)7 esta empresa se en-
cargaría de la construcción de la Refinería Dos Bocas, ca-
be señalar que PTI-ID, al ser una empresa de derecho
privado se encuentra sujeta a disposiciones de derecho co-
mún, por lo que no le son aplicables o exigibles las dispo-
siciones que regulan a Pemex y sus Empresas Productivas
Subsidiarias en materia de transparencia y rendición de
cuentas.8

Por otra parte, este organismo fiscalizador identifico en la
revisión en el Presupuesto de Egresos de la Federación,
2019 (PEF), en el apartado de proyectos y programas de
inversión la asignación de casi 50 millones de pesos, en
dos proyectos para los ejercicios de 2019 y 2020 a la refi-
nería de Dos Bocas. De éstos un millón 799 mil pesos fue-
ron para el proyecto 58191 para el desarrollo de los estu-
dios que definirán su configuración de la refinería de Dos
Bocas; y 48 millones 200 mil pesos, se asignaron al pro-
yecto 58193 para el desarrollo de la ingeniería, procura y
construcción de plantas de procesos, equipos y servicios
auxiliares de la refinería de Dos Bocas.9

Del presupuesto inicial asignado en el PEF 2019 a dichos
proyectos, en la sesión extraordinaria del 17 de mayo de
2019, el Consejo de Administración de Pemex (Capemex)
autorizó aportar dichos recursos de preinversión al capital
social de la filial PTI-ID, y los recursos de inversión una
vez que se contara con las autorizaciones correspondientes.
Con lo anterior, se observa que se modificó el gasto de in-
versión a un gasto de inversión financiera de PTRI.10

Sin embargo, al revisar la Cuenta Pública 2019, queda en
evidencia las inconsistencias entre lo designado, adecuado
y gastado, al revisar el detalle de programas y proyectos de
inversión PTRI reportó para el proyecto 58191 “Nueva Re-
finería en Dos Bocas, Paraíso, Tabasco”, un presupuesto
original por un millón 799 mil pesos, pero solo se gastaron
356 mil pesos, que no corresponde con el importe final
adecuado por 260 mil pesos. Cabe señalar que la entidad
no proporcionó información adicional sobre las adecuacio-
nes presupuestarias realizadas para determinar el presu-
puesto modificado final; respecto del proyecto 58193 “Re-
serva para la Ingeniería, Procura y Construcción de la
Nueva Refinería en Dos Bocas, Paraíso Tabasco”, no se re-
portó presupuesto ejercido en 2019.11
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Asimismo, PTRI señaló que los únicos 356 mil pesos re-
portados no correspondieron a estudios de preinversión re-
lacionados con el proyecto, ya que son a erogaciones por
concepto de hospedaje, alimentación y gastos varios para
el personal en servicio, sin proporcionar la evidencia docu-
mental que dio origen a los registros contables y presu-
puestarios.12

Por otra parte, PTRI señaló que como el proyecto se desa-
rrolla mediante una filial, el gasto no se registró en los Pro-
gramas y Proyectos de Inversión (PPI) y las aportaciones
adecuadas al capital de PTI- ID se registraron el en progra-
ma “Compra de acciones o inversiones diversas” por 4 mil
506 millones de pesos.13

Finalmente, este organismo fiscalizador observó que la
construcción de la Refinería de Dos Bocas muestra una ina-
decuada programación de los recursos ya que no se identi-
fica la trazabilidad y seguimiento desde la autorización y
ejercicio. De acuerdo con especialistas en el sector esta
obra podría alcanzar los 18 mil millones de dólares14 (más
de 340 mil millones de pesos), por lo que este gobierno se
habrá gastado en la Refinería de Dos Bocas, el presupues-
to anual de 17 años del Instituto Nacional Electoral (INE).

A pesar de los señalamientos por el sobrecosto, tuvieron
que pasar dos años para que el presidente reconociera que
este proyecto costaría entre 10, 11 o 12 mil millones de dó-
lares con IVA, aunque no pudo precisar la cifra.15 Es decir,
tampoco el presidente tenía certeza de cuando costaría es-
ta obra, esto es inconcebible. 

La información pública disponible sobre la refinería de
Dos Bocas identificada en el Presupuesto de Egresos de la
Federación (PEF), en la Cuenta Pública, en los reportes tri-
mestrales de la Secretaría de Hacienda, así como en el nue-
vo Portal de Pemex + Transparente es insuficiente para 
realizar una evaluación real del avance y costo final de la
construcción de este proyecto.

El proyecto de la refinería Dos Bocas no está en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación (PEF) bajo una partida
presupuestal que permita identificar cuánto dinero fue apro-
bado a este proyecto en los últimos tres años; y tampoco se
puede identificar en la cuenta pública de forma clara. 

Tampoco se encuentra en los reportes trimestrales enviados
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a la Cámara
de Diputados, en el Anexo en que se reporta el «Avance Físi-
co y Financiero de los Proyectos de Inversión» no está la re-

finería de Dos Bocas, por lo tanto, no se ha repostado cuanto
se espera que cueste el proyecto, los resultados de los estu-
dios de preinversión, rentabilidad, así como su avance físico.
El gobierno ya inauguro una obra que no ha sido terminada,
pero se desconoce qué tan incompleta esta.16

Los contratos de la refinería de Dos Bocas no están el sitio
oficial de Pemex + Transparente y tampoco en la página de
PTI, Infraestructura de Desarrollo, SA de CV, que al no ser
sujeto obligado de la Ley de Transparencia, no está obliga-
do a publicar los contratos de la refinería. La naturaleza
privada de las empresas filiales como lo es PTI-ID repre-
senta una menor transparencia en la gestión de los proyec-
tos, así como el uso de los recursos asignados para ello. 

En Movimiento Ciudadano consideramos que la transpa-
rencia y la rendición de cuentas es indispensable en una de-
mocracia consolidada. Hoy en día su fortalecimiento per-
mite que los ciudadanos puedan acceder y conocer en que:
se está gastando, como se está gastando y cuáles son los be-
neficios de tal gasto. 

Por lo que propone la siguiente iniciativa con el objetivo de
las empresas filiales, como lo es, PTI Infraestructura 
de Desarrollo (PTI-ID) encargada de construir la refinería
de Dos Bocas, sea sujeta a la normatividad en materia de
transparencia y rendición de cuentas.

Ley de Petróleos Mexicanos



Derivado de lo anterior, se somete a consideración la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Que reforma los artículos 76 y 109 de la Ley de Petró-
leos Mexicanos, en materia de transparencia y rendi-
ción de cuentas

Artículo Único. Se reforman los artículos 76 y 109 de la
Ley de Petróleos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 76.- El Consejo de Administración de Petróleos
Mexicanos emitirá las disposiciones a las que deberán su-
jetarse Petróleos Mexicanos, sus empresas productivas
subsidiarias y empresas filiales para los procedimientos de
adquisiciones, arrendamientos, contratación de servicios y
ejecución de obras, observando en todo momento los prin-
cipios establecidos en la presente Ley, conforme a las ba-
ses siguientes:

I. al XI. (…)

Artículo 109.- Petróleos Mexicanos, sus empresas produc-
tivas subsidiarias y empresas filiales se sujetarán a las le-
yes aplicables en materia de transparencia y acceso a la in-
formación, de fiscalización y rendición de cuentas y
combate a la corrupción, para prevenir, identificar, investi-
gar y sancionar los actos u omisiones que las contravengan.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de marzo de
2023.— Diputado José Mauro Garza Marín (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen, y a
la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
opinión.

LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE
LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General para la Inclusión de las Personas con Discapaci-
dad, suscrita por la diputada Lilia Aguilar Gil, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo y diputados inte-
grantes de diversos Grupos Parlamentarios.

Los que suscriben, diputados Lilia Aguilar Gil, Kevin Án-
gelo Aguilar Piña, María Asención Álvarez Solís, Carolina
Beauregard Martínez, Martha Azucena Camacho Reynoso,
Gina Gerardina Campuzano González, Susana Cano Gon-
zález, Janicie Contreras García, Rosalinda Domínguez Flo-
res, José Luis Flores Pacheco, Reynel Rodríguez Muñoz,
María de Jesús Rosete Sánchez, Juan Pablo Sánchez Ro-
dríguez, Rodrigo Sánchez Zepeda, Socorro Irma Andazola
Gómez, Celestina Castillo Secundino, Félix Durán Ruiz,
Julia Licet Jiménez Angulo, Mariana Mancillas Cabrera,
Yessenia Leticia Olua González, Susana Prieto Terrazas,
Ana Laura Sánchez Velázquez, María Sierra Damián, Elva
Agustina Vigil Hernández, integrantes de la Comisión de
Vivienda en la LXV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 72 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía la iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforma la denominación del capítulo IV del Título Segun-
do y los artículos 16 y 18 de la Ley General para la Inclu-

sión de las Personas con Discapacidad, al tenor de la 
siguiente:

Exposición de Motivos

Históricamente, las personas con discapacidad han sido
víctimas del mayor grado de vulnerabilidad en el acceso a
sus derechos, como el acceso a la vivienda adecuada, sobre
todo con relación al acondicionamiento de infraestructura.
Lo cierto es que hasta no hace más de dos o tres décadas la
sociedad apenas inicia una cultura de respeto a las diferen-
cias, y en donde la necesidad de conformar una sociedad
más justa e igualitaria hace imprescindible la adecuación
normativa correspondiente.

El pasado 29 de septiembre esta honorable Cámara de
Diputados aprobó modificaciones al Artículo 4º de nuestra
Constitución, dicha aprobación se debió a una iniciativa
presentada por la que suscribe, cuyo objetivo fue plasmar
en nuestra carta fundamental, el concepto de vivienda ade-
cuada, en congruencia con ello, presento la Iniciativa que
reforma la Ley General para la Inclusión de las Personas
con Discapacidad, proponiendo modificar sus artículos 16
y 18 y la denominación del capítulo IV correspondiente al
Título Segundo.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos,1 es-
tablece los derechos humanos fundamentales que deben
protegerse en el mundo, en su artículo 22 señala el derecho
de toda persona para satisfacer sus derechos económicos,
sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre
desarrollo de su personalidad.

En su artículo 25, apartado 1, prevé que toda persona tiene
derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así co-
mo a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la ali-
mentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y
los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a
los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez,
viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de
subsistencia por circunstancias independientes de su vo-
luntad.

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del
Hombre,2 señala en su artículo 11, la vivienda como un de-
recho que debe garantizarse a todas las personas y consi-
dero que las personas con discapacidad deben ser sujetos a
dicho derecho en las condiciones que garantice su desarro-
llo integral.



El Pacto Internacional de los Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales de 1966 (PIDESC),3 en su artículo 11,
numeral 1, establece que los Estados Partes reconocen el
derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para
sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda
adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de
existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas
para asegurar la efectividad de este derecho, por ello, en es-
te caso y como integrante del Poder Legislativo propongo
adecuar la Ley General para la Inclusión de las Personas
con Discapacidad.

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les,4 órgano que supervisa la aplicación del Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
de las Naciones Unidas en la Observancia General,5 brin-
dan orientación especializada a los Estados Partes con re-
lación a las diversas obligaciones a las que están sujetos
en virtud de un tratado internacional, por lo que ha esta-
blecido el derecho a la vivienda directamente vinculado a
otros derechos humanos, por ello es importante no solo
considerar el derecho a la vivienda a secas, sino que re-
sulta imprescindible para la preservación de todos los de-
rechos, la consideración correcta de vivienda adecuada.

El Comité considera que la adecuación de vivienda puede
determinarse por factores sociales, económicos, culturales
y climatológicos, por lo que es importante identificar as-
pectos que, con independencia del contexto deben conside-
rarse, y por ello plantea la consideración de siete elemen-
tos para una vivienda adecuada en razón de contar con
atributos cuantificables,6 siendo los siguientes:

a) Seguridad jurídica de la tenencia. Todas las personas
deben gozar de un grado de seguridad de tenencia que
les garantice protección legal contra el desahucio, el
hostigamiento u otras amenazas.

b) Disponibilidad de servicios, materiales, facilidades e
infraestructura. Una vivienda adecuada debe contener
diversos servicios que se consideran indispensables tan-
to para la salud como para la seguridad, comodidad y
nutrición. Por lo tanto, las personas deberían de tener
acceso permanente a recursos naturales y comunes, a
agua potable, a energía para la cocina, la calefacción y
el alumbrado, a instalaciones sanitarias y de aseo, de al-
macenamiento de alimentos, de eliminación de dese-
chos, de drenaje y a servicios de emergencia, en relación
a la infraestructura, es este elemento significativo para
la atención de personas con discapacidad, se requiere

una atención particular, con proyectos ajustados a sus
necesidades. Y para ello debe armonizarse la normativi-
dad a efecto de hacer efectivo el derecho a una vivienda
con los elementos necesarios para considerarse adecua-
da.

c) Gastos soportables. Implica la obligación para que
los Estados adopten medidas que garanticen que el por-
centaje de los gastos de vivienda sean, en términos ge-
nerales, conmensurados con los niveles de ingreso. Pa-
ra ello, los Estados deben crear subsidios de vivienda
para aquellos que no pueden costearse una, así como
formas y niveles de financiación que correspondan ade-
cuadamente a las necesidades de vivienda. 

d) Habitabilidad. Las viviendas adecuadas deben ofre-
cer un espacio que sea adecuado para sus habitantes y
que los proteja del frío, la humedad, el calor, la lluvia, el
viento u otras amenazas para la salud, de riesgos estruc-
turales y de vectores de enfermedad. Debe garantizar
también la seguridad física de los ocupantes.

e) Asequibilidad. Los grupos en situación de desventaja
deben tener un acceso pleno y sostenible a los recursos
adecuados para conseguir una vivienda. De ahí que de-
ba garantizarse cierto grado de consideración prioritaria
en esta esfera a: los grupos desfavorecidos como las per-
sonas de edad, los niños, los incapacitados físicos, los
enfermos terminales, los individuos VIH positivos, las
personas con problemas médicos persistentes, los enfer-
mos mentales, las víctimas de desastres naturales, las
personas que viven en zonas que suelen producirse de-
sastres y otros grupos de personas.

f) Lugar. Una vivienda adecuada deberá encontrarse en
un lugar que permita el acceso a las opciones de empleo,
los servicios de atención a la salud, centros de atención
para niños, escuelas y otros servicios sociales. 

g) Adecuación cultural. La manera y los materiales uti-
lizados para la construcción de las viviendas deben per-
mitir la adecuada expresión de la identidad cultural y la
diversidad de la vivienda.

En nuestra nación, la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción,7 ha señalado que el derecho a una vivienda adecuada
como elemento esencial para el disfrute de otros derechos
fundamentales, pues su acceso es necesario para mantener y
fomentar la salud física y mental, el desarrollo adecuado de
la persona, la privacidad, así como la participación en acti-
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vidades laborales, educativas, sociales y culturales, asimis-
mo, de conformidad con lo establecido con el artículo 11 del
Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y
Culturales de 1966 (PIDESC) antes mencionado, considera
que una vivienda debe reunir las siguientes características:8

a) Debe garantizarse a todas las personas; yo agrego,
que, con mayor razón a las personas con discapacidad,
en su carácter de grupo vulnerable que requiere la aten-
ción apropiada.

b) No debe interpretarse en un sentido restrictivo; 

c) Para que una vivienda se considere “adecuada” re-
quiere contar con los elementos que garanticen un nivel
mínimo de bienestar a quien la habite, esencialmente,
una infraestructura básica adecuada, que proteja de la
humedad, la lluvia, el viento, así como riesgos estructu-
rales, con instalaciones sanitarias y de aseo, un espacio
especial para preparar e ingerir los alimentos, espacio
adecuado para el descanso, iluminación y ventilación
adecuadas, acceso al agua potable, electricidad, y dre-
naje; y,

d) Los Estados deben adoptar una estrategia nacional de
vivienda para alcanzar el objetivo establecido en el pac-
to internacional de referencia, así como tomar e imple-
mentar las medidas legislativas, administrativas, presu-
puestarias y judiciales adecuadas para la realización
plena de dicho derecho, dentro de las cuales está asegu-
rar a la población recursos jurídicos y mecanismos judi-
ciales para que los gobernados puedan reclamar su in-
cumplimiento, cuando las condiciones de las viviendas
no sean adecuadas o sean insalubres.

La Primera Sala, al describir los elementos del derecho a
una vivienda digna y decorosa, tomó en cuenta lo que el
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de
la Organización de las Naciones Unidas interpretó en su
Observación General No. 4, respecto del derecho de toda
persona a una vivienda adecuada, incluso señala que, lo
que persigue el artículo 4º constitucional es que los ciuda-
danos obtengan lo que debe entenderse por una vivienda
adecuada, lo cual no se satisface con el mero hecho de que
las personas tengan un lugar para habitar, cualquiera que
éste sea; sino que para que ese lugar pueda considerarse
una vivienda adecuada, debe cumplir necesariamente con
un estándar mínimo.

De igual manera, la Agenda 2030 para el Desarrollo Soste-
nible,9 es un llamado amplio e incluyente a todos los acto-
res públicos, privados, de la sociedad civil y la academia
para involucrarse en el cumplimiento de los 17 ODS, con
miras a lograr un futuro de bienestar sostenido donde nadie
se quedé atrás. 

Una vivienda adecuada contribuye de forma significativa
al avance hacia los Objetivos de Desarrollo Sostenible, la
vivienda promueve condiciones para aliviar la pobreza ex-
trema, y otras dimensiones de pobreza al garantizar que to-
das las personas, en particular las pobres y las vulnerables
como las personas adultas mayores, tengan el mismo dere-
cho a recursos económicos y acceso a los servicios básicos
y al reducir las situaciones, exposición y vulnerabilidad a
fenómenos climáticos,10 mismos que pueden agredir de
manera significativa su condición de salud de por sí ya
mermada por su avanzada edad.

Cobra importancia por tanto que la vivienda cuente con
instalaciones adecuadas para la provisión de agua y sanea-
miento, pues contribuye directamente a lograr el acceso
universal y equitativo al agua potable de forma asequible,
a mejorar los servicios de saneamiento e higiene adecua-
dos, y la calidad del agua reduciendo su contaminación.

La vivienda es una de las condiciones sociales básicas que
determinan la igualdad y la calidad de vida de las perso-
nas.11 Por tanto, para las personas adultas mayores resulta
de gran valor. 

El documento Vivienda y ODS en México12 elaborado por
ONU-Habitat y el Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores (Infonavit), en el marco del
Acuerdo Específico de Colaboración con la Secretaría de
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. Se configura co-
mo resultado de la necesidad de generar acciones para me-
jorar las condiciones y servicios básicos de los asenta-
mientos humanos, establecida en la Declaración de
Vancouver sobre los Asentamientos Humanos (Hábitat I),
así como del compromiso de los gobiernos para lograr el
pleno goce del derecho a la vivienda adecuada identificán-
dola como un componente fundamental para satisfacer las
crecientes necesidades de la urbanización (Hábitat II), y
además, la importancia de acciones para hacer efectiva la
Nueva Agenda Urbana, (NAU), que ubica a la vivienda
adecuada en el centro del desarrollo sostenible como un
instrumento para lograr la urbanización incluyente, planifi-
cada y sostenible y una fuerza transformadora para afron-



tar retos como el cambio climático, la pobreza, la exclusión
y la desigualdad.

El objetivo principal de dicho documento es abatir proble-
máticas que mantienen en rezago el sector habitacional, re-
lacionados con la exclusión social, la desigualdad econó-
mica y la degradación ambiental, la desconexión y falta de
consolidación de zonas periféricas, favorecida por una fa-
llida política de expansión urbana en suelos agrícolas o de
preservación ambiental, lo cual ha afectado mayormente a
grupos vulnerables.

El documento establece orientaciones estratégicas, mis-
mas que para su implementación, ONU-Hábitat ha desa-
rrollado propuestas y líneas de acción con ámbitos de 
intervención que facilitan la comprensión y el involucra-
miento de los diferentes actores del sector, y las modifi-
caciones legislativas necesariamente habrán de contri-
buir en el camino emprendido.

Así pues, considero importante ubicar la Agenda 2030, co-
mo el instrumento que nos compromete como Estado
miembro de las Naciones Unidas y que representa el más
acabado Plan de Acción en favor de las personas, y de
nuestro planeta, y que busca la paz y la prosperidad entre
los pueblos; coincido con los redactores del documento que
la Nueva Agenda Urbana, y la retomo como la declaratoria
emanada de la Tercera Conferencia de las Naciones Unidas
sobre la Vivienda y el Desarrollo Urbano Sostenible (Há-
bitat III) de 2016, que reconoce a la vivienda adecuada y
sostenible como el instrumento que permite el logro de
otros derechos humanos y que de llevar a cabo las acciones
necesarias, podremos afrontar los problemas como el cam-
bio climático, la pobreza, la desigualdad y la exclusión que
nosotros mismos hemos propiciado, y que los gobiernos
anteriores han omitido atender con una verdadera vocación
de servicio.

Por ello, es que debemos poner en el centro a las personas
y a los derechos humanos en la corrección de lo realizado
y en la planificación de una urbanización incluyente y sos-
tenible, y es mi convicción que la adecuación de la norma
en materia de derechos humanos para las personas adultas
mayores deba ser armonizada de tal manera que logremos
una legislación encaminada a contar con los mejores y ma-
yores derechos para las personas que han contribuido en el
crecimiento y desarrollo de nuestra nación.

En el mundo hay más de 650 millones de personas con dis-
capacidad, de las cuales aproximadamente un 80 por ciento

viven en los países en desarrollo. Generalmente, la falta de
accesibilidad física, discriminación, obstáculos instituciona-
les, entre otros, truncan el acceso a la vivienda adecuada. 

En México hay 6,179,890 personas con algún tipo de dis-
capacidad, lo que representa 4.9 por ciento de la población.
Al analizar la vivienda, encontramos que de las 35.3 millo-
nes de viviendas habitadas, 12.9 por ciento requiere poner
pasamanos, 12.8 por ciento rampas, 12.3 por ciento ade-
cuar baños y 9.9 por ciento ampliar puertas.13

Es clara entonces la motivación por la cual presento esta
iniciativa, dado que establecer en la Ley de los Derechos
de las Personas Adultas Mayores la conceptualización de la
Vivienda Adecuada, nos sitúa en el camino de los cambios
legislativos que requiere nuestra nación de cara al cumpli-
miento de la Agenda 2030.

En consecuencia, propongo reformar la denominación del
capítulo IV del Título Segundo y los artículos 16 y 18 de la
Ley General para la Inclusión de las Personas con Disca-
pacidad, proponiendo las siguientes modificaciones:
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La propuesta que pongo a consideración de esta soberanía
pone el acento en el derecho a la vivienda adecuada como la
acción legislativa que nos permitirá mayores elementos de
medición del acceso a un desarrollo habitacional que ponga
en el centro el derecho de las personas con discapacidad. 

Por lo anteriormente expuesto, acudo a esta soberanía a
presentar la iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforma la denominación del ca-
pítulo IV y los artículos 16 y 18 de la Ley General para
la Inclusión de las Personas con Discapacidad, en mate-
ria de vivienda adecuada

Único. Se reforma la denominación del capítulo IV del Tí-
tulo Segundo del Título Segundo y los artículos 16 y 18 de
la Ley General para la Inclusión de la Personas con Disca-
pacidad, Para quedar como sigue:

Capítulo IV
Accesibilidad y Vivienda Adecuada

Artículo 16. Las personas con discapacidad tienen derecho
a la accesibilidad universal y a la vivienda adecuada, por
lo que se deberán emitir normas, lineamientos y reglamen-
tos que garanticen la accesibilidad obligatoria en instala-
ciones públicas o privadas, que les permita el libre despla-
zamiento en condiciones dignas y seguras.

…

…

…

Artículo 18. Las personas con discapacidad tienen derecho
a una vivienda digna. Los programas de vivienda adecua-
da del sector público o sector privado deberán incluir pro-

yectos arquitectónicos de construcciones que consideren
sus necesidades de accesibilidad. Las instituciones públi-
cas de vivienda otorgarán facilidades para recibir créditos
o subsidios para la adquisición, redención de pasivos y
construcción o remodelación de vivienda adecuada.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Organización de las Naciones Unidas, La Declaración Universal de
Derechos Humanos, Asamblea General de las Naciones Unidas en Pa-
rís 1948 

https://www.ohchr.org/EN/UDHR/Documents/UDHR_Transla-
tions/spn.pdf

2 Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de
1948, Aprobada en la Novena conferencia Internacional Americana
Bogotá, Colombia, 1948, 

https://www.oas.org/dil/esp/declaraci%C3%B3n_americana_de_lo
s_derechos_y_deberes_del_hombre_1948.pdf

3 Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales de 1966, Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión
por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de di-
ciembre de 1966, Entrada en vigor internacional: 3 de enero de 1976,
de conformidad con el artículo 27, entrada en vigor para México a par-
tir del 23 de junio de 1981, 

https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cescr.aspx

4 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, El Comité
se creó en virtud de la Resolución Ecosoc 1985/17* del 28 de mayo de
1985 para llevar a cabo las funciones de seguimiento asignadas al Con-
sejo Económico y Social de las Naciones Unidas (Ecosoc) en la Parte
IV del Pacto. 

https://www.ohchr.org/sp/hrbodies/cescr/pages/cescrindex.aspx

5 Observaciones generales aprobadas por el Comité de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, 

https://conf-dts1.unog.ch/1%20spa/tradutek/derechos_hum_ ba-
se/cescr/00_1_obs_grales_cte%20dchos%20ec%20soc%20cult.
html



6 Organización de las Naciones Unidas, Elementos de una vivienda
adecuada, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

https://onuhabitat.org.mx/index.php/elementos-de-una-vivienda-
adecuada

7 Derecho fundamental a una vivienda digna y decorosa. Su contenido
no se agota con la infraestructura básica adecuada de aquélla, sino que
debe comprender el acceso a los servicios públicos básicos, Tesis ais-
lada, Primera Sala, Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo I, p. 583 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/Reportes/ReporteDE.aspx
?idius=2009348&Tipo=1#:~:text=DERECHO%20FUNDAMEN-
TAL%20A%20UNA%20VIVIENDA,en%20la%20tesis%20aisla-
da%201a.

8 Derecho fundamental a una vivienda digna y decorosa. Su contenido
a la luz de los tratados internacionales, Tesis: 1a. CXLVIII/2014 (10a.),
Tesis aislada, Primera Sala, Décima Época, Gaceta del Semanario Ju-
dicial de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 801 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/Reportes/ReporteDE.aspx
?idius=2006171&Tipo=1#:~:text=El%20art%C3%ADcu-
lo%2011%2C%20numeral%201,las%20medidas%20apropia-
das%20para%20asegurar

9 Organización de las Naciones Unidas, Agenda 2030: Objetivos de
Desarrollo Sostenible, 

https://onu.org.gt/objetivos-de-desarrollo/#:~:text=La%20Agen-
da%20de%20Desarrollo%202030,el%20planeta%20y%20la%20p
rosperidad.&text=Los%20ODS%20est%C3%A1n%20formula-
dos%20para,cambio%20clim%C3%A1tico%20a%20nivel%20mu
ndial.

10 Secretaria de Gobierno, Jefatura de la Oficina de Presidencia,
Agenda 2030 en México: viviendaSostenible, 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/574044/Agen-
da_2030_en_Me_xico_-_vivienda_sostenible.pdf

11 Organización de las Naciones Unidas, Contribución de la vivienda
al cumplimiento de la Agenda 2030, 

https://onuhabitat.org.mx/index.php/contribucion-de-la-vivienda-
al-cumplimiento-de-la-agenda-2030

12 Convenio ONU-Habitat, Infonavit, en el marco de colaboración es-
pecífica con la Secretaría de Desarrollo Agrario Territorial y Urbano.

VIVIENDA_Y_ODS.pdf (publicacionesonuhabitat.org)

13 Inegi. Encuesta Nacional de Vivienda 2020. 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/envi/2020/doc/en
vi_2020_presentacion.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de marzo de 2023.— Diputa-
das y diputados: Susana Cano González, Rodrigo Sánchez Zepeda,
Yessenia Leticia Olua González, María de Jesús Rosete Sánchez, Juan
Pablo Sánchez Rodríguez, Celestina Castillo Secundino, Gina Gerar-
dina Campuzano González, Félix Durán Ruiz, Socorro Irma Andazola
Gómez, Susana Prieto Terrazas, María Asención Álvarez Solis, Kevin
Ángelo Aguilar Piña, María Sierra Damián, Reynel Rodríguez Muñoz,
Mariana Mancilla Cabrera, Carolina Beauregard Martínez, Janicie
Contreras García, Ana Laura Sánchez Velázquez, Lilia Aguilar Gil,
Rosalinda Domínguez Flores, José Luis Flores Pacheco, Martha Azu-
cena Camacho Reynoso, Elva Agustina Vigil Hernández (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen, y a la Comisión de Vivienda, para
opinión.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma los artículos 28, 28-A y 28-B de la
Ley Federal del Trabajo, suscrita por la diputada Lilia
Aguilar Gil, del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo y diputados integrantes de diversos Grupos Parlamen-
tarios.

Los que suscriben, diputados Lilia Aguilar Gil, Kevin Án-
gelo Aguilar Piña, María Asención Álvarez Solís, Carolina
Beauregard Martínez, Martha Azucena Camacho Reynoso,
Gina Gerardina Campuzano González, Susana Cano Gon-
zález, Janicie Contreras García, Rosalinda Domínguez Flo-
res, José Luis Flores Pacheco, Reynel Rodríguez Muñoz,
María de Jesús Rosete Sánchez, Juan Pablo Sánchez Ro-
dríguez, Rodrigo Sánchez Zepeda, Socorro Irma Andazola
Gómez, Celestina Castillo Secundino, Félix Durán Ruiz,
Julia Licet Jiménez Angulo, Mariana Mancillas Cabrera,
Yessenia Leticia Olua González, Susana Prieto Terrazas,
Ana Laura Sánchez Velázquez, María Sierra Damián, Elva
Agustina Vigil Hernández; integrantes de la Comisión de
Vivienda en la LXV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 72 de
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la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía, iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman los artículos 28, 28-A y 28-B de la Ley Federal del
Trabajo, en materia de vivienda adecuada, al tenor de la 
siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de septiembre, esta honorable Cámara de
Diputados aprobó modificaciones al artículo 4o. de nuestra
Constitución, motivadas por una iniciativa presentada por
quien suscribe. El objetivo de estas reformas fue plasmar
en nuestra carta fundamental, el concepto de vivienda ade-
cuada.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos,1 es-
tablece en su artículo 22 el derecho de toda persona para
satisfacer sus derechos económicos, sociales y culturales,
inherentes a la dignidad de las personas e indispensables
para el libre desarrollo de su personalidad.

En su artículo 25, apartado 1, prevé que toda persona tiene
derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así co-
mo a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la ali-
mentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y
los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a
los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez,
viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de
subsistencia por circunstancias independientes de su 
voluntad.

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del
Hombre,2 señala en su artículo 11, a la vivienda como un
derecho que debe garantizarse a todas las personas y con-
sidero que los trabajadores y trabajadoras son, indudable-
mente, sujetos de dicho derecho, por ser agentes funda-
mentales del desarrollo económico del país, como
reconocimiento a su contribución para la transformación
social. 

El Pacto Internacional de los Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales de 1966 (PIDESC),3 en su artículo 11,
numeral 1, establece que los Estados Partes reconocen el
derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para
sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda, y
a una mejora continua de las condiciones de existencia.
Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para ase-

gurar la efectividad de este derecho, en este caso, como in-
tegrante del poder legislativo propongo adecuar la Ley Ge-
neral de Educación.

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les,4 órgano que supervisa la aplicación del Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de
las Naciones Unidas en la Observancia General,5 y que
brinda orientación especializada a los Estados Partes con
relación a las diversas obligaciones a las que están sujetos
en virtud de un tratado internacional, ha establecido el de-
recho a la vivienda directamente vinculado a otros dere-
chos humanos, por lo que es importante no sólo considerar
el derecho a la vivienda a secas, sino que resulta impres-
cindible para la preservación de todos los derechos la con-
sideración correcta de vivienda adecuada.

El Comité considera que la adecuación de vivienda puede
determinarse por factores, sociales, económicos, culturales
y climatológicos, por lo que es importante identificar as-
pectos que, con independencia del contexto deben conside-
rarse y por ello plantea siete elementos para una vivienda
adecuada, en razón de contar con atributos cuantificables,6

siendo los siguientes:

a) Seguridad jurídica de la tenencia. Todas las perso-
nas deben gozar de un grado de seguridad de tenencia
que les garantice protección legal contra el desalojo for-
zoso, el hostigamiento u otras amenazas.

b) Disponibilidad de servicios, materiales, facilida-
des e infraestructura. Los habitantes de la vivienda
adecuada deben contar con una provisión de agua pota-
ble, instalaciones sanitarias adecuadas, energía para la
cocción, la calefacción y el alumbrado, así como para la
conservación de alimentos y eliminación de residuos.

c) Asequibilidad. El costo de la vivienda debe ser tal
que todas las personas puedan acceder a ella sin poner
en peligro el disfrute de otros satisfactores básicos o el
ejercicio de sus derechos humanos.

Se considera que una vivienda es asequible si un hogar
destina menos del 30% de su ingreso en gastos asocia-
dos a la vivienda (ONU, 2018).

d) Habitabilidad. Las viviendas adecuadas deben ga-
rantizar la seguridad física de sus habitantes y propor-
cionarles un espacio habitable suficiente, así como pro-



tección contra el frío, la humedad, el calor, la lluvia, el
viento u otros riesgos para la salud y peligros estructu-
rales.

e) Accesibilidad. El diseño y materialidad de la vivien-
da debe considerar las necesidades específicas de los
grupos desfavorecidos y marginados, particularmente
de personas con discapacidad.

f) Ubicación. La localización de la vivienda debe ofre-
cer acceso a oportunidades de empleo, servicios de sa-
lud, escuelas, guarderías y otros servicios e instalacio-
nes sociales, y estar ubicada fuera de zonas de riesgo o
contaminadas.

g) Adecuación cultural. La manera y los materiales uti-
lizados para la construcción de las viviendas deben per-
mitir la adecuada expresión de la identidad cultural y la
diversidad de la vivienda.

En nuestra nación, la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción7 ha señalado que, el derecho a una vivienda adecuada
es un elemento esencial para el disfrute de otros derechos
fundamentales pues su acceso es necesario para mantener
y fomentar la salud física y mental, el desarrollo adecuado
de la persona, la privacidad, así como la participación en
actividades laborales, educativas, sociales y culturales, asi-
mismo, de conformidad con lo establecido con el artículo
11 del Pacto Internacional de los Derechos Económicos,
Sociales y Culturales de 1966 (PIDESC) antes menciona-
do, considera que una vivienda debe reunir las siguientes
características:8

a) Debe garantizarse a todas las personas; 

b) No debe interpretarse en un sentido restrictivo; 

c) Para que una vivienda se considere “adecuada” re-
quiere contar con los elementos que garanticen un nivel
mínimo de bienestar a quien la habite, esencialmente,
una infraestructura básica adecuada, que proteja de la
humedad, la lluvia, el viento, así como riesgos estructu-
rales, con instalaciones sanitarias y de aseo, un espacio
especial para preparar e ingerir los alimentos, espacio
adecuado para el descanso, iluminación y ventilación
adecuadas, acceso al agua potable, electricidad, y dre-
naje; y,

d) Los Estados deben adoptar una estrategia nacional de
vivienda para alcanzar el objetivo establecido en el pac-

to internacional de referencia, así como tomar e imple-
mentar las medidas legislativas, administrativas, presu-
puestarias y judiciales adecuadas para la realización ple-
na de dicho derecho, dentro de las cuales está asegurar
a la población recursos jurídicos y mecanismos judicia-
les para que los gobernados puedan reclamar su incum-
plimiento, cuando las condiciones de las viviendas no
sean adecuadas o sean insalubres.

La Primera Sala, al describir los elementos del derecho a
una vivienda digna y decorosa, tomó en cuenta lo que el
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de
la Organización de las Naciones Unidas interpretó en su
Observación General No. 4, respecto del derecho de toda
persona a una vivienda adecuada. Incluso señala que el ar-
tículo 4o. constitucional busca que los ciudadanos obten-
gan lo que debe entenderse por una vivienda adecuada, lo
cual no se satisface con el mero hecho de que las personas
tengan un lugar para habitar, cualquiera que éste sea; sino
que para que ese lugar pueda considerarse una vivienda
adecuada, debe cumplir necesariamente con un estándar
mínimo.

De igual manera, la Agenda 2030 para el Desarrollo Soste-
nible,9 es un llamado amplio e incluyente a todos los acto-
res públicos, privados, de la sociedad civil y la academia
para involucrarse en el cumplimiento de los 17 ODS, con
miras a lograr un futuro de bienestar sostenido, donde na-
die se quedé atrás. 

Una vivienda adecuada contribuye de forma significativa
al avance hacia los Objetivos de Desarrollo Sostenible, la
vivienda promueve condiciones para aliviar la pobreza ex-
trema, y otras dimensiones de pobreza al garantizar que to-
das las personas, en particular las pobres y las vulnerables,
como las personas adultas mayores, a que tengan el mismo
derecho a recursos económicos y acceso a los servicios bá-
sicos y al reducir las situaciones, exposición y vulnerabili-
dad a fenómenos climáticos.10

Cobra importancia por tanto que la vivienda cuente con
instalaciones adecuadas para la provisión de agua y sanea-
miento, pues contribuye directamente a lograr el acceso
universal y equitativo al agua potable de forma asequible,
a mejorar los servicios de saneamiento e higiene adecuados
y la calidad del agua reduciendo su contaminación. Por eso
es que la vivienda es una de las condiciones sociales bási-
cas que determinan la igualdad y la calidad de vida de las
personas.11
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El documento Vivienda y ODS en México,12 elaborado por
ONU-Habitat y el Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores (Infonavit), en el marco del
Acuerdo Específico de Colaboración con la Secretaría de
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, configura como
resultado de la necesidad de generar acciones para mejorar
las condiciones y servicios básicos de los asentamientos
humanos, establecida en la Declaración de Vancouver so-
bre los Asentamientos Humanos (Hábitat I), así como del
compromiso de los gobiernos para lograr el pleno goce del
derecho a la vivienda adecuada identificándola como un
componente fundamental para satisfacer las crecientes ne-
cesidades de la urbanización (Hábitat II), y además, la im-
portancia de acciones para hacer efectiva la Nueva Agenda
Urbana, (NAU), que ubica a la vivienda adecuada en el
centro del desarrollo sostenible como un instrumento para
lograr la urbanización incluyente, planificada y sostenible
y una fuerza transformadora para afrontar retos como el
cambio climático, la pobreza, la exclusión y la desigual-
dad.

Considero que el objetivo principal de dicho documento es
abatir problemáticas que mantienen en rezago el sector ha-
bitacional, relacionados con la exclusión social, la desi-
gualdad económica y la degradación ambiental, la desco-
nexión y falta de consolidación de zonas periféricas,
favorecida por una fallida política de expansión urbana.

El documento establece orientaciones estratégicas y para su
implementación ONU-Hábitat ha desarrollado propuestas y
líneas de acción con ámbitos de intervención que facilitan la
comprensión y el involucramiento de los diferentes actores
del sector, y las modificaciones legislativas necesariamente
habrán de contribuir en el camino emprendido.

Así pues, considero importante ubicar la Agenda 2030 co-
mo el instrumento que nos compromete como Estado
miembro de las Naciones Unidas y que representa el más
acabado Plan de Acción en favor de las personas y de nues-
tro planeta, en busca de paz y prosperidad entre los pue-
blos, coincido con los redactores del documento: “La Nue-
va Agenda Urbana”, y la retomo, como la declaratoria
emanada de la Tercera Conferencia de las Naciones Unidas
sobre la Vivienda y el Desarrollo Urbano Sostenible (Há-
bitat III) de 2016, que reconoce a la vivienda adecuada y
sostenible como el instrumento que permite el logro de
otros derechos humanos y que al llevar a cabo las acciones
necesarias, podremos afrontar los problemas como el cam-
bio climático, la pobreza, la desigualdad y la exclusión,

que nosotros mismos hemos propiciado, y que los gobier-
nos anteriores han omitido atender.

Por ello es que debemos poner en el centro a las personas y
a los derechos humanos en la corrección de lo realizado y
en la planificación de una urbanización incluyente y soste-
nible, y es mi convicción que el marco jurídico nacional en
materia de derechos humanos para las personas trabajado-
ras debe ser armonizado de tal manera que logremos una le-
gislación encaminada a lograr los mejores y mayores dere-
chos para todas las personas, entre ellos una vivienda que
pueda tener elementos cuantificables para su evaluación y
no criterios subjetivos como son los adjetivos de digna y de-
corosa.

Desde esta óptica, resulta de relevancia fundamental la
conceptualización en la norma de la vivienda adecuada, la
cual brindará sostenibilidad a la urbanización y criterios
claros de lo que significa. 

Es clara entonces, la motivación por la cual presento esta
iniciativa, ya que al establecer en la Ley Federal del Tra-
bajo referencias a la vivienda adecuada y no a una vivien-
da digna y decorosa, nos situará en el camino de los cam-
bios legislativos que requiere nuestra nación de cara al
cumplimiento de la Agenda 2030.

En consecuencia, propongo reformar los artículos 28, 28-A
y 28-B de la Ley Federal del Trabajo, a efecto de sustituir
el término vivienda digna y decorosa, por el de vivienda
adecuada y hacer posible el ejercicio pleno de este derecho
para personas trabajadoras, quedando como sigue:



La propuesta que pongo a consideración de esta soberanía
pone el acento en el derecho a la vivienda adecuada como
la acción legislativa que nos permitirá mayores elementos
de medición del acceso a un desarrollo habitacional que
ponga en el centro el derecho de los trabajadores.

Por lo anteriormente expuesto, acudo a esta soberanía a
presentar Iniciativa con proyecto de: 

Decreto por el que se reforman los artículos 28, 28-A y
28-B de la Ley Federal del Trabajo, en materia de vi-
vienda adecuada

Único. Se reforman las fracciones I, inciso b), del artícu-
lo 28; III del artículo 28-A y II, inciso a), del artículo 28-
B, todos de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como
sigue:

Artículo 28.- …

I. …

a) …

b) Las condiciones de vivienda adecuada e higiéni-
ca que disfrutará el trabajador, mediante arrenda-
miento o cualquier otra forma;

c) …

d) …

II. a V. …

Artículo 28-A. …

I. a II. …

III. Las condiciones para la repatriación, la vivienda
adecuada, la seguridad social y otras prestaciones se
determinarán en el acuerdo;

IV. a V. …

Artículo 28-B. ...

I. …

II. …

a) La veracidad de las condiciones generales de tra-
bajo que se ofrecen, así como de las relativas a vi-
vienda adecuada, seguridad social y repatriación a
que estarán sujetos los trabajadores. Dichas condi-
ciones deberán ser dignas y no implicar discrimina-
ción de cualquier tipo; y

b) ...

III. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Organización de las Naciones Unidas, La Declaración Universal de
Derechos Humanos, Asamblea General de las Naciones Unidas en Pa-
rís 1948 

https://www.ohchr.org/EN/UDHR/Documents/UDHR_Transla-
tions/spn.pdf

2 Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de
1948, Aprobada en la Novena conferencia Internacional Americana
Bogotá, Colombia, 1948, 
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https://www.oas.org/dil/esp/declaraci%C3%B3n_americana_de_lo
s_derechos_y_deberes_del_hombre_1948.pdf

3 Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales de 1966, Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión
por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de di-
ciembre de 1966, Entrada en vigor internacional: 3 de enero de 1976,
de conformidad con el artículo 27, entrada en vigor para México a par-
tir del 23 de junio de 1981, 

https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cescr.aspx

4 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, El Comité
se creó en virtud de la Resolución Ecosoc 1985/17* del 28 de mayo de
1985 para llevar a cabo las funciones de seguimiento asignadas al Con-
sejo Económico y Social de las Naciones Unidas (Ecosoc) en la Parte
IV del Pacto. 

https://www.ohchr.org/sp/hrbodies/cescr/pages/cescrindex.aspx

5 Observaciones generales aprobadas por el Comité de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, 

https://conf-dts1.unog.ch/1%20spa/tradutek/derechos_hum_ ba-
se/cescr/00_1_obs_grales_cte%20dchos%20ec%20soc%20cult.
html

6 Organización de las Naciones Unidas, Elementos de una vivienda
adecuada, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

https://onuhabitat.org.mx/index.php/elementos-de-una-vivienda-
adecuada

7 Derecho fundamental a una vivienda digna y decorosa. Su contenido
no se agota con la infraestructura básica adecuada de aquélla, sino que
debe comprender el acceso a los servicios públicos básicos, Tesis ais-
lada, Primera Sala, Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo I, p. 583 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/Reportes/ReporteDE.aspx
?idius=2009348&Tipo=1#:~:text=DERECHO%20FUNDAMEN-
TAL%20A%20UNA%20VIVIENDA,en%20la%20tesis%20aisla-
da%201a.

8 Derecho fundamental a una vivienda digna y decorosa. su contenido
a la luz de los tratados internacionales, Tesis: 1a. CXLVIII/2014 (10a.),
Tesis aislada, Primera Sala, Décima Época, Gaceta del Semanario Ju-
dicial de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 801 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/Reportes/ReporteDE.aspx
?idius=2006171&Tipo=1#:~:text=El%20art%C3%ADcu-
lo%2011%2C%20numeral%201,las%20medidas%20apropia-
das%20para%20asegurar

9 Organización de las Naciones Unidas, Agenda 2030: Objetivos de
Desarrollo Sostenible, 

https://onu.org.gt/objetivos-de-desarrollo/#:~:text=La%20Agen-
da%20de%20Desarrollo%202030,el%20planeta%20y%20la%20p
rosperidad.&text=Los%20ODS%20est%C3%A1n%20formula-
dos%20para,cambio%20clim%C3%A1tico%20a%20nivel%20mu
ndial.

10 Secretaria de Gobierno, Jefatura de la Oficina de Presidencia, Agen-
da 2030 en México: viviendaSostenible, 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/574044/Agen-
da_2030_en_Me_xico_-_vivienda_sostenible.pdf

11 Organización de las Naciones Unidas, Contribución de la vivienda
al cumplimiento de la Agenda 2030, 

https://onuhabitat.org.mx/index.php/contribucion-de-la-vivienda-
al-cumplimiento-de-la-agenda-2030

12 Convenio ONU-Habitat, Infonavit, en el marco de colaboración es-
pecífica con la Secretaría de Desarrollo Agrario Territorial y Urbano.
VIVIENDA_Y_ODS.pdf (publicacionesonuhabitat.org)

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de marzo de 2023.— Diputa-
das y diputados: Susana Cano González, Rodrigo Sánchez Zepeda,
Yessenia Leticia Olua González, María de Jesús Rosete Sánchez, Juan
Pablo Sánchez Rodríguez, Celestina Castillo Secundino, Gina Gerar-
dina Campuzano González, Félix Durán Ruiz, Socorro Irma Andazola
Gómez, Susana Prieto Terrazas, María Asención Álvarez Solis, Kevin
Ángelo Aguilar Piña, María Sierra Damián, Reynel Rodríguez Muñoz,
Mariana Mancilla Cabrera, Carolina Beauregard Martínez, Janicie
Contreras García, Ana Laura Sánchez Velázquez, Lilia Aguilar Gil,
Rosalinda Domínguez Flores, José Luis Flores Pacheco, Martha Azu-
cena Camacho Reynoso, Elva Agustina Vigil Hernández (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen, y a la Comisión de Vivienda, para 
opinión.
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LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

«Iniciativa que reforma el artículo 90 a la Ley General de
Educación, suscrita por la diputada Lilia Aguilar Gil, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo y diputados
integrantes de diversos Grupos Parlamentarios.

Los que suscriben, diputados Lilia Aguilar Gil, Kevin Án-
gelo Aguilar Piña, María Asención Álvarez Solís, Carolina
Beauregard Martínez, Martha Azucena Camacho Reynoso,
Gina Gerardina Campuzano González, Susana Cano Gon-
zález, Janicie Contreras García, Rosalinda Domínguez Flo-
res, José Luis Flores Pacheco, Reynel Rodríguez Muñoz,
María de Jesús Rosete Sánchez, Juan Pablo Sánchez Ro-
dríguez, Rodrigo Sánchez Zepeda, Socorro Irma Andazola
Gómez, Celestina Castillo Secundino, Félix Durán Ruiz,
Julia Licet Jiménez Angulo, Mariana Mancillas Cabrera,
Yessenia Leticia Olua González, Susana Prieto Terrazas,
Ana Laura Sánchez Velázquez, María Sierra Damián, Elva
Agustina Vigil Hernández; integrantes de la Comisión de
Vivienda en la LXV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 72 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma el artículo 90 a la Ley General de Educación, al te-
nor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El pasado 29 de septiembre, esta honorable Cámara de
Diputados aprobó modificaciones al artículo 4 de nuestra
Constitución, motivadas por una iniciativa presentada por
quien suscribe. El objetivo de estas reformas fue plasmar
en nuestra carta fundamental el concepto de vivienda ade-
cuada y, en congruencia con ello, se propone hoy modifi-
car la fracción VIII del artículo 90 de la Ley General de
Educación.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos,1 es-
tablece los derechos humanos fundamentales que deben
protegerse en el mundo, en su artículo 22 señala el derecho
de toda persona para satisfacer sus derechos económicos,
sociales y culturales, inherentes a su dignidad e indispen-
sables para el libre desarrollo de su personalidad.

En su artículo 25, apartado 1, prevé que toda persona tiene
derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así co-

mo a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la ali-
mentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y
los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a
los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez,
viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de
subsistencia por circunstancias independientes de su vo-
luntad.

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del
Hombre,2 señala en su artículo 11, a la vivienda como un
derecho que debe garantizarse a todas las personas y con-
sidero que los maestros y maestras son, indudablemente,
sujetos de dicho derecho, por ser agentes fundamentales
del proceso educativo y como reconocimiento a su contri-
bución para la transformación social.

El Pacto Internacional de los Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales de 1966 (PIDESC),3 en su artículo 11,
numeral 1, establece que los Estados Partes reconocen el
derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para
sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda
adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de
existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas
para asegurar la efectividad de este derecho, en este caso,
como integrante del poder legislativo propongo adecuar la
Ley General de Educación.

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les,4 órgano que supervisa la aplicación del Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de
las Naciones Unidas en la Observancia General,5 y que
brinda orientación especializada a los Estados Partes con
relación a las diversas obligaciones a las que están sujetos
en virtud de un tratado internacional, ha establecido el de-
recho a la vivienda directamente vinculado a otros dere-
chos humanos, por lo que es importante no solo considerar
el derecho a la vivienda a secas, sino que resulta impres-
cindible para la preservación de todos los derechos la con-
sideración correcta de vivienda adecuada.

El Comité considera que la adecuación de vivienda puede
determinarse por factores sociales, económicos, culturales
y climatológicos, por lo que es importante identificar as-
pectos que, con independencia del contexto deben conside-
rarse, y por ello plantea siete elementos para una vivienda
adecuada, en razón de contar con atributos cuantificables,6

siendo los siguientes:

a) Seguridad jurídica de la tenencia. Todas las personas
deben gozar de un grado de seguridad de tenencia que
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les garantice protección legal contra el desahucio, el
hostigamiento u otras amenazas.

b) Disponibilidad de servicios, materiales, facilidades e
infraestructura. Una vivienda adecuada debe contener
diversos servicios que se consideran indispensables tan-
to para la salud como para la seguridad, comodidad y
nutrición. Por lo tanto, las personas deberían de tener
acceso permanente a recursos naturales y comunes, a
agua potable, a energía para la cocina, la calefacción y
el alumbrado, a instalaciones sanitarias y de aseo, de al-
macenamiento de alimentos, de eliminación de dese-
chos, de drenaje y a servicios de emergencia, en relación
a la infraestructura, es este elemento significativo para
la atención de personas con discapacidad, se requiere
una atención particular, con proyectos ajustados a sus
necesidades. Y para ello debe armonizarse la normati-
vidad a efecto de hacer efectivo el derecho a una vi-
vienda con los elementos necesarios para considerar-
se adecuada.

c) Gastos soportables. Implica la obligación para que
los Estados adopten medidas que garanticen que el por-
centaje de los gastos de vivienda sean, en términos ge-
nerales, conmensurados con los niveles de ingreso. Pa-
ra ello, los Estados deben crear subsidios de vivienda
para aquellos que no pueden costearse una, así como
formas y niveles de financiación que correspondan ade-
cuadamente a las necesidades de vivienda. 

d) Habitabilidad. Las viviendas adecuadas deben ofre-
cer un espacio que sea adecuado para sus habitantes y
que los proteja del frío, la humedad, el calor, la lluvia, el
viento u otras amenazas para la salud, de riesgos estruc-
turales y de vectores de enfermedad. Debe garantizar
también la seguridad física de los ocupantes.

e) Asequibilidad. Los grupos en situación de desventaja
deben tener un acceso pleno y sostenible a los recursos
adecuados para conseguir una vivienda. De ahí que de-
ba garantizarse cierto grado de consideración prioritaria
en esta esfera a: los grupos desfavorecidos como las per-
sonas de edad, los niños, los incapacitados físicos, los
enfermos terminales, los individuos VIH positivos, las
personas con problemas médicos persistentes, los enfer-
mos mentales, las víctimas de desastres naturales, las
personas que viven en zonas que suelen producirse de-
sastres y otros grupos de personas.

f) Lugar. Una vivienda adecuada deberá encontrarse en
un lugar que permita el acceso a las opciones de empleo,
los servicios de atención a la salud, centros de atención
para niños, escuelas y otros servicios sociales. 

g) Adecuación cultural. La manera y los materiales uti-
lizados para la construcción de las viviendas deben per-
mitir la adecuada expresión de la identidad cultural y la
diversidad de la vivienda.

En nuestra nación, la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción7 ha señalado que, el derecho a una vivienda adecuada
es un elemento esencial para el disfrute de otros derechos
fundamentales, pues su acceso es necesario para mantener y
fomentar la salud física y mental, el desarrollo adecuado de
la persona, la privacidad, así como la participación en acti-
vidades laborales, educativas, sociales y culturales, asimis-
mo, de conformidad con lo establecido con el artículo 11 del
Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y
Culturales de 1966 (PIDESC) antes mencionado, considera
que una vivienda debe reunir las siguientes características:8

a) Debe garantizarse a todas las personas; 

b) No debe interpretarse en un sentido restrictivo; 

c) Para que una vivienda se considere “adecuada” re-
quiere contar con los elementos que garanticen un nivel
mínimo de bienestar a quien la habite, esencialmente,
una infraestructura básica adecuada, que proteja de la
humedad, la lluvia, el viento, así como riesgos estructu-
rales, con instalaciones sanitarias y de aseo, un espacio
especial para preparar e ingerir los alimentos, espacio
adecuado para el descanso, iluminación y ventilación
adecuadas, acceso al agua potable, electricidad, y dre-
naje; y,

d) Los Estados deben adoptar una estrategia nacional de
vivienda para alcanzar el objetivo establecido en el pac-
to internacional de referencia, así como tomar e imple-
mentar las medidas legislativas, administrativas, presu-
puestarias y judiciales adecuadas para la realización
plena de dicho derecho, dentro de las cuales está asegu-
rar a la población recursos jurídicos y mecanismos judi-
ciales para que los gobernados puedan reclamar su in-
cumplimiento, cuando las condiciones de las viviendas
no sean adecuadas o sean insalubres.

La Primera Sala, al describir los elementos del derecho a
una vivienda digna y decorosa, tomó en cuenta lo que el
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Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de
la Organización de las Naciones Unidas interpretó en su
Observación General No. 4, respecto del derecho de toda
persona a una vivienda adecuada. Incluso señala que el ar-
tículo 4o. constitucional busca que los ciudadanos obten-
gan lo que debe entenderse por una vivienda adecuada, lo
cual no se satisface con el mero hecho de que las personas
tengan un lugar para habitar, cualquiera que éste sea, sino
que para que ese lugar pueda considerarse una vivienda
adecuada, debe cumplir necesariamente con un estándar
mínimo.

De igual manera, la Agenda 2030 para el Desarrollo Soste-
nible,9 es un llamado amplio e incluyente a todos los acto-
res públicos, privados, de la sociedad civil y la academia
para involucrarse en el cumplimiento de los 17 ODS, con
miras a lograr un futuro de bienestar sostenido donde nadie
se quedé atrás. 

Una vivienda adecuada contribuye de forma significativa
al avance hacia los Objetivos de Desarrollo Sostenible, la
vivienda promueve condiciones para aliviar la pobreza ex-
trema, y otras dimensiones de pobreza al garantizar que to-
das las personas, en particular las pobres y las vulnerables,
como las personas adultas mayores, a que tengan el mismo
derecho a recursos económicos y acceso a los servicios bá-
sicos y al reducir las situaciones, exposición y vulnerabili-
dad a fenómenos climáticos.10

Cobra importancia por tanto que la vivienda cuente con
instalaciones adecuadas para la provisión de agua y sane-
amiento, pues contribuye directamente a lograr el acceso
universal y equitativo al agua potable de forma asequible,
a mejorar los servicios de saneamiento e higiene adecua-
dos y la calidad del agua reduciendo su contaminación.
Por eso es que la vivienda es una de las condiciones so-
ciales básicas que determinan la igualdad y la calidad de
vida de las personas.11

El documento Vivienda y ODS en México12 elaborado por
ONU-Habitat y el Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores, en el marco del Acuerdo Es-
pecífico de Colaboración con la Secretaría de Desarrollo
Agrario, Territorial y Urbano, configura como resultado de
la necesidad de generar acciones para mejorar las condi-
ciones y servicios básicos de los asentamientos humanos,
establecida en la Declaración de Vancouver sobre los Asen-
tamientos Humanos (Hábitat I), así como del compromiso
de los gobiernos para lograr el pleno goce del derecho a la
vivienda adecuada identificándola como un componente

fundamental para satisfacer las crecientes necesidades de
la urbanización (Hábitat II), y además, la importancia de
acciones para hacer efectiva la Nueva Agenda Urbana,
(NAU), que ubica a la vivienda adecuada en el centro del
desarrollo sostenible como un instrumento para lograr la
urbanización incluyente, planificada y sostenible y una
fuerza transformadora para afrontar retos como el cambio
climático, la pobreza, la exclusión y la desigualdad.

Considero que el objetivo principal de dicho documento es
abatir problemáticas que mantienen en rezago el sector ha-
bitacional, relacionados con la exclusión social, la desi-
gualdad económica y la degradación ambiental, la desco-
nexión y falta de consolidación de zonas periféricas,
favorecida por una fallida política de expansión urbana.

El documento establece orientaciones estratégicas y para
su implementación, ONU-Hábitat ha desarrollado pro-
puestas y líneas de acción con ámbitos de intervención
que facilitan la comprensión y el involucramiento de los
diferentes actores del sector, y las modificaciones legis-
lativas necesariamente habrán de contribuir en el camino
emprendido.

Así pues, considero importante ubicar la Agenda 2030 co-
mo el instrumento que nos compromete como Estado
miembro de las Naciones Unidas y que representa el más
acabado Plan de Acción en favor de las personas y de nues-
tro planeta, en busca de paz y prosperidad entre los pue-
blos, coincido con los redactores del documento: “La Nue-
va Agenda Urbana”, y la retomo como la declaratoria
emanada de la Tercera Conferencia de las Naciones Unidas
sobre la Vivienda y el Desarrollo Urbano Sostenible (Há-
bitat III) de 2016, que reconoce a la vivienda adecuada y
sostenible como el instrumento que permite el logro de
otros derechos humanos y que al llevar a cabo las acciones
necesarias, podremos afrontar los problemas como el cam-
bio climático, la pobreza, la desigualdad y la exclusión,
que nosotros mismos hemos propiciado, y que los gobier-
nos anteriores han omitido atender.

Por ello es que debemos poner en el centro a las personas
y a los derechos humanos en la corrección de lo realizado
y en la planificación de una urbanización incluyente y sos-
tenible, y es mi convicción que la adecuación de la norma
en materia de derechos humanos para las maestras y maes-
tros debe ser armonizada de tal manera que logremos una
legislación encaminada a obtener los mejores y mayores
derechos para todas las personas.
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Desde esta óptica resulta de relevancia fundamental la con-
ceptualización en la norma de la vivienda adecuada, que
brinde sostenibilidad a la urbanización y criterios claros de
lo que significa. 

Es clara entonces la motivación por la cual presento esta
iniciativa, pues establecer en la Ley General de Educación,
la conceptualización de la vivienda adecuada nos sitúa en
el camino de los cambios legislativos que requiere nuestra
nación de cara al cumplimiento de la Agenda 2030.

En consecuencia, propongo, reformar fracción VIII del ar-
tículo 90, de la Ley General de Educación, a efecto de sus-
tituir el término vivienda digna, por el de vivienda adecua-
da y hacer posible el ejercicio pleno de este derecho para
maestras y maestros, para quedar como sigue:

La propuesta que pongo a consideración de esta soberanía
pone el acento en el derecho a la vivienda adecuada como

la acción legislativa que nos permitirá mayores elementos
de medición del acceso a un desarrollo habitacional que
ponga en el centro el derecho de los maestros y maestras. 

Por lo anteriormente expuesto, acudo a esta soberanía a
presentar Iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción viii del ar-
tículo 90 de la Ley General de Educación, en materia de
vivienda adecuada

Único. Se reforma la fracción VIII del artículo 90 de la
Ley General de Educación, para quedar como sigue:

Artículo 90. …

…

I. a VII. …

VIII. Otorgar, en términos de las disposiciones aplica-
bles, un salario profesional digno, que permita a las
maestras y los maestros de los planteles del Estado al-
canzar un nivel de vida decoroso para ellos y su familia;
arraigarse en las comunidades en las que trabajan y dis-
frutar de vivienda adecuada; así como disponer del
tiempo necesario para la preparación de las clases que
impartan y realizar actividades destinadas a su desarro-
llo personal y profesional, y

IX. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Organización de las Naciones Unidas, La Declaración Universal de
Derechos Humanos, Asamblea General de las Naciones Unidas en Pa-
rís 1948 

https://www.ohchr.org/EN/UDHR/Documents/UDHR_Transla-
tions/spn.pdf

2 Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de
1948, Aprobada en la Novena conferencia Internacional Americana
Bogotá, Colombia, 1948, 
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https://www.oas.org/dil/esp/declaraci%C3%B3n_americana_de_los_
derechos_y_deberes_del_hombre_1948.pdf

3 Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales de 1966, Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión
por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de di-
ciembre de 1966, Entrada en vigor internacional: 3 de enero de 1976,
de conformidad con el artículo 27, entrada en vigor para México a par-
tir del 23 de junio de 1981, 

https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cescr.aspx

4 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, El Comité
se creó en virtud de la Resolución ECOSOC 1985/17* del 28 de mayo
de 1985 para llevar a cabo las funciones de seguimiento asignadas al
Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (ECOSOC) en la
Parte IV del Pacto. 

https://www.ohchr.org/sp/hrbodies/cescr/pages/cescrindex.aspx

5 Observaciones generales aprobadas por el Comité de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, 

https://conf-dts1.unog.ch/1%20spa/tradutek/derechos_hum_base
/cescr/00_1_obs_grales_cte%20dchos%20ec%20soc%20cult.html

6 Organización de las Naciones Unidas, Elementos de una vivienda
adecuada, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

https://onuhabitat.org.mx/index.php/elementos-de-una-vivienda-
adecuada

7 Derecho fundamental a una vivienda digna y decorosa. Su contenido
no se agota con la infraestructura básica adecuada de aquélla, sino que
debe comprender el acceso a los servicios públicos básicos, Tesis ais-
lada, Primera Sala, Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo I, p. 583 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/Reportes/ReporteDE.aspx
?idius=2009348&Tipo=1#:~:text=DERECHO%20FUNDAMEN-
TAL%20A%20UNA%20VIVIENDA,en%20la%20tesis%20aisla-
da%201a.

8 Derecho fundamental a una vivienda digna y decorosa. Su contenido
a la luz de los tratados internacionales, Tesis: 1a. CXLVIII/2014 (10a.),
Tesis aislada, Primera Sala, Décima Época, Gaceta del Semanario Ju-
dicial de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 801 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/Reportes/ReporteDE.aspx
?idius=2006171&Tipo=1#:~:text=El%20art%C3%ADcu-

lo%2011%2C%20numeral%201,las%20medidas%20apropia-
das%20para%20asegurar

9 Organización de las Naciones Unidas, Agenda 2030: Objetivos de
Desarrollo Sostenible, 

https://onu.org.gt/objetivos-de-desarrollo/#:~:text=La%20Agen-
da%20de%20Desarrollo%202030,el%20planeta%20y%20la%20p
rosperidad.&text=Los%20ODS%20est%C3%A1n%20formula-
dos%20para,cambio%20clim%C3%A1tico%20a%20nivel%20mu
ndial.

10 Secretaria de Gobierno, Jefatura de la Oficina de Presidencia, Agen-
da 2030 en México: viviendaSostenible, 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/574044/Agen-
da_2030_en_Me_xico_-_vivienda_sostenible.pdf

11 Organización de las Naciones Unidas, Contribución de la vivienda
al cumplimiento de la Agenda 2030, 

https://onuhabitat.org.mx/index.php/contribucion-de-la-vivienda-
al-cumplimiento-de-la-agenda-2030

12 Convenio ONU-Habitat, Infonavit, en el marco de colaboración es-
pecífica con la Secretaría de Desarrollo Agrario Territorial y Urbano.
Vivienda_y_ODS.pdf (publicacionesonuhabitat.org) 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de marzo de 2023.— Diputa-
das y diputados: Susana Cano González, Rodrigo Sánchez Zepeda,
Yessenia Leticia Olua González, María de Jesús Rosete Sánchez, Juan
Pablo Sánchez Rodríguez, Celestina Castillo Secundino, Gina Gerar-
dina Campuzano González, Félix Durán Ruiz, Socorro Irma Andazola
Gómez, Susana Prieto Terrazas, María Asención Álvarez Solis, Kevin
Ángelo Aguilar Piña, María Sierra Damián, Reynel Rodríguez Muñoz,
Mariana Mancilla Cabrera, Carolina Beauregard Martínez, Janicie
Contreras García, Ana Laura Sánchez Velázquez, Lilia Aguilar Gil,
Rosalinda Domínguez Flores, José Luis Flores Pacheco, Martha Azu-
cena Camacho Reynoso, Elva Agustina Vigil Hernández (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen, y
a la Comisión de Vivienda, para opinión.
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LEY DE LOS DERECHOS DE 
LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES

«Iniciativa que reforma los artículos 5o., 6o. y 21 de la Ley
de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, suscrita
por la diputada Lilia Aguilar Gil, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo y diputados integrantes de diversos
Grupos Parlamentarios.

Los que suscriben, diputados Lilia Aguilar Gil, Kevin Án-
gelo Aguilar Piña, María Asención Álvarez Solís, Carolina
Beauregard Martínez, Martha Azucena Camacho Reynoso,
Gina Gerardina Campuzano González, Susana Cano Gon-
zález, Janicie Contreras García, Rosalinda Domínguez Flo-
res, José Luis Flores Pacheco, Reynel Rodríguez Muñoz,
María de Jesús Rosete Sánchez, Juan Pablo Sánchez Ro-
dríguez, Rodrigo Sánchez Zepeda, Socorro Irma Andazola
Gómez, Celestina Castillo Secundino, Félix Durán Ruiz,
Julia Licet Jiménez Angulo, Mariana Mancillas Cabrera,
Yessenia Leticia Olua González, Susana Prieto Terrazas,
Ana Laura Sánchez Velázquez, María Sierra Damián, Elva
Agustina Vigil Hernández; integrantes de la Comisión de
Vivienda, en la LXV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 72 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforman los artículos 5, 6 y 21 de la Ley de los
Derechos de las Personas Adultas Mayores, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de septiembre esta honorable Cámara de
Diputados aprobó modificaciones al artículo 4o. de nuestra
Constitución, mediante una iniciativa cuyo objetivo fue
plasmar en nuestra carta fundamental el concepto de “vi-
vienda adecuada”, en congruencia con ello, acudo a esta
Soberanía para poner a su consideración la reforma a la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, pro-
poniendo modificar sus artículos 5, 6 y 21.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos,1 que
señala los derechos humanos fundamentales que deben
protegerse en el mundo, establece en su artículo 22 el de-
recho de toda persona para satisfacer sus derechos econó-
micos, sociales y culturales, indispensables para garantizar
su dignidad y el libre desarrollo de su personalidad.

En su artículo 25, apartado 1, establece que toda persona
tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure la
salud y el bienestar, así como la alimentación, el vestido, la
vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales ne-
cesarios; asimismo reconoce el derecho a los seguros en
caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u
otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por
circunstancias independientes de su voluntad.

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del
Hombre,2 señala en su artículo 11, la vivienda como un de-
recho que debe garantizarse a todas las personas, conside-
rando que las personas adultas mayores, por su condición
de vulnerabilidad, deben ser sujetos de dicho derecho.

El Pacto Internacional de los Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales de 1966 (PIDESC),3 en su artículo 11,
numeral 1, establece que los Estados Partes reconocen el
derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para
sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda
adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de
existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas
para asegurar la efectividad de este derecho.

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les,4 órgano que supervisa la aplicación del Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de
las Naciones Unidas en la Observancia General,5 que brin-
dan orientación especializada a los Estados Partes con re-
lación a las diversas obligaciones a las que están sujetos en
virtud de un tratado internacional, ha establecido el dere-
cho a la vivienda directamente vinculado a otros derechos
humanos, por lo que es importante no solo considerar el
derecho a la vivienda a secas, sino que resulta imprescin-
dible para la preservación de todos los derechos, la consi-
deración correcta de vivienda adecuada.

El Comité considera que la adecuación de vivienda puede
determinarse por factores sociales, económicos, culturales
y climatológicos, por lo que es importante identificar as-
pectos que, con independencia del contexto deben ser con-
siderados y por ello plantea la consideración de siete ele-
mentos para una vivienda adecuada, en razón de contar con
atributos cuantificables,6 siendo los siguientes:

a) Seguridad jurídica de la tenencia. Todas las personas
deben gozar de un grado de seguridad de tenencia que
les garantice protección legal contra el desahucio, el
hostigamiento u otras amenazas.
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b) Disponibilidad de servicios, materiales, facilidades e
infraestructura. Una vivienda adecuada debe contener
diversos servicios que se consideran indispensables tan-
to para la salud como para la seguridad, comodidad y
nutrición. Por lo tanto, las personas deberían de tener
acceso permanente a recursos naturales y comunes, a
agua potable, a energía para la cocina, la calefacción y
el alumbrado, a instalaciones sanitarias y de aseo, de al-
macenamiento de alimentos, de eliminación de dese-
chos, de drenaje y a servicios de emergencia

c) Gastos soportables. Implica la obligación para que
los Estados adopten medidas que garanticen que el por-
centaje de los gastos de vivienda sean, en términos ge-
nerales, conmensurados con los niveles de ingreso. Pa-
ra ello, los Estados deben crear subsidios de vivienda
para aquellos que no pueden costearse una, así como
formas y niveles de financiación que correspondan ade-
cuadamente a las necesidades de vivienda. 

d) Habitabilidad. Las viviendas adecuadas deben ofre-
cer un espacio que sea adecuado para sus habitantes y
que los proteja del frío, la humedad, el calor, la lluvia, el
viento u otras amenazas para la salud, de riesgos estruc-
turales y de vectores de enfermedad. Debe garantizar
también la seguridad física de los ocupantes.

e) Asequibilidad. Los grupos en situación de desventaja
deben tener un acceso pleno y sostenible a los recursos
adecuados para conseguir una vivienda. De ahí que de-
ba garantizarse cierto grado de consideración prioritaria
en esta esfera a: los grupos desfavorecidos como las per-
sonas de edad, los niños, los incapacitados físicos, los
enfermos terminales, los individuos VIH positivos, las
personas con problemas médicos persistentes, los enfer-
mos mentales, las víctimas de desastres naturales, las
personas que viven en zonas que suelen producirse de-
sastres y otros grupos de personas.

f) Lugar. Una vivienda adecuada deberá encontrarse en
un lugar que permita el acceso a las opciones de empleo,
los servicios de atención a la salud, centros de atención
para niños, escuelas y otros servicios sociales. 

g) Adecuación cultural. La manera y los materiales uti-
lizados para la construcción de las viviendas deben per-
mitir la adecuada expresión de la identidad cultural y la
diversidad de la vivienda.

En nuestra nación, la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción,7 ha señalado que el derecho a una vivienda adecuada
como elemento esencial para el disfrute de otros derechos
fundamentales, pues su acceso es necesario para mantener
y fomentar la salud física y mental, el desarrollo adecuado
de la persona, la privacidad, así como la participación en
actividades laborales, educativas, sociales y culturales, asi-
mismo, de conformidad con lo establecido con el artículo
11 del Pacto Internacional de los Derechos Económicos,
Sociales y Culturales de 1966 (PIDESC) antes menciona-
do, considera que una vivienda debe reunir las siguientes
características:8

a) Debe garantizarse a todas las personas; yo agrego,
que con mayor razón a las personas adultas mayores en
su carácter de grupo vulnerable que requiere la mayor
apropiada.

b) No debe interpretarse en un sentido restrictivo; 

c) Para que una vivienda se considere “adecuada” re-
quiere contar con los elementos que garanticen un nivel
mínimo de bienestar a quien la habite, esencialmente,
una infraestructura básica adecuada, que proteja de la
humedad, la lluvia, el viento, así como riesgos estructu-
rales, con instalaciones sanitarias y de aseo, un espacio
especial para preparar e ingerir los alimentos, espacio
adecuado para el descanso, iluminación y ventilación
adecuadas, acceso al agua potable, electricidad, y dre-
naje; y,

d) Los Estados deben adoptar una estrategia nacional de
vivienda para alcanzar el objetivo establecido en el pac-
to internacional de referencia, así como tomar e imple-
mentar las medidas legislativas, administrativas, presu-
puestarias y judiciales adecuadas para la realización
plena de dicho derecho, dentro de las cuales está asegu-
rar a la población recursos jurídicos y mecanismos judi-
ciales para que los gobernados puedan reclamar su in-
cumplimiento, cuando las condiciones de las viviendas
no sean adecuadas o sean insalubres.

La Primera Sala, al describir los elementos del derecho a
una vivienda digna y decorosa, tomó en cuenta lo que el
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de
la Organización de las Naciones Unidas interpretó en su
Observación General número 4, respecto del derecho de to-
da persona a una vivienda adecuada, incluso señala que, lo
que persigue el artículo 4o. constitucional es que los ciu-
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dadanos obtengan lo que debe entenderse por una vivienda
adecuada, lo cual no se satisface con el mero hecho de que
las personas tengan un lugar para habitar, cualquiera que
éste sea; sino que para que ese lugar pueda considerarse
una vivienda adecuada, debe cumplir necesariamente con
un estándar mínimo.

De igual manera, la Agenda 2030 para el Desarrollo Soste-
nible,9 es un llamado amplio e incluyente a todos los acto-
res públicos, privados, de la sociedad civil y la academia
para involucrarse en el cumplimiento de los 17 ODS, con
miras a lograr un futuro de bienestar sostenido donde nadie
se quedé atrás. 

Una vivienda adecuada contribuye de forma significativa
al avance hacia los Objetivos de Desarrollo Sostenible, la
vivienda promueve condiciones para aliviar la pobreza ex-
trema, y otras dimensiones de pobreza al garantizar que to-
das las personas, en particular las pobres y las vulnerables
como las personas adultas mayores, tengan el mismo dere-
cho a recursos económicos y acceso a los servicios básicos
y al reducir las situaciones, exposición y vulnerabilidad a
fenómenos climáticos,10 mismos que pueden agredir de
manera significativa su condición de salud de por sí ya
mermada por su avanzada edad.

Cobra importancia por tanto que la vivienda cuente con
instalaciones adecuadas para la provisión de agua y sanea-
miento, pues contribuye directamente a lograr el acceso
universal y equitativo al agua potable de forma asequible,
a mejorar los servicios de saneamiento e higiene adecua-
dos, y la calidad del agua reduciendo su contaminación.

La vivienda es una de las condiciones sociales básicas que
determinan la igualdad y la calidad de vida de las perso-
nas.11 Por tanto, para las personas adultas mayores resulta
de gran valor. 

El documento Vivienda y ODS en México12 elaborado por
ONU-Habitat y el Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores (Infonavit), en el marco del
Acuerdo Específico de Colaboración con la Secretaría de
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. Se configura co-
mo resultado de la necesidad de generar acciones para me-
jorar las condiciones y servicios básicos de los asenta-
mientos humanos, establecida en la Declaración de
Vancouver sobre los Asentamientos Humanos (Hábitat I),
así como del compromiso de los gobiernos para lograr el
pleno goce del derecho a la vivienda adecuada identificán-
dola como un componente fundamental para satisfacer las

crecientes necesidades de la urbanización (Hábitat II), y
además, la importancia de acciones para hacer efectiva la
Nueva Agenda Urbana, (NAU), que ubica a la vivienda
adecuada en el centro del desarrollo sostenible como un
instrumento para lograr la urbanización incluyente, planifi-
cada y sostenible y una fuerza transformadora para afron-
tar retos como el cambio climático, la pobreza, la exclusión
y la desigualdad.

El objetivo principal -a mi juicio- de dicho documento es
abatir problemáticas que mantienen en rezago el sector ha-
bitacional, relacionados con la exclusión social, la desi-
gualdad económica y la degradación ambiental, la desco-
nexión y falta de consolidación de zonas periféricas,
favorecida por una fallida política de expansión urbana en
suelos agrícolas o de preservación ambiental, lo cual ha
afectado mayormente a grupos vulnerables.

El documento establece orientaciones estratégicas, mismas
que para su implementación, ONU-Hábitat ha desarrollado
propuestas y líneas de acción con ámbitos de intervención
que facilitan la comprensión y el involucramiento de los di-
ferentes actores del sector, y las modificaciones legislativas
necesariamente habrán de contribuir en el camino empren-
dido.

Así pues, considero importante ubicar la Agenda 2030, co-
mo el instrumento que nos compromete como Estado
miembro de las Naciones Unidas y que representa el más
acabado Plan de Acción en favor de las personas, y de
nuestro planeta, y que busca la paz y la prosperidad entre
los pueblos; coincido con los redactores del documento que
la Nueva Agenda Urbana, y la retomo como la declaratoria
emanada de la Tercera Conferencia de las Naciones Unidas
sobre la Vivienda y el Desarrollo Urbano Sostenible (Há-
bitat III) de 2016, que reconoce a la vivienda adecuada y
sostenible como el instrumento que permite el logro de
otros derechos humanos y que de llevar a cabo las acciones
necesarias, podremos afrontar los problemas como el cam-
bio climático, la pobreza, la desigualdad y la exclusión que
nosotros mismos hemos propiciado, y que los gobiernos
anteriores han omitido atender con una verdadera vocación
de servicio.

Por ello, es que debemos poner en el centro a las personas
y a los derechos humanos en la corrección de lo realizado
y en la planificación de una urbanización incluyente y sos-
tenible, y es mi convicción que la adecuación de la norma
en materia de derechos humanos para las personas adultas
mayores deba ser armonizada de tal manera que logremos
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una legislación encaminada a contar con los mejores y ma-
yores derechos para las personas que han contribuido en el
crecimiento y desarrollo de nuestra nación.

Para ello resulta de relevancia fundamental la conceptuali-
zación en la norma de la Vivienda Adecuada, que brinde
sostenibilidad a la urbanización, que brinde criterios claros
de lo que significa. 

En nuestro país, se estima que residen 17 958 707 personas
adultas mayores, es decir, de 60 años y más. Lo que repre-
senta el 14 % de la población total del país.13 Además, se
estima que para 2050 esta población llegue a 33.4 millones.
Personas que requieren de vivienda que se adapte a sus ne-
cesidades y cumpla con los elementos básicos para que sea
adecuada.

Es clara entonces la motivación por la cual presento esta
iniciativa, dado que establecer en la Ley de los Derechos
de las Personas Adultas Mayores la conceptualización de la
Vivienda Adecuada conforme el precepto internacional y
que debe estar presente en nuestra norma fundamental, nos
sitúa en el camino de los cambios legislativos que requiere
nuestra nación de cara al cumplimiento de la Agenda 2030,
sobre todo considerando las particularidades de la pobla-
ción adulta mayor y sus necesidades de accesibilidad, ha-
bitabilidad, adecuación cultural, entre otras.

En consecuencia, propongo, reformar los artículos 5, 6 y
21 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores, proponiendo las siguientes modificaciones:
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La propuesta que pongo a consideración de esta soberanía
se centra en el derecho a la vivienda adecuada como la ac-
ción legislativa que nos permitirá mayores elementos de
medición del acceso a un desarrollo habitacional que pon-
ga en el centro el derecho de las personas adultas mayores. 

Por lo anteriormente expuesto, acudo a esta soberanía a
presentar iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 5, 6 y 21 de
la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayo-
res, en materia de vivienda adecuada

Único. Se reforma el inciso b) de la fracción VI, del ar-
tículo 5; el primer párrafo del artículo 6; y, las fracciones I
y II del artículo 21 de la Ley de los Derechos de las Perso-
nas Adultas Mayores, para quedar como sigue:

Artículo 5o. …

I. a V. …

VI. …

a. …

b. A ser sujetos de programas para contar con una vi-
vienda adecuada y adaptada a sus necesidades.

c). …

VII. a X. …

Artículo 6o. El Estado garantizará las condiciones óptimas
de salud, educación, nutrición, vivienda adecuada, desa-
rrollo integral y seguridad social a las personas adultas ma-
yores con el fin de lograr plena calidad de vida para su ve-
jez. Asimismo, deberá establecer programas para asegurar
a todos los trabajadores una preparación adecuada para su
retiro. Igualmente proporcionará:

I. a III. … 

Artículo 21. Corresponde a las instituciones públicas de
vivienda de interés social, garantizar:

I. Las acciones necesarias a fin de concretar programas
de vivienda adecuada que permitan a las personas adul-
tas mayores la obtención de créditos accesibles para ad-

quirir una vivienda, propia o remodelarla en caso de ya
contar con ella, y

II. El acceso a proyectos de vivienda adecuada de inte-
rés social que ofrezcan igual oportunidad a las parejas
compuestas por personas adultas mayores, solas o jefes
de familia.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Organización de las Naciones Unidas, La Declaración Universal de
Derechos Humanos, Asamblea General de las Naciones Unidas en Pa-
rís 1948 

https://www.ohchr.org/EN/UDHR/Documents/UDHR_Transla-
tions/spn.pdf

2 Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de
1948, Aprobada en la Novena conferencia Internacional Americana
Bogotá, Colombia, 1948, 

https://www.oas.org/dil/esp/declaraci%C3%B3n_americana_de_lo
s_derechos_y_deberes_del_hombre_1948.pdf

3 Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales de 1966, Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión
por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de di-
ciembre de 1966, Entrada en vigor internacional: 3 de enero de 1976,
de conformidad con el artículo 27, entrada en vigor para México a par-
tir del 23 de junio de 1981, 

https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cescr.aspx

4 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, El Comité
se creó en virtud de la Resolución ECOSOC 1985/17* del 28 de mayo
de 1985 para llevar a cabo las funciones de seguimiento asignadas al
Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (ECOSOC) en la
Parte IV del Pacto. 

https://www.ohchr.org/sp/hrbodies/cescr/pages/cescrindex.aspx

5 Observaciones generales aprobadas por el Comité de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, 
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https://conf-dts1.unog.ch/1%20spa/tradutek/derechos_hum_base/
cescr/00_1_obs_grales_cte%20dchos%20ec%20soc%20cult.html

6 Organización de las Naciones Unidas, Elementos de una vivienda
adecuada, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

https://onuhabitat.org.mx/index.php/elementos-de-una-vivienda-
adecuada

7 Derecho fundamental a una vivienda digna y decorosa. Su contenido
no se agota con la infraestructura básica adecuada de aquélla, sino que
debe comprender el acceso a los servicios públicos básicos, Tesis ais-
lada, Primera Sala, Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo I, p. 583 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/Reportes/ReporteDE.aspx
?idius=2009348&Tipo=1#:~:text=DERECHO%20FUNDAMEN-
TAL%20A%20UNA%20VIVIENDA,en%20la%20tesis%20aisla-
da%201a.

8 Derecho fundamental a una vivienda digna y decorosa. Su contenido
a la luz de los tratados internacionales, Tesis: 1a. CXLVIII/2014 (10a.),
Tesis aislada, Primera Sala, Décima Época, Gaceta del Semanario Ju-
dicial de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 801 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/Reportes/ReporteDE.aspx
?idius=2006171&Tipo=1#:~:text=El%20art%C3%ADcu-
lo%2011%2C%20numeral%201,las%20medidas%20apropia-
das%20para%20asegurar

9 Organización de las Naciones Unidas, Agenda 2030: Objetivos de
Desarrollo Sostenible, 

https://onu.org.gt/objetivos-de-desarrollo/#:~:text=La%20Agen-
da%20de%20Desarrollo%202030,el%20planeta%20y%20la%20p
rosperidad.&text=Los%20ODS%20est%C3%A1n%20formula-
dos%20para,cambio%20clim%C3%A1tico%20a%20nivel%20mu
ndial.

10 Secretaria de Gobierno, Jefatura de la Oficina de Presidencia, Agen-
da 2030 en México: viviendaSostenible, 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/574044/Agen-
da_2030_en_Me_xico_-_vivienda_sostenible.pdf

11 Organización de las Naciones Unidas, Contribución de la vivienda
al cumplimiento de la Agenda 2030, 

https://onuhabitat.org.mx/index.php/contribucion-de-la-vivienda-
al-cumplimiento-de-la-agenda-2030

12 Convenio ONU-Habitat, Infonavit, en el marco de colaboración es-
pecífica con la Secretaría de Desarrollo Agrario Territorial y Urbano.
Vivienda_y_ODS.pdf (publicacionesonuhabitat.org)

13 Inegi, Estadísticas a propósito del Día Internacional de las Personas
Adultas Mayores. 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-
to/2022/EAP_ADULMAY2022.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de marzo de 2023.— Diputa-
das y diputados: Susana Cano González, Rodrigo Sánchez Zepeda,
Yessenia Leticia Olua González, María de Jesús Rosete Sánchez, Juan
Pablo Sánchez Rodríguez, Celestina Castillo Secundino, Gina Gerar-
dina Campuzano González, Félix Durán Ruiz, Socorro Irma Andazola
Gómez, Susana Prieto Terrazas, María Asención Álvarez Solis, Kevin
Ángelo Aguilar Piña, María Sierra Damián, Reynel Rodríguez Muñoz,
Mariana Mancilla Cabrera, Carolina Beauregard Martínez, Janicie
Contreras García, Ana Laura Sánchez Velázquez, Lilia Aguilar Gil,
Rosalinda Domínguez Flores, José Luis Flores Pacheco, Martha Azu-
cena Camacho Reynoso, Elva Agustina Vigil Hernández (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen.

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS 
MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

«Iniciativa que reforma el artículo 34 Ter de la Ley Gene-
ral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia, suscrita por la diputada Lilia Aguilar Gil, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo y diputados inte-
grantes de diversos Grupos Parlamentarios.

Los que suscriben, diputados Lilia Aguilar Gil, Kevin Ánge-
lo Aguilar Piña, María Asención Álvarez Solís, Carolina 
Beauregard Martínez, Martha Azucena Camacho Reynoso,
Gina Gerardina Campuzano González, Susana Cano Gonzá-
lez, Janicie Contreras García, Rosalinda Domínguez Flores,
José Luis Flores Pacheco, Reynel Rodríguez Muñoz, María
de Jesús Rosete Sánchez, Juan Pablo Sánchez Rodríguez,
Rodrigo Sánchez Zepeda, Socorro Irma Andazola Gómez,
Celestina Castillo Secundino, Félix Durán Ruiz, Julia Licet
Jiménez Angulo, Mariana Mancillas Cabrera, Yessenia Leti-
cia Olua González, Susana Prieto Terrazas, Ana Laura Sán-
chez Velázquez, María Sierra Damián, Elva Agustina Vigil
Hernández; integrantes de la Comisión de Vivienda en la
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LXV Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por
los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I;
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a consideración de esta soberanía la iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforma la fracción VI del artículo 34
Ter de la Ley General de Acceso a las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia, en materia de vivienda adecuada, al tenor de
la siguiente:

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
contiene los principios y objetivos de la nación, asimismo,
establece la existencia de órganos de autoridad, sus facul-
tades y limitaciones, así como los derechos de los indivi-
duos y las vías para hacerlos efectivos, por ende, es la ba-
se de la legislación mexicana, es la ley máxima que rige la
vida económica, social y política en México como fuente
primaria de nuestro sistema jurídico y como norma prima-
ria, al igual que las leyes secundarias no debe ni puede es-
tar estática, y como cualquier otra disposición normativa
requiere adecuarse a los cambios sociales, históricos y po-
líticos que surgen de adelantos científicos y tecnológicos
que suceden en la sociedad.1

El fortalecimiento de las leyes permite al Estado imple-
mentar políticas públicas a favor de las personas más vul-
nerables y desprotegidas que son afectadas en su patrimo-
nio, alimentación, salud, educación, entre otros temas, por
lo anterior, la armonización de nuestros ordenamientos ju-
rídicos es importante y necesario en el cumplimiento de los
tratados internacionales y el fortalecimiento de nuestro
marco jurídico.

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos refiere que todas las personas gozarán
de los derechos humanos reconocidos en dicha Constitu-
ción y en los tratados internacionales de los que el Estado
mexicano sea parte, así como de las garantías para su pro-
tección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspender-
se, salvo en los casos y bajo las condiciones que la misma
Constitución establezca.2

A raíz de la reforma constitucional del año 2011, en mate-
ria de derechos humanos existe la obligación implícita de
armonizar todo el ordenamiento jurídico nacional, a fin de
lograr la aplicación, sin límites o excepciones, de las nor-

mas de derechos humanos, de tal manera que las leyes se-
cundarias, tanto generales como estatales y códigos tam-
bién están en constantes modificaciones sufriendo diversas
reformas, derogaciones y adiciones conforme va transcu-
rriendo el tiempo, por ello la responsabilidad de los legis-
ladores para realizar la armonización de los instrumentos
jurídicos, adecuándolos a las necesidades del país y así te-
ner una legislación acorde a los ordenamientos internacio-
nales y la propia constitución.3

Asimismo, es importante mencionar que la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, como parte de la obser-
vancia de la Política Nacional en Materia de Igualdad en-
tre Mujeres y Hombres, realiza el monitoreo legislativo y,
a partir de éste, se elaboran reportes sobre cómo se en-
cuentran regulados los derechos de las mujeres, reportes
que tienen como objetivo dar a conocer el panorama de los
pendientes legislativos en materia de igualdad, no discri-
minación y no violencia contra las mujeres que se derivan
del monitoreo legislativo que realiza la Comisión.

Respecto al tema de la violencia contra las mujeres ONU
Mujeres estima que 736 millones de mujeres -alrededor de
una de cada tres- ha experimentado alguna vez en su vida
algún tipo de violencia por parte de algún familiar.4

A nivel mundial, la violencia contra las mujeres afecta de
forma desproporcionada a los países y regiones de ingresos
bajos y medios bajos. El 37 por ciento de las mujeres de en-
tre 15 y 49 años que viven en países clasificados por los
Objetivos de Desarrollo Sostenible como “menos desarro-
llados” han sido objeto de violencia física y/o sexual por
parte de su pareja en su vida.

La CNDH reivindica la relevancia de reconocer el derecho
de las mujeres a la vivienda para garantizar que puedan ac-
ceder a este derecho, con todas las características que le
son inherentes, haciendo particular énfasis en el derecho a
la propiedad, para que las mujeres puedan ser beneficiarias
de mecanismos que permitan mejorar las condiciones de
sus viviendas.5

Es relevante mencionar que, según datos del Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía (Inegi), solo el 35 por
ciento de las viviendas escrituradas en México se encuen-
tran a nombre de mujeres, así mismo, en 2020 el Instituto
del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores
(Infonavit) reportó que sólo el 34 por ciento de los créditos
se otorgan a mujeres, contra el 66 por ciento a hombres.6
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Dicha situación resulta desfavorable en el acceso a la vi-
vienda para las mujeres y se requieren acciones que propi-
cien la no discriminación y la igualdad. 

Toda vez que el texto constitucional actual, en su artículo
cuarto, párrafo séptimo, refiere que toda familia tiene dere-
cho a una vivienda digna y decorosa. 

Es importante mencionar que la Declaración Universal de
los Derechos Humanos,7 documento elaborado por repre-
sentantes de todas las regiones del mundo con diferentes
antecedentes jurídicos y culturales, fue proclamada por la
Asamblea General de las Naciones Unidas en París, el 10
de diciembre de 1948 como un ideal común para todos los
pueblos y naciones, en ella, se establece que los derechos
humanos fundamentales que deben protegerse en el mun-
do, en su artículo 22 señala el derecho de toda persona pa-
ra satisfacer sus derechos económicos, sociales y cultura-
les, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su
personalidad.

De igual manera, en su artículo 25, apartado 1, estable que
toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que
le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y
en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asis-
tencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asi-
mismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfer-
medad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de
sus medios de subsistencia por circunstancias independien-
tes de su voluntad.

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del
Hombre,8 en su artículo 11, señala que toda persona tiene
derecho a que su salud sea preservada por medidas sanita-
rias y sociales, relativas a la alimentación, el vestido, la vi-
vienda y la asistencia médica, correspondientes al nivel
que permitan los recursos públicos y los de la comunidad.

El Pacto Internacional de los Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales de 1966 (PIDESC),9 en su artículo 11,
numeral 1, establece que los Estados Partes reconocen el
derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para
sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda
adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de
existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas
para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo
a este efecto la importancia esencial de la cooperación in-
ternacional fundada en el libre consentimiento. Así como la
Declaración Universal se reconoce la vivienda adecuada
como parte de un derecho que se salvaguarda por parte de

los Estados en lo general o en algunos de los elementos que
lo configuran.

El Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre
Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”, de
1988.10 En su artículo 11, numeral 1, determina el dere-
cho de toda persona a vivir en un medio ambiente sano y
a contar con servicios públicos básicos; mientras que, su
artículo 15, numeral 1, establece que la familia es el ele-
mento natural y fundamental, por lo que debe ser protegi-
da y en consecuencia se debe velar por el mejoramiento
de su situación moral y material, en el que se inserta la vi-
vienda.

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les,11 órgano que supervisa la aplicación del Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de
las Naciones Unidas en la Observancia General12 que brin-
dan orientación especializada a los Estados Partes con re-
lación a las diversas obligaciones a las que están sujetos en
virtud de un tratado internacional, estableció que el dere-
cho a la vivienda se encuentra íntimamente vinculado a
otros derechos humanos, por lo tanto no es posible hablar
de vivienda a secas, sino de vivienda adecuada.

En ese sentido, el Comité consideró que aun cuando la ade-
cuación de vivienda puede determinarse por diversos fac-
tores, tales como: sociales, económicos, culturales y clima-
tológicos, es posible identificar algunos aspectos de ese
derecho que, con independencia del contexto deben consi-
derarse y están conformados por siete elementos de una vi-
vienda adecuada los cuales tiene atributos cuantificables:13

a) Seguridad jurídica de la tenencia. Todas las perso-
nas deben gozar de un grado de seguridad de tenencia
que les garantice protección legal contra el desahucio, el
hostigamiento u otras amenazas.

b) Disponibilidad de servicios, materiales, facilida-
des e infraestructura. Una vivienda adecuada debe
contener diversos servicios que se consideran indispen-
sables tanto para la salud como para la seguridad, co-
modidad y nutrición. Por lo tanto, las personas deberían
de tener acceso permanente a recursos naturales y co-
munes, a agua potable, a energía para la cocina, la cale-
facción y el alumbrado, a instalaciones sanitarias y de
aseo, de almacenamiento de alimentos, de eliminación
de desechos, de drenaje y a servicios de emergencia
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c) Gastos soportables. Implica la obligación para que
los Estados adopten medidas que garanticen que el por-
centaje de los gastos de vivienda sean, en términos ge-
nerales, conmensurados con los niveles de ingreso. Pa-
ra ello, los Estados deben crear subsidios de vivienda
para aquellos que no pueden costearse una, así como
formas y niveles de financiación que correspondan ade-
cuadamente a las necesidades de vivienda. 

d) Habitabilidad. Las viviendas adecuadas deben ofre-
cer un espacio que sea adecuado para sus habitantes y
que los proteja del frío, la humedad, el calor, la lluvia, el
viento u otras amenazas para la salud, de riesgos estruc-
turales y de vectores de enfermedad. Debe garantizar
también la seguridad física de los ocupantes.

e) Asequibilidad. Los grupos en situación de desventa-
ja deben tener un acceso pleno y sostenible a los recur-
sos adecuados para conseguir una vivienda. De ahí que
deba garantizarse cierto grado de consideración priori-
taria en esta esfera a: los grupos desfavorecidos como
las personas de edad, los niños, los incapacitados físi-
cos, los enfermos terminales, los individuos VIH positi-
vos, las personas con problemas médicos persistentes,
los enfermos mentales, las víctimas de desastres natura-
les, las personas que viven en zonas que suelen produ-
cirse desastres y otros grupos de personas.

f) Lugar. Una vivienda adecuada deberá encontrarse en
un lugar que permita el acceso a las opciones de empleo,
los servicios de atención a la salud, centros de atención
para niños, escuelas y otros servicios sociales. 

g) Adecuación cultural. La manera y los materiales uti-
lizados para la construcción de las viviendas deben per-
mitir la adecuada expresión de la identidad cultural y la
diversidad de la vivienda.

Atento a lo anterior, la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción14 ha señalado que, el derecho a una vivienda adecua-
da es elemental para el disfrute de otros derechos funda-
mentales pues es necesaria para mantener y fomentar la
salud física y mental, el desarrollo adecuado de la persona,
la privacidad, así como la participación en actividades la-
borales, educativas, sociales y culturales, asimismo, de
conformidad con lo establecido con el artículo 11 del Pac-
to Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y
Culturales de 1966 (PIDESC) antes mencionado, conside-
ra que una vivienda digna y decorosa debe reunir las si-
guientes características:15

a) Debe garantizarse a todas las personas;

b) No debe interpretarse en un sentido restrictivo; 

c) Para que una vivienda se considere “adecuada” re-
quiere contar con los elementos que garanticen un nivel
mínimo de bienestar a quien la habite, esencialmente,
una infraestructura básica adecuada, que proteja de la
humedad, la lluvia, el viento, así como riesgos estructu-
rales, con instalaciones sanitarias y de aseo, un espacio
especial para preparar e ingerir los alimentos, espacio
adecuado para el descanso, iluminación y ventilación
adecuadas, acceso al agua potable, electricidad, y dre-
naje; y,

d) Los Estados deben adoptar una estrategia nacional de
vivienda para alcanzar el objetivo establecido en el pac-
to internacional de referencia, así como tomar e imple-
mentar las medidas legislativas, administrativas, presu-
puestarias y judiciales adecuadas para la realización
plena de dicho derecho, dentro de las cuales está asegu-
rar a la población recursos jurídicos y mecanismos judi-
ciales para que los gobernados puedan reclamar su in-
cumplimiento, cuando las condiciones de las viviendas
no sean adecuadas o sean insalubres.

La Primera Sala al describir los elementos del derecho a una
vivienda digna y decorosa, tomó en cuenta lo que el Comité
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Orga-
nización de las Naciones Unidas interpretó en su Observa-
ción General No. 4, respecto del derecho de toda persona a
una vivienda adecuada, incluso señala que, lo que persigue
el artículo 4o. constitucional es que los ciudadanos obtengan
lo que debe entenderse por una vivienda adecuada, lo cual
no se satisface con el mero hecho de que las personas tengan
un lugar para habitar, cualquiera que éste sea; sino que para
que ese lugar pueda considerarse una vivienda adecuada, de-
be cumplir necesariamente con un estándar mínimo.

De igual manera, la Agenda 2030 para el Desarrollo Soste-
nible,16 es un llamado amplio e incluyente a todos los ac-
tores públicos, privados, de la sociedad civil y la academia
para involucrarse en el cumplimiento de los 17 ODS, con
miras a lograr un futuro de bienestar sostenido, donde na-
die se quedé atrás. 

Una vivienda adecuada contribuye de forma significativa
para avanzar con los Objetivos de Desarrollo Sostenible, la
vivienda promueve condiciones para aliviar la pobreza ex-
trema, y otras dimensiones de pobreza, al garantizar que to-
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das las personas, en particular las pobres y las vulnerables,
tengan el mismo derecho a recursos económicos y acceso
a los servicios básicos, y al reducir las situaciones, exposi-
ción y vulnerabilidad a fenómenos climáticos.17

La vivienda con instalaciones adecuadas para la provi-
sión de agua y saneamiento contribuye directamente a lo-
grar el acceso universal y equitativo al agua potable a un
precio asequible para todos, a mejorar los servicios de
saneamiento e higiene adecuados, a mejorar la calidad
del agua reduciendo su contaminación y a incrementar el
uso eficiente de los recursos hídricos. Cuando la vivien-
da tiene una adecuada localización, fuera de zonas de
riesgo y alto valor ecológico, también contribuye al res-
tablecimiento de los ecosistemas.

La vivienda es una de las condiciones sociales básicas
que determinan la igualdad y la calidad de vida de las
personas.18

Con fecha 28 de febrero de 2022, la Comisión de Puntos
Constitucionales de la Cámara de Diputados aprobó la el
Dictamen por el que se reforma el párrafo séptimo del ar-
tículo 4o. de la Constitución, en materia de vivienda ade-
cuada, mismo que se aprobó quedando de la siguiente
manera:

“Toda persona tiene derecho a disfrutar de una vivien-
da adecuada. La ley establecerá los instrumentos y apo-
yos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo.” 

El pasado 29 de septiembre esta H. Cámara de Diputados
ha aprobado modificaciones al Artículo 4o. de nuestra
Constitución, mediante una iniciativa presentada por la que
suscribe, cuyo objetivo fue plasmar en nuestra carta funda-
mental el concepto de vivienda adecuada.

Una Vivienda Adecuada contribuye de forma significativa
al avance hacia los Objetivos de Desarrollo Sostenible, la
vivienda promueve condiciones para aliviar la pobreza ex-
trema y otras dimensiones al garantizar enteramente el de-
recho de acceso a la vivienda a personas. 

Cobra importancia por tanto que la vivienda cuente con
instalaciones adecuadas para la provisión de agua y sanea-
miento, pues contribuye directamente a lograr el acceso
universal y equitativo al agua potable de forma asequible,
a mejorar los servicios de saneamiento e higiene adecua-
dos, la calidad del agua reduciendo su contaminación.

La vivienda es una de las condiciones sociales básicas que
determinan la igualdad y la calidad de vida de las personas.

No obstante, este derecho ha sido históricamente negado a
grupos sociales, entre ellos las mujeres, en cuyo caso el ac-
ceso a los trabajos formales, a salarios dignos y, por ende,
a un crédito de vivienda, es una problemática cotidiana que
enfrentamos las mujeres.

Cifras de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo
muestran que en 2021 la población económicamente activa
(PEA) fue de 98,118,371 personas de esta cifra 19,190,597
mujeres se encontraban ocupadas. Es decir, 44 de cada 100
mujeres de 15 años o más son económicamente activas.19

De la misma forma, al analizar los ingresos hay una distin-
ción considerable, según el Inegi en 2020 el ingreso pro-
medio trimestral para los hombres fue de 22,618 pesos, en
tanto las mujeres percibieron 14,860 pesos. En esa misma
línea, el ingreso promedio trimestral de las mujeres con dos
hijos se cifró en 16,067 pesos y para las mujeres con cua-
tro hijos o más en 12,594 pesos.20

Otro aspecto a considerar, es el tiempo destinado a cuida-
dos y trabajo doméstico, en 2019 el promedio de horas a la
semana al trabajo doméstico no remunerado en el hogar
propio fue de 11.0 para hombres y 25.7 para las mujeres.
Por su parte, el trabajo no remunerado de cuidados a inte-
grantes del hogar fue de 5.8 horas a la semana por parte de
los hombres y 10.1 horas para las mujeres.21 No podemos
ignorar esta carga que restringe significativamente la posi-
bilidad de las mujeres de contar con ingresos propios.

Además, a partir de la pandemia provocada por el virus
SARS-CoV-2, dichas desigualdades aumentaron. El Cone-
val muestra que el empleo de las mujeres retrocedió en 2.8
puntos porcentuales, al mismo tiempo que el trabajo do-
méstico como ocupación exclusiva presentó un incremen-
to en 2.1 puntos porcentuales.22

Como consecuencia de lo anterior, las mujeres tienen me-
nos acceso a los créditos de vivienda. De acuerdo con el
Reporte Anual de Vivienda el Instituto Nacional del Fondo
de la Vivienda para los Trabajadores, sólo el 34 por ciento
de los créditos se otorgan a mujeres contra el 66 por cien-
to entregados a hombres, asimismo, da cuenta de que las
mujeres adquieren viviendas con características distintas
que los hombres y, en la mayoría de los casos, calificadas
como de menor calidad, lo anterior con base en el salario
que perciben que suele ser menor al de los hombres. 
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Conforme a lo anterior, esta reforma es necesaria, en tanto
que pretende cumplir con la obligación implícita de armo-
nizar todo el ordenamiento jurídico nacional con el objeto
de brindar más y mejores oportunidades para que las muje-
res accedan a una vivienda adecuada.

En consecuencia, propongo reformar la fracción VI del ar-
tículo 34 Ter de la Ley General de Acceso a las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia, proponiendo las siguientes
modificaciones:

Por lo anteriormente expuesto, acudo a esta soberanía a
presentar la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma la fracción VI del artículo 34 Ter
de la Ley General de Acceso a las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia, en materia de vivienda adecuada

Primero. Se reforma la fracción VI del artículo 34 Ter de
la Ley General de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia para quedar como sigue:

ARTÍCULO 34 Ter. …

I. a V. …

VI. Proveer los recursos y herramientas necesarias para
garantizar la seguridad y acondicionamiento de vivien-
da adecuada;

VII. a XX. …

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Armonización Normativa, Arturo Garita Alonso, México SE, 2015, 

https://www.senado.gob.mx/BMO/pdfs/parlamentarios/pdfs/ar-
mo_Normativa.pdf

2 Artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

3 Retos y propuestas para la armonización estatal en materia de dere-
chos humanos, Jorge Ulises Carmona Tinoco, Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas de la UNAM 

http://www.file:///C:/Users/user/Documents/AGENDA%20LE-
G I S L AT I VA % 2 0 1 e r % 2 0 P E R I O D O % 2 0 3 E R % 2
0a%C3%B1o%20de%20EJERCICIO/INICIATIVA%20EN%20M
ATERIA%20DE%20INTEGRACION%20F AMILIAR/retos-y-
propuestas-para-la-armonizacion-estatal-en-materia-de-derechos-
humanos.pdf

4 https://www.unwomen.org/es/what-we-do/ending-violence-against-
women/facts-and-figures

5 Reporte de Monitoreo Legislativo, El panorama legislativo en torno
al derecho de las mujeres a la vivienda, Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, 

https://igualdaddegenero.cndh.org.mx/Content/doc/Observancia/3-
Derecho-Propiedad-Mujeres.pdf

6 Solo el 35% de las viviendas en México son propiedad de mujeres,
Centro Urbano Digital, Fernanda Hernández, 

https://centrourbano.com/vivienda/viviendas-mexico-propiedad-
mujeres/

7 Organización de las Naciones Unidas, La Declaración Universal de
Derechos Humanos, Asamblea General de las Naciones Unidas en Pa-
rís 1948 

https://www.ohchr.org/EN/UDHR/Documents/UDHR_Transla-
tions/spn.pdf
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8 Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de
1948, Aprobada en la Novena conferencia Internacional Americana
Bogotá, Colombia, 1948, 

https://www.oas.org/dil/esp/declaraci%C3%B3n_americana_de_lo
s_derechos_y_deberes_del_hombre_1948.pdf

9 Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales de 1966, Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión
por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de di-
ciembre de 1966, Entrada en vigor internacional: 3 de enero de 1976,
de conformidad con el artículo 27, entrada en vigor para México a par-
tir del 23 de junio de 1981, 

https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cescr.aspx

10 El Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
“Protocolo de San Salvador” fue adoptado en San Salvador el 17 de
noviembre de 1988, en vigor internacional a partir del 16 de noviem-
bre de 1999, en vigor para México a partir de la misma fecha. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-52.html#:~:
text=Los%20Estados%20partes%20en%20el,disponibles%20y%2
0tomando%20en%20cuenta

11 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, El Comité
se creó en virtud de la Resolución ECOSOC 1985/17* del 28 de mayo
de 1985 para llevar a cabo las funciones de seguimiento asignadas al
Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (ECOSOC) en la
Parte IV del Pacto. 

https://www.ohchr.org/sp/hrbodies/cescr/pages/cescrindex.aspx

12 Observaciones generales aprobadas por el Comité de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, 

https://conf-dts1.unog.ch/1%20spa/tradutek/derechos_hum_base/
cescr/00_1_obs_grales_cte%20dchos%20ec%20soc%20cult.html

13 Organización de las Naciones Unidas, Elementos de una vivienda
adecuada, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

https://onuhabitat.org.mx/index.php/elementos-de-una-vivienda-
adecuada

14 Derecho fundamental a una vivienda digna y decorosa. Su conteni-
do no se agota con la infraestructura básica adecuada de aquélla, sino
que debe comprender el acceso a los servicios públicos básicos, Tesis

aislada, Primera Sala, Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo I, p. 583 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/Reportes/ReporteDE.aspx
?idius=2009348&Tipo=1#:~:text=DERECHO%20FUNDAMEN-
TAL%20A%20UNA%20VIVIENDA,en%20la%20tesis%20aisla-
da%201a.

15 Derecho fundamental a una vivienda digna y decorosa. Su conteni-
do a la luz de los tratados internacionales, Tesis: 1a. CXLVIII/2014
(10a.), Tesis aislada, Primera Sala, Décima Época, Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, p. 801 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/Reportes/ReporteDE.aspx
?idius=2006171&Tipo=1#:~:text=El%20art%C3%ADcu-
lo%2011%2C%20numeral%201,las%20medidas%20apropia-
das%20para%20asegurar

16 Organización de las Naciones Unidas, Agenda 2030: Objetivos de
Desarrollo Sostenible, 

https://onu.org.gt/objetivos-de-desarrollo/#:~:text=La%20Agen-
da%20de%20Desarrollo%202030,el%20planeta%20y%20la%20pros-
peridad.&text=Los%20ODS%20est%C3%A1n%20formulados%20pa
ra,cambio%20clim%C3%A1tico%20a%20nivel%20mundial.

17 Secretaria de Gobierno, Jefatura de la Oficina de Presidencia, Agen-
da 2030 en México: viviendaSostenible, 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/574044/Agen-
da_2030_en_Me_xico_-_vivienda_sostenible.pdf

18 Organización de las Naciones Unidas, Contribución de la vivienda
al cumplimiento de la Agenda 2030, 

https://onuhabitat.org.mx/index.php/contribucion-de-la-vivienda-
al-cumplimiento-de-la-agenda-2030

19 Inegi, Resultados de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo,
2021. Consultado en:

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-
nes/2021/enoe_ie/enoe_ie2021_11.pdf

20 Inegi, Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares,
2020. Consultado en:

https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/enigh/nc/2020/do
c/enigh2020_ns_presentacion_resultados.pdf
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21 Inegi, En cuesta Nacional sobre el Uso del Tiempo, 2019. Consul-
tado en:

https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/enut/2019/doc/en
ut_2019_presentacion_resultados.pdf

22 Coneval, Sistema de Indicadores sobre Pobreza y Género en Méxi-
co, 2016-2020. Consultado en:

https://www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Documents/Pobre-
za%20y%20G%C3%A9nero/2016-2020/Sistema_Indicadores_Po-
breza_Genero_Mexico_2016_2020.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de marzo de 2023.— Diputa-
das y diputados: Susana Cano González, Rodrigo Sánchez Zepeda,
Yessenia Leticia Olua González, María de Jesús Rosete Sánchez, Juan
Pablo Sánchez Rodríguez, Celestina Castillo Secundino, Gina Gerar-
dina Campuzano González, Félix Durán Ruiz, Socorro Irma Andazola
Gómez, Susana Prieto Terrazas, María Asención Álvarez Solis, Kevin
Ángelo Aguilar Piña, María Sierra Damián, Reynel Rodríguez Muñoz,
Mariana Mancilla Cabrera, Carolina Beauregard Martínez, Janicie
Contreras García, Ana Laura Sánchez Velázquez, Lilia Aguilar Gil,
Rosalinda Domínguez Flores, José Luis Flores Pacheco, Martha Azu-
cena Camacho Reynoso, Elva Agustina Vigil Hernández (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen, y a la Comisión de Vivienda, para opinión.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma y adiciona del artículo 145 de la
Ley Federal del Trabajo, suscrita por la diputada Lilia
Aguilar Gil, del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo y diputados integrantes de diversos Grupos Parlamen-
tarios.

Los que suscriben, diputados Lilia Aguilar Gil, Kevin Án-
gelo Aguilar Piña, María Asención Álvarez Solís, Carolina
Beauregard Martínez, Martha Azucena Camacho Reynoso,
Gina Gerardina Campuzano González, Susana Cano Gon-
zález, Janicie Contreras García, Rosalinda Domínguez Flo-
res, José Luis Flores Pacheco, Reynel Rodríguez Muñoz,
María de Jesús Rosete Sánchez, Juan Pablo Sánchez Ro-
dríguez, Rodrigo Sánchez Zepeda, Socorro Irma Andazola
Gómez, Celestina Castillo Secundino, Félix Durán Ruiz,
Julia Licet Jiménez Angulo, Mariana Mancillas Cabrera,

Yessenia Leticia Olua González, Susana Prieto Terrazas,
Ana Laura Sánchez Velázquez, María Sierra Damián, Elva
Agustina Vigil Hernández, integrantes de la Comisión de
Vivienda de la LXV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto en la fracción II del artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, someten a consideración del honorable
Congreso de la Unión, la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforma el párrafo cuarto y se adi-
cionan los párrafos quinto y sexto al artículo 145 de la Ley
Federal del Trabajo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Con la firma de la Convención sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad, aprobada el 13 de diciembre
de 2006 por la Asamblea General de las Naciones Unidas
y el protocolo facultativo el 30 de marzo de 2007, México
se comprometió a proteger y promover los derechos de las
personas con discapacidad buscando integrarnos en un Es-
tado inclusivo.

Si bien es cierto que hay avances en la norma en beneficio
de las personas con discapacidad reconocida en la ley co-
mo incapacidad total permanente, aún hay áreas que la le-
gislación debe prever.

La discapacidad total permanente se entiende como la
“pérdida de las facultades o aptitudes de una persona, que
la imposibilite para desempeñar cualquier trabajo el resto
de su vida, cualquiera que sea la naturaleza del riesgo que
la haya producido”.

Actualmente, la Ley Federal del Trabajo en su artículo 145
y la Ley del Fondo Nacional de Vivienda para los Trabaja-
dores, en su artículo 51, disponen que las personas que tie-
nen discapacidad parcial mayor a 50 por ciento cuentan
con una prórroga de pagos de dos años en caso de que no
exista mejoría en su condición, sin embargo, se ven en di-
ficultades para cumplir con los compromisos derivados de
la adquisición del crédito para una vivienda, con lo que
queda trunco el derecho de personas que se encuentran en
esa condición al incumplirse el primero de los elementos
de la vivienda adecuada, el de la seguridad jurídica, afec-
tando con ello, un elemental derecho humano, al que nin-
guna persona debe ser sometida, menos aún en una condi-
ción de vulnerabilidad que lo sitúa en estado de
indefensión.

Año II, Segundo Periodo, 26 de abril de 2023 / Apéndice  VI Diario de los Debates de la Cámara de Diputados76



Recientemente, la Comisión de Vivienda de la Cámara de
Diputados aprobó el dictamen que reforma el artículo 51 de
la Ley del Infonavit para disponer la obligación del Institu-
to para establecer mecanismos interinstitucionales con el
Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) y entidades
de salud del sector público a fin de que le sea notificado el
certificado de incapacidad parcial permanente de 50 por
ciento o más, así como el de invalidez permanente.

En concordancia con la reforma referida, y dado el víncu-
lo que existe entre el artículo 51 de la Ley del Instituto y el
artículo 145 de la Ley Federal del Trabajo, es que se pro-
pone adicionar dos párrafos a este último para reconocer
este mecanismo y homologar las normas.

Esta iniciativa busca dar certeza jurídica en el tiempo para
el inicio del periodo de prórroga y contar con la claridad
que requiere el plazo de dos años para evitar cargas que in-
crementen los intereses o cualquier otro cargo del saldo del
crédito, para ello, es fundamental que el IMSS determine la
incapacidad o invalidez.

Sin embargo, el dejar la responsabilidad al trabajador de la
notificación correspondiente, lo sitúa en las mismas condi-
ciones de vulnerabilidad, al no estar en concordancia con el
principio de inmediatez en cuanto al procedimiento de va-
lidez de los certificados.

Las labores del Estado deben ser garantistas del derecho de
las personas trabajadoras a contar con elementos que posi-
biliten el cumplimiento del principio de certeza y objetivi-
dad en el manejo de la información, para ello, se deben es-
tablecer políticas de vinculación interinstitucional entre el
IMSS y el Infonavit, para contar con la notificación co-
rrespondiente, y así evitar que la responsabilidad recaiga
en la persona trabajadora.

Lo anterior, se vincula con lo establecido en la Declaración
Universal de los Derechos Humanos, particularmente el ar-
tículo 25, Apartado 1, que establece que toda persona tiene
derecho a un nivel de vida adecuado que garantice entre
otros la vivienda; además, derecho a los seguros en caso de
desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros
casos de pérdida de sus medios de subsistencia por cir-
cunstancias independientes de su voluntad.

Resulta relevante mencionar que, cuando una persona tra-
bajadora está en una condición de incapacidad o invalidez,
no puede desarrollar su trabajo, lo que la pone en riesgo de
perder sus ingresos y, por ende, de no contar con la seguri-

dad jurídica de la vivienda que habita, lo cual la pone en un
estado de doble victimización.

Cabe mencionar que los compromisos derivados del Pacto
Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales, de 1966, dispone en su artículo 11 numeral 1, que
los Estados parte reconocen el derecho de toda persona a
un nivel de vida adecuado para sí y su familia, en donde la
vivienda se ubica en un derecho esencial de la persona pa-
ra una mejora continua de sus condiciones de existencia.

Asimismo, nuestra Constitución en el artículo 4o. recono-
ce el derecho a la vivienda como un derecho humano, en
concordancia con los tratados internacionales en la mate-
ria, más aún, el artículo 123, Apartado A, de la Carta Mag-
na reconoce la vivienda como uno de los derechos elemen-
tales de las trabajadoras y los trabajadores.

En ese sentido, una condición física o de salud, como lo es
el caso de la discapacidad del 50 por ciento, o más, o inva-
lidez definitiva, no puede privar de este derecho a quienes
se ven en esta desafortunado supuesto, por ello la legisla-
ción en la materia debe proteger el goce de estos derechos,
el del trabajo y de la vivienda.

En el supuesto normativo que nos ocupa, diversas disposi-
ciones de la Ley Federal del Trabajo reconocen la incapa-
cidad parcial permanente cuando representa más de 50 por
ciento o más de invalidez definitiva para ser sujeto de de-
rechos, como el previsto en el artículo 141 en el que refie-
re la devolución de los recursos insertos en el Fondo Na-
cional de Vivienda que constituyen depósitos en favor de
las personas trabajadoras, consideración que fortalece la
propuesta que presento.

En ese tenor, es preciso también establecer una coordina-
ción interinstitucional entre los órganos federales de salud
respecto de la validez de los certificados, ya que el Institu-
to Mexicano del Seguro Social emite sus propios certifica-
dos, a través de los médicos pertenecientes a este instituto.

Por tal razón, resulta necesario contar con un procedimien-
to mediante el cual, el órgano que administra el Fondo pa-
ra la Vivienda de los Trabajadores cuente con elementos de
certeza para el reconocimiento de certificaciones prove-
nientes de otros órganos federales y estatales de salud, per-
mitiendo mayor agilidad en estos trámites.

En ese sentido, la propuesta de esta iniciativa obliga al In-
fonavit a implementar medidas apropiadas para asegurar
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efectividad de estos derechos en coordinación con el Insti-
tuto Mexicano del Seguro Social y las dependencias de sa-
lud del sector público. Con base en lo anterior, se propone
adicionar dos párrafos al artículo 145 de la Ley Federal del
Trabajo, con el propósito de que la notificación no recaiga
en la responsabilidad de la persona trabajadora, y sea me-
diante un mecanismo previsto desde una relación interins-
titucional.

La Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad en el artículo 41, establece lo siguiente:

Los Estados parte se comprometen a asegurar y promover
el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las li-
bertades fundamentales de las personas con discapacidad
sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A
tal fin, los Estados parte se comprometen a:

a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y
de otra índole que sean pertinentes para hacer efectivos los
derechos reconocidos en la presente Convención;

b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas
legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos,
costumbres y prácticas existentes que constituyan discri-
minación contra las personas con discapacidad; Tener en
cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la pro-
tección y promoción de los derechos humanos de las per-
sonas con discapacidad;

Nadie debe quedarse atrás, menos aún la persona trabaja-
dora que se encuentra en condición de incapacidad parcial
permanente en 50 por ciento o más o invalidez que le im-
posibilitan a seguir laborando, es entonces por lo que se
presenta la siguiente propuesta de modificación:
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La propuesta que ponemos a consideración de esta sobera-
nía brinda mayor certeza jurídica a las personas que se en-
cuentran en estado de incapacidad parcial o mayor de 50
por ciento, las pretensiones de la presente iniciativa buscan
que existan mecanismos interinstitucionales unificados que
emitan certificados validos en todos los órganos de salud
pública.

Por lo expuesto, ponemos a su consideración la siguiente
iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 145 de la Ley
Federal del Trabajo, en materia de invalidez y discapa-
cidad permanente

Único. Se reforma el párrafo cuarto y se adicionan los pá-
rrafos quinto y sexto al artículo 145 de la Ley Federal del
Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 145. …

…

…

Tratándose de los casos de incapacidad parcial permanen-
te, cuando ésta sea de 50 por ciento o más, o invalidez de-
finitiva, se liberará al trabajador acreditado del adeudo, los
gravámenes o limitaciones de dominio a favor del Institu-
to, siempre y cuando no sea sujeto de una nueva relación
de trabajo por un período mínimo de dos años, lapso du-
rante el cual gozará de una prórroga sin causa de intereses,

para el pago de su crédito. Este plazo comenzará a com-
putarse a partir del día siguiente de la determinación
de la incapacidad o invalidez que se haga a la persona
trabajadora.

El organismo que administre el Fondo Nacional de la
Vivienda en coordinación con el Instituto Mexicano del
Seguro Social; el mecanismo interinstitucional a través
del cual se le notificará, en un plazo no mayor a treinta
días hábiles contados a partir de su determinación, la
incapacidad o invalidez, según corresponda.

De igual manera, el organismo que administre el Fon-
do Nacional de la Vivienda establecerá, en coordina-
ción; y las autoridades de salud federales y locales, los
mecanismos de validación y notificación de certifica-
dos de incapacidad parcial permanente, cuando esta
sea de 50 por ciento o más, o invalidez definitiva, emi-
tidos por cualquier ente público distinto al Instituto
Mexicano del Seguro Social, para efectos de prórroga
o liberación del crédito.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota

1 CNDH, Convención sobre los Derechos de las Personas con Disca-
pacidad, consultada en: 

https://www.un.org/esa/socdev/enable/documents/tccconvs.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de marzo de 2023.— Diputa-
das y diputados: Susana Cano González, Rodrigo Sánchez Zepeda,
Yessenia Leticia Olua González, María de Jesús Rosete Sánchez, Juan
Pablo Sánchez Rodríguez, Celestina Castillo Secundino, Gina Gerar-
dina Campuzano González, Félix Durán Ruiz, Socorro Irma Andazola
Gómez, Susana Prieto Terrazas, María Asención Álvarez Solis, Kevin
Ángelo Aguilar Piña, María Sierra Damián, Reynel Rodríguez Muñoz,
Mariana Mancilla Cabrera, Carolina Beauregard Martínez, Janicie
Contreras García, Ana Laura Sánchez Velázquez, Lilia Aguilar Gil,
Rosalinda Domínguez Flores, José Luis Flores Pacheco, Martha Azu-
cena Camacho Reynoso, Elva Agustina Vigil Hernández (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, pa-
ra dictamen, y a la Comisión de Vivienda, para opinión.
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LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE
LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES

«Iniciativa que reforma los artículos 7o., 12 y 17 de la Ley
del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores, suscrita por la diputada Lilia Aguilar Gil, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo y diputados
integrantes de diversos Grupos Parlamentarios.

Los que suscriben, diputados Lilia Aguilar Gil, Kevin Án-
gelo Aguilar Piña, María Asención Álvarez Solís, Carolina
Beauregard Martínez, Martha Azucena Camacho Reynoso,
Gina Gerardina Campuzano González, Susana Cano Gon-
zález, Janicie Contreras García, Rosalinda Domínguez Flo-
res, José Luis Flores Pacheco, Reynel Rodríguez Muñoz,
María de Jesús Rosete Sánchez, Juan Pablo Sánchez Ro-
dríguez, Rodrigo Sánchez Zepeda, Socorro Irma Andazola
Gómez, Celestina Castillo Secundino, Félix Durán Ruiz,
Julia Licet Jiménez Angulo, Mariana Mancillas Cabrera,
Yessenia Leticia Olua González, Susana Prieto Terrazas,
Ana Laura Sánchez Velázquez, María Sierra Damián, Elva
Agustina Vigil Hernández, integrantes de la Comisión de
Vivienda de la LXV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, de conformidad
con lo dispuesto en la fracción II del artículo 71 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo en los artículos 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someten a consideración del
honorable Congreso de la Unión la presente iniciativa con
proyecto decreto por el que se reforman diversas disposi-
ciones de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores, en materia de paridad de gé-
nero, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Anualmente un número mayor de mujeres tiene acceso al
mercado laboral en nuestro país lo que refleja su integra-
ción a la economía y a un ingreso regular que impacta po-
sitivamente en su autonomía e independencia financiera y
mejora su desarrollo profesional permitiéndole, además,
tomar decisiones personales y de familia.

De acuerdo con datos de la Encuesta Nacional de Ocupa-
ción y Empleo (ENOE), la participación laboral femenina
registró en 2022, un nivel promedio cercano a 45.0 por
ciento, con un pico de 46.7 por ciento en noviembre. Has-
ta diciembre de 2022, las mujeres representaban 40 por
ciento de la fuerza laboral total y los hombres, 60 por cien-
to; sin embargo, el ingreso mensual para los trabajadores es

de poco más de 9 mil pesos, mientras que las trabajadoras
reciben 7 mil 837 pesos al mes, con base en la información
de la misma encuesta1.

A mayor abundamiento, las condiciones de incorporación
de la mujer al trabajo son desiguales en comparación con
los hombres: además de percibir un ingreso menor por un
trabajo igual (brecha salarial), las mujeres tienen menos
oportunidades de ocupar puestos directivos por contrata-
ción directa o promoción. Además, debido a las interrup-
ciones en la vida laboral derivadas de las funciones que
históricamente le han sido asignadas en el espacio privado
y que generalmente no son remuneradas, tienen menos po-
sibilidades de acumular antigüedad en su puesto de trabajo
lo que resulta necesario para su jubilación en condiciones
adecuadas.

Según el Instituto Mexicano para la Competitividad (Im-
co), aunque en nuestro país la brecha salarial es, en prome-
dio, de 14 por ciento (por cada 100 pesos que los hombres
reciben como ingreso laboral, las mujeres reciben 86), esto
no refleja mayor equidad en el mercado laboral. Por el con-
trario, implica que son pocas las mujeres en edad producti-
va las que entran a la economía remunerada, de éstas, el
70% gana menos de dos salarios mínimos y muy pocas cre-
cen durante su trayectoria profesional para llegar apuestos
de toma de decisión que son mejor remunerados.2

El problema de falta de equidad laboral es estructural, re-
sultado de una serie de barreras que se conjugan y que las
mujeres deben superar no únicamente para acceder al mer-
cado laboral sino para mantenerse dentro y crecer. Uno de
los mayores obstáculos es la mayor carga de trabajo no re-
munerado del que nos hacemos cargo y que significa jor-
nadas laborales más cortas: en promedio, las mujeres dedi-
can 43 horas semanales al trabajo del hogar y de cuidado
no remunerado mientras que los hombres sólo dedican 18
horas, lo que representa una doble jornada para las mujeres
ocupadas.3

Así, las mujeres se ven obligadas a emplearse en trabajos
informales en los que encuentran mayor flexibilidad de ho-
rarios para cumplir con los roles familiares y de cuidado y
crianza pero que las colocan en un sector más vulnerable
pues carecen de acceso a seguridad social, servicios médi-
cos y a un sistema de estancias infantiles o guarderías; sin
mencionar un menor ingreso promedio.

Aunado a lo anterior, los estereotipos de género han con-
centrado la fuerza de trabajo de las mujeres en determina-
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dos sectores generando segregación ocupacional y dismi-
nuyendo sus ingresos promedio muy a pesar de los esfuer-
zos que el Estado mexicano ha realizado, como la imple-
mentación de cuotas de género, para alcanzar una mayor
igualdad en la vida pública, económica y política.

Según la Comisión Nacional de Salarios Mínimos, la bre-
cha salarial en el empleo formal ha presentado una dismi-
nución pasando de 13.1 por ciento en 2018 a 12.2 por cien-
to en 20214; sin embargo, el estado debe garantizar no sólo
la implementación de políticas de igualdad de oportunida-
des que permitan una participación equitativa e igualitaria
en el mercado laboral para hombres y mujeres sino su co-
rrecto funcionamiento y su eficacia.

Actualmente en México, existe la norma mexicana para la
Igualdad Laboral entre Mujeres y Hombres, NMX-R-025-
SCFI-2015, de adopción voluntaria encaminada al recono-
cimiento de los centros de trabajo que cuentan con prácti-
cas en materia de igualdad laboral y no discriminación en
favor del desarrollo de las y los trabajadores.

La certificación que se otorga con base en esta norma es-
tá dirigida a todos los centros de trabajo públicos, priva-
dos y sociales establecidos en la República Mexicana, de
cualquier tamaño, sector o actividad. Para obtenerlo, los
centros de trabajo deben recibir una auditoría de tercera
parte, para verificar sus políticas y prácticas de igualdad
laboral y no discriminación.

Sus principales ejes son: incorporar la perspectiva de género
y no discriminación en los procesos de reclutamiento, selec-
ción, movilidad y capacitación; garantizar la igualdad sala-
rial; implementar acciones para prevenir y atender la violen-
cia laboral; y realizar acciones de corresponsabilidad entre la
vida laboral, familiar y personal de sus trabajadoras y traba-
jadores, con igualdad de trato y de oportunidades.5

A pesar de estos esfuerzos y debido a que es de implemen-
tación voluntaria, al 10 de febrero de la presente anualidad,
el Padrón Nacional de Centros de Trabajo Certificados só-
lo cuenta con 563 centros registrados que han sido certifi-
cados en diferentes niveles (oro, plata y bronce), 291 del
sector público y 272 del sector privado.

Aunque es innegable que en México ha habido un aumen-
to en la participación de las mujeres, esto ha sido también
insuficiente para tener mejores condiciones dentro de la ad-
ministración pública federal (APF). A manera de ejemplo
tenemos que en 2019 sólo 24 por ciento de los cargos titu-

lares de la APF fueron encabezados por una mujer, de
acuerdo con el Censo Nacional del Gobierno Federal reali-
zado por el Inegi.6

En este sentido, puede afirmarse que las mujeres se en-
cuentran subrepresentadas en puestos de mando y directi-
vos de las instituciones del gobierno federal lo que impide
conformar una agenda inclusiva que tome en cuenta las ne-
cesidades de la población, reteniendo el talento femenino e
incorporando más mujeres a la economía.

De acuerdo con el estudio “Mujeres en la administración
pública federal: más allá de la foto”, publicado en 2021 por
el Imco y realizado en más de 290 instituciones del Go-
bierno federal, con énfasis en el puesto y nivel de ingresos
de más de 168 mil personas que trabajan en las secretarías
de Estado, se encontró lo siguiente:

• La presencia de mujeres al interior de las secreta-
rías de Estado disminuye conforme se eleva el pues-
to y el nivel de ingresos. Sólo 30 por ciento de las di-
recciones generales son ocupadas por mujeres, mientras
que este porcentaje disminuye a 28 por ciento para las
jefaturas de unidad, el tercer puesto de mando más alto.

• La brecha salarial promedio dentro de la adminis-
tración pública federal es de 26 por ciento, es decir,
por cada 100 pesos que gana un hombre, una mujer
percibe, en promedio, 74 pesos. A pesar de que el go-
bierno federal cuenta con tabulador de sueldos, este no
compensa la desigualdad de género que existe en los
puestos directivos. Una menor participación de las mu-
jeres en los cargos jerárquicos más altos tiene un im-
pacto en los ingresos que reciben las mujeres.

• En las secretarías de Estado, la diferencia de ingre-
sos promedio entre hombres y mujeres es de 10 por
ciento en los puestos de mando medio y superior. La
brecha salarial en las secretarías persiste.

• Sólo 6 por ciento de los puestos de jefatura de uni-
dad en el mayor nivel de ingreso (154 mil 472 pesos)
es encabezado por una mujer. A pesar de que existe
paridad en las secretarías de Estado, esto no se traduce
en todos los niveles.

• Aunque las mujeres tienen mayor nivel de escolari-
dad, persiste la desigualdad en los puestos. El 43 por
ciento de las servidoras públicas cuenta con una licen-
ciatura, en contraste con 35 por ciento de los servidores
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públicos. Sin embargo, hay 33 por ciento menos muje-
res en los puestos de mando.

• Las mujeres tienen mayor representación en carte-
ras o secretarías vinculadas al ámbito interno o pri-
vado, así como a las mujeres como grupo. Estos son
los temas de familia, cultura, ciencia y tecnología, turis-
mo e igualdad de género.

• Los hombres tienen mayor representación en car-
teras de alto perfil cuentan con mayor presupuesto,
visibilidad y cubren temas tradicionalmente asocia-
dos con la esfera pública y los hombres como grupo.
Estos son los temas de finanzas públicas, gobernación o
infraestructura, economía y defensa.

En este escenario, resulta indispensable hablar de perspec-
tiva y paridad de género como herramientas que hacen evi-
dentes las diferencias y desigualdades que se presentan por
determinación cultural, entre hombres y mujeres y también
como elementos que permiten su entendimiento y solución
pues alcanzar la igualdad sustantiva es un proceso que re-
quiere la transformación de la cultura organizacional del
sector público.

Según un Informe del Fondo de Población de las Naciones
Unidas (UNFPA, por sus siglas en inglés) referido en
“ABC de género en la administración pública federal”7, la
erradicación de la desigualdad de género propiciaría no só-
lo un aumento en el ingreso de las mujeres sino en el in-
greso nacional. Tan sólo en América Latina, se estimó que
eliminar la desigualdad de género en el mercado laboral
podría aumentar los salarios de las mujeres en 50 por cien-
to y el producto nacional 5 por ciento.

Por lo anterior, puede considerarse que incluir en la legisla-
ción el principio de paridad de género y la obligación de in-
tegrar los órganos directivos y de administración de las di-
versas dependencias que conforman la administración
pública bajo la condición de su observancia, es una medida
que impulsa la participación de las mujeres en puestos de li-
derazgo y toma de decisiones, pero además beneficiaría a la
economía nacional.

La paridad de género, como principio constitucional del
Estado mexicano, se traduce en la participación y repre-
sentación equilibrada de mujeres y hombres en los pues-
tos de poder y de toma de decisiones en todas las esferas de
la vida (política, económica y social) y es considerada co-
mo un indicador para medir la calidad democrática de

nuestro país. Este principio hizo su aparición en el escena-
rio internacional en la Declaración de Atenas de 1992, re-
frendada por la Declaración y Plataforma de Acción de la
IV Conferencia de la Mujer de la ONU, celebrada en Bei-
jing, en 1995.8

A diferencia de las cuotas, la paridad no se propone co-
mo una medida transitoria que define un umbral míni-
mo de presencia de mujeres para subsanar su subre-
presentación en determinados espacios, sino que se
plantea como una forma de asegurar la igualdad en la
distribución del poder entre hombres y mujeres.

A mayor abundamiento, se considera que la integración pa-
ritaria del mercado laboral en general, y de la Administra-
ción Pública en particular, aporta a las decisiones de go-
bierno una perspectiva más inclusiva pues toma en cuenta
las necesidades diferenciadas de las mujeres y niñas de
México.

En este tenor, la paridad de género es pilar fundamental pa-
ra garantizar derechos políticos, económicos y sociales de
las mujeres, entre ellos, el de acceso a una vivienda ade-
cuada. En México, son notables las brechas de género en el
acceso a la vivienda y a su financiamiento pues según da-
tos del Inegi para 2015 sólo 35 por ciento de las casas es-
crituradas en el país lo estaban a nombre de mujeres y, en
2020, el Infonavit reportó que sólo 34 por ciento de los cré-
ditos se otorgan a mujeres contra 66 por ciento a hombres.9

Estas diferencias en el acceso a la vivienda se explican
también por la falta de acceso al mercado laboral formal de
las mujeres y la brecha salarial que les impide ser titulares
de un crédito o que se los facilita en un monto menor que
a los hombres.

Es por lo anterior que resulta indispensable introducir el
principio de paridad de género en la legislación pues con
ello se posibilitaría no sólo el acceso de las mujeres a los
órganos directivos del Infonavit, como se plantea en esta
iniciativa; sino que, además, al estar integrados por muje-
res indudablemente las acciones y créditos de vivienda se
otorgarían con una mayor perspectiva de género y aten-
diendo a las diferencias específicas de este grupo que con-
forma 51.2 por ciento de la población nacional y se tradu-
ce en 64 millones 519 mil 180 mujeres y niñas.

Involucrar a las mujeres en la integración y toma de deci-
siones de los órganos directivos del Infonavit necesaria-
mente sensibilizaría a sus miembros respecto de la proble-
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mática que enfrentan las mujeres para acceder en condicio-
nes de equidad, al mercado laboral formal, en general; y a
los puestos de toma de decisión de la APF, en particular.
Además, la integración de las mujeres fomentaría la incor-
poración de la perspectiva de género como metodología
que retome las necesidades específicas que en materia de
crédito y acceso a la vivienda adecuada deben superar las
mujeres, desarrollando instrumentos que permitan reducir
la brecha de género en cuanto a este derecho humano.

Para mayor comprensión, se anexa cuadro comparativo del
texto legal vigente y de la propuesta que aquí se plantea:

Por lo expuesto, acudimos a esta soberanía a presentar, ini-
ciativa con proyecto de:
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Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de
la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda pa-
ra los Trabajadores, en materia de paridad de género

Único. Se reforma el párrafo primero de los artículos 7o.,
12 y 17 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores, para quedar como sigue:

Artículo 7o. La asamblea general es la autoridad suprema
del instituto, y se integrará en forma tripartita con cuarenta
y cinco miembros, respetando el principio de paridad de
género, designados:

…

…

…

…

…

Artículo 12. El Consejo de Administración estará integra-
do por quince miembros, designados por la asamblea ge-
neral, atendiendo el principio de paridad de género, en
la forma siguiente: cinco a proposición de los representan-
tes del gobierno federal, cinco a proposición de los repre-
sentantes de los trabajadores y cinco a proposición de los
representantes patronales, ante la asamblea general. Por ca-
da consejero propietario se designará un suplente.

…

Artículo 17. La Comisión de Vigilancia se integrará con
nueve miembros nombrados conforme al principio de pa-
ridad de género, de la siguiente forma:

…

…

…

1. a 4. …

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Juárez, B. Participación laboral de las mujeres en México alcanzó ni-
veles históricos en 2022. El Economista, febrero 15, 2023, recuperado
en 

https://www.eleconomista.com.mx/capitalhumano/Participacion-
laboral-de-las-mujeres-en-Mexico-alcanzo-niveles-historicos-en-
2022-20230215-0025.html 

2 Brecha salarial de género, Imco; recuperada en 

https://imco.org.mx/brecha-salarial-de-genero/#:~:text=
En%202022%20la%20brecha%20de,una%20mujer%20reci-
be%2086%20pesos; consultada el 20 de febrero de 2023.

3 Mercado laboral y brechas de género. México cómo vamos, recupe-
rado en 

https://mexicocomovamos.mx/mercado-laboral-y-genero/#semafo-
ros

4 La brecha salarial de género en el empleo formal ha disminuido de
2018 a 2021. Boletín número 04/2022, recuperado en 

https://www.gob.mx/conasami/prensa/la-brecha-salarial-de-gene-
ro-en-el-empleo-formal-ha-disminuido-de-2018-a-2021, consulta-
do el 20 de febrero de 2023.

5 Norma mexicana NMX-R025-SCFI-2015 en Igualdad Laboral y No
Discriminación. Recuperada en 

https://www.gob.mx/inmujeres/documentos/norma-mexicananmx-
r025-scfi-2015-en-igualdad-laboral-y-no-discriminacion 

6 Mujeres en la Administración Pública Federal, Imco. Recuperado en 

https://imco.org.mx/wp-content/uploads/2021/05/20210511_Muje-
res-en-la-APF_ma%CC%81s-alla%CC%81-de-la-foto_Documen-
to.pdf 

7 http://cedoc.inmujeres.gob.mx/documentos_download/100903.pdf 
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8 ¿En qué consiste la paridad de género?, recuperado en

https://www.mujeresyconstitucion.cl/comparte/en-que-consiste-la-
paridad-de-genero/ 

9 https://onuhabitat.org.mx/index.php/mujeres-y-vivienda-adecua-
da#:~:text=La%20situaci%C3%B3n%20desfavorable%20en%20el,Ju
nio%2017%2C%202021

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de marzo de 2023.— Diputa-
das y diputados: Susana Cano González, Rodrigo Sánchez Zepeda,
Yessenia Leticia Olua González, María de Jesús Rosete Sánchez, Juan
Pablo Sánchez Rodríguez, Celestina Castillo Secundino, Gina Gerar-
dina Campuzano González, Félix Durán Ruiz, Socorro Irma Andazola
Gómez, Susana Prieto Terrazas, María Asención Álvarez Solis, Kevin
Ángelo Aguilar Piña, María Sierra Damián, Reynel Rodríguez Muñoz,
Mariana Mancilla Cabrera, Carolina Beauregard Martínez, Janicie
Contreras García, Ana Laura Sánchez Velázquez, Lilia Aguilar Gil,
Rosalinda Domínguez Flores, José Luis Flores Pacheco, Martha Azu-
cena Camacho Reynoso, Elva Agustina Vigil Hernández (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Vivienda, para dictamen, y a
la Comisión de Igualdad de Género, para opinión.

LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN SOCIAL
DE LA VIOLENCIA Y LA DELINCUENCIA

«Iniciativa que reforma el artículo 7o. de la Ley General
para la Prevención Social de la Violencia y la Delincuen-
cia, suscrita por la diputada Lilia Aguilar Gil, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo y diputados inte-
grantes de diversos Grupos Parlamentarios.

Los que suscriben, diputados Lilia Aguilar Gil, Kevin Án-
gelo Aguilar Piña, María Asención Álvarez Solís, Carolina
Beauregard Martínez, Martha Azucena Camacho Reynoso,
Gina Gerardina Campuzano González, Susana Cano Gon-
zález, Janicie Contreras García, Rosalinda Domínguez Flo-
res, José Luis Flores Pacheco, Reynel Rodríguez Muñoz,
María de Jesús Rosete Sánchez, Juan Pablo Sánchez Ro-
dríguez, Rodrigo Sánchez Zepeda, Socorro Irma Andazola
Gómez, Celestina Castillo Secundino, Félix Durán Ruiz,
Julia Licet Jiménez Angulo, Mariana Mancillas Cabrera,
Yessenia Leticia Olua González, Susana Prieto Terrazas,
Ana Laura Sánchez Velázquez, María Sierra Damián, Elva
Agustina Vigil Hernández, integrantes de la Comisión de
Vivienda en la LXV Legislatura de la Cámara de Dipu-

tados del honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someten a consideración de es-
ta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma la fracción I del artículo 7 de la Ley General pa-
ra la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia,
en materia de vivienda adecuada, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
contiene los principios y objetivos de la nación, asimismo,
establece la existencia de órganos de autoridad, sus facul-
tades y limitaciones, así como los derechos de los indivi-
duos y las vías para hacerlos efectivos, por ende, es la ba-
se de la legislación mexicana, es la ley máxima que rige la
vida económica, social y política en México, como fuente
primaria de nuestro sistema jurídico y como norma prima-
ria, al igual que las leyes secundarias no debe ni puede es-
tar estática, como cualquier otra disposición normativa re-
quiere adecuarse a los cambios sociales, históricos y
políticos que surgen de adelantos científicos y tecnológicos
que suceden en la sociedad.1

El fortalecimiento de las leyes permite al Estado imple-
mentar políticas públicas a favor de las personas más vul-
nerables y desprotegidas que son afectadas en su patrimo-
nio, en su alimentación, salud, educación, entre otros
temas, por lo anterior, la armonización de nuestros ordena-
mientos jurídicos es importante y necesario en el cumpli-
miento de los tratados internacionales y el fortalecimiento
de nuestro marco jurídico.

En México, la armonización de las leyes secundarias, son
realizadas con mayor frecuencia ya que a partir de la Refor-
ma Constitucional de 2011, en la cual se modificó el artículo
primero constitucional, misma que fue llamada la Reforma
Constitucional en materia de derechos humanos y consistió
en dar el paso histórico entre la idea de garantías a indivi-
duales al uso del concepto de derechos humanos, que signifi-
ca dejar de ser un Estado garantista para ser un Estado cons-
titucional de derecho y esté velará auténticamente por el
reconocimiento y protección de los derechos fundamentales
de los mexicanos. Pero para lograr este propósito, se deben
de adecuar las leyes ya existentes a los criterios internaciona-
les, es decir, armonizar el marco normativo local, con los tra-
tados internaciones en concordancia con la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.
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El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos refiere que todas las personas gozarán
de los derechos humanos reconocidos en dicha Constitu-
ción y en los tratados internacionales de los que el Estado
Mexicano sea parte, así como de las garantías para su pro-
tección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse,
salvo en los casos y bajo las condiciones que la misma
Constitución establezca.2

A raíz de la reforma constitucional de 2011, en materia de
derechos humanos existe la obligación implícita de armo-
nizar todo el ordenamiento jurídico nacional, a fin de lo-
grar la aplicación, sin límites o excepciones, de las normas
de derechos humanos, de tal manera que las leyes secun-
darias, tanto generales como estatales y códigos, están en
constantes modificaciones sufriendo diversas reformas, de-
rogaciones y adiciones conforme va transcurriendo el tiem-
po, por ello la responsabilidad de los legisladores para rea-
lizar la armonización de los instrumentos jurídicos,
adecuándolos a las necesidades del país y así tener una le-
gislación acorde a los ordenamientos internacionales y la
propia constitución.3

Toda vez que el texto constitucional actual, en su artículo
cuarto, párrafo séptimo, refiere que toda familia tiene dere-
cho a una vivienda digna y decorosa.

Es importante mencionar que, la Declaración Universal de
los Derechos Humanos4, documento elaborado por repre-
sentantes de todas las regiones del mundo con diferentes
antecedentes jurídicos y culturales, fue proclamada por la
Asamblea General de las Naciones Unidas en París, el 10
de diciembre de 1948 en su como un ideal común para to-
dos los pueblos y naciones. 

La Declaración establece los derechos humanos fundamen-
tales que deben protegerse en el mundo, en su artículo 22
señala el derecho de toda persona para satisfacer sus dere-
chos económicos, sociales y culturales, indispensables a su
dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.

De igual manera, en su artículo 25, apartado 1, estable que
toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que
le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y
en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asis-
tencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asi-
mismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfer-
medad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de
sus medios de subsistencia por circunstancias independien-
tes de su voluntad.

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del
Hombre5, en su artículo 11, señala que toda persona tiene
derecho a que su salud sea preservada por medidas sanita-
rias y sociales, relativas a la alimentación, el vestido, la vi-
vienda y la asistencia médica, correspondientes al nivel
que permitan los recursos públicos y los de la comunidad.

El Pacto Internacional de los Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales de 19666 (PIDESC), en su artículo 11,
numeral 1, establece que los Estados Partes reconocen el
derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para
sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda
adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de
existencia. Los Estados parte tomarán medidas apropiadas
para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo
a este efecto la importancia esencial de la cooperación in-
ternacional fundada en el libre consentimiento. Así como la
Declaración Universal se reconoce la vivienda adecuada
como parte de un derecho que se salvaguarda por parte de
los Estados en lo general o en algunos de los elementos que
lo configuran.

El Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre
Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”, de
19887. En su artículo 11, numeral 1, determina el derecho
de toda persona a vivir en un medio ambiente sano y a con-
tar con servicios públicos básicos; mientras que, su artícu-
lo 15, numeral 1, establece que la familia es el elemento
natural y fundamental, por lo que debe ser protegida y en
consecuencia se debe velar por el mejoramiento de su si-
tuación moral y material, en el que se inserta la vivienda.

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales8,
órgano que supervisa la aplicación del Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones
Unidas en la Observancia General9 que brindan orientación
especializada a los Estados Partes con relación a las diversas
obligaciones a las que están sujetos en virtud de un tratado in-
ternacional, estableció que el derecho a la vivienda se en-
cuentra se encuentra íntimamente vinculado a otros derechos
humanos, por lo tanto no es posible hablar de vivienda a se-
cas, sino de vivienda adecuada.

En ese sentido, el Comité consideró que aun cuando la
adecuación de vivienda puede determinarse por diversos
factores, tales como: sociales, económicos, culturales y
climatológicos, es posible identificar algunos aspectos
de ese derecho que, con independencia del contexto de-
ben considerarse y están conformados por siete elemen-

Año II, Segundo Periodo, 26 de abril de 2023 / Apéndice  VI Diario de los Debates de la Cámara de Diputados86



tos de una vivienda adecuada los cuales tiene atributos
cuantificables10:

a) Seguridad jurídica de la tenencia. Todas las perso-
nas deben gozar de un grado de seguridad de tenencia
que les garantice protección legal contra el desahucio, el
hostigamiento u otras amenazas.

b) Disponibilidad de servicios, materiales, facilida-
des e infraestructura. Una vivienda adecuada debe
contener diversos servicios que se consideran indispen-
sables tanto para la salud como para la seguridad, co-
modidad y nutrición. Por lo tanto, las personas deberían
de tener acceso permanente a recursos naturales y co-
munes, a agua potable, a energía para la cocina, la cale-
facción y el alumbrado, a instalaciones sanitarias y de
aseo, de almacenamiento de alimentos, de eliminación
de desechos, de drenaje y a servicios de emergencia

c) Gastos soportables. Implica la obligación para que
los Estados adopten medidas que garanticen que el por-
centaje de los gastos de vivienda sean, en términos ge-
nerales, conmensurados con los niveles de ingreso. Pa-
ra ello, los Estados deben crear subsidios de vivienda
para aquellos que no pueden costearse una, así como
formas y niveles de financiación que correspondan ade-
cuadamente a las necesidades de vivienda.

d) Habitabilidad. Las viviendas adecuadas deben ofre-
cer un espacio que sea adecuado para sus habitantes y
que los proteja del frío, la humedad, el calor, la lluvia, el
viento u otras amenazas para la salud, de riesgos estruc-
turales y de vectores de enfermedad. Debe garantizar
también la seguridad física de los ocupantes.

e) Asequibilidad. Los grupos en situación de desventa-
ja deben tener un acceso pleno y sostenible a los recur-
sos adecuados para conseguir una vivienda. De ahí que
deba garantizarse cierto grado de consideración priori-
taria en esta esfera a: los grupos desfavorecidos como
las personas de edad, los niños, los incapacitados físi-
cos, los enfermos terminales, los individuos VIH positi-
vos, las personas con problemas médicos persistentes,
los enfermos mentales, las víctimas de desastres natura-
les, las personas que viven en zonas que suelen produ-
cirse desastres y otros grupos de personas.

f) Lugar. Una vivienda adecuada deberá encontrarse en
un lugar que permita el acceso a las opciones de empleo,

los servicios de atención a la salud, centros de atención
para niños, escuelas y otros servicios sociales. 

g) Adecuación cultural. La manera y los materiales uti-
lizados para la construcción de las viviendas deben per-
mitir la adecuada expresión de la identidad cultural y la
diversidad de la vivienda.

Atento a lo anterior, la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción11 ha señalado que, el derecho a una vivienda adecua-
da es elemental para el disfrute de otros derechos funda-
mentales pues es necesaria para mantener y fomentar la
salud física y mental, el desarrollo adecuado de la persona,
la privacidad, así como la participación en actividades la-
borales, educativas, sociales y culturales, asimismo, de
conformidad con lo establecido con el artículo 11 del Pac-
to Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y
Culturales de 1966, antes mencionado, considera que una
vivienda digna y decorosa debe reunir las siguientes carac-
terísticas12:

a) Debe garantizarse a todas las personas;

b) No debe interpretarse en un sentido restrictivo; 

c) Para que una vivienda se considere “adecuada” re-
quiere contar con los elementos que garanticen un nivel
mínimo de bienestar a quien la habite, esencialmente,
una infraestructura básica adecuada, que proteja de la
humedad, la lluvia, el viento, así como riesgos estructu-
rales, con instalaciones sanitarias y de aseo, un espacio
especial para preparar e ingerir los alimentos, espacio
adecuado para el descanso, iluminación y ventilación
adecuadas, acceso al agua potable, electricidad, y dre-
naje; y,

d) Los Estados deben adoptar una estrategia nacional de
vivienda para alcanzar el objetivo establecido en el pac-
to internacional de referencia, así como tomar e imple-
mentar las medidas legislativas, administrativas, presu-
puestarias y judiciales adecuadas para la realización
plena de dicho derecho, dentro de las cuales está asegu-
rar a la población recursos jurídicos y mecanismos judi-
ciales para que los gobernados puedan reclamar su in-
cumplimiento, cuando las condiciones de las viviendas
no sean adecuadas o sean insalubres.

La Primera Sala al describir los elementos del derecho a
una vivienda digna y decorosa, tomó en cuenta lo que el
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Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de
la Organización de las Naciones Unidas interpretó en su
Observación General número 4, respecto del derecho de to-
da persona a una vivienda adecuada, incluso señala que, lo
que persigue el artículo 4o. constitucional es que los ciu-
dadanos obtengan lo que debe entenderse por una vivienda
adecuada, lo cual no se satisface con el mero hecho de que
las personas tengan un lugar para habitar, cualquiera que
éste sea; sino que para que ese lugar pueda considerarse
una vivienda adecuada, debe cumplir necesariamente con
un estándar mínimo.

De igual manera, la Agenda 2030 para el Desarrollo Soste-
nible13, es un llamado amplio e incluyente a todos los ac-
tores públicos, privados, de la sociedad civil y la academia
para involucrarse en el cumplimiento de los 17 ODS, con
miras a lograr un futuro de bienestar sostenido, donde na-
die se quedé atrás.

Una vivienda adecuada contribuye de forma significativa
para avanzar con los Objetivos de Desarrollo Sostenible, la
vivienda promueve condiciones para aliviar la pobreza ex-
trema, y otras dimensiones de pobreza, al garantizar que to-
das las personas, en particular las pobres y las vulnerables,
tengan el mismo derecho a recursos económicos y acceso
a los servicios básicos, y al reducir las situaciones, exposi-
ción y vulnerabilidad a fenómenos climáticos14.

La vivienda con instalaciones adecuadas para la provisión
de agua y saneamiento contribuye directamente a lograr el
acceso universal y equitativo al agua potable a un precio
asequible para todos, a mejorar los servicios de sanea-
miento e higiene adecuados, a mejorar la calidad del agua
reduciendo su contaminación y a incrementar el uso efi-
ciente de los recursos hídricos. Cuando la vivienda tiene
una adecuada localización, fuera de zonas de riesgo y alto
valor ecológico, también contribuye al restablecimiento de
los ecosistemas.

La vivienda es una de las condiciones sociales básicas
que determinan la igualdad y la calidad de vida de las
personas.15

Con fecha 28 de febrero de 2022, la Comisión de Puntos
Constitucionales de la Cámara de Diputados aprobó la el
dictamen por el que se reforma el párrafo séptimo del ar-
tículo 4o. de la Constitución, en materia de vivienda ade-
cuada, que se aprobó quedando de la siguiente manera:

“Toda persona tiene derecho a disfrutar de una vivienda
adecuada. La ley establecerá los instrumentos y apoyos
necesarios a fin de alcanzar tal objetivo.”

El pasado 29 de septiembre esta honorable Cámara de
Diputados ha aprobado modificaciones al artículo 4o. de la
Constitución, mediante una iniciativa presentada por la que
suscribe, cuyo objetivo fue plasmar en nuestra carta funda-
mental, el concepto de vivienda adecuada.

Cobra importancia por tanto que la vivienda cuente con
instalaciones adecuadas para la provisión de agua y sanea-
miento, pues contribuye directamente a lograr el acceso
universal y equitativo al agua potable de forma asequible,
a mejorar los servicios de saneamiento e higiene adecua-
dos, la calidad del agua reduciendo su contaminación.

La vivienda es una de las condiciones sociales básicas que
determinan la igualdad y la calidad de vida de las personas.

Con esta reforma, se pretende cumplir con la obligación
implícita de armonizar todo el ordenamiento jurídico na-
cional, a fin de lograr la aplicación, sin límites o excepcio-
nes, de las normas de derechos humanos, conforme a lo es-
tipulado en el artículo primero constitucional.

En consecuencia, propongo reformar la fracción I del ar-
tículo 7 de la Ley General para la Prevención Social de la
Violencia y la Delincuencia, proponiendo las siguientes
modificaciones:

Por lo expuesto, acudimos a esta soberanía a presentar la
siguiente iniciativa con proyecto de:
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Decreto que reforma la fracción I del artículo 7 de la
Ley General para la Prevención Social de la Violencia y
la Delincuencia, en materia de vivienda adecuada

Único. Se reforma la fracción I del artículo 7 de la Ley Ge-
neral para la Prevención Social de la Violencia y la Delin-
cuencia para quedar como sigue:

Artículo 7. …

I. Programas integrales de desarrollo social, cultural y
económico que no produzcan estigmatización, incluidos
los de salud, educación, vivienda adecuada, empleo,
deporte y desarrollo urbano;

II. a VI. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Armonización Normativa, Arturo Garita Alonso, México SE, 2015, 

https://www.senado.gob.mx/BMO/pdfs/parlamentarios/pdfs/ar-
mo_Normativa.pdf

2 Artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

3 Retos y propuestas para la armonización estatal en materia de dere-
chos humanos, Jorge Ulises Carmona Tinoco, Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas de la UNAM

http://www.file:///C:/Users/user/Documents/AGENDA%20LE-
GISLATIVA%201er%20PERIODO%203ER%2 0a%C3%B1o%2
0de%20EJERCICIO/INICIATIVA%20EN%20MATERIA%20DE
%20INTEGRACION%20F AMILIAR/retos-y-propuestas-para-la-
armonizacion-estatal-en-materia-de-derechos-humanos.pdf

4 Organización de las Naciones Unidas, La Declaración Universal de
Derechos Humanos, Asamblea General de las Naciones Unidas en Pa-
rís 1948

https://www.ohchr.org/EN/UDHR/Documents/UDHR_Transla-
tions/spn.pdf

5 Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de
1948, Aprobada en la Novena conferencia Internacional Americana
Bogotá, Colombia, 1948,

https://www.oas.org/dil/esp/declaraci%C3%B3n_americana_de_lo
s_derechos_y_deberes_del_hombre_1948.pdf

6 Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales de 1966, Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión
por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de di-
ciembre de 1966, Entrada en vigor internacional: 3 de enero de 1976,
de conformidad con el artículo 27, entrada en vigor para México a par-
tir del 23 de junio de 1981, 

https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cescr.aspx

7 El Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
“Protocolo de San Salvador” fue adoptado en San Salvador el 17 de
noviembre de 1988, en vigor internacional a partir del 16 de noviem-
bre de 1999, en vigor para México a partir de la misma fecha.

http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-52.html#:~:text=
Los%20Estados%20partes%20en%20el,disponibles%20y%20to-
mando%20en%20cuenta

8 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, El Comité
se creó en virtud de la Resolución Ecosoc 1985/17* del 28 de mayo de
1985 para llevar a cabo las funciones de seguimiento asignadas al Con-
sejo Económico y Social de las Naciones Unidas (Ecosoc) en la Parte
IV del Pacto. 

https://www.ohchr.org/sp/hrbodies/cescr/pages/cescrindex.aspx

9 Observaciones generales aprobadas por el Comité de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, 

https://conf-dts1.unog.ch/1%20spa/tradutek/derechos_hum_base/
cescr/00_1_obs_grales_cte%20dchos%20ec%20soc%20cult.
html

10 Organización de las Naciones Unidas, Elementos de una vivienda
adecuada, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

https://onuhabitat.org.mx/index.php/elementos-de-una-vivienda-
adecuada

11 Derecho fundamental a una vivienda digna y decorosa. Su conteni-
do no se agota con la infraestructura básica adecuada de aquélla, sino
que debe comprender el acceso a los servicios públicos básicos, Tesis

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 26 de abril de 2023 / Apéndice  VI89



aislada, Primera Sala, Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación, Libro 19, junio de 2015, Tomo I, página 583 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/Reportes/ReporteDE.aspx
?idius=2009348&Tipo=1#:~:text=DERECHO%20FUNDAMEN-
TAL%20A%20UNA%20VIVIENDA,en%20la%20tesis%20aisla-
da%201a.

12 Derecho fundamental a una vivienda digna y decorosa. Su contenido
a la luz de los tratados internacionales, Tesis: 1a. CXLVIII/2014 (10a.),
Tesis aislada, Primera Sala, Décima Época, Gaceta del Semanario Judi-
cial de la Federación, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, página 801 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/Reportes/ReporteDE.aspx
?idius=2006171&Tipo=1#:~:text=El%20art%C3%ADcu-
lo%2011%2C%20numeral%201,las%20medidas%20apropia-
das%20para%20asegurar

13 Organización de las Naciones Unidas, Agenda 2030: Objetivos de
Desarrollo Sostenible, 

https://onu.org.gt/objetivos-de-desarrollo/#:~:text=La%20Agen-
da%20de%20Desarrollo%202030,el%20planeta%20y%20la%20p
rosperidad.&text=Los%20ODS%20est%C3%A1n%20formula-
dos%20para,cambio%20clim%C3%A1tico%20a%20nivel%20mu
ndial.

14 Secretaría de Gobierno, Jefatura de la Oficina de Presidencia, Agen-
da 2030 en México: vivienda Sostenible, 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/574044/Agen-
da_2030_en_Me_xico_-_vivienda_sostenible.pdf

15 Organización de las Naciones Unidas, Contribución de la vivienda
al cumplimiento de la Agenda 2030, 

https://onuhabitat.org.mx/index.php/contribucion-de-la-vivienda-
al-cumplimiento-de-la-agenda-2030

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de marzo de 2023.— Diputa-
das y diputados: Susana Cano González, Rodrigo Sánchez Zepeda,
Yessenia Leticia Olua González, María de Jesús Rosete Sánchez, Juan
Pablo Sánchez Rodríguez, Celestina Castillo Secundino, Gina Gerar-
dina Campuzano González, Félix Durán Ruiz, Socorro Irma Andazola
Gómez, Susana Prieto Terrazas, María Asención Álvarez Solis, Kevin
Ángelo Aguilar Piña, María Sierra Damián, Reynel Rodríguez Muñoz,
Mariana Mancilla Cabrera, Carolina Beauregard Martínez, Janicie
Contreras García, Ana Laura Sánchez Velázquez, Lilia Aguilar Gil,
Rosalinda Domínguez Flores, José Luis Flores Pacheco, Martha Azu-
cena Camacho Reynoso, Elva Agustina Vigil Hernández (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para
dictamen, y a la Comisión de Vivienda, para opinión.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que adiciona el artículo 250 del Código Penal
Federal, a cargo de la diputada Julieta Andrea Ramírez Pa-
dilla, del Grupo Parlamentario de Morena.

La que suscribe, Julieta Andrea Ramírez Padilla, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena en la Cámara de
Diputados de la LXV Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía iniciativa que adiciona la fracción V al artículo 250
del Código Penal Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La función legislativa tiene entre sus fines el adecuar las
normas a la realidad y dinámica actual de la sociedad.

Los legisladores asumimos el deber de atender las necesi-
dades sociales en todas sus dimensiones, siendo una de és-
tas los referentes a la salud y las relativas a las consecuen-
cias de la práctica médica.

En los últimos años y derivado de las condiciones socioe-
conómicas de nuestro principal vecino del norte: Estados
Unidos de América, se ha generado un incremento en la
oferta de servicios de prestación de servicios quirúrgicos
de naturaleza estética en territorio mexicano.

Esto ha significado un importante aumento de tales servi-
cios en lo que se denomina clúster o agrupamiento médico
sobre todo en la región fronteriza.

Pero también, como todo avance y progreso, no dejan de
aparecer los desafíos de actualización normativa, de inspec-
ción, verificación, control y supervisión de quienes prestan
servicios de especialidad médica, lo que conlleva la necesi-
dad de actualizar normas y procedimientos para armonizar-
los a las dinámicas presentes.

El desafío es también, lograr que las malas prácticas médi-
cas no queden impunes y exista una consecuencia jurídica
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que prevenga e inhiba su multiplicación en perjuicio de los
usuarios de estos servicios, que documentado está, en un
mayor porcentaje son solicitados por extranjeros.1

Recientemente, el gobierno de Baja California adecuó su
norma penal, así como su Ley de Salud para alcanzar estos
propósitos a través de una iniciativa de la Gobernadora
Marina del Pilar Ávila Olmeda, presentada: 29 de julio de
2022 y aprobada por el pleno con 18 votos de 25 integran-
tes el 16 de febrero de 2023.2

La propuesta ya aprobada y publicada3 busca sancionar a
los profesionistas del sector salud que lleven a cabo proce-
dimientos de especialidad médica sin las debidas acredita-
ciones, así como establecer una Comisión de Vigilancia en
materia de servicios médicos públicos.

A escala nacional, hay conforme al artículo 81 de la Ley
General de Salud, el Comité Normativo Nacional de Con-
sejos de Especialidades Médicas el que tendrá la naturale-
za de organismo auxiliar de la administración pública fe-
deral a efecto de supervisar el entrenamiento, habilidades,
destrezas y calificación de la pericia que se requiere para la
certificación y recertificación de la misma en las diferentes
especialidades de la medicina reconocidas por el Comité y
en las instituciones de salud oficialmente reconocidas ante
las autoridades correspondientes.

El mismo precepto invocado, precisa que los Consejos de Es-
pecialidades Médicas que tengan la declaratoria de idoneidad
y que estén reconocidos por el Comité Normativo Nacional
de Consejos de Especialidades Médicas, constituido por la
Academia Nacional de Medicina de México, la Academia
Mexicana de Cirugía y los Consejos de Especialidad miem-
bros, están facultados para expedir certificados de su respec-
tiva especialidad médica y que para la expedición de la cédu-
la de médico especialista las autoridades educativas
competentes solicitarán la opinión del Comité Normativo
Nacional de Consejos de Especialidades Médicas.

Así, el precedente legislativo a que me refiero materializó
los siguientes objetivos y avances: 

1. Instaurar la suspensión del ejercicio de la profesión
médica por el mismo tiempo de la pena de prisión.

2. Sancionar con 6 meses a 6 años de prisión, a los mé-
dicos que realicen procedimientos quirúrgicos de espe-
cialidad médica, sin contar con cédula de especialidad y

certificado vigente otorgado por el Consejo de Especia-
lidad Médica correspondiente a la rama médica de la
que derive dicho procedimiento.

3. Crear un organismo interno y colegiado en las insti-
tuciones públicas de salud del Estado (Comisión de Vi-
gilancia de Servicios de Salud Pública), cuyo objeto es
identificar y solventar las necesidades materiales, hu-
manas y económicas de dichas instituciones.

De esta manera desde un enfoque social, en Baja Califor-
nia, la población se verá protegida con estas reformas, y
tendrá garantizado que cuando busquen un servicio médi-
co será atendida por profesionistas debidamente certifica-
dos, así como ser recibida en instalaciones que cumplan
con un estándar alto de calidad en servicios médicos y sin
carencias de insumos o tecnología necesaria para el ejerci-
cio médico.

Conforme a esta perspectiva y un análisis de la legisla-
ción sustantiva penal, puede advertirse la necesidad y
oportunidad de adecuar el Código Penal Federal, en lo
que concierne al delito de usurpación de profesiones, a
efecto de producir una nueva hipótesis normativa que
proteja el bien jurídico tutelado de la salud, de todos los
mexicanos, ante este flagelo de personas sujetas activas
del delito que sin estar autorizadas y reconocidas realizan
operaciones de especialidad médica de riesgo para la vi-
da e integridad de las personas. 

La finalidad de esta reforma es evitar el vacío punitivo que
existe y combatir estas malas prácticas que dañan a los pa-
cientes y que vulneran nuestro gran avance nacional en las
prácticas médicas, que han sido y son, un atractivo de na-
turaleza turística cuyos segmentos –se ha precisado– pro-
ceden de Estados Unidos de América, Canadá y el Reino
Unido.

En los últimos años ha aumentado el número de cirugías
estéticas. De acuerdo con estadísticas de asociaciones in-
ternacionales, México ocupa el tercer lugar mundial (des-
pués de Estados Unidos y Brasil), aunque es necesario sa-
ber que en esta área ejercen algunos médicos generales
improvisados y otros profesionales sin especialización, lo
que implica graves riesgos, desde no obtener los resultados
esperados hasta la muerte. Lo anterior lo explica Antonio
Fuente del Campo, académico de la Facultad de Medicina
de la UNAM, quien destacó en artículo de la Gaceta de la
misma universidad, que el aumento de cirugías estéticas
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también se debe a que actualmente muchas de estas inter-
venciones se realizan con anestesia local, lo que ha reduci-
do el costo y el temor en los pacientes.4

El cirujano plástico cuya fuente se cita, alertó, últimamen-
te se ha distorsionado el concepto de cirugía estética y de-
bido a esta confusión se engaña a las personas. “En la ci-
rugía plástica, la estética requiere mayores conocimientos
y experiencia”.

Si se tomó la decisión de hacerse un procedimiento de este ti-
po, Fuente del Campo recomendó buscar un médico cirujano
plástico certificado por el Consejo Mexicano de Cirugía Plás-
tica, Estética y Reconstructiva, que de preferencia forme par-
te de la Asociación Mexicana de Cirugía Plástica, Estética y
Reconstructiva. “Ahí se cuenta con un comité de ética que
controla a los profesionales para que hagan bien su trabajo y
se actualicen constantemente”.

Conforme a estas perspectivas y circunstancias, la presen-
te iniciativa propone: 

A) Fortalecer el tipo penal de usurpación de profesión,
ampliando su esfera de protección y aportando una tipi-
cidad punible para la conducta especifica.

B) Proteger como bien jurídico tutelado de manera más
amplia y concreta posible en beneficio de la salud e in-
tegridad de los usuarios de estos servicios.

C) Generar las condiciones jurídicas para inhibir y san-
cionar ejemplarmente a quien lleve a cabo estos servi-
cios de especialidad médica, sin acreditar su reconoci-
miento.

D) Establecer condiciones para el combate a la impuni-
dad ante estos sucesos en donde resulta inadmisible la
sustracción de la justicia federal por falta de tipicidad y
taxatividad.

Refuerza como criterio orientador a la motivación y jus-
tificación, así como para la redacción legislativa, la si-
guiente tesis, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de
Justicia: 

Salud. Los artículos 272 Bis 1 de la ley general rela-
tiva y 95 Bis 4 de su reglamento en materia de pres-
tación de servicios de atención médica no transgre-
den el principio de igualdad.

Los preceptos citados, al prever que la cirugía plástica, es-
tética y reconstructiva relacionada con cambiar o corregir
el contorno o forma de diferentes zonas o regiones de la ca-
ra y del cuerpo deberá efectuarse en establecimientos o
unidades médicas con licencia sanitaria vigente, atendidos
por profesionales de la salud especializados en dichas ma-
terias, conforme a lo establecido por el artículo 272 Bis de
la Ley General de Salud, y que únicamente podrán reali-
zar dichos procedimientos los médicos con título profesio-
nal y cédula de especialidad, otorgada por autoridad edu-
cativa y certificación expedida por el Consejo de la
Especialidad en una rama quirúrgica de la medicina, am-
bos en términos de los diversos 78 y 81 de la ley aludida,
respectivamente, no violan el principio de igualdad conte-
nido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en relación con quienes tie-
nen cédula de maestría en cirugía estética, porque el grado
de especialista en cirugía plástica y reconstructiva y el de
maestro en cirugía estética no son equiparables, pues el de
especialidad obtenido mediante el Sistema Nacional de
Residencias es consecuencia de un procedimiento altamen-
te reglado en el que intervienen dependencias y entidades
del Sistema Nacional de Salud y del Sistema Educativo
Nacional, mientras que el grado académico de maestría lo
otorga una institución educativa que no forma parte del
Sistema Nacional de Residencias, que si bien tiene recono-
cimiento de validez oficial, no se sujeta a los mismos pro-
cedimientos y fines que aquél, por lo que no puede existir
comparación entre ambos grados.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de julio de 2017, a las
10:14 horas, en el Semanario Judicial de la Federación.

Por lo expuesto y con fundamento en las disposiciones se-
ñaladas se presenta a consideración de esta asamblea ini-
ciativa con proyecto de

Decreto que adiciona la fracción V al artículo 250 del
Código Penal Federal

Único. Se adiciona la fracción V al artículo 250 del Códi-
go Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 250. …

I. a IV. …

V. Al que lleve a cabo un procedimiento quirúrgico de
especialidad médica, sin contar con cédula expedida por
la autoridad competente y con certificado vigente otor-
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gado por los Consejos de Especialidades Médicas reco-
nocidos por el Comité Normativo Nacional de Consejos
de Especialidades Médicas, conforme a la Ley General
de Salud que corresponda a la rama y/o práctica médica
de la que derive el procedimiento, además de la pena y
multa prevista por este artículo se le inhabilitará para
ejercer la profesión médica por el mismo tiempo de la
pena de prisión. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Turismo médico en Tijuana en riesgo tras muertes por cirugías plás-
ticas, Telemundo San Diego (20) (telemundo20.com)

2 20230216_58_GOBERNACION.pdf (congresobc.gob.mx)

3 Artículo 260. Fue reformado por el decreto número 212, publicado
en el Periódico Oficial 9-1, de fecha 22 de febrero de 2023, número es-
pecial, tomo CXXX; expedido por la XXIV Legislatura, siendo gober-
nadora constitucional la ciudadana Marina del Pilar Ávila Olmeda
2021-2027.

4 “México, tercer país en cirugías plásticas”, en Gaceta UNAM.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de 2023.— Diputada
Julieta Ramírez Padilla (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen, y a
la Comisión de Salud, para opinión.

LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS 
ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 181 de la Ley de Ampa-
ro, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita
por la diputada Ana Laura Sánchez Velázquez, y diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

La suscrita, Ana Laura Sánchez Velázquez, diputada inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-

nal en la LXV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 1,
fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
ranía iniciativa con proyecto de decreto por el cual se mo-
difica el artículo 181 de la Ley de Amparo Reglamentaria
de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, conforme a la siguiente

Exposición de motivos 

El juicio de amparo es el medio de control constitucional
por excelencia a favor de los gobernados, a través del cual;
las autoridades judiciales competentes del país, realizan un
análisis de la constitucionalidad de los actos de autoridad
sometidos a su potestad, ello a la luz de los conceptos de
violación planteados por el quejoso; por lo cual, a fin de
garantizar la efectividad de los medios de control de cons-
titucionalidad, resulta necesario que la Ley de Amparo Re-
glamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su redacción
y contenido, respete, proteja y garantice los derechos tanto
procesales como sustantivos de las partes en el juicio de
amparo.

Ahora bien, los artículos 1o. y 17 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, consagran respecti-
vamente el principio pro persona, así como el derecho de
acceso a la impartición de justicia en favor de todos los go-
bernados, la primera de las disposiciones en cuestión esta-
blece la obligación ineludible de toda autoridad de promo-
ver, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos
de conformidad con los principios de universalidad, inter-
dependencia, indivisibilidad y progresividad, debiendo
adoptarse en todo momento la interpretación más favorable
al derecho humano de que se trate, por su parte el referido
numeral 17 consagra el derecho de todo gobernado a que
se le administre justicia por tribunales que estarán expedi-
tos para impartirla en los plazos y términos que fijen las le-
yes, lo que de suyo implica que la debida labor legislativa
se ve reflejada en una redacción clara y precisa, que per-
mita cabalmente el ejercicio, cumplimiento y respeto de las
garantías procesales.

Ahora bien, tratándose del amparo directo, el artículo 181
de la Ley de la materia establece dos figuras a saber: el am-
paro adhesivo y los alegatos. Dicha disposición constitu-
cional señala:
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“Artículo 181. Si el presidente del tribunal colegiado de
circuito no encuentra motivo de improcedencia o defec-
to en el escrito de demanda, o si este último fuera sub-
sanado, la admitirá y mandará notificar a las partes el
acuerdo relativo, para que en el plazo de quince días
presenten sus alegatos o promuevan amparo adhesivo.”

(énfasis añadido)

Así, de una interpretación literal o gramatical del texto en
cuestión, se advierte que no se permite la coexistencia de
ambas figuras (alegatos y amparo adhesivo), pues señala
que, una vez admitido el amparo, mandará notificar a las
partes para que en el plazo de quince días presenten sus
alegatos o promuevan amparo adhesivo.

Así, la ambigüedad de la norma fue abordada por el hono-
rable Segundo Tribunal Colegiado en materia del Trabajo
del Séptimo Circuito del Poder Judicial de la Federación,
en el amparo directo 868/2019, asunto que dio lugar a la te-
sis con rubro: “Amparo adhesivo y alegatos. El artículo
181 de la Ley de Amparo, al establecer que en el amparo
directo el tercero interesado sólo puede ejercer una de esas
figuras jurídicas, es inconstitucional [abandono de la tesis
aislada VII.2o.T.14 K (10a.)].” Tanto en dicho criterio, co-
mo en la sentencia dictada en el expediente de amparo re-
ferido, el Tribunal Colegiado concluyó esencialmente que
de una interpretación literal del artículo 181 de la Ley de
Amparo referente a que, una vez admitido el amparo “man-
dará notificar a las partes el acuerdo relativo, para que en
el plazo de quince días presenten sus alegatos “o” promue-
van amparo adhesivo” (énfasis añadido); se advierte que,
dicha disposición otorga la posibilidad a las partes para que
aleguen “o” promuevan amparo adhesivo, pero no para que
puedan ejercer ambas, por esa razón el Tribunal Colegiado
en comento consideró que el artículo 181 de la Ley de Am-
paro deviene inconstitucional al limitar los derechos huma-
nos contenidos en los artículos 1o. y 17 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que li-
mita a los gobernados a interponer, o bien, el amparo ad-
hesivo o alegatos, durante la tramitación del juicio de am-
paro directo, lo de que de suyo impide el acceso a un
debido proceso en un plano de igualdad procesal.

Por último, cabe señalar que el Tribunal Colegiado en co-
mento arribó a la conclusión antes señalada, al considerar
que existe la expresión “o”, atendiendo a su sintaxis esta-
blecida en el diccionario de la Real Academia Española se
define como: 

“Conjunción disyuntiva. 1. f. Gram. Conjunción coordi-
nante que une elementos sintácticos mediante disyun-
ción.”

De modo que, a juicio del órgano colegiado al insertarse en
el texto del artículo 181 de la Ley de Amparo la conjunción
disyuntiva “o”, que significa desunión, una alternativa en-
tre dos cosas, resulta claro en su redacción se limita a las
partes en el juicio de amparo, a interponer amparo adhesi-
vo o alegatos.

Tesis que sustenta la reforma
Registro digital: 2022820
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Décima Época
Materias(s): Constitucional, Común
Tesis: VII.2o.T.69 K (10a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
Libro 84, Marzo de 2021, Tomo IV, página 2716
Tipo: Aislada

Amparo adhesivo y alegatos. El artículo 181 de la Ley
de Amparo, al establecer que en el amparo directo el ter-
cero interesado sólo puede ejercer una de esas figuras
jurídicas, es inconstitucional [abandono de la tesis aisla-
da VII.2o.T.14 K (10a.)].

Hechos: El artículo 181 de la Ley de Amparo vigente,
en su interpretación gramatical o literal como primer
método exegético, no permite la coexistencia del ampa-
ro adhesivo y de los alegatos accionados por el tercero
interesado en un juicio de amparo directo.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito,
al realizar un control de regularidad constitucional difu-
so o ex officio del artículo 181 de la Ley de Amparo, de-
termina que éste es inconstitucional, pues limita al ter-
cero interesado a interponer el amparo adhesivo o los
alegatos durante la tramitación del juicio de amparo di-
recto y, por ende, Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción

Registro digital: 2022820
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Décima Época
Materias(s): Constitucional, Común
Tesis: VII.2o.T.69 K (10a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
Libro 84, Marzo de 2021, Tomo IV, página 2716
Tipo: Aislada
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Amparo adhesivo y alegatos. El artículo 181 de la Ley
de Amparo, al establecer que en el amparo directo el ter-
cero interesado sólo puede ejercer una de esas figuras
jurídicas, es inconstitucional [abandono de la tesis aisla-
da VII.2o.T.14 K (10a.)].

Hechos: El artículo 181 de la Ley de Amparo vigente,
en su interpretación gramatical o literal como primer
método exegético, no permite la coexistencia del ampa-
ro adhesivo y de los alegatos accionados por el tercero
interesado en un juicio de amparo directo.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito,
al realizar un control de regularidad constitucional difu-
so o ex officio del artículo 181 de la Ley de Amparo, de-
termina que éste es inconstitucional, pues limita al ter-
cero interesado a interponer el amparo adhesivo o los
alegatos durante la tramitación del juicio de amparo di-
recto y, por ende, vulnera el principio pro persona, al
contrariar los derechos humanos contenidos en los artí-
culos 1o. y 17 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Justificación: Lo anterior es así, porque este órgano co-
legiado, en una nueva reflexión, se aparta del criterio de
mayoría sostenido en integración anterior, en donde se
expuso que tanto el amparo adhesivo como los alegatos
propuestos por la parte interesada podían coexistir en un
plano de mera legalidad, durante la tramitación del jui-
cio de amparo directo, acorde con lo previsto en la par-
te final del artículo 181 de la Ley de Amparo vigente,
que dice: “...para que en el plazo de quince días presen-
ten sus alegatos o promuevan amparo adhesivo”; sin
embargo, en su interpretación gramatical o literal, si el
legislador de la norma de amparo insertó una conjun-
ción disyuntiva “o” en su texto, que significa desunión,
apartar, una alternativa entre dos cosas –entre presentar
alegatos “o” promover amparo adhesivo–, resulta claro
en su redacción de limitar al gobernado a interponer uno
u otro; redacción que no supera un test de constitucio-
nalidad estricto, pues si bien la norma pudiera perseguir
un propósito constitucionalmente admisible, como es el
dotar al tercero interesado en el juicio de amparo direc-
to de las herramientas necesarias para contrarrestar los
argumentos del quejoso principal, o bien, para fortalecer
las consideraciones de la responsable, lo cierto es que al
estar de por medio la mencionada conjunción disyunti-
va “o”, ello impide considerar que dicha norma esté to-
talmente encaminada a la consecución de esa finalidad,
lo que hace pensar, en su caso, que tal precepto no al-

canza el fin buscado. Sobre todo, porque el legislador
señaló que la parte tercera interesada contendiente en un
juicio de amparo directo, una vez admitida la demanda
y notificada de la misma, cuenta con el plazo de quince
días para optar por presentar o promover alguno de los
dos medios de actuación (alegatos o amparo adhesivo);
empero, no para que presente o promueva ambos en un
mismo controvertido de amparo. Tal circunstancia re-
dunda en la inconstitucionalidad del precepto reglamen-
tario en cita, pues es claro que limita el accionar del go-
bernado, obligándolo a actuar en una u otra forma, lo
que hace aún más notoria la inconstitucionalidad, si se
toma en cuenta que si bien tanto los alegatos como el
amparo adhesivo persiguen fines distintos, debe enton-
ces asumirse que la forma en que fue redactado ese pre-
cepto, ocupando la conjunción disyuntiva “o”, lo que de
acuerdo con la regla de ortografía no significa alternan-
cia entre diferentes hipótesis sino, por el contrario, sirve
para separar las oraciones entre cuyo sentido hay proxi-
midad, lo que implica que una hipótesis excluye a la
otra. Siendo entonces que dicho precepto es contrario a
los derechos humanos contenidos en los artículos 1o. y
17 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, vulnerando el principio pro persona, pues
limita a los gobernados a interponer o bien el amparo
adhesivo o alegatos, durante la tramitación del juicio de
amparo directo; así, también impide el acceso a un de-
bido proceso que garantice la igualdad entre las partes.
Consecuencia de ese vicio, es inaplicar dicha norma pa-
ra permitir la coexistencia de ambas figuras jurídicas,
esto es, de los alegatos y del amparo adhesivo.

Segundo Tribunal Colegiado en materia de Trabajo del
Séptimo Circuito.

Amparo directo 868/2019. 8 de octubre de 2020. Una-
nimidad de votos; con voto concurrente del Magistrado
Juan Carlos Moreno Correa. Ponente: Jorge Toss Capis-
trán. Secretario: Arturo Navarro Plata.

Nota: La presente tesis abandona el criterio sostenido por
el propio tribunal, en la diversa VII.2o.T.14 K (10a.), de tí-
tulo y subtítulo: “Amparo adhesivo y alegatos. en atención
al principio pro persona y al derecho fundamental de acce-
so a la justicia, el tercero interesado puede hacer valer am-
bos, porque su finalidad, objeto y materia no se contrapo-
nen, al ser complementarios (interpretación del artículo
181 de la Ley de Amparo).”, publicada en el Semanario Ju-
dicial de la Federación del viernes 18 de noviembre de
2016 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judi-
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cial de la Federación, Décima Época, Libro 36, Tomo IV,
noviembre de 2016, página 2298, con número de registro
digital: 2013093. 

En relación con el alcance de la presente tesis, destaca
la diversa aislada 1a. V/2020 (10a.), de título y subtítu-
lo: “Amparo adhesivo y formulación de alegatos. Sus
formalidades, materia y alcances son distintos.”, publi-
cada en el Semanario Judicial de la Federación del vier-
nes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas y en la Gace-
ta del Semanario Judicial de la Federación, Décima
Época, Libro 74, Tomo I, enero de 2020, página 647,
con número de registro digital: 2021444. 

Esta tesis refleja un criterio firme sustentado por un Tri-
bunal Colegiado de Circuito al resolver un juicio de am-
paro directo, por lo que atendiendo a la tesis P. LX/98,
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, septiembre de 1998,
página 56, con número de registro digital: 195528, de
rubro: “Tribunales Colegiados de Circuito. Aunque las
consideraciones sobre constitucionalidad de leyes que
efectúan en los juicios de amparo directo, no son aptas
para integrar jurisprudencia, resulta útil la publicación
de los criterios.”, no es obligatorio ni apto para integrar
jurisprudencia. 

Esta tesis se publicó el viernes 12 de marzo de 2021 a
las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federa-
ción de los Estados Unidos Mexicanos.

Justificación: Lo anterior es así, porque este órgano co-
legiado, en una nueva reflexión, se aparta del criterio de
mayoría sostenido en integración anterior, en donde se
expuso que tanto el amparo adhesivo como los alegatos
propuestos por la parte interesada podían coexistir en un
plano de mera legalidad, durante la tramitación del jui-
cio de amparo directo, acorde con lo previsto en la par-
te final del artículo 181 de la Ley de Amparo vigente,
que dice: “...para que en el plazo de quince días presen-
ten sus alegatos o promuevan amparo adhesivo”; sin
embargo, en su interpretación gramatical o literal, si el
legislador de la norma de amparo insertó una conjun-
ción disyuntiva “o” en su texto, que significa desunión,
apartar, una alternativa entre dos cosas –entre presentar
alegatos “o” promover amparo adhesivo–, resulta claro
en su redacción de limitar al gobernado a interponer uno
u otro; redacción que no supera un test de constitucio-
nalidad estricto, pues si bien la norma pudiera perseguir
un propósito constitucionalmente admisible, como es el

dotar al tercero interesado en el juicio de amparo direc-
to de las herramientas necesarias para contrarrestar los
argumentos del quejoso principal, o bien, para fortalecer
las consideraciones de la responsable, lo cierto es que al
estar de por medio la mencionada conjunción disyunti-
va “o”, ello impide considerar que dicha norma esté to-
talmente encaminada a la consecución de esa finalidad,
lo que hace pensar, en su caso, que tal precepto no al-
canza el fin buscado. Sobre todo, porque el legislador
señaló que la parte tercero interesada contendiente en un
juicio de amparo directo, una vez admitida la demanda
y notificada de la misma, cuenta con el plazo de quince
días para optar por presentar o promover alguno de los
dos medios de actuación (alegatos o amparo adhesivo);
empero, no para que presente o promueva ambos en un
mismo controvertido de amparo. Tal circunstancia re-
dunda en la inconstitucionalidad del precepto reglamen-
tario en cita, pues es claro que limita el accionar del go-
bernado, obligándolo a actuar en una u otra forma, lo
que hace aún más notoria la inconstitucionalidad, si se
toma en cuenta que si bien tanto los alegatos como el
amparo adhesivo persiguen fines distintos, debe enton-
ces asumirse que la forma en que fue redactado ese pre-
cepto, ocupando la conjunción disyuntiva “o”, lo que de
acuerdo con la regla de ortografía no significa alternan-
cia entre diferentes hipótesis sino, por el contrario, sirve
para separar las oraciones entre cuyo sentido hay proxi-
midad, lo que implica que una hipótesis excluye a la
otra. Siendo entonces que dicho precepto es contrario a
los derechos humanos contenidos en los artículos 1o. y
17 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, vulnerando el principio pro persona, pues
limita a los gobernados a interponer o bien el amparo
adhesivo o alegatos, durante la tramitación del juicio de
amparo directo; así, también impide el acceso a un de-
bido proceso que garantice la igualdad entre las partes.
Consecuencia de ese vicio, es inaplicar dicha norma pa-
ra permitir la coexistencia de ambas figuras jurídicas,
esto es, de los alegatos y del amparo adhesivo.

Segundo Tribunal Colegiado en materia de Trabajo del
Séptimo Circuito.

Amparo directo 868/2019. 8 de octubre de 2020. Una-
nimidad de votos; con voto concurrente del Magistrado
Juan Carlos Moreno Correa. Ponente: Jorge Toss Capis-
trán. Secretario: Arturo Navarro Plata.

Nota: La presente tesis abandona el criterio sostenido por
el propio tribunal, en la diversa VII.2o.T.14 K (10a.), de tí-
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tulo y subtítulo: “Amparo adhesivo y alegatos. En atención
al principio pro persona y al derecho fundamental de acce-
so a la justicia, el tercero interesado puede hacer valer am-
bos, porque su finalidad, objeto y materia no se contrapo-
nen, al ser complementarios (interpretación del artículo
181 de la Ley de Amparo).”, publicada en el Semanario Ju-
dicial de la Federación del viernes 18 de noviembre de
2016 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judi-
cial de la Federación, Décima Época, Libro 36, Tomo IV,
noviembre de 2016, página 2298, con número de registro
digital: 2013093. 

En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la
diversa aislada 1a. V/2020 (10a.), de título y subtítulo:
“Amparo adhesivo y formulación de alegatos. Sus formali-
dades, materia y alcances son distintos.”, publicada en el
Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de ene-
ro de 2020 a las 10:25 horas y en la Gaceta del Semanario
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 74, Tomo
I, enero de 2020, página 647, con número de registro digi-
tal: 2021444. 

Esta tesis refleja un criterio firme sustentado por un Tribu-
nal Colegiado de Circuito al resolver un juicio de amparo
directo, por lo que atendiendo a la tesis P. LX/98, publica-
da en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,
Novena Época, Tomo VIII, septiembre de 1998, página 56,
con número de registro digital: 195528, de rubro: “Tribu-
nales Colegiados de Circuito. Aunque las consideraciones
sobre constitucionalidad de leyes que efectúan en los jui-
cios de amparo directo, no son aptas para integrar jurispru-
dencia, resulta útil la publicación de los criterios.”, no es
obligatorio ni apto para integrar jurisprudencia. 

Esta tesis se publicó el viernes 12 de marzo de 2021 a las
10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Por lo anteriormente expuesto, a fin de que desde la activi-
dad legislativa se promuevan, respeten, protejan y garanti-
cen los derechos humanos, como es el caso del acceso a la
impartición de justicia en plenitud de ejercer las garantías
procesales establecidas en la Ley de Amparo, es que se
promueve dicha propuesta.

Por ello, se compara el texto vigente, con el párrafo que se
propone modificar:

Por las consideraciones anteriormente expuestas es que se
somete a consideración de esta asamblea el siguiente pro-
yecto de

Decreto por el que se modifica el artículo 181 de la Ley
de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos

Único. Se reforma el artículo 181 de la Ley de Amparo Re-
glamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos para quedar co-
mo sigue:

Artículo 181. Si el presidente del tribunal colegiado de cir-
cuito no encuentra motivo de improcedencia o defecto en
el escrito de demanda, o si este último fuera subsanado, la
admitirá y mandará notificar a las partes el acuerdo relati-
vo, para que en el plazo de quince días presenten alegatos,
o amparo adhesivo, o ambos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de 2023.— Diputada
Ana Laura Sánchez Velázquez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.
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LEY PARA LA TRANSPARENCIA Y ORDENA-
MIENTO DE LOS SERVICIOS FINANCIEROS

«Iniciativa que adiciona el artículo 17 Bis 3 de la Ley para
la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Finan-
cieros, a cargo de la diputada María del Rocío Corona Na-
kamura, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México.

La que suscribe, diputada María del Rocío Corona Na-
kamura, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México de la LXV Legislatura de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adiciona un tercer párrafo al artículo 17
Bis 3 de la Ley para la Transparencia y Ordenamiento
de los Servicios Financieros, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En nuestro país, como en cualquier otra nación alrededor
del mundo, el funcionamiento adecuado, regulado, ordena-
do, transparente, fiscalizado y eficiente del sistema finan-
ciero es fundamental y un propósito siempre presente.

No hacerlo y garantizarlo de esa manera es un error suma-
mente costoso con implicaciones y consecuencias, incluso
generacionales.

No podemos omitir o ignorar que un adecuado funciona-
miento del sistema financiero es parte garante de la estabi-
lidad en las finanzas públicas nacionales, es decir, de la
economía nacional en su conjunto.

Por igual, nuestras oportunidades de crecimiento y desa-
rrollo no solo pasan o transitan a través del sistema finan-
ciero, sino que también asientan sus más fundamentales pi-
lares en las condiciones anteriormente descritas.

Si se tiene alguna duda sobre lo establecido en el párrafo
que antecede, basta conocer y citar la definición que la
principal autoridad monetaria en nuestro país, que es el
Banco de México, expresa sobre el sistema financiero para
poder apreciar lo importante de su adecuado y eficiente 
desempeño.

Al respecto encontramos lo siguiente:

El sistema financiero es el conjunto de instituciones,
mercados e instrumentos en el que se organiza la acti-
vidad financiera, para movilizar el ahorro a sus usos
más eficientes.

El sistema financiero hace que los recursos que permi-
ten desarrollar la actividad económica real -producir y
consumir- lleguen desde aquellos individuos a los que
les sobra el dinero en un momento determinado hasta
aquellos que lo necesitan y facilite compartir los ries-
gos.

Quienes tienen dinero y no lo necesitan en el corto pla-
zo para comprar algo o pagar sus deudas lo aportan al
sistema financiero a cambio de un premio. Ese premio
es la tasa de interés. Quienes necesitan en el corto pla-
zo más dinero del que tienen, ya sea para invertir en un
proyecto productivo (crear riqueza adicional) o para
cubrir una obligación de pago, están dispuestos a pa-
gar, en un determinado periodo y mediante un plan de
pagos previamente pactado, un costo adicional por ob-
tener de inmediato el dinero. Ese costo es la tasa de in-
terés.

En resumen, la principal tarea del sistema financiero es
empatar las necesidades y deseos de unos, los ahorra-
dores, con las necesidades de otros, los deudores, en di-
cha labor los bancos y las tasas de interés juegan un pa-
pel central.1

Como podemos darnos cuenta, estamos ante un sector de
nuestra economía imprescindible y que, a la vez, debe de
funcionar y operar adecuadamente; pero lo anterior no es
sencillo, por el contrario, es todo un reto y desafío ya que
para que esto suceda, según información del Banco de Mé-
xico, los dos componentes que conforman los servicios fi-
nancieros tienen que operar y funcionar de acuerdo a sus
facultades y encomiendas, en completa sinergia, corres-
ponsabilidad, armonía, eficiencia y coordinación. 

Estos dos componentes a los que me refiero son, por un la-
do, las autoridades financieras y, en contraparte, los inter-
mediarios financieros. 

En lo que respecta a las autoridades financieras y sus fun-
ciones, tenemos lo siguiente:
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-Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP): Coor-
dina los esfuerzos de regulación y supervisión de las de-
más autoridades financieras. Por ejemplo, preside el Con-
sejo de Estabilidad Financiera, en el que participan todas
las autoridades financieras para asegurarse de que el siste-
ma financiero de México funcione correctamente. 

-Banco de México (Banxico): Aparte de fabricar, poner a
circular y cuidar el valor del dinero que circula en el pa-
ís, emite reglas para que el sistema financiero funcione de
manera clara y transparente para los usuarios que utilizan
los servicios de banca y casas de bolsa. Por ejemplo, re-
gula el cobro de comisiones.

-Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV):
Supervisa y regula a los bancos y otras entidades finan-
cieras. Da permisos a quienes quieren abrir un banco y
cierra los bancos que no cumplen con la ley. 

-Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro
(Consar): Autoriza y supervisa a los fondos de pensiones
(Afores), donde las personas que trabajan ahorran para
que, después de haber trabajado muchos años, puedan de-
jar de hacerlo y vivir de sus ahorros (su pensión).

-Comisión Nacional de Seguros y Fianzas (CNSF): Su-
pervisa y regula a las compañías de seguros. Da permi-
sos a quienes quieren abrir una aseguradora y cierra
aquellas que no cumplen con la ley. 

-Instituto para la Protección del Ahorro Bancario
(IPAB): Garantiza un seguro para todos los depósitos
bancarios. Cuando ahorras dinero en el banco, no tienes
que preocuparte si algo le pasa al banco, pues tu dinero
está protegido por un seguro (hasta cierto monto). 

-Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los
Usuarios de Servicios Financieros (Condusef): Protege
y defiende los derechos de los usuarios del sistema fi-
nanciero. Por ejemplo, si tienes una queja de tu banco o
si necesitas orientación para elegir un préstamo, puedes
ir a que te asesoren.2

Ahora bien, en contraparte tenemos a los intermediarios fi-
nancieros y sus encomiendas, que son las siguientes:

-Bancos: Los bancos son empresas que intermedian en-
tre los clientes que depositan su dinero en ellos para
ahorrar y los clientes que lo piden prestado. 

-Casas de bolsa: Negocia la compra y venta de acciones
y otros instrumentos financieros para sus clientes. Las
acciones permiten invertir en empresas y, de esta forma,
la persona que compra las acciones participa en las uti-
lidades de la empresa, mientras que esta última obtiene
dinero para llevar a cabo su actividad. 

-Afores: Las Administradoras de Fondos para el Retiro
son empresas que administran el ahorro para el retiro de
los trabajadores. Cada trabajador elige su Afore para
que, después de haber trabajado muchos años, puedan
dejar de trabajar y vivir de sus ahorros (su pensión). Las
afores invierten el dinero de los trabajadores en las Sie-
fores, que son las sociedades de inversión especializa-
das en el retiro. 

-Casas de cambio: Lugar donde puedes comprar o ven-
der moneda de otro país (divisas) a cambio de pesos me-
xicanos. Por ejemplo, si quieres salir de viaje a Estados
Unidos, puedes ir a cambiar tus pesos mexicanos por
dólares estadounidenses.

-Aseguradoras: Compañías de seguros que ofrecen cu-
brir gastos imprevistos como daños a nuestra salud o a
nuestras pertenencias a cambio del pago de una cantidad
de dinero (prima) cada determinado tiempo. En caso de
necesitarlo, la aseguradora te paga los gastos para repa-
rar tu automóvil o las cuentas del hospital.3

Estos componentes anteriormente descritos, todos ellos
partes integrantes y fundamentales del sistema financiero,
convergen, operan, funcionan, o bien, interactúan en un
ámbito definido y regulado e igualmente importante e im-
prescindible para nuestra economía, que son los mercados
financieros. 

Los mercados financieros, de acuerdo al Banco de México,
son el espacio físico o virtual, o ambos, en donde se reali-
zan los intercambios de instrumentos financieros y se defi-
nen los volúmenes de operación y sus precios.4

Las funciones de los mercados financieros son las siguientes: 

-Establecer los mecanismos que posibiliten el contacto
entre los participantes en la negociación.

-Fijar los precios de los productos financieros en fun-
ción de su oferta y su demanda. 
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-Reducir los costos de intermediación, lo que permite
una mayor circulación de los productos.

-Administrar los flujos de liquidez de productos o mer-
cado dado a otro.5

A su vez, para que los mercados financieros operen con-
forme a sus objetivos y funciones deben de tener y contar
con una infraestructura no solo suficiente, sino también
adecuada, funcional y eficiente para desarrollar sus servi-
cios de la mejor manera. Se trata de la llamada infraestruc-
tura de los mercados financieros. 

De hecho, al respecto, el Banco de México nos ofrece una
descripción sumamente clara que nos permite vislumbrar
la importancia que, por igual, guarda la infraestructura de
los mercados financieros para nuestra economía. 

Para que la sociedad pueda aprovechar mejor los recursos de
los que dispone es indispensable que sus integrantes cuenten
con medios para llevar a cabo transacciones de manera sen-
cilla, rápida, económica y segura. Contando para ello con
arreglos multilaterales entre instituciones participantes, inclu-
yendo al operador del sistema, utilizados para los propósitos
de compensación, liquidación o registro de pagos, valores,
derivados y otras transacciones financieras.6

Como se puede apreciar con la breve descripción de lo que
es y representa el sistema financiero en nuestra economía y
su viabilidad, estabilidad, crecimiento y desarrollo, se
aprecia la existencia de un compromiso amplio y perma-
nente en todo lo que respecta a su buen desempeño, fun-
cionamiento y regulación. Afortunadamente y para nuestro
beneficio, así lo hemos entendido y lo hemos procurado re-
alizar.

Es más, podemos decir que, en cierta media y hasta cierto
grado, esa tarea tanto por parte de las autoridades financie-
ras como por parte de los intermediarios financieros se ha
hecho bien y se ha desarrollado de forma correcta.

Si bien es cierto que hay algunos pendientes respecto a su
funcionamiento y en materia de derechos de los usuarios de
los servicios financieros en nuestro país, estos no han im-
pedido que nuestro sector financiero apuntale e impulse la
economía nacional y tampoco ha mermado o disminuido su
importancia, su presencia y su penetración entre nuestra
sociedad.

Como muestra de lo anterior, basta señalar que en la En-
cuesta Nacional de Inclusión Financiera realizada en el
2021 encontramos que en nuestro país hay cuando menos
56.7 millones de usuarios de la banca, en otras palabras,
casi el 68 por ciento de nuestra población cuenta con un
producto financiero.7

Lo anterior es un dato representativo de que las autoridades
financieras han realizado muy bien su encomienda y que,
además, los intermediarios financieros han desempeñado
ejemplarmente su labor. De hecho, cada año, sin excep-
ción, crece el número de usuarios de la banca en todo el pa-
ís y en esta expansión hay un factor que ha resultado de-
terminante para que así suceda, me refiero a la probada
capacidad de los intermediarios financieros para moderni-
zarse y hacer uso de las ventajas y fortalezas que los ade-
lantos tecnológicos nos ofrecen.

El aprovechamiento y consolidación de esta capacidad,
mediante la aplicación de las herramientas tecnológicas
disponibles, ha expandido y profundizado su presencia en
el territorio nacional, situación en la cual, todos, tanto au-
toridades, intermediarios y usuarios, hemos ganado.

Sin embargo, a la par de estas ventajas y bondades, también
esta capacidad y proceso de modernización de nuestra banca
y sus servicios ha encontrado y se ha enfrentado a nuevos y
desafiantes retos, algunos de los cuales se han convertido en
un grave problema tanto para ellos como para todos los usua-
rios y, a su vez, en un verdadero dolor de cabeza para las au-
toridades correspondientes. 

Como dije en párrafos que anteceden, es cierto e innegable
que hay todavía deficiencias en el funcionamiento y en al-
gunos servicios que los intermediarios financieros ofrecen
en nuestro país y que no hemos podido ni atender con ca-
balidad, ni solucionar con determinación, pero, sin duda al-
guna, también nuestra banca ha tenido aciertos que le han
permitido un crecimiento destacado.

Este crecimiento se ha visto favorecido en cierta medida
con un grado aceptable de eficiencia, seguridad, transpa-
rencia, fiscalización y reglamentación de sus servicios y
funcionamiento, pero no solo eso, también se ha visto im-
pulsado por el desarrollo de sus servicios digitales, es de-
cir, de la también conocida como plataforma de servicios
online.
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En este tema, el crecimiento de los usuarios de este tipo de
servicios en nuestro país no solo ha sido notable sino tam-
bién exponencial.

Sitios especializados en la materia señalan que, con el au-
mento del uso de tecnologías de la información en el área
de finanzas, el uso de servicios bancarios se ha ido con-
centrando cada vez más en plataformas digitales. En Méxi-
co el número de usuarios de banca por internet ha ido en
constante aumento en años recientes. Entre 2010 y 2021, el
número de personas que realizaban transferencias en línea,
de acuerdo a datos del último trimestre de cada año, au-
mentó casi en 56 millones de usuarios.8

Los datos por año del 2010 al 2021 del número de usuarios
de banca por internet en nuestro país a los que se hace re-
ferencia en el párrafo anterior son los siguientes:

-Año 2010 - 14.42 millones de usuarios. 

-Año 2011 - 16.61 millones de usuarios.

-Año 2012 - 19.75 millones de usuarios.

-Año 2013 - 21.4 millones de usuarios.

-Año 2014 - 24.72 millones de usuarios.

-Año 2015 - 27.75 millones de usuarios.

-Año 2016 - 32.47 millones de usuarios.

-Año 2017 - 43.72 millones de usuarios.

-Año 2018 - 49.29 millones de usuarios.

-Año 2019 - 47.35 millones de usuarios.

-Año 2020 - 56.24 millones de usuarios.

-Año 2021 - 70.28 millones de usuarios.9

Como podemos ver, existe un número significativo de usuarios
de servicios de la banca en línea, pero, como mencioné ante-
riormente, a la par de este desarrollo y crecimiento de usuarios
de servicios financieros y opciones a su disposición que nos
benefician a todos, hay problemas que siguen aún pendientes
por resolver y que afectan no solo el desarrollo, consolidación
y crecimiento de nuestra banca, sino también afectan la econo-
mía familiar y la tranquilidad de sus integrantes.

Me refiero a un problema que se ha desarrollado paralela-
mente al crecimiento de las deudas que las personas ad-
quieren y que en determinado punto ya no pueden pagar, es
decir, los casos de cobranza extrajudicial de cartera venci-
da que muchas instituciones financieras llevan a cabo por
medio incluso de despachos ajenos a su estructura, pero
que son contratados para realizar las tareas propias de la
cobranza de esa deuda.

Este problema, aunque parece menor, en realidad, no lo es.
Es un problema muy serio en el cual tienen lugar diversos
delitos, muchos de ellos graves, que estos despachos de co-
branza extrajudicial realizan para presionar o exigir el pa-
go de la deuda pendiente. 

Algunos de los delitos que encontramos en muchas denun-
cias que se han realizado, van desde la extorsión, intimida-
ción, amenazas, violencia psicológica, o bien, física, robo,
secuestro exprés, atentados en contra de la integridad o el
patrimonio familiar, hasta incluso amenazas de muerte no
solo para el deudor, sino también para miembros de su fa-
milia, tanto directa como indirecta, sin importar la edad del
destinatario. Este tipo de medidas están totalmente fuera de
la ley.

Lo anterior es inaceptable y representa un pendiente que
no se ha atendido y mucho menos solucionado de mane-
ra contundente. Ese es precisamente el objeto de la pre-
sente iniciativa.

Si bien estamos de acuerdo en que las instituciones o enti-
dades financieras tienen el derecho de exigir el pago de la
deuda adquirida por los medios disponibles legalmente pa-
ra tal efecto, este proceso no puede ser ajeno a lo estable-
cido en la ley y mucho menos puede ser llevado a cabo me-
diante la aplicación de prácticas que pueden ser fácilmente
tipificadas o calificadas como delitos y tampoco se puede,
como actualmente se hace, involucrar en este proceso de
cobranza a personas que no sean los deudores. 

Las quejas por la realización de este tipo de prácticas por
parte de despachos de cobranza extrajudicial son cada vez
más y, desafortunadamente, también son cada vez más vio-
lentas y agresivas.

El problema no es para menos y tampoco es nuevo, por el
contrario, nos referimos a un delito y prácticas fuera de la
ley que han crecido por el desentendimiento y el desinterés
de las autoridades correspondientes de revisar el actuar de
este tipo de medios de cobranza. 
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En primer lugar, la cobranza extrajudicial no es desconoci-
da en nuestro país; la encontramos tipificada y sancionada
hasta con 4 años de prisión y multa de hasta 300 mil pesos
en el artículo 284 Bis del Código Penal Federal, el cual es-
tablece lo siguiente:

“Artículo 284 Bis. Se sancionará de uno a cuatro años
de prisión y multa de cincuenta mil a trescientos mil pe-
sos a quien lleve a cabo la actividad de cobranza extra-
judicial ilegal.

Si utiliza además documentos o sellos falsos, la pena y
la sanción económica aumentarán una mitad.

Si incurre en usurpación de funciones o de profesión, se
aplicarán las reglas del concurso de delitos señalado en
el Código Penal Federal.

Se entiende por cobranza extrajudicial ilegal el uso de la
violencia o la intimidación ilícitos, ya sea personalmente
o a través de cualquier medio, para requerir el pago de una
deuda derivada de actividades reguladas en leyes federa-
les, incluyendo créditos o financiamientos que hayan sido
otorgados originalmente por personas dedicadas habitual
y profesionalmente a esta actividad, con independencia
del tenedor de los derechos de cobro al momento de llevar
a cabo la cobranza. No se considerará como intimidación
ilícita informar aquellas consecuencias posibles y jurídi-
camente válidas del impago o la capacidad de iniciar ac-
ciones legales en contra del deudor, aval, obligado solida-
rio o cualquier tercero relacionado a éstos cuando éstas
sean jurídicamente posibles.”10

Sin embargo y a pesar de lo anterior, muchos despachos se
justifican y evaden lo establecido en el artículo anterior-
mente señalado mediante la excusa de que fueron contrata-
dos legalmente para llevar a cabo medidas de cobranza en
nombre y representación de alguna institución o entidad fi-
nanciera. 

Bajo ese argumento, justifican su actuar en contra de vícti-
mas que quizás no se niegan a liquidar sus deudas, pero sí
se encuentran en la imposibilidad inmediata de hacerlo y lo
que menos requieren es este tipo de presiones y amenazas.

Las víctimas de este tipo de prácticas ilegales y abusivas no
son pocas y se cuentan por millones.

Al respecto basta señalar que en nuestro país, de acuerdo al
Inegi, en el 2019 había 36.64 millones de hogares en Méxi-

co; de ellos, sólo había 15.7 millones que manifestaron no te-
ner ninguna deuda y, en sentido opuesto, había 20.8 millones
de hogares con deudas; de ellos, 4.23 millones tenían deudas
hipotecarias y 19.7 millones deudas no hipotecarias”.11

A su vez y de acuerdo a información proporcionada por
medios informativos, al menos el “60.2 por ciento de los
hogares tiene deudas con tarjetas de crédito por un monto
promedio de 15 mil 700 pesos, de acuerdo con la Encuesta
Nacional sobre las Finanzas de los Hogares 2019, levanta-
da por el Inegi y el Banco de México.”12

Como podemos ver, nos estamos refiriendo a millones de fa-
milias mexicanas que no podemos dejar en indefensión abso-
luta ante este tipo de prácticas de cobranza extrajudicial. 

Pero eso no es todo, medios informativos han alertado res-
pecto al preocupante crecimiento de la cartera vencida en
nuestro país, lo cual aumenta el número de víctimas poten-
ciales de este tipo de prácticas. 

En este contexto, se señala que para finales del año 2022,
“el saldo de la cartera vencida de este tipo de préstamos se
colocó en 30 mil 109 millones de pesos, 2.5 por ciento de
la cartera vigente total, que fue de un billón 167 mil 453
millones de pesos, según datos del Banco de México”.13

Un saldo vencido mayor en 8.7 por ciento respecto al año
pasado, pero que al cierre y balance final represento un in-
cremento efectivo del 13.9 por ciento.14

A su vez, se advierte que “el incremento en los saldos ven-
cidos en el lapso de referencia es más notorio en los seg-
mentos de los préstamos de nómina y los personales y que
los meses coinciden con aquellos en los que la inflación al-
canzó niveles máximos en el país”.15

Asimismo, se reporta que, “de acuerdo a los datos del ban-
co central, la morosidad en las tarjetas de crédito llegó a 7
mil 122 millones de pesos en octubre del 2022, equivalen-
te a 1.6 por ciento del saldo total”.16

Finalmente, se reporta que para el 2022 en nuestro país “el
portafolio vencido se había incrementado 54.8 por ciento”.17

Además, es en el rubro de los préstamos al consumo de las
familias mexicanas en donde se “cuenta con el nivel de im-
pago más alto, y de forma particular, se encuentra en su
máximo histórico desde que hay registros en el banco cen-
tral, es decir, desde 2011”.18
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Todo lo anterior es desafortunado pues nos señala, por un
lado, que son millones las familias que se pueden ver ex-
puestas a prácticas ilegales en materia de cobranza extraju-
dicial por parte de despachos de cobranza que son contra-
tados por entidades o instituciones financieras, pero
también nos indica que las familias y hogares mexicanos
no son las únicas víctimas de estas ilegalidades puesto que
las empresas también lo son.

Al respecto, medios especializados en el tema han señala-
do que “el impacto económico de la pandemia llegó a to-
dos los sectores, pero, sin duda, el empresarial ha sido de
los más afectados y, a pesar del esfuerzo de instituciones fi-
nancieras, muchas compañías quedaron limitadas en sus
posibilidades de pago y a esa situación se le conoce como
entrar en cartera vencida”.19

Derivado de lo anterior, estos mismos medios señalan que
“de acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Ge-
ografía (Inegi), el 91.3 por ciento de las compañías en Mé-
xico reportaron al menos un tipo de afectación, por tal mo-
tivo algunos bancos lanzaron programas de apoyo como el
diferimiento de pagos y la reestructuración de créditos”.20

En consecuencia, se advierte que, “de acuerdo con datos
del Banco de México, el saldo de la cartera vencida de los
créditos otorgados por la banca comercial al sector privado
no financiero ascendió a más de 126 mil millones de pesos
en enero de 2021, se trata de la cifra más alta en los últi-
mos 16 años”.21

Como podemos ver con todo lo anterior, estamos ante la
necesidad de regular el actuar de estos despachos de co-
branza que las entidades o instituciones financieras contra-
tan para exigir el pago de una deuda.

Debemos garantizar que su funcionamiento y operación,
así como las prácticas empleadas se ajusten estrictamente a
lo que señala por la ley, pero, además, debemos garantizar
que, bajo ninguna circunstancia, se incurra en ilegalidades
y mucho menos en afectaciones a terceros que no deben de
ser involucrados en estos procesos. 

Quienes integramos la presente legislatura no podemos ser
indiferentes ante esta problemática, no podemos ser omisos
ante estas prácticas y tampoco podemos ser soslayar la co-
rresponsabilidad que tenemos ante la sociedad como sus
representantes populares.

En este sentido, propongo reformar el artículo 17 Bis 3 de la
Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios
Financieros con la finalidad de agregar un último párrafo a
fin de establecer que los despachos de cobranza no podrán,
bajo ninguna circunstancia ni medio disponible, ya sea direc-
ta o indirectamente, requerir el pago de una deuda, ejercer ac-
tos de presión de pago, informar de consecuencias posibles y
jurídicamente validas del impago o notificar el inicio de ac-
ciones legales por el impago a personas que no sean el deu-
dor, aval, fiador u obligado solidario.

Considero que, con esta propuesta, sentaríamos un antece-
dente respecto a la permanente regulación y ordenamiento
que debe privar en cuanto a los despachos de cobranza que
operan en nuestro país. Además, garantizamos que durante
este proceso no haya afectaciones a terceros, es decir, a
personas que no deben ser involucradas en su desarrollo.

Por lo aquí expuesto, someto a la consideración del pleno
de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de: 

Decreto por el que se adiciona un tercer párrafo al ar-
tículo 17 Bis 3 de la Ley para la Transparencia y Orde-
namiento de los Servicios Financieros

Artículo Único. Se adiciona un tercer párrafo al artículo
17 Bis 3 de la Ley para la Transparencia y Ordenamiento
de los Servicios Financieros, para quedar como sigue: 

Artículo 17 Bis 3. Las Entidades supervisarán constante-
mente las actividades realizadas por sus despachos de co-
branza, así como también el estado de los reclamos pre-
sentados, permitiéndole al Cliente dar seguimiento a los
mismos.

Al momento de realizar los cobros, el despacho de cobran-
za y la Entidad deberán ser identificables plenamente.

Los despachos de cobranza no podrán, bajo ninguna
circunstancia ni medio disponible, ya sea directa o indi-
rectamente, requerir el pago de una deuda, ejercer ac-
tos de presión de pago, informar de consecuencias posi-
bles y jurídicamente validas del impago o notificar el
inicio de acciones legales por el impago, a personas que
no sean el deudor, aval, fiador u obligado solidario.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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1 http://educa.banxico.org.mx/banco_mexico_banca_central/sistema-
financiero.html

2 http://educa.banxico.org.mx/pdfs/banco-de-mexico/%7BCC45E624-
C0C0-53D8-555D-96EC0C41ECDF%7D.pdf
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C0C0-53D8-555D-96EC0C41ECDF%7D.pdf 
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6A-7AF5-BEC7-C0F4-2AE302654912%7D.pdf 

5 http://educa.banxico.org.mx/pdfs/banco-de-mexico/%7BB9D0BA
6A-7AF5-BEC7-C0F4-2AE302654912%7D.pdf
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8 https://es.statista.com/estadisticas/1186233/numero-usuarios-banca-
internet-mexico/

9 https://es.statista.com/estadisticas/1186233/numero-usuarios-banca-
internet-mexico/

10 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPF.pdf
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12 https://noticias.imer.mx/blog/sobreendeudadas-asi-subsisten-millo-
nes-de-familias-en-mexico/

13 https://www.jornada.com.mx/2022/12/23/economia/015n3eco

14 https://www.jornada.com.mx/2022/12/23/economia/015n3eco

15 https://www.jornada.com.mx/2022/12/23/economia/015n3eco

16 https://www.jornada.com.mx/2022/12/23/economia/015n3eco

17 https://www.jornada.com.mx/2022/12/23/economia/015n3eco

18 https://www.jornada.com.mx/2022/12/23/economia/015n3eco

19 https://playersoflife.com/nacional/cartera-vencida-empresas-com-
pra-venta/

20 https://playersoflife.com/nacional/cartera-vencida-empresas-com-
pra-venta/

21 https://playersoflife.com/nacional/cartera-vencida-empresas-com-
pra-venta/

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de 2023.— Diputada
María del Rocío Corona Nakamura (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY DE PROTECCIÓN AL AHORRO BANCARIO

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley de Protección al Ahorro Bancario, en materia de
cuotas ordinarias de las operaciones pasivas que tengan las
instituciones, a cargo de la diputada Magdalena Núñez
Monreal, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.
(La iniciativa podrá ser consultada en el Diario de los De-
bates de esta fecha, en el Apéndice XVIII)

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 123 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo de la diputada Ma. Teresa Rosaura Ochoa Mejía, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

La suscrita, diputada Ma. Teresa Rosaura Ochoa Mejía, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos; así
como 6, fracción I, y 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados somete a consideración del pleno de la ho-
norable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman diversos artícu-
los de la Ley Federal del Trabajo al tenor de la siguiente

Año II, Segundo Periodo, 26 de abril de 2023 / Apéndice  VI Diario de los Debates de la Cámara de Diputados104



Exposición de Motivos

Actualmente, se vive un momento de incertidumbre en la
vida económica de los consumidores e inversionistas me-
xicanos al presenciar un escenario con una fuerte alza en
los precios de los productos básicos y, además, en las tasas
de interés. En este marco, los vales de despensa aparecen
como instrumentos que tienen como propósito ayudar y
apoyar a los empleados en la adquisición de diferentes ar-
tículos básicos que mejoren su calidad de vida y la de sus
familias; y más en este ambiente de indecisión conforme a
la evolución del panorama económico mundial.

Los precios de la canasta básica han aumentado notoria-
mente en los últimos años, como lo indica el Índice Nacio-
nal de Precios al Consumidor (INPC)1. Es por esta razón
que a los trabajadores ya no les alcanza para poder solven-
tar los gastos necesarios para el bienestar de su familia,
mucho menos para los gastos imprevistos en materia de sa-
lud y educación. Destaca una mala organización en torno a
este medio de prestaciones ya que hay casos en donde se
han suspendido los vales de despensa e incluso han denun-
ciado la negación de entrega de estos.

Por otra parte, a finales del año pasado se anunció que pa-
ra algunos trabajadores recibirán un incremento de 3 por
ciento en sus vales de despensa, pasando a un total de 13
mil 700 pesos para hacer frente a la inflación y el encare-
cimiento de los productos de la canasta básica (Diario AS,
2022), No obstante, este aumento, en términos reales, es
bajo debido a que actualmente la inflación se ubica en 8.4
por ciento, es decir, no va a la par, por lo que este apoyo si-
gue siendo modesto con respecto al creciente aumento de
los precios nacionales. Y, a pesar de esta reducción real en
los vales de despensa, no todos tienen acceso a estos. 

En la siguiente gráfica se puede observar el INPC en un pe-
riodo de tiempo de enero de 2008 a enero de 2022:

El salario promedio en 2022 para la población que cuenta
con un trabajo formal fue de 5 mil pesos2, para la pobla-
ción que cuenta con un trabajo informal el salario es me-
nor. Con el incremento de la canasta básica, es difícil sol-
ventar las necesidades básicas, como lo son: salud,
servicios, educación y alimentación, es por ello que con el
apoyo de los vales de despensa favorecería a las familias
mexicanas a incrementar su economía. Lo anterior se pue-
de observar en la siguiente tabla: 

Por otra parte, en 2020, se registró que 41.9 por ciento de
las viviendas con 2 cuartos3, donde la mayoría de las fami-
lias mexicanas viven, ha ido en aumento las rentas anuales,
volviendo cada vez más difícil hallar una vivienda con más
cuartos a buen precio. El objetivo de los vales de despensa
es que se cubra principalmente las necesidades básicas de
cada familia y puedan solventar todos sus gastos con ma-
yor facilidad y así se logre una mejor calidad de vida. 

Las ocupaciones con más trabajadores durante el tercer tri-
mestre de 2022, estadísticas presentadas por la Instituto
Nacional Estadística y Geografía (Inegi)4 son: empleados
de ventas, despachadores, dependientes en comercios, co-
merciantes en establecimientos y trabajadores de Apoyo en
Actividades Agrícolas el cual sus salarios van de los 2 mil
pesos hasta los 4 mil pesos. Como se menciona, son los tra-
bajos donde existe un mayor número de trabajadores, son
aquellos a los que se tendría que considerar principalmen-
te para los vales de despensa.

Otro sector donde puede ser beneficioso el apoyo de los
vales de despensa es en la educación, ya que 95.5 por
ciento del nivel básico lo abarca niños de 6 a 11 años, se-
gún estadísticas del Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi) de 20215, en el cual la mayoría de los
niños dependen totalmente de un padre o madre de fami-
lia que sustente los gastos escolares, con ayuda de los va-
les de despensa se reducirá el abandono escolar debido a
falta de ingresos. Debido a que en secundaria existe una
reducción de alumnos.

El artículo 102 de la Ley Federal del Trabajo señala que las
prestaciones en especie deberán ser apropiadas al uso per-
sonal del trabajador, y de su familia.

Los vales de despensa que son otorgados de forma física o
a través de una tarjeta electrónica, cumplen con este pro-
pósito y estarían dentro de lo estipulado en el artículo 84 de
la Ley Federal del Trabajo.
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Artículo 84. El salario se integra con los pagos hechos
en efectivo por cuota diaria, gratificaciones, percepcio-
nes, habitación, primas, comisiones, prestaciones en es-
pecie y cualquiera otra cantidad o prestación que se en-
tregue al trabajador por su trabajo.6

En la actualidad son de carácter no obligatorio, pero sin du-
da son un beneficio para ambas partes (patrón-empleado).

Los vales de despensa tienen beneficios para las empresas,
tal como lo establece el artículo 27 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, el cual señala que además de ser una de-
ducción autorizada, se considera una prestación de ley su-
perior, un importante plus sobre las demás empresas que no
lo otorgan.

Con base en esta información se podría decir que uno de
los principales beneficios de pagar con vales de despensa
es que están excluidos del pago de impuestos, siempre y
cuando, como lo dicta la Ley de Seguro Social en el men-
cionado artículo 27, el cupón no sobrepase 40 por ciento
del valor de la UMA.

Artículo 27. Las deducciones autorizadas en este Título
deberán reunir los siguientes requisitos:

I. a X. …

XI. Que cuando se trate de gastos de previsión social,
las prestaciones correspondientes se otorguen en forma
general en beneficio de todos los trabajadores. Tratán-
dose de vales de despensa otorgados a los trabajadores,
serán deducibles siempre que su entrega se realice a tra-
vés de los monederos electrónicos que al efecto autori-
ce el Servicio de Administración Tributaria.7

Los beneficios para los trabajadores y sus familias son que
se garantiza el uso de estos, para cubrir necesidades bási-
cas como: despensa, medicamentos, artículos de limpieza e
higiene personal, útiles escolares, electrodomésticos, ropa
y calzado, comidas en restaurantes autorizados, etc. Asi-
mismo, ante un robo, los vales electrónicos se pueden can-
celar y el saldo permanece protegido, por lo que el emple-
ado no deberá preocuparse. 

Actualmente hay miles de establecimientos en todo el país
que reciben estos vales como moneda de cambio. 

Sin duda, las prestaciones de vales de despensa brindan
una mejor calidad de vida de los trabajadores, así como in-

crementa la eficiencia del presupuesto e identidad de la
empresa. Es decir, benefician tanto a los empresarios como
a los empleados. Es importante mencionar que también sir-
ve para hacer frente a situaciones difíciles como la fuerte
inflación y el mal manejo de las finanzas personales origi-
nadas por el entorno de incertidumbre en el que se encuen-
tra actualmente la sociedad mexicana.

Es por todo lo anterior que se propone la siguiente iniciati-
va para adicionar la fracción XIII Bis Apartado A; y la frac-
ción XV Apartado B, al artículo 123 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos , con el fin de
garantizar las necesidades básicas para el trabajador y su
familia como a continuación se señala:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos

Artículo 123.

(primer párrafo)…

(segundo párrafo)…

A. …

I. a XIII …

XIII. Bis. Las empresas, cualquiera que sea su acti-
vidad, estarán obligadas a proporcionar a sus traba-
jadores vales de despensa, para satisfacer las necesi-
dades normales de un jefe de familia, en el orden
material, social y cultural, y para proveer a la edu-
cación obligatoria de los hijos. Deberán ser apropia-
das y razonablemente proporcionales al monto del
salario que se pague en efectivo.

a) Una Comisión Nacional, integrada con represen-
tantes de los trabajadores, de los patronos y del Go-
bierno, fijará el porcentaje de vales de despensa que
deberá entregarse a los trabajadores;

b) La Comisión Nacional realizará las investigacio-
nes y los estudios necesarios y apropiados para cono-
cer las condiciones generales de la economía nacio-
nal. De esta forma podrá modificar el porcentaje
fijado, cuando existan nuevos estudios e investigacio-
nes que lo justifiquen.

XIV. a XXXI. …
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B. …

I. a XIV. …

XV. Los Poderes de la Unión estarán obligados a pro-
porcionar a sus trabajadores vales de despensa, para
satisfacer las necesidades normales de un jefe de fa-
milia, en el orden material, social y cultural, y para
proveer a la educación obligatoria de los hijos. De-
berán ser apropiadas y razonablemente proporcio-
nales al monto del salario que se pague en efectivo.

a) Una Comisión Nacional, integrada con represen-
tantes de los trabajadores y del Gobierno, fijará el
porcentaje de vales de despensa que deberá entre-
garse a los trabajadores;

b) La Comisión Nacional realizará las investigacio-
nes y los estudios necesarios y apropiados para cono-
cer las condiciones generales de la economía nacio-
nal. De esta forma podrá modificar el porcentaje
fijado, cuando existan nuevos estudios e investigacio-
nes que lo justifiquen.

Por lo expuesto se somete a la consideración de esta sobe-
ranía las siguientes iniciativas con proyecto de:

Decreto que adiciona la fracción XIII Bis al Apartado
A; y la fracción XV al Apartado B, del artículo 123 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos

Único Se adiciona la fracción XIII Bis Apartado A; y la
fracción XV Apartado B, al artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos para quedar co-
mo sigue:

Artículo 123…

…

…

A. …

I. a XIII. …

XIII. Bis. Los patrones, cualquiera que sea su activi-
dad, estarán obligadas a proporcionar a sus trabaja-
dores vales de despensa, para satisfacer las necesida-

des normales de un jefe de familia,. Deberán ser
apropiadas y razonablemente proporcionales al
monto del salario que se pague en efectivo.

XIV. a XXXI. …

B. …

I. a XIV. …

XV. Los Poderes de la Unión estarán obligados a pro-
porcionar a sus trabajadores vales de despensa, para
satisfacer las necesidades normales de un jefe de fa-
milia. Deberán ser apropiadas y razonablemente
proporcionales al monto del salario que se pague en
efectivo.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Inegi 2022 Índice Nacional de Precios al Consumidor (INPC), dis-
ponible en 

https://www.inegi.org.mx/temas/inpc/ consulta 30/11/2022 

2 Data México, Salarios y población ocupada. Disponible en: 

https://datamexico.org/es/profile/geo/mexico?covidMetricSelec-
tor=rollingMeanOption&medicalSupplies=medical_300&occupa-
tionMetrics=salaryOption&populationType=totalPopulation&top-
Supplies=topSuppliesByUnits&totalAndInformalJob=totalOption
&treatmentCost=treatmentCost&treatmentMonths=202003&work
forceSelector=salaryOption 

3 Data México, Población y vivienda. Disponible en: 

https://datamexico.org/es/profile/geo/mexico?covidMetricSelec-
tor=rollingMeanOption&medicalSupplies=medical_300&occupa-
tionMetrics=salaryOption&populationType=totalPopulation&top-
Supplies=topSuppliesByUnits&totalAndInformalJob=totalOption
&treatmentCost=treatmentCost&treatmentMonths=202003&work
forceSelector=salaryOption

4 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Encuesta Nacional de
Ocupación y Empleo Nueva Edición 2021. Disponible en 
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https://www.inegi.org.mx/rnm/index.php/catalog/664/related-ma-
terials 

5 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Demografía y Socie-
dad 2021. Disponible en: 

https://www.inegi.org.mx/temas/educacion/

6 Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, Ley Fe-
deral del Trabajo, Ultima Reforma DOF 18-05-2022, Disponible en 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFT.pdf consulta
20/11/2022

7 Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, Ley del
Impuesto sobre la Renta, Última Reforma DOF 12-11-2021, Disponi-
ble en 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LISR.pdf consulta
20/11/2022

Dado en el salón de sesiones del honorable Congreso de la Unión, a
28 de marzo de 2023.— Diputada Ma. Teresa Rosaura Ochoa Mejía
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen, y a la Comisión de Trabajo y Previsión So-
cial, para opinión.

LEY FEDERAL DE DERECHOS

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 288, 288-
A-1 y 288-A-2 de la Ley Federal de Derechos, a cargo de
la diputada Laura Lynn Fernández Piña, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.

La que suscribe, diputada Laura Lynn Fernández Piña, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática en la LXV Legislatura, con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y por los ar-
tículos 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman y adicionan el penúltimo párrafo del artículo 288,
el último párrafo del artículo 288-A-1, y el último párrafo
del artículo 288-A-2, todos de la Ley Federal de Derechos,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Para todos es sabido que en los últimos años en el mundo
la actividad turística y su cadena de valor ha venido mos-
trando una gran valía como generador de riqueza, infraes-
tructura, empleos y en general oportunidades de desarrollo
no sólo para países desarrollados, sino también para los
subdesarrollados, y esto es así gracias a la nobleza de este
sector turístico y su transversalidad y correlación con otros
sectores.

De tal suerte que el turismo mundial guarda una estrecha
relación con el desarrollo ya que día con día se dan a co-
nocer nuevos destinos. Esta dinámica ha convertido al tu-
rismo en un motor clave del progreso socioeconómico de
todos los países del mundo que tienen oportunidad de uti-
lizar de manera sustentable sus recursos.

Hoy en día el volumen de negocio del turismo es igual o in-
cluso supera al de las exportaciones de petróleo, productos
alimentarios o automóviles. El turismo se ha convertido en
uno de los principales actores del comercio internacional, y
representa al mismo tiempo una de las principales fuentes
de ingresos para diversos países en desarrollo.

Ahora bien, según datos de la Secretaría de Turismo (Sectur),
el 2022, México recibió 38.3 millones de turistas internacio-
nales, nivel superior en 6.4 millones, representando esto un
incremento de 19.3 por ciento, respecto de 2021.1

México recibió 20.6 millones de turistas internacionales
por vía aérea, representado esto un incremento de 8.2 por
ciento, respecto de 2019, tiempos pre pandémicos, y 46.3
por ciento más respecto de 2021. 

Los principales aeropuertos de México que recibieron el
mayor número de turistas fueron: el aeropuerto internacio-
nal de Cancún con 9.4 millones; Ciudad de México, 4.2
millones; Los Cabos, 2.1 millones; Puerto Vallarta, 1.6 mi-
llones; Guadalajara, 1.1 millones; Monterrey, 270.5 mil;
Cozumel, 243.8 mil y Silao, 206 mil.

Del mismo modo se informó que para 2022, los tres prin-
cipales países emisores de turistas vía aérea a México fue-
ron los Estados Unidos de América (EUA) con 13 millo-
nes; Canadá, 1.7 millones y Colombia, 858.8 mil; Reino
Unido, 565.9 mil; España, 366.696 mil, sumando un total
de 20.6 millones en promedio, el resto de los países regis-
tró en promedio 4.5 millones, cifra superior en 46.3 por
ciento respecto de 2021.
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El ingreso de divisas por concepto de visitantes internacio-
nales durante 2022 fue de 28 mil 16 millones de dólares, lo
que representó un incremento de 41.7 por ciento respecto
de 2021.

El gasto promedio de los turistas de internación vía aérea
fue de mil 105.7 dólares en 2022, lo que representó un de-
cremento de (-) 0.3 por ciento respecto a lo observado en
2021.

En el año de 2022 el saldo de la balanza por concepto de
viajeros internacionales se ubicó en 20 mil 944 millones de
dólares, superior en 43.3 por ciento a lo observado en
2021.2

Con base en datos de la OMT, más de 900 millones de tu-
ristas realizaron viajes internacionales en 2022, el doble
que, en 2021, aunque esa cifra se quede aún a 63 por cien-
to de los niveles anteriores a la pandemia. Todas las regio-
nes del mundo registraron incrementos notables en las ci-
fras de turistas internacionales. Oriente Medio disfrutó del
mayor incremento relativo, ya que las llegadas ascendieron
a 83 por ciento de las cifras pre pandémicas. Europa llegó
casi a 80 por ciento de los niveles pre pandémicos, con 585
millones de llegadas en 2022. África y las Américas recu-
peraron alrededor de 65 por ciento de los visitantes pre
pandémicos, mientras que la región de Asia y el Pacífico
sólo recuperó 23 por ciento, al mantener medidas más es-
trictas en relación con la pandemia que sólo en los últimos
meses han empezado a eliminarse. El primer Barómetro
OMT del Turismo Mundial de 2023 analiza también el
comportamiento por regiones y señala a los países con me-
jores resultados en 2022, incluidos varios destinos que ya
han recuperado los niveles de 2019.

La llegada de pasajeros en vuelos nacionales durante ene-
ro-diciembre 2022, fue de 57 millones 222 mil pasajeros,
representando un incremento de 12 millones 788 mil pasa-
jeros, mayor en 28.8 por ciento en relación al observado en
el mismo periodo de 2021.

Por otra parte, en el periodo enero-diciembre 2022, el Ins-
tituto Nacional de Antropología e Historia (INAH) reportó
la llegada de 15.6 millones de visitantes a museos y zonas
arqueológicas esto es, 8.6 millones de visitantes más a lo
reportado en el mismo periodo de 2021, lo que representó
un incremento de 122.1 por ciento. Del total de visitantes,
72.0 por ciento correspondió a visitantes nacionales y 28.0
por ciento a internacionales.

Con base en los Indicadores Trimestrales de la Actividad
Turística, el producto interno bruto (PIB) turístico en el ter-
cer trimestre de 2022, registró un incremento de 1.6 por
ciento respecto al segundo trimestre de 2022. Por compo-
nentes, los servicios se incrementaron en 1.2 por ciento en
términos reales y los bienes lo hicieron en 5.1 por ciento en
el mismo periodo, en México, el sector turismo participa en
promedio con 8.3 por ciento del PIB.

La Organización Mundial del Turismo (OMT), prevé que la
recuperación continúe durante 2023 aunque el sector se en-
frente a retos económicos, sanitarios y geopolíticos. El re-
ciente levantamiento de las restricciones de viaje por motivo
del Covid-19 en China, el mayor mercado emisor del mundo
en 2019, es un paso importante para la recuperación del sec-
tor turístico en Asia y el Pacífico y en todo el mundo.3

En el mismo orden de ideas se comunica que el turismo in-
ternacional experimentó resultados más fuertes de los es-
perados en 2022, apoyado por una demanda acumulada im-
portante y el levantamiento o flexibilización de las
restricciones de viaje en un número importante de países.

Más de 900 millones de turistas viajaron internacional-
mente en 2022, el doble que en 2021 pero todavía 37 por
ciento menos que en 2019.

El turismo internacional recuperó 63 por ciento de los ni-
veles pre pandémicos, África y las Américas recuperaron
alrededor de 65 por ciento de los visitantes, mirando hacia
delante, se espera que el turismo internacional consolide su
recuperación en 2023.

Basado en los escenarios de la Organización Mundial de
Turismo (UNWTO su sigla en inglés) para 2023, las llega-
das de turistas internacionales podrían alcanzar 80 a 95 por
ciento de los niveles pre pandémicos este año, y se espera
que Europa y Oriente Medio alcancen esos niveles. Sin
embargo, aún existen riesgos importantes, sobre todo eco-
nómicos y geopolíticos.

Se espera que los turistas busquen cada vez más relación
calidad-precio y viajes más cercanos en respuesta al con-
texto económico adverso.

Para el año de 2021 con base en datos de la OMT, los diez
principales mercados emisores por gasto son: China con
277.3 miles de millones de dólares (MMD), EUA con
144.2 MMD, Alemania 94.2 MMD, Reino Unido 75.8
MMD, Francia 47.9 MMD, Australia 36.8 MMD, Rusia
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34.5 MMD, Canadá 33.3 MMD, República de Corea 32
MMD e Italia 30.1 MMD. 

Es importante resaltar a China, un mercado que, de los diez
países mencionados en su gasto, es el país oriental que re-
presenta 34.4 por ciento de ese gasto; o Francia, Australia,
Rusia, Canadá, Corea e Italia juntos; casi dos veces EUA;
o EUA, Reino Unido y Francia juntos. De ese tamaño es el
mercado de China para el turismo.

Si bien es cierto como se ha citado, el turismo internacio-
nal juega un papel fundamental en el desarrollo del sector
y para nuestro México esta lógica no es diferente, sin em-
bargo, no se debe descuidar al turismo doméstico ya que
para nuestro país representa 80 por ciento de los que parti-
cipan de esta actividad.

El turismo en México no sólo es sol y playa, ya que posee
una gran oferta turística. Por ejemplo, ocupa el séptimo lu-
gar a nivel mundial y el primero en el Continente america-
no en sitos declarados por la Organización de las Naciones
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco)
Patrimonio de la Humanidad con un total de 35 sitios divi-
didos en 6 naturales, 27 culturales y 2 mixtos, así como, sus
132 pueblos mágicos, que son ejemplo a seguir por diver-
sas naciones, su riqueza gastronómica que es patrimonio
cultural inmaterial de la humanidad, etcétera.

Ahora bien, para entender toda esta oferta turística con la
que cuenta nuestro país y que con antelación se menciona,
se enuncian algunos de los nombres y ubicaciones de los
mismos4:

5
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Además de esta enorme riqueza, México cuenta con un in-
ventario de 110 mil monumentos históricos y 25 mil zonas
arqueológicas; mil 387 museos, también los 25 inmuebles
y bienes asociados, donde destacan retablos, pinturas, es-
culturas, pinturas murales, frescos, objetos frontales, orfe-
brería, entre otros.

Esto sólo es un breve resumen de la riqueza turística con la
que cuenta México, falta agregar su diversidad ambiental,
como lo es fauna, flora geografía, riqueza marina etcétera.

Ahora bien, tras toda esta mega diversidad cultural, gastro-
nómica, arquitectónica, ecológica no tendría sentido tener-
la si no se comunica, si no se hace visible a todo el mundo
y aquí es donde resulta fundamental el reconocimiento, la
interlocución, la presencia y permeancia de los guías de tu-
ristas y estos según datos de la Secretaría de Turismo (Sec-
tur) son: persona física que proporciona al turista nacional
o extranjero, orientación e información profesional sobre el
patrimonio turístico, cultural y de atractivos relacionados
con el turismo, así como servicios de asistencia; el cual
puede prestar sus servicios bajo la modalidad de Guía Ge-
neral; Guía Especializado en Temas o Localidades Especí-
ficas de carácter cultural y Guía Especializado en Activi-
dades Específicas.

La Secretaría de Turismo del Gobierno federal, a través de
la Dirección General de Certificación Turística por medio
de Cursos y Diplomados avalados por el Instituto de Com-
petitividad Turística (Ictur) mismos que tienen como regla
general las Normas Mexicanas Oficiales NOM-08-TUR-
2002 y NOM-09-TUR-2002.

Los guías de turistas se clasifican de acuerdo a su especia-
lidad, de tal suerte que se enunciarán las actividades que
realizan para su mejor entendimiento:

“Guía de turistas general: Persona que cuenta con estudios
de guía a nivel técnico relacionado con la actividad a de-
sempeñar y validados por el Instituto de Competitividad de
la Secretaría de Turismo Federal reconocido en los térmi-
nos de las leyes de la materia y que pueda desempeñar es-
ta actividad a escala nacional con un dominio global de los
atractivos turísticos del país.

Guía de turistas especializado en temas o localidades espe-
cíficos de carácter cultural: Persona que tiene conocimien-
tos y experiencia acreditables en alguna o varias de las ma-
terias mencionadas en el lineamiento Décimo Séptimo del
presente, que se relacionan estrictamente a un monumento,
museo, zona arqueológica o atractivo turístico en particular
o a una localidad específica.

El guía especializado que desee ser acreditado en dos o
más temas o localidades será considerado como guía gene-
ral para lo cual debe de cumplir con todos los requisitos co-
rrespondientes.

Guía de turistas especializado en actividades específicas:
Persona que tiene conocimiento y/o experiencia acredita-
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ble o sobre algún tema o actividad específicos en turismo
orientado a la naturaleza y/o turismo de aventura como
pueden ser:

• Museo

• Kayak de mar o de lago

• Escalada

• Espeleísmo

• Espeleobuceo

• Excursionismo

• Ciclismo de montaña

• Descenso en ríos

• Alta montaña 

• Cañonismo”.

Cabe mencionar que la certificación de los guías de turis-
tas tiene grandes beneficios tanto para el guía como para
los turistas que gustan visitar los destinos de México, como
lo son: incrementa competencias profesionales, permanen-
cia en procesos de mejora continua con actualizaciones, re-
conocimiento federal, seguridad para el turista y posicio-
namiento de México como destino de calidad.6

Es clara la gran responsabilidad que llevan a cuestas y la
importancia de las funciones que tienen los guías de turis-
tas para el sector, en el desarrollo de sus funciones, sin em-
bargo, poca visibilización tienen en ámbito en el que se
desarrollan.

Por un lado, causada por la falta de la difusión de los mis-
mos en los destinos turísticos, ya sea por medio de los mó-
dulos de información turística Mit´s, de Sectur, en plata-
formas digitales oficiales, ya que desafortunadamente no
existe alguna que concentre las que se encuentran a lo lar-
go del país, lo anterior se indica derivado de la búsqueda
realizada a la web, donde no fue posible localizar dicha in-
formación.

Resulta fundamental valorar el capital humano con el que
cuenta la Secretaría, mismo que es bien sabido que no ha
sido justamente valorado y ni reconocido en una justa di-

mensión pareciera que simplemente existen porque surgen,
por generación espontánea, en los sitios turísticos, sobre to-
do en los históricos o recorridos en estos centros donde da-
tos y anécdotas son imprescindibles.

Si bien es cierto, la Sectur, cuenta con una página donde se
encuentra un listado de los guías de turistas que están cer-
tificados por estado, alcaldía y municipio no existe un me-
dio seguro para contactarlos y solicitar sus servicios. Sobre
el particular, resulta oportuno mencionar que con base en
datos de la Secretaría, a la fecha existe un registro de guías
de turistas certificados del índice de 6 mil 100 y el último
listado oficial publicado fue de 2018 había un registro de 6
mil 791 divididos por estado de la siguiente forma:
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Con base en datos de la plataforma Datatur, en los siguien-
tes cuadros se hace un comparativo y ejemplo respecto del
número de visitantes nacionales y extranjeros que visitan
zonas arqueológicas y museos de México:

De lo anterior cabe mencionar que se hace un comparativo
a manera de ejemplo respecto el top 5 del número de visi-
tantes nacionales y extranjeros a museos y zonas arqueoló-
gicas visitadas en el mismo periodo de tiempo siendo:

En el mismo orden de ideas, resulta necesario reflexionar
respecto del gran reto que enfrentan los guías de turistas

certificados en el país, para dar a conocer de forma profe-
sional la gran oferta turística con la que cuenta el país y el
proceso que tienen que transitar para obtener conocimientos
ciertos y veraces para darlos a conocer a los miles de millo-
nes de turistas que visitan México y del mismo modo des-
pertar el interés de los próximos visitantes que gracias a las
recomendaciones de los que ya vivieron la experiencia los
soliciten.

Por lo anterior, y como se ha desprendido de la investiga-
ción que el presente tema ha ameritado, no se advierten
apoyos a los guías de turistas por parte de instituciones ofi-
ciales para facilitar en primera instancia su vocación y en
segunda su trabajo, aunado a la competencia desleal a la
que se enfrentan y la mala remuneración que tienen.

Aunado a ello, resulta incomprensible que los guías de tu-
ristas certificados estén obligados a pagar su entrada al lu-
gar, en donde ellos dan a conocer a los turistas sin impor-
tar su nacionalidad con exposiciones informadas y
fundadas las características del sitio visitado.

En la Ley Federal de Derechos, en el artículo 288, se cita
que: están obligados al pago del derecho por el acceso a los
museos, monumentos y zonas arqueológicas propiedad de
la Federación, las personas que tengan acceso a las mis-
mas, conforme a las siguientes cuotas: 

Categoría I: .........................................................$85.00 

Categoría II: ....................................................... $70.00 

Categoría III: ...................................................... $65.00 

Tratándose del pago del derecho previsto en el párrafo
anterior, después del horario normal de operación se pa-
gará la cuota de ................................................ $300.00 

No pagarán el derecho a que se refiere este artículo, las per-
sonas mayores de 60 años, menores de 13 años, jubiladas,
pensionadas, personas con discapacidad, profesores y estu-
diantes en activo, así como los pasantes o investigadores
que cuenten con permiso del Instituto Nacional de Antro-
pología e Historia, para realizar estudios afines a los muse-
os, monumentos y zonas arqueológicas a que se refiere es-
te artículo. Asimismo, estarán exentos del pago de este
derecho, los visitantes nacionales y extranjeros residentes
en México que accedan a los museos, monumentos y zonas
arqueológicas los domingos. 
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Asimismo, en el artículo 288-A-1, se cita que: están obli-
gadas al pago del derecho por el acceso a los museos pro-
piedad de la Federación y administrados por el Instituto
Nacional de Bellas Artes y Literatura, las personas que ten-
gan acceso a los mismos, conforme a las siguientes cuotas:

Recinto tipo 1: ................................................... $79.06 

Recinto tipo 2: ................................................... $59.29 

Recinto tipo 3: ................................................... $39.53

• Para los efectos de este artículo se consideran: Recin-
tos tipo 1 Museos Históricos: Museo del Palacio de Be-
llas Artes; Museo Nacional de Arte; Museo de Arte Mo-
derno y Museo Tamayo Arte Contemporáneo
Internacional “Rufino Tamayo”. 

• Recintos tipo 2 Museos Emblemáticos: Museo Alvar y
Carmen T. Carrillo Gil; Museo Nacional de San Carlos;
Museo Nacional de la Estampa y Museo Nacional de
Arquitectura.

• Recintos tipo 3 Centros Expositivos: Museo Casa Es-
tudio Diego Rivera y Frida Kahlo; Sala de Arte Público
Siqueiros/La Tallera; Laboratorio Arte Alameda y Mu-
seo Mural Diego Rivera.

No pagarán el derecho a que se refiere este artículo, las per-
sonas mayores de 60 años, menores de 13 años, jubiladas,
pensionadas, personas con discapacidad, profesores y estu-
diantes en activo, así como los pasantes o investigadores
que cuenten con permiso del Instituto Nacional de Bellas
Artes y Literatura, para realizar estudios afines a los muse-
os, a que se refiere este artículo. Asimismo, estarán exen-
tos del pago de este derecho, los visitantes nacionales y ex-
tranjeros residentes en México que accedan a los museos
los domingos. Las personas integrantes del Consejo Inter-
nacional de Museos pagarán el 50 por ciento de la cuota a
que se refiere el presente artículo.

Asimismo, en el artículo 288-A-2., se cita que: están obli-
gadas al pago del derecho por el acceso a los museos pro-
piedad de la Federación y administrados por el Consejo
Nacional para la Cultura y las Artes, las personas que ten-
gan acceso a los mismos, conforme a las siguientes cuotas:

I. Museo Nacional de Culturas Populares ........... $18.04

II. Museo Nacional de los Ferrocarriles Mexicanos ..
$18.04

De las 9:00 horas a las 17:00 horas, no pagarán el derecho
a que se refiere este artículo las personas mayores de 60
años, menores de 13 años, jubiladas, pensionadas, personas
con discapacidad, profesores y estudiantes en activo, así
como los pasantes o investigadores que cuenten con per-
miso del Consejo Nacional para la Cultura y las Artes para
realizar estudios afines a los museos a que se refiere este
artículo. Asimismo, estarán exentos del pago de este dere-
cho quienes accedan a los museos los domingos.

En los artículos 288, 288-A-1 y 288-A-2, se establecen los
costos que deben ser cubiertas por el derecho de accesar a
museos y zonas arqueológicas, así como a las personas que
se encuentran exentas del pago del mismo, supuestos en los
que no se encuentran incluidos a los guías de turistas certi-
ficados por la Secretaría de Turismo federal, situación con
la que no se coincide derivado de la importancia que ellos
representan en la difusión, promoción de conocimientos
ciertos y veraces de las riquezas culturales con los que
cuenta México, y que algunas se han planteado en la expo-
sición de motivos de la presente iniciativa.

Finalmente, México, al ser firmante de la Agenda 2030 pa-
ra el Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas, adqui-
rió diversos compromisos como lo plasmado en el objetivo
8, que enuncia la importancia del trabajo decente para rea-
lizar el desarrollo sostenible que insta a los países miem-
bros a “promover el crecimiento económico sostenido, in-
clusivo y sostenible, el empleo pleno y productivo y el
trabajo decente para todos”; en mismo orden de ideas el
objetivo 12, que enuncia que “El consumo y la producción
sostenibles consisten en fomentar el uso eficiente de los re-
cursos y la energía, la construcción de infraestructuras sos-
tenibles, la mejora del acceso a los servicios básicos y la
creación de empleos ecológicos y decentes. Todo ello se
traduce en una mejor calidad de vida para todos y ayuda a
lograr planes generales de desarrollo, reducir los futuros
costos económicos, ambientales y sociales, aumentar la
competitividad económica y reducir la pobreza”.

De tal suerte que al reconocer los derechos y la importan-
cia de la labor que realizan los guías de turistas en México,
no sólo les brindaremos justicia social, sino también enca-
minaremos a nuestro país a desarrollarse de manera soste-
nible y estaremos más cerca de cumplir con los compromi-
sos adquiridos.
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Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyec-
to de 

Decreto por el que se reforman y adicionan el penúlti-
mo párrafo del artículo 288, el último párrafo del ar-
tículo 288-A-1, y el último párrafo del artículo 288-A-2,
todos de la Ley Federal de Derechos

Único. Se reforman y adicionan el penúltimo párrafo del
artículo 288, el último párrafo del artículo 288-A-1, y el úl-
timo párrafo del artículo 288-A-2, todos de la Ley Federal
de Derechos, para quedar como sigue:

Artículo 288. …

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

No pagarán el derecho a que se refiere este artículo, las per-
sonas mayores de 60 años, menores de 13 años, jubiladas,
pensionadas, personas con discapacidad, profesores y estu-
diantes en activo, así como los pasantes o investigadores
que cuenten con permiso del Instituto Nacional de Antro-
pología e Historia, para realizar estudios afines a los muse-
os, monumentos y zonas arqueológicas a que se refiere es-
te artículo y los guías de turistas certificados por la
Secretaría de Turismo federal, en todas sus clasificacio-
nes. Asimismo, estarán exentos del pago de este derecho,

los visitantes nacionales y extranjeros residentes en Méxi-
co que accedan a los museos, monumentos y zonas ar-
queológicas los domingos.

…

Artículo 288-A-1. …

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

No pagarán el derecho a que se refiere este artículo, las per-
sonas mayores de 60 años, menores de 13 años, jubiladas,
pensionadas, personas con discapacidad, profesores y estu-
diantes en activo, así como los pasantes o investigadores
que cuenten con permiso del Instituto Nacional de Bellas
Artes y Literatura, para realizar estudios afines a los muse-
os, a que se refiere este artículo y los guías de turistas cer-
tificados por la Secretaría de Turismo federal, en todas
sus clasificaciones. Asimismo, estarán exentos del pago de
este derecho, los visitantes nacionales y extranjeros resi-
dentes en México que accedan a los museos los domingos.
Las personas integrantes del Consejo Internacional de Mu-
seos pagarán el 50 por ciento de la cuota a que se refiere el
presente artículo.

Artículo 288-A-2. …

…
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…

…

De las 9:00 horas a las 17:00 horas, no pagarán el derecho
a que se refiere este artículo las personas mayores de 60
años, menores de 13 años, jubiladas, pensionadas, personas
con discapacidad, profesores y estudiantes en activo, así
como los pasantes o investigadores que cuenten con per-
miso del Consejo Nacional para la Cultura y las Artes para
realizar estudios afines a los museos a que se refiere este
artículo y los guías de turistas certificados por la Secre-
taría de Turismo federal, en todas sus clasificaciones.
Asimismo, estarán exentos del pago de este derecho quie-
nes accedan a los museos los domingos. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/http://www.
datatur.sectur.gob.mx/RAT/RAT-2022-12(ES).pdf

2 chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/http://www.
datatur.sectur.gob.mx/RAT/RAT-2022-12(ES).pdf

3 https://www.unwto.org/es/taxonomy/term/347

4 https://whc.unesco.org/es/list/

5 http://sic.gob.mx/?table=museo&disciplina=&estado_id=0

6 chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/http://www.
sectur.gob.mx/gobmx/wp-content/uploads/2019/06/MAS-INFORMA-
CION-EN-LA-REVISTA-DE-ACREDITACION-DE-GUIAS-DE-
TURISTAS.pdf

7 Fuente SECTUR. Guías de turistas vigentes- abril 2018. 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/324733/Gui_
a_de_Turistas_abril_2018_SECTUR.pdf

8 https://www.sectur.gob.mx/EstrategiaDigital/apps/GuiasDeTurista/
index.php 

9 https://www.datatur.sectur.gob.mx/SitePages/ActividadesCultura-
les.aspx

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de 2023.— Diputada
Laura Lynn Fernández Piña (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Públi-
co, para dictamen, y a la Comisión de Turismo, para
opinión.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 42 de la Ley
del Seguro Social, a cargo de la diputada Lidia García Ana-
ya, del Grupo Parlamentario de Morena.

La suscrita, Lidia García Anaya, integrante del Grupo Par-
lamentario de Morena en la LXV Legislatura del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma y adiciona el artículo 42 de la Ley del Seguro Social,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La pandemia provocada por el virus (SARS-CoV-2) afectó
a millones de personas en el mundo, según datos de la Or-
ganización Mundial de la Salud, provocando que la mane-
ra de cumplir las jornadas laborales se modificaran, im-
plantando un nuevo concepto de trabajo en casa para evitar
la propagación del virus.

La pandemia provocada por el coronavirus no es el antece-
dente del concepto de teletrabajo, establecido en la Ley
Federal del Trabajo, el cual está regulado en el artículo
330-A, como a continuación se señala:

Artículo 330-A. El teletrabajo es una forma de organiza-
ción laboral subordinada que consiste en el desempeño de
actividades remuneradas, en lugares distintos al estableci-
miento o establecimientos del patrón, por lo que no se re-
quiere la presencia física de la persona trabajadora bajo la
modalidad de teletrabajo, en el centro de trabajo, utilizan-
do primordialmente las tecnologías de la información y co-
municación, para el contacto y mando entre la persona tra-
bajadora bajo la modalidad de teletrabajo y el patrón.
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La persona trabajadora en la modalidad de teletrabajo será
quien preste sus servicios personal, remunerado y subordi-
nado en lugar distinto a las instalaciones de la empresa o
fuente de trabajo del patrón y utilice las tecnologías de la
información y la comunicación.

Para efectos de la modalidad de teletrabajo, se entenderá
por tecnologías de la información y la comunicación, al
conjunto de servicios, infraestructura, redes, software, apli-
caciones informáticas y dispositivos que tienen como pro-
pósito facilitar las tareas y funciones en los centros de tra-
bajo, así como las que se necesitan para la gestión y
transformación de la información, en particular los compo-
nentes tecnológicos que permiten crear, modificar, almace-
nar, proteger y recuperar esa información.

Se regirán por las disposiciones del presente capítulo las
relaciones laborales que se desarrollen más del cuarenta
por ciento del tiempo en el domicilio de la persona trabaja-
dora en la modalidad de teletrabajo, o en el domicilio ele-
gido por ésta.

No será considerado teletrabajo aquel que se realice de
forma ocasional o esporádica”.

De modo adicional a la normativa existente, la Secretaría
del Trabajo y Previsión Social expidió la Norma Oficial
Mexicana PROY-NOM-037-STPS-2022, donde se regulan
las condiciones del teletrabajo, la seguridad y salud de
quienes realizan su jornada laboral en dicha modalidad.

Sin embargo, y ante la necesidad de establecer mejores
condiciones regulatorias para la modalidad de trabajo que
cada día es más utilizada por las empresas privadas es prio-
ritario considerar un punto fundamental, “los accidentes de
trabajo”.

La Ley del Seguro Social establece en su artículo 42 lo que
a continuación se señala:

Artículo 42. Se considera accidente de trabajo toda lesión
orgánica o perturbación funcional, inmediata o posterior; o
la muerte, producida repentinamente en ejercicio, o con
motivo del trabajo, cualquiera que sea el lugar y el tiempo
en que dicho trabajo se preste.

También se considerará accidente de trabajo el que se pro-
duzca al trasladarse el trabajador directamente de su domi-
cilio al lugar de trabajo, o de éste a aquél”.

Sin embargo, en dicho articulado no se considera dentro
del accidente de trabajo aquel que puede sufrir un trabaja-
dor dentro de su hogar durante su jornada laboral (teletra-
bajo), ya que los accidentes ocurren de manera inesperada,
y deben ser considerados dentro de la legislación aplicable
a la Ley del Seguro Social.

Por ello, para subsanar la laguna legal que presenta la Ley
del Seguro Social y dotar de garantías y protección a los
trabajadores mexicanos, someto a la consideración de este
Honorable Congreso la siguiente iniciativa:

Por lo expuesto y atendiendo a la necesidad de armonizar
la legislación laboral del país para garantizar los derechos
de los trabajadores, someto a consideración de la Cámara
de Diputados la siguiente iniciativa con

Proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 42
de la Ley del Seguro Social

DECRETO

Único. Se reforma y adiciona el artículo 42 de la Ley del
Seguro Social, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 42.-Se considera accidente de trabajo toda lesión
orgánica o perturbación funcional, inmediata o posterior; o
la muerte, producida repentinamente en ejercicio, o con
motivo del trabajo, cualquiera que sea el lugar y el tiempo
en que dicho trabajo se preste; incluyendo la modalidad
de teletrabajo.
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También se considerará accidente de trabajo el que se pro-
duzca al trasladarse el trabajador, directamente de su do-
micilio al lugar de trabajo, o de éste a aquél.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de 2023.— Diputada
Lidia García Anaya (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dicta-
men, y a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, 
para opinión.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Iniciativa que reforma el artículo 83 de la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, suscri-
ta por la diputada Ana María Esquivel Arrona y dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

La que suscribe, diputada Ana María Esquivel Arrona, así
como las diputadas y diputados del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, integrantes de la LXV Legis-
latura de la honorable Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto, por el que se reforma la fracción IV,
artículo 83, de la Ley General de los Derechos de las Ni-
ñas, Niños y Adolescentes. 

Exposición de Motivos

El panorama de la violencia contra niñas, niños y adoles-
centes en nuestro país es grave, y el aumento de las vio-
lencias hacia las infancias se debe a múltiples factores so-
ciales, familiares y estructurales, así como también la
influencia de la pandemia y el aumento en los niveles de

estrés, inseguridad económica y el confinamiento, fueron
consecuencias que permean aun en la vida de las niñas, ni-
ños y adolescentes.

Tan sólo en el año 2021, se registraron 35,625 homicidios
intencionados, representando una tasa de 28.37 por cada
100,000 habitantes a nivel nacional, y a este número se su-
man más de 100,000 personas desaparecidas y más de
4,000 fosas clandestinas en los últimos años, todo en un
contexto de violencia e impunidad agravante donde solo
uno de cada 10 homicidios resulta en sentencia.1

No obstante, las víctimas y victimarios de estos delitos de
alto impacto tienden a enfocarse en personas adultas, sin
embargo, esta misma violencia también afecta a las niñas,
niños y adolescentes. Entre enero 2021 y enero 2022, se
registraron 2,450 homicidios perpetrados contra menores
de edad, es decir, 7 niñas, niños y adolescentes en Méxi-
co son asesinados cada día.2 Además, 14 niñas, niños y
adolescentes desaparecen diariamente, siendo víctimas de
otros delitos, entre los cuales resalta el alto número de
huérfanos dejados por madres víctimas de feminicidios.
Entre diciembre 2018 y marzo 2021, hubo un promedio
mensual de 177 casos de orfandad por feminicidio en Mé-
xico.3

Ante la preocupante situación que vivimos en el país, es de
destacar que los derechos de las niñas, niños y adolescen-
tes deben protegerse y garantizarse en su máxima publici-
dad, atendiendo el principio de progresividad, apostando a
políticas públicas integrales de denuncia que les permitan
en la facilidad de los mecanismos, aminorar las violencias
crónicas, dando la debida legitimidad a sus derechos reco-
nocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y a los Tratados Internacionales de los que el
Estado Mexicano es parte. 

Los diversos tipos de violencia como la física, sexual,
emocional, descuido o trato negligente, prácticas perjudi-
ciales e institucional., deben ser denunciados y las autori-
dades, las entidades federativas, municipales y de las de-
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, por lo
que, las autoridades deben promover e implementar en es-
pacios públicos y privados servicios especializados y me-
canismos de apoyo que faciliten la presentación de denun-
cias, participación en una investigación o en un proceso
judicial garantizando los derechos de las niñas, niños y
adolescentes. Esto, de conformidad con su edad, desarrollo
evolutivo, cognoscitivo y su grado de madurez. 
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Es menester señalar que, los derechos de las niñas, niños
y adolescentes, al igual que los de cualquier persona adul-
ta, son inalienables e irrenunciables, por tanto deben ser
respetados por la sociedad, familiares, madres, padres, y en
caso de que sean violentados, tiene que denunciarse ante
las instancias competentes, con el apoyo de los Sistemas
Nacionales, Estatales y Municipales y del Desarrollo Inte-
gral de la Familia, así como la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos y las Comisiones o Procuradurías Es-
tatales. 

Para ello, la denuncia es un elemento indispensable en la
protección de niñas, niños y adolescentes, dado que:

I. Fortalece el reconocimiento de las niñas, niños y ado-
lescentes como sujetos de derechos, con voz propia y
capacidad de denunciar las vulneraciones de sus dere-
chos;

II. Brinda una vía de comunicación directa entre las ni-
ñas, niños y adolescentes y sus representantes;

III. Ayuda a identificar en los sistemas judiciales relati-
vos a las niñas, niños y adolescentes a nivel nacional;

IV. Mejora la rendición de cuentas al establecer meca-
nismos de denuncia directa de las niñas, niños y adoles-
centes, sujetos de derechos y de instituciones indepen-
dientes que les defienden; y

V. Fortalece la representación y funciones del Comité de
los Derechos del Niño y la obligación del Estado mexi-
cano de tener en cuenta sus decisiones.

Por ello, la condición de edad de las niñas, niños y adoles-
centes da lugar a implementar un procedimiento especiali-
zado y diferenciado que garantice un efectivo derecho de
acceso a la justicia en condiciones de igualdad con las per-
sonas adultas, lo anterior se conoce como justicia adaptada
a niñas, niños y adolescentes. Al respecto, la Suprema Cor-
te de Justicia ha señalado que las personas juzgadoras: De-
ben proveer un trato diferenciado y especializado en la se-
cuela procesal, en toda valoración de riesgo, en las medidas
de protección y en general en la valoración de todo asunto
que afecta a la infancia. En ese tenor, cualquier decisión
que se adopte en el ámbito jurisdiccional que afecte direc-
ta o indirectamente los derechos de un niño o niña, debe
adoptarse sobre la base del reconocimiento de sus caracte-
rísticas propias.4

Además, el derecho a un proceso judicial especializado y
diferenciado encuentra fundamento en el artículo prime-
ro Constitucional que obliga a todas las autoridades, den-
tro del ámbito de sus competencias, a velar por los dere-
chos humanos contenidos en dicho ordenamiento y en
instrumentos internacionales sobre derechos humanos de
los que el Estado mexicano es parte. Y el derecho a un
proceso judicial especializado y diferenciado también se
fundamenta en el artículo 19 de la Convención America-
na sobre Derechos Humanos, así como los artículos 4o. y
19 del Comité de los Derechos del Niño, los cuales ins-
truyen a los Estados a tomar todas las medidas necesarias
para dar efectividad a los derechos reconocidos a las ni-
ñas, niños y adolescentes.

A su vez, con base en los artículos 8 y 25 de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos, los Estados
deben garantizar un acceso efectivo a la justicia y la tu-
tela efectiva, ello implica, garantizar que las personas ac-
cedan a la información que les permita el goce y conoci-
miento pleno de sus derechos humanos y libertades
fundamentales a partir de las resoluciones que emitan los
tribunales competentes. 

Específicamente, tratándose de niñas, niños y adolescentes,
la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado
que el asegurar un acceso de justicia en condiciones de
igualdad se traduce en un sistema de justicia adaptado a ni-
ñas, niños y adolescentes en el que exista una justicia
accesible y apropiada a cada uno de ellos, que tome en con-
sideración el interés superior y su derecho a la participa-
ción con base en sus capacidades en constante evolución,
conforme a su edad, grado de madurez, nivel de compren-
sión y sin discriminación alguna. 

En ese sentido, las Reglas de Brasilia sobre acceso a la
justicia de las personas en condición de vulnerabilidad
incluyen diversas recomendaciones tendentes a facilitar
la interacción de dichas personas con los órganos juris-
diccionales. Las Reglas recomiendan la adopción de las
medidas necesarias para reducir las dificultades de co-
municación que puedan afectar la comprensión del acto
judicial en el que participe una persona en condición de
vulnerabilidad, garantizando que ella pueda comprender
su alcance y significado. 

Por otra parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
ha determinado que el derecho de participación reviste una
finalidad doble:
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I. Reconoce a niñas, niños y adolescentes como titulares de
derechos. En específico, de su capacidad de ejercer su de-
recho de acceso a la justicia en condiciones de igualdad; y

II. Permite que las personas juzgadoras se alleguen a todos
los elementos que necesiten para forjarse convicción res-
pecto a un determinado asunto, lo que a su vez resulta fun-
damental para una debida tutela del interés superior de la
infancia.

Mientras que, en el año 2006, el Secretariado General de
las Naciones Unidas, presentó a la Asamblea General de
las Naciones Unidas el informe de experto independiente
“Informe Mundial sobre Violencia contra los Niños y Ni-
ñas”, en el cual destacó la relevancia de observar cada tipo
de violencia, contexto y agresor, así como la necesidad de
implementar esquemas multisectoriales a fin de prevenir y
atender la violencia contra las niñas, niños y adolescentes.
Como resultado, el Informe emitió 12 recomendaciones
generales relevantes para todos los gobiernos, y entre ellos
se destacan:

1. Fortalecer los compromisos y medidas nacionales y
locales

2. Prohibir toda violencia contra niñas y niños

3. Dar prioridad a la prevención 

4. Promover los valores no violentos y generar concien-
cia

5. Aumentar la capacidad de todos los que trabajan con
y para niñas y niños

6. Proporcionar servicios de recuperación y reinserción
social

7. Garantizar la participación de niñas y niños

8. Crear sistemas de denuncia y servicios accesibles y
adecuados para niñas y niños

9. Asegurar la rendición de cuentas y poner fin a la im-
punidad

10. Abordar la dimensión de genero de la violencia con-
tra los niños

11. Elaborar y aplicar sistemas nacionales de recolec-
ción de datos e investigación

12. Fortalecer los compromisos internacionales

Es así que, México debe cerciorarse de que, los mandatos
de las instituciones nacionales de derechos humanos y
otras instituciones independientes pertinentes abarquen los
derechos de los niñas, niños y adolescentes, tanto en el en-
torno social y digital, puedan recibir, investigar y atender
las denuncias presentadas por niños y sus representantes.5

Cuando existan órganos de supervisión independientes en-
cargados de vigilar las actividades relacionadas con el en-
torno digital, las instituciones nacionales de derechos hu-
manos deben colaborar estrechamente con esos órganos
para garantizar el cumplimiento efectivo de su mandato en
relación con los derechos de los niños.6

Derivado de lo anterior, se concluye que las personas juz-
gadoras, en atención a la obligación genérica de no discri-
minación contenida en el artículo primero constitucional, y
al mandato particular de no discriminación por cuestión de
edad, deben adoptar todas las medidas que sean necesarias
para que los derechos de acceso a la justicia y debido pro-
ceso en materia de denuncia, para las niñas, niños y ado-
lescentes puedan ser efectivamente garantizados a través
de un procedimiento especializado y diferenciado que les
coloque en una situación de igualdad real con las personas
adultas. 

En ese sentido, se consideran las condiciones del desarro-
llo y madurez de las niñas, niños y adolescentes en cada en-
torno donde son susceptibles de ser agredidos por múltiples
actores, es decir, el espectro de tipos de violencia y núme-
ro de agresores frente a quienes se encuentran expuestas las
niñas, niños y adolescentes es más amplio y complejo, por
lo que las probabilidades de que sufran múltiples tipos de
violencia es mayor que para las personas adultas.7 E inde-
pendientemente de todo tipo de acto violento, las investi-
gaciones sobre violencia han encontrado tres grandes regu-
laridades. La primera concierne a la coexistencia de
diversos tipos de violencia: usualmente las niñas, niños y
adolescentes maltratados en el hogar, también son agredi-
dos en sus escuelas y comunidades. Además, están expues-
tos a combinaciones de agresiones como gritos, golpes,
amenazas y ataques sexuales; es decir, la violencia rara vez
ocurre de manera aislada. 

Posterior, es que ser víctima de cualquier forma de violen-
cia eleva las probabilidades de sufrir nuevamente otra agre-
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sión, cabe destacar que, la revictimización también puede
ser institucional y ésta ocurre cuando las víctimas o testi-
gos de cualquier forma de violencia son sometidas a prác-
ticas, protocolos o métodos nocivos para su bienestar. Por
último, consistentemente se ha visto que la violencia tien-
de a concentrarse en ciertos lugares y tiempos, y se ha en-
contrado que el maltrato y negligencia infantil tienden a lo-
calizarse en áreas específicas y geográficamente cercanas.
Paralelamente, se ha observado que el maltrato infantil no
ocurre de manera homogénea en toda una ciudad, sino que
hay comunidades donde este tipo de violencia es más habi-
tual y persistente a lo largo del tiempo.

En este sentido, resulta imperante que la violencia crónica
que se revela en diferentes formas hacia las niñas, niños y
adolescentes, debe ser denunciada en todo momento, y el
Estado debe garantizar todos los derechos, garantías de se-
guridad jurídica y debido proceso, resolviendo los proble-
mas de violencia que vulneran los derechos de niñas, niños
y adolescentes en nuestro país; incorporando y reconocien-
do, en todo momento, el interés superior de la niñez como
criterio rector establecido en el artículo 4º de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Y con el objetivo de exponer de forma clara y concisa el
contenido de la presente iniciativa, se muestra el siguiente
cuadro comparativo:

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se reforma la fracción IV del artícu-
lo 83 de la Ley General de las Niñas, Niños y Adoles-
centes 

Artículo Único. Se reforma la fracción IV del artículo
83 de la Ley General de los Derechos de las Niñas, Ni-
ños y Adolescentes. 

Artículo 83. 

I. a III.

IV. Promover e implementar en espacios públicos y
privados servicios especializados y mecanismos de
apoyo que faciliten la presentación de denuncias,
participación en una investigación o en un proceso
judicial garantizando los derechos de las niñas, niños
y adolescentes.

V. a XIII

Transitorios

Primero. - El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. - Las erogaciones que se generen con motivo de
la entrada en vigor del presente decreto se realizarán de
forma progresiva para los subsecuentes ejercicios fiscales
del Presupuesto de Egresos de la Federación y los presu-
puestos de los ejecutores de gasto responsables.

Notas

1 Impunidad Cero. (2020). Impunidad en homicidio doloso y femini-
cidio: 

https://www.impunidadcero.org/articulo.php?id=142&t=impuni-
d a d - e n - h o m i c i d i o - d o l o s o - y - f e m i n i c i d i o - r e p o r t e -
2020#:~:text=La%20impunidad%20en%20homicidio%20doloso l

2 https://www.savethechildren.mx/la-violencia-contra-ninas-ninos-y-
adolescentes/ 
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3 Infobae (2021), “En solo cuatro años 5,000 niños quedaron huérfa-
nos por feminicidios en México”, 

https://www.infobae.com/america/mexico/2021/08/05/en-solo-
cuatro-anos-5000-ninos-quedaron-huerfanos-por-feminicidios-en-
mexico-autoridades-presentaron-protocolo/ 

4 Sentencia recaída al Amparo Directo en Revisión 474/2014, op. cit.
Párrafo 130.

5 Convención sobre los Derechos del Niño, Observación General nú-
mero 2 (2002), párrafos 2 y 7.

6 Ibídem, párrafo 7.

7 Finkelhor, D., R. K. Ormrod, H. A. Turner, “Re-victimization Pat-
terns in a National Longitudinal Sample of Children and Youth”, Child
Abuse & Neglect, n.p., 2007b, 31(5), pp. 479–502. Turner, H. A., et al.,
“Polyvictimization and Youth Violence Exposure Across Contexts”,
Journal of Adolescent Health, n.p., 2016, 58(2), 

https://doi.org/10.1016/j.jadohealth.2015.09.021, pp. 208–214.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a 28 de mar-
zo de 2023.— Diputada Ana María Esquivel Arrona (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Ado-
lescencia, para dictamen.

LEY ORGÁNICA DE LA
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 37 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, a cargo de
la diputada Margarita García García, del Grupo Parlamen-
tario del Partido del Trabajo.

La que suscribe, Margarita García García, diputada del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, integrante de
la LXV Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados y demás disposiciones aplicables somete a conside-
ración de esta asamblea, la siguiente iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se reforma el artículo 37 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, al tenor de
los siguientes

Antecedentes

La Secretaría de la Función Pública tiene sus antecedentes
desde 1824 con la creación del Departamento de Cuenta y
Razón, dentro del Ministerio de Hacienda en donde se ha-
cían cargo de formular los presupuestos, para 1831 cambia
a Dirección General de Rentas donde inspeccionada los di-
ferentes ramos administrativos del gobierno y el estado ge-
neral de los valores, en 1867 queda como única dependen-
cia fiscalizadora.

En mayo de 1910 se establece como Dirección de Contabi-
lidad y Glosa que en 1917 cambia a Departamento de Con-
traloría adscrita directamente al Ejecutivo, en las reformas
de 1932 esta dirección se transfiere de nuevo a la Secretaría
de Hacienda, en donde se otorga el control preventivo de
actos y contratos que afectan el erario público, contabilidad,
glosa y financiamiento.

En 1935 se crea la Contaduría de la Federación depen-
diente de la Secretaria de Hacienda, para 1947 se crea la
Ley de Secretarías, se crea la Secretaría de Bienes Na-
cionales e Inspección Administrativa, en 1965 se aprue-
ba la Ley para el Control de los Organismos Descentra-
lizados y Empresas de Participación Estatal, que se
reforma en 1970 otorgando funciones de control para
ejercerla también sobre las empresas en que el Estado
participa en forma minoritaria.

Para 1976 en la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca dentro de las funciones de control y vigilancia se le atri-
buyen las siguientes:

• El manejo de la deuda pública y avalúo de los bienes
muebles nacionales;

• El control, vigilancia y evaluación del ejercicio del
gasto público federal y de los presupuestos, de los con-
tratos de obra pública, de la informática, y de las adqui-
siciones de toda clase, en la Secretaría de Programación
y Presupuesto;

• La administración y vigilancia de los bienes de pro-
piedad originaria, los que constituyen recursos naturales
no renovables y los de dominio público de uso común,
en la Secretaría de Patrimonio y Fomento Industrial; y

• La administración y vigilancia de los inmuebles de
propiedad federal y el establecimiento de las normas pa-
ra la celebración de contratos de construcción y conser-
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vación de obras federales, en la Secretaría de Asenta-
mientos Humanos y Obras Públicas.

• Por disposiciones posteriores, la competencia en mate-
ria de control se complementa quedando:

• La intervención en las adquisiciones de toda clase y el
manejo de almacenes, control de inventarios, avalúos y
baja de bienes muebles, en la Secretaría de Comercio;

• La responsabilidad de control, desde el punto de vista
presupuestario, al personal federal, en la Secretaría de
Programación y Presupuesto, y

• El registro y control de la manifestación de los bienes
del personal público federal, en las Procuradurías Gene-
ral de la República y General de Justicia del Distrito Fe-
deral.

En 1982 se da origen a la Secretaría de la Contraloría Ge-
neral de la Federación; con el propósito de integrar en esta
dependencia las funciones de control y evaluación global
de la gestión pública que se encontraban dispersas.

Para 2001 el nuevo Reglamento para esta dependencia e in-
corporar dentro de la estructura orgánica de la Secretaría, a
la Subsecretaría de Desarrollo y Simplificación Adminis-
trativa, se hicieron precisiones sobre el funcionamiento de
diversas unidades administrativas de la Secretaría, entre las
que se encuentran la Unidad de Auditoría Gubernamental y
la Dirección General de Responsabilidades y Situación Pa-
trimonial, así como de los órganos internos de control de
las dependencias y entidades de la administración pública
federal (APF) y la Procuraduría General de la República,
para el adecuado ejercicio de sus atribuciones.

En 2004 se expide el Reglamento del Instituto de Adminis-
tración y Avalúos de Bienes Nacionales y se crea como ór-
gano desconcentrado de la Secretaria de la Función Públi-
ca, en la Gestión en la APF 2008-2012 estableció una
nueva estructura orgánica en la dependencia para promover
el desarrollo, modernización y mejora de la gestión de las
dependencias, las entidades y la Procuraduría, la realiza-
ción de programas para el mejoramiento de la gestión ad-
ministrativa y la simplificación y automatización de proce-
sos, trámites y servicios, así como darles seguimiento por
sí o a través de los órganos internos de control.

En 2011 se modifica para incorporar los acuerdos confor-
me a las reglas de austeridad y en 2015 se refuerzan los

procesos de control, fiscalización y auditoria del gobierno
lo que ayuda a que en 2017 se armonice con las leyes del
Sistema Nacional Anticorrupción.

Exposición de Motivos

Como bien hemos podido observar la evolución de la Se-
cretaria de la Función Pública ha evolucionado poco a po-
co, se le han hecho las reformas necesarias para un buen
funcionamiento, tal es el caso que al titular de los Órganos
Internos de Control de cada una de las dependencias es
nombrado por la Secretaria de la Función Pública, como
bien lo menciona la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica, como bien se menciona en el artículo 37, fracción
XII:

“…

XII. Designar y remover a los titulares de los órganos
internos de control de las dependencias y entidades de la
administración pública federal, así como de las unidades
administrativas equivalentes en las empresas producti-
vas del Estado, quienes dependerán jerárquica, funcio-
nal y presupuestalmente de la Secretaría de la Función
Pública, asimismo, designar y remover a los titulares de
las áreas de auditoría, quejas y responsabilidades de los
citados órganos internos de control, quienes tendrán el
carácter de autoridad y realizarán la defensa jurídica de
las resoluciones que emitan en la esfera administrativa y
ante los Tribunales Federales, representando al titular de
dicha Secretaría;

…”

Lo mismo sucede con el nombramiento de auditores, así
como a los delegados de la Secretaría en las dependencias
y órganos desconcentrados, mencionados también en el ar-
tículo 37 fracciones X y XI;

“…

X. Designar y remover a los auditores externos de las
entidades, así como normar y controlar su desempeño;

XI. Designar y remover, para el mejor desarrollo del sis-
tema de control y evaluación de la gestión gubernamen-
tales, delegados de la propia Secretaría ante las depen-
dencias y órganos desconcentrados de la administración
pública federal centralizada, y comisarios públicos de
los órganos de vigilancia de las entidades de la adminis-
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tración pública paraestatal, así como normar y controlar
su desempeño;

…”

El problema con esta situación surge porque, aunque los ti-
tulares de los Órganos Internos de Control de las depen-
dencias, así como los delegados son nombrados por la Se-
cretaría de la Función Pública, quien está a cargo del pago
de sus sueldos y salarios son las dependencias a las que se
supone deben de vigilar, por lo que puede llegarse a dar el
caso de que al ser los que les pagan en ocasiones coaccio-
nan a los Órganos Internos para no dar seguimiento a las
quejas o investigaciones que realizan.

Del mismo modo, el mantener siempre a un mismo titular
como encargado de una sola dependencia permite que pue-
da haber casos de influyentísimo, como en el caso mencio-
nado anteriormente, por lo que esta iniciativa pretende es
que los sueldos y salarios de los titulares del Órgano Inter-
no de Control, así como de los delegados sea administrado
por la Secretaría de la Función Pública y no por las depen-
dencias a las que son asignados, además de que existe una
rotación periódica de este personal de por lo menos cada 2
años para evitar situaciones de influyentísimo.

Por los motivos expuestos someto a consideración de este
pleno, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se reforma la fracción XI y XII del artículo 37 de
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, pa-
ra quedar como sigue:

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal

Artículo 37. A la Secretaría de la Función Pública corres-
ponde el despacho de los siguientes asuntos:

I. a X. …

XI. Designar, remover y rotar periódicamente, para el
mejor desarrollo del sistema de control y evaluación de
la gestión gubernamentales, delegados de la propia Se-
cretaría ante las dependencias y órganos desconcentra-
dos de la administración pública federal centralizada, y
comisarios públicos de los órganos de vigilancia de las
entidades de la administración pública paraestatal, nor-
mar y controlar su desempeño;

XII. Designar, remover y rotar periódicamente a los
titulares de los órganos internos de control de las de-
pendencias y entidades de la administración pública fe-
deral, así como de las unidades administrativas equiva-
lentes en las empresas productivas del Estado, quienes
dependerán jerárquica, funcional, salarial y presupues-
talmente de la Secretaría de la Función Pública, asimis-
mo, designar, remover y rotar periódicamente a los ti-
tulares de las áreas de auditoría, quejas y
responsabilidades de los citados órganos internos de
control, quienes tendrán el carácter de autoridad y reali-
zarán la defensa jurídica de las resoluciones que emitan
en la esfera administrativa y ante los Tribunales Federa-
les, representando al titular de dicha Secretaría;

XIII. al XXIX. …

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrara en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Los recursos financieros destinados a remunera-
ción de los titulares de los Órganos Internos de Control se
transferirán a la Secretaría de la Función Pública, por lo
que no se generarán erogaciones adicionales.

Tercero. El Ejecutivo tendrá un plazo de 180 días a partir de
la entrada en vigor del presente decreto para realizar las mo-
dificaciones necesarias a las disposiciones reglamentarias a
fin de establecer la periodicidad para las rotaciones de los ti-
tulares de los Órganos Internos de Control y de los delegados
designados por la Secretaría de la Función Pública.

Referencias

- Secretaría de la Función Pública, (2018) Manual de Organización Ge-
neral de la Secretaria de la Función Pública, DOF. Recuperado de:

https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5511119&fe-
cha=23/01/2018#gsc.tab=0

- Presidencia de la República (1976) Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, Recuperado de: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LOAPF.pdf
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de
2023.— Diputada Margarita García García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que adiciona el artículo 39 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Carlos Madrazo Limón, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional.

El que suscribe, diputado Carlos Madrazo Limón, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional en la LXV
Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta honorable asamblea la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona frac-
ción III-Bis al artículo 39 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, bajo la
siguiente

Exposición de Motivos

En México, las personas de 60 y más años son cerca de
15.7 millones; las personas de más de 85 años son cerca de
1.1 millones en 2022. Para 2024 serán cerca de 17 millones
y en 2030 cerca de 22 millones.

Las personas adultas mayores representan casi el 12.5 por
ciento de la población. La pirámide poblacional se está
alargando y ensanchando porque las personas están acce-
diendo a una mayor expectativa de vida. Conforme las y
los mexicanos transitamos a una mayor esperanza de vida,
es necesario reconocer los nuevos retos y necesidades de
acciones y políticas públicas, particularmente enfocadas a
las mujeres indígenas adultas mayores, y a las personas
adultas mayores de 80 años. Estos dos grupos de edad se
encuentran y se encontrarán los próximos años en graves
riesgos de discriminación, de salud y precariedad en el ac-
ceso a los servicios de salud, lo cual hace necesario e im-
prescindible reconocerles y posibilitar la realización de po-
líticas públicas y acciones de gobierno enfocadas a su
protección.

La transición demográfica mexicana requiere una serie de
políticas públicas distintas a las actuales, que tengan un en-
foque integral, no asistencial ni clientelista, que tenga una
perspectiva gerontológica y geriátrica, de salud clínica y
emocional, nutrición, vivienda, cuidado de la persona, así
como la participación en la comunidad y la atención fami-
liar. Las transferencias económicas actuales, si bien nece-
sarias, no son suficientes para garantizar el envejecimiento
saludable, pues sólo generan clientelismo político y distor-
siones sociales.

De acuerdo a cifras del Consejo Nacional de Población (Co-
napo), se espera que para 2050, en México habrá alrededor de
25 millones de personas adultas mayores, es decir, 17 de ca-
da 100 personas serán adultas mayores.1 El sustancial incre-
mento de la población adulta mayor significa un gran desafío
no sólo demográfico, sino de política pública para el país,
pues habrá mayores demandas de servicios de salud, seguri-
dad social, movilidad y accesibilidad.

Propuesta de adecuaciones de la normativa nacional a
estándares internacionales en materia de Personas
Adultas Mayores

1. Antecedentes

La Organización de Estados Americanos (OEA) en sesión
de 15 de enero del 2015, correspondiente al Cuadragésimo
Quinto Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea Ge-
neral,2 adoptó la Convención Interamericana sobre la Pro-
tección de los Derechos de las Personas Mayores. Misma
que entró en vigor el 11 de enero de 2017.

Con fecha de 13 de diciembre de 2022,3 el Pleno de la Cá-
mara de Senadores ratificó dicho instrumento multilateral
y lo remitió al Ejecutivo Federal para su publicación en el
Diario Oficial de la Federación, lo que ocurrió el 10 de ene-
ro del presente año.4
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2. Necesidad de actualización de nuestro marco norma-
tivo

La adopción de esta Convención impone al Estado mexi-
cano una serie de obligaciones e implica la necesidad de
adecuar nuestro marco normativo conforme a las exigen-
cias internacionales, tendiendo a los principios de univer-
salidad, progresividad, indivisibilidad e interdependencia,
que reconoce nuestra Constitución General.5

3. Propuesta de reforma 

Es urgente la creación de una comisión ordinaria que atien-
da exclusivamente temas relacionados con las personas
adultas mayores. Si bien es cierto que la representación de
ese rango de edad está cabalmente manifestado en la con-
formación de los grupos parlamentarios, las necesidades de
este grupo etario son muy particulares y deben ser atendi-
das con la máxima prioridad.

Vemos que otros grupos etarios cuentan con su comisión pro-
pio, de esta manera, vemos que existen las Comisiones de
Derechos de la Niñez y Adolescencia, Juventud, que se sepa-
ró de la de Deporte. Incluso existen las Comisiones de Igual-
dad de Género, Pueblos Indígenas y Afrodescendientes. 

Por tanto, es de elemental justicia reivindicar la represen-
tación de las personas adultas mayores en las comisiones
ordinarias, para no diluir las problemáticas muy particu-
lares de este segmento de la población.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de 

Decreto por el que se adiciona la fracción III-Bis al ar-
tículo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos

Primero. Se adiciona la fracción III-Bis al artículo 39 de la
Ley Orgánica de Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, quedando como sigue:

Artículo 39. 

1. Las comisiones son órganos constituidos por el pleno,
que a través de la elaboración de dictámenes, informes,
opiniones o resoluciones, contribuyen a que la Cámara
cumpla sus atribuciones constitucionales y legales. 

2. La Cámara de Diputados contará con las comisiones or-
dinarias y especiales que requiera para el cumplimiento de
sus funciones. 

Las comisiones ordinarias serán: 

III-Bis. Atención a las Personas Adultas Mayores; 

Artículo Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/390824/Info-
graf_a_Proyecciones_de_la_poblaci_n_de_M_xico.pdf

2 Disponible en: 

https://www.oas.org/es/sla/ddi/tratados_multilaterales_interameri-
canos_A-70_derechos_humanos_personas_mayores_firmas.asp

3 Disponible en: 

https://comunicacionsocial.senado.gob.mx/informacion/comunica-
dos/4659-aprueba-senado-convencion-interamericana-sobre-pro-
teccion-de-derechos-humanos-de-personas-mayores

4 Disponible en: 

https://www.dof.gob.mx/index_111.php?year=2023&month=01&d
ay=10#gsc.tab=0 

5 Artículo 1, tercer párrafo.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de
2023.— Diputado Carlos Madrazo Limón (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen, y a la Comi-
sión de Atención a Grupos Vulnerables, para opinión.
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LEY DE LOS DERECHOS DE LAS 
PERSONAS ADULTAS MAYORES

«Iniciativa que reforma los artículos 3o. y 3o. Bis de la Ley
de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, a cargo
de la diputada Adriana Bustamante Castellanos, del Grupo
Parlamentario de Morena.

La suscrita, Adriana Bustamante Castellanos, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena en la LXV Legislatu-
ra del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, párrafo 1,
fracción I, y 77, 78 y demás relativos del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman los artículos 3o. y 3o. Bis de la Ley de los Derechos
de las Personas Adultas Mayores, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Primera. El envejecimiento humano constituye un proce-
so multidimensional de los seres humanos que se caracte-
riza por ser heterogéneo, intrínseco e irreversible; inicia
con la concepción, se desarrolla durante el curso de vida y
termina con la muerte.

Es un proceso complejo de cambios biológicos y psicoló-
gicos de los individuos en interacción continua con la vida
social, económica, cultural y ecológica de las comunida-
des, durante el transcurso del tiempo. Representa una cons-
trucción social y biográfica del último momento del curso
de vida humano.1

La vejez constituye un proceso heterogéneo a lo largo del
cual se acumulan, entre otros, necesidades, limitaciones,
cambios, pérdidas, capacidades, oportunidades y fortalezas
humanas.

Las personas adultas mayores son sujetos de derecho, so-
cialmente activos, con garantías y responsabilidades res-
pecto de sí mismas, su familia y su sociedad, con su entor-
no inmediato y con las futuras generaciones.2

Cada sociedad establece el límite a partir del cual una per-
sona se considera mayor o de edad avanzada, aunque sin
excepciones, la frontera entre la etapa adulta y la vejez es-
tá muy vinculada con la edad fisiológica.

En el caso de México, la Ley de los Derechos de las Per-
sonas Adultas Mayores señala que las personas adultas ma-
yores, son aquellas que cuentan con sesenta años o más de
edad.

De acuerdo con el Censo de Población y Vivienda del 
Inegi de 2020, la población total en México es de 126 mi-
llones 14 mil 24 habitantes. De ellos, 64 millones 540 mil
634 son mujeres (51.2 por ciento) y 61 millones 473 mil
390 son hombres (48.8); la tasa de envejecimiento es de
38.0, por lo que residen 15.4 millones de personas de 60
años o más, de las que 1.7 millones viven solas. Sólo 41.4
por ciento son económicamente activos (54.1 son hombres
y 45.9 mujeres).3

El 69.4 por ciento presenta algún tipo de discapacidad o li-
mitación. El 60 por ciento son mujeres (1 millón 48 mil 426)
y 40 por ciento son hombres (697 mil 699). Su estructura por
edad indica que 43.1 por ciento tiene entre 60 y 69 años,
mientras que más de la tercera parte (36.4) entre 70 y 79 años.
La tasa de analfabetismo es de 19 por ciento y su afiliación a
servicios de salud alcanza 81.1.4

Es evidente, que el país ha venido dándose de manera pro-
gresiva un proceso de envejecimiento, aunque sigue siendo
joven, esto se va acentuando en la edad mediana, la cual
pasó de los 26 a 29 años edad en la última década, la mitad
de la población tiene 29 años o menos.

El proceso de envejecimiento también queda en evidencia
en la pirámide poblacional, que presenta una tendencia a
reducir su base, mientras que continúa su ensanchamiento
tanto en el centro como en la parte alta, lo que significa que
la proporción de niñas, niños y adolescentes ha disminuido
y se ha incrementado la proporción de adultos y adultos
mayores.5

Muestra de lo anterior es que la población de 60 años y más
que pasó de 9.1 por ciento en 2010 a 12.0 en 2020, mien-
tras que la población de 0 a 17 años disminuye de 35.4 en
2010 a 30.4 en 2020.6

Segunda. El tema del envejecimiento demográfico cobra
cada vez mayor relevancia a nivel internacional y México
no es la excepción. En nuestro país, el nivel de ingreso y
las bajas tasas de ahorro han reducido a la mayor parte de
los adultos mayores a la situación pobreza, condición que
se agravará en los próximos años debido a la transforma-
ción de la pirámide poblacional que implica una mayor
cantidad de adultos mayores respecto a la población total.
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El envejecimiento tiene facetas múltiples que exigen análi-
sis y demandan atención. Los adultos mayores enfrentan
problemas de salud, pobreza, desempleo, baja cobertura en
pensiones y en protección social, entre otras.7

Pero, además durante la actual crisis sanitaria de Covid-19,
los adultos mayores son uno de los grupos vulnerables que
mayormente han padecido las tasas de mortalidad y que
han sufrido con especial dureza los efectos económicos del
confinamiento. 

De acuerdo con el Inegi, el Covid-19 fue la segunda causa
de muerte en México durante 2020 y provocó más falleci-
mientos en hombres, con 64 por ciento de los decesos tota-
les, que en mujeres. Por grupos de edad, los números dan
cuenta de que el Covid fue la principal causa de muerte en
toda la franja que va de los 35 a los 64 años. En los mayo-
res de 65 años, sólo las enfermedades cardíacas se cobra-
ron más muertes que el coronavirus.8

Otro aspecto que también preocupa el surgimiento de casos
de adultos mayores abandonados a su suerte en residencias
de asilo y la falta de aplicación de protocolos que minimi-
cen el riesgo de contagio en esos lugares de este sector,
muy lastimado por la pandemia.9

Aunado a los anterior, las tasas de discriminación y violen-
cia de las personas adultas mayores en México, ha tenido
un aumento considerable en el número de casos, en todas
las modalidades de discriminación y en todos los tipos de
violencia, que va desde la psicológica, física, sexual, patri-
monial, económica e institucional.

Tercera. En la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos adoptada por la Asamblea General el 10 de di-
ciembre de 1948 se establecen los derechos fundamenta-
les y se incluye la prohibición de discriminación por
cualquier motivo alguno; a partir de esta Declaración se
han promulgado normas internacionales y nacionales que
buscan el desarrollo de las libertades en la vejez y la pro-
tección de los derechos humanos de las personas mayores
(Naciones Unidas, 1948).10

En este sentido, en 2015 se promulgó la Convención Inter-
americana sobre la Protección de los Derechos Humanos
de las Personas Mayores (OEA, 2015), en la que se abor-
dan los asuntos de la vejez y el envejecimiento desde una
perspectiva de derechos humanos, reafirmando la obliga-
ción de eliminar todas las formas de discriminación y mal-
trato, en particular la que se presenta en razón de la edad.

El maltrato de las personas adultas mayores se define co-
mo cualquier acción voluntariamente realizada, es decir, no
accidental, que dañe o pueda dañar a una persona mayor, o
cualquier omisión que prive a un anciano de la atención ne-
cesaria para su bienestar, así como cualquier violación de
sus derechos.11

De acuerdo con OMS, “el maltrato de las personas mayo-
res es un acto único o repetido que causa daño o sufri-
miento a una persona de edad, o la falta de medidas apro-
piadas para evitarlo, que se produce en una relación basada
en la confianza.

Este tipo de violencia constituye una violación de los de-
rechos humanos e incluye el maltrato físico, sexual, psi-
cológico o emocional; la violencia por razones económi-
cas o materiales; el abandono; la negligencia; y el
menoscabo grave de dignidad y la falta de respeto”12

La Convención Interamericana sobre la Protección de los
Derechos Humanos de las Personas Mayores define mal-
trato como “todo acto u omisión contra una persona mayor
que ocurra de manera única o repetida y produzca daño a
la integridad física, psíquica, moral o vulnere el goce de los
derechos humanos y libertades fundamentales, indepen-
dientemente de que esta situación se produzca en el marco
de una relación de confianza”.13

Algunas cifras derivadas de estudios nacionales, encuestas
específicas o informes judiciales dan indicios de la magni-
tud de este problema en algunos países de América Latina.

En México, el Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía llevó a cabo la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de
las Relaciones en los Hogares en 2016, los resultados mos-
traron una prevalencia del maltrato a adultos mayores de
17.3 por ciento, siendo mayor en las mujeres (18.4) que en
los hombres (12.6). El maltrato más prevalente fue el psi-
cológico (9.4), seguido del económico (4.9) y el físico, con
1.2.14

Como se ha señalado, los efectos de la actual crisis sanita-
ria del Covid 19, las personas adultas mayores junto con
las mujeres han sido, los sectores más vulnerables a la dis-
criminación y sobre todo violencia en todas sus acepcio-
nes.

Desde el punto de vista gerontológico, se han determinado
distintos tipos de maltrato o violencia contra las personas
mayores:
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• Maltrato físico. Acto no accidental que provoca daño
corporal o deterioro físico.

• Maltrato psicológico. Actos verbales o no verbales
que generen angustia, desvalorización o sufrimiento.

• Abuso sexual. Cualquier contacto sexual no consentido.

• Abandono. Descuido u omisión en la realización de
determinadas atenciones o desamparo de una persona
que depende de otra por la cual se tiene alguna obliga-
ción legal o moral. Es una de las formas más extremas
del maltrato y puede ser intencionada o no.

• Explotación financiera. Uso ilegal de los fondos, la
propiedad o los recursos de la persona adulta mayor.

• Maltrato estructural. Se manifiesta en la falta de po-
líticas sociales y de salud adecuadas, la inexistencia, el
mal ejercicio y el incumplimiento de las leyes; la pre-
sencia de normas sociales, comunitarias y culturales que
desvalorizan la imagen de la persona mayor y que re-
sultan en su perjuicio y se expresan socialmente como
discriminación, marginalidad y exclusión social.

• Maltrato institucional. Como los actos u omisiones
de las y los servidores públicos de cualquier orden de
gobierno que discriminen o tengan como fin dilatar,
obstaculizar o impedir el goce y ejercicio de los dere-
chos de los adultos mayores.15

Es de señalar, que generalmente la violencia es ejercida por
familiares, vecinos o desconocidos, con o sin propósito de
llevarlo a cabo y puede darse dentro de la familia, en la so-
ciedad o por parte de las mismas instituciones guberna-
mentales. A veces ni siquiera la notamos por desconoci-
miento, porque llegamos a acostumbrarnos a ella o por
falta de sensibilidad.

Las personas mayores que han sido maltratadas pueden
presentar confusión, insomnio, agitación, agresividad, pér-
dida de peso, moretones, cicatrices o quemaduras, higiene
deficiente, desarrollo de úlceras, entre otros. La violencia,
en cualquiera de sus formas, tiene consecuencias en la in-
tegridad emocional y física de las personas mayores, por
eso es importante reconocerla, prevenirla y atenderla.

La Ley Federal de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores, publicada en el Diario de la Federación el 25 de junio
de 2002, tiene por objeto garantizar el ejercicio de los dere-

chos de las personas adultas mayores, así como establecer las
bases y disposiciones para su cumplimiento, mediante la re-
gulación de la política pública nacional para la observancia
de los derechos de las personas adultas mayores.

Asimismo, establece los principios, objetivos, programas,
responsabilidades e instrumentos que la administración pú-
blica federal, las entidades federativas y los municipios de-
ben implementar para prevenir y atender el la violencia
contra los adultos mayores.16

Además, establece en el artículo 3o. Bis los tipos de vio-
lencia a que son sujetos los adultos mayores:

I. La violencia psicológica. Es cualquier acto u omisión
que dañe la estabilidad psicológica, que puede consistir
en: negligencia, abandono, descuido reiterado, insultos,
humillaciones, devaluación, marginación, indiferencia,
comparaciones destructivas, rechazo, restricción a la au-
todeterminación y amenazas, las cuales conllevan a la
víctima a la depresión, al aislamiento, a la devaluación
de su autoestima e incluso al suicidio;

II. La violencia física. Es cualquier acto que inflige da-
ño no accidental, usando la fuerza física o algún tipo de
arma u objeto que pueda provocar o no lesiones ya sean
internas, externas o ambas;

III. La violencia patrimonial. Es cualquier acto u omi-
sión que afecta la supervivencia de la víctima. Se mani-
fiesta en: la transformación, sustracción, destrucción,
retención o distracción de objetos, documentos persona-
les, bienes y valores, derechos patrimoniales o recursos
económicos destinados a satisfacer sus necesidades y
puede abarcar los daños a los bienes comunes o propios
de la víctima; hecha excepción de que medie acto de au-
toridad fundado o motivado;

IV. La violencia económica. Es toda acción u omisión
del agresor que afecta la supervivencia económica de la
víctima. Se manifiesta a través de limitaciones encami-
nadas a controlar el ingreso de sus percepciones econó-
micas, así como la percepción de un salario menor por
igual trabajo, dentro de un mismo centro laboral;

V. La violencia sexual. Es cualquier acto que degrada o
daña el cuerpo y/o sexualidad de la víctima y que por tan-
to atenta contra su libertad, dignidad e integridad física. Es
una expresión de abuso de poder; y
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VI. Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o
sean susceptibles de dañar la dignidad, integridad o li-
bertad de las Personas Adultas Mayores.17

Sin embargo, este ordenamiento no prevé, ni define a la
violencia institucional, como prácticas estructuradas de
violación de los derechos de los adultos mayores por parte
de las y los servidores públicos de cualquier orden de go-
bierno que discriminan o ejercen algún tipo de violencia.

Cuarta. La violencia institucional es un concepto que
amplía y define cualquier uso indebido de poder o fuer-
za como la discriminación llegando a causar alguna afec-
tación a una persona hasta la pérdida de la vida, ya sea
por medio del asesinato o la tortura física como la psicó-
loga, el aislamiento, esto incluye la detención por parte
de algún ente judicial o institución de funciones públi-
cas; es decir, que funcionarios o servidores públicos pue-
den llegar a violentar los derechos humanos de cualquier
ciudadano, usando la fuerza corporal, con armas median-
te el apoyo de la ley como fuerza de seguridad, son actos
violentos que pueden hacerse individualmente como co-
lectivo, haciéndolo rutinario de manera ilegal, así sea de
manera intencional.18

¿Cuándo puede ocurrir la violencia institucional en un adulto
mayor? Cuando ha presentado una denuncia por ser víctima
de algún tipo de violencia, o has sido despojado injustamen-
te de sus derechos y las instituciones no le han proporciona-
do un trato digno de calidad y calidez, e incluso cuando las
autoridades han tolerado la vulneración de derechos o han
participado en complicidad con su agresor.19

Las autoridades que ejercen la violencia denominada insti-
tucional son los cuerpos policiacos, los jueces y los magis-
trados, el Ministerio Público, las autoridades educativas y
las administrativas o servidores públicos de los tres niveles
de gobierno, o cualquier otra autoridad mediante actos, ac-
ciones o negligencias que segreguen, discriminen o violen-
tan los derechos y atentan contra la dignidad e integridad
personal, familiar de algún adulto mayor.

Al respecto, los servidores públicos que están sujetos a una
instancia gobierno deben ser sancionados por la discrimi-
nación y que en cuyo caso impidan un goce natural como
tener derechos constitucionales como ciudadanos de una
nación y como seres humanos, impidiendo o negando los
derechos políticos, de constitución, de la atención para pre-
venir e investigar los diferentes tipos de violencia para lle-
gar a un futuro la erradicación de la misma, principalmen-

te en los sectores más desprotegidos y vulnerables como
son los adultos mayores.

Por lo anterior es importante establecer acciones interinstitu-
cionales y multidisciplinarias orientadas a la prevención y
atención de la violencia cometida en contra de las personas
mayores en todas sus manifestaciones y ámbitos, así como
brindarles todas las herramientas jurídicas que les permitan
fortalecerse como sujetos de derecho y mejorar su calidad de
vida.

Por ello resulta transcendente proponer una reforma que ten-
ga por objeto incorporar en la Ley de los Derechos de las Per-
sonas Adultas Mayores la “violencia institucional”, como
los actos, acciones, omisiones o negligencias que las y los
servidores públicos de los tres ámbitos de gobierno que se-
greguen, discriminen o cuya finalidad sea la de retardar, difi-
cultar o impedir el goce y el libre ejercicio de los derechos
humanos de los adultos mayores; así como, su acceso al dis-
frute de políticas públicas, programas e instrumentos de la
administración pública federal, las entidades federativas y los
municipios destinadas a prevenir, atender, investigar, sancio-
nar y erradicar los diferentes tipos de violencia.

Por lo expuesto someto a consideración de esta asamblea
iniciativa que propone reformar los artículos 3o. y 3o.
Bis de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas
Mayores, para quedar de la siguiente manera:

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas y con fundamento en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
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tados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I; 77, nu-
meral 1, y 78, numeral 1, del Reglamento de la Cámara de
Diputados; someto a la consideración del pleno de la Cáma-
ra de Diputados del Congreso de la Unión, el siguiente

Decreto por el que se reforman los artículos 3o. y 3o. Bis
de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores, en materia de violencia institucional

Único. Se reforma el artículo 3o. y se adiciona la fracción
VI, con lo que se recorre la subsecuente, al artículo 3o. Bis
de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayo-
res, para quedar como sigue:

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se entenderá por

I. a XI. …

XII. Violencia contra las personas adultas mayores.
Cualquier acción u omisión que les cause daño o sufri-
miento psicológico, físico, patrimonial, económico, se-
xual, institucional o la muerte tanto en el ámbito priva-
do como en el público.

Artículo 3o. Bis. Los tipos de violencia contra las personas
adultas mayores son

I. a V. …

VI. La violencia institucional. Representa los actos,
las acciones, las omisiones o las negligencias que las
y los servidores públicos de los tres ámbitos de go-
bierno que segreguen, discriminen o cuya finalidad
sea la de retardar, dificultar o impedir el goce y el li-
bre ejercicio de los derechos humanos de los adultos
mayores; así como, su acceso al disfrute de políticas
públicas, programas e instrumentos de la adminis-
tración pública federal, las entidades federativas y
los municipios destinadas a prevenir, atender, inves-
tigar, sancionar y erradicar los diferentes tipos de
violencia, y

VII. Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o
sean susceptibles de dañar la dignidad, integridad o li-
bertad de las Personas Adultas Mayores.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 https://www.minsalud.gov.co/proteccionsocial/promocion-social/Pa-
ginas/envejecimiento-vejez.aspx

2 https://fiapam.org/wp-content/uploads/2012/10/Modulo_1.pdf

3 https://www.inegi.org.mx/temas/estructura/

4 Ibídem.

5 https://www.eleconomista.com.mx/politica/Mexico-registra-una-
desaceleracion-en-su-crecimiento-poblacional-20210125-0132.html

6 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2021/
EstSociodemo/ResultCenso2020_Nal.pdf

7 http://www.sedesol.gob.mx/work/models/SEDESOL/Sedesol/sppe/
dgap/diagnostico/Diagnostico_70%20y%20Mas_VERSION_FI-
NAL.pdf

8 https://elpais.com/mexico/2021-07-29/covid-19-la-segunda-causa-
de-muerte-en-mexico.html

9 https://blogs.iadb.org/salud/es/coronavirus-y-adultos-mayores/

10 https://www.cepal.org/es/notas/maltrato-personas-mayores-ameri-
ca-latina

11 http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S01
88-25032016000300343

12 https://www.gob.mx/inapam/articulos/el-maltrato-en-la-vejez

13 https://www.cepal.org/es/notas/maltrato-personas-mayores-ameri-
ca-latina

14 https://www.inegi.org.mx/rnm/index.php/catalog/286

15 https://www.gob.mx/inapam/articulos/el-maltrato-en-la-vejez#:~:
text=Desde%20una%20perspectiva%20gerontol%C3%B3gica%2C%20
se,da%C3%B1o%20corporal%20o%20deterioro%20f%C3%ADsico.

16 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/245_200521.pdf

17 Ibídem.

18 https://conceptodefinicion.de/violencia-institucional/

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 26 de abril de 2023 / Apéndice  VI131



19 http://appweb.cndh.org.mx/biblioteca/archivos/pdfs/cartilla_vio-
lenciaInstitucionalContraMujeres.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de 2023.— Diputada
Adriana Bustamante Castellanos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen.

LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO

«Iniciativa que adiciona el artículo 46 de la Ley de Institu-
ciones de Crédito, a cargo de la diputada Carolina Beaure-
gard Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

La suscrita, diputada federal Carolina Beauregard Martí-
nez, integrante del Grupo Parlamentario del PAN en la
LXV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
relación con los artículos 6o., numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados y demás dis-
posiciones jurídicas aplicables, somete a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de decre-
to que adiciona un último párrafo al artículo 46 de la Ley
de Instituciones de Crédito, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

En diversas ocasiones hemos tenido conocimiento de noticias
relativas a que las instituciones de crédito, en su burocracia,
se han comportado de manera poco empática con personas
que, por alguna circunstancia, se encuentran impedidas para
poder hacer los trámites de manera personal en las instala-
ciones o sucursales bancarias. Esto provoca que los ciudada-
nos o usuarios de los servicios bancarios se vean limitados en
el ejercicio de sus derechos, pudiendo esto configurar una
suerte de discriminación basada por su condición o padeci-
miento. 

Por mencionar algunos ejemplos, en noviembre de 2022,
conocimos el caso de una persona de la tercera edad
(ochenta y nueve años) que fue en camilla a la institución
de crédito para poder disponer de sus recursos financieros.
También, en enero de 2023, se advirtió un caso similar, so-

lo que ahora se trataba de un hombre que se encontraba
hospitalizado y que tuvo que abandonar el nosocomio para
poder realizar un trámite bancario.

Los anteriores son solo dos casos que se hicieron públicos
y generaron indignación en las diversas redes sociales y en
la sociedad, en general; sin embargo, esas anécdotas son
más cotidianas de las que se desearían. Esto, no hace más
que evidenciar que muchas instituciones de crédito carecen
de empatía y sensibilidad para flexibilizar sus criterios y
burocracia, y que es un problema que debemos atender
desde este Congreso de la Unión.

Ante tal problemática, y como representantes de la ciuda-
danía, tenemos la obligación de implementar medidas le-
gales a fin de que las personas con algún tipo de discapaci-
dad o que sean mayores de edad, no se encuentren
impedidas de poder disponer de su patrimonio por la buro-
cracia irrazonable y poco sensible de las instituciones de
crédito.

En tal tesitura, es que se propone implementar una obliga-
ción a cargo de las instituciones de crédito en el sentido de
que deberán implementar mecanismos idóneos, aceptables,
seguros y gratuitos para que las personas adultas mayores
y aquellas que tienen alguna discapacidad puedan realizar
sus actos bancarios bajo condiciones que respeten su con-
dición, integridad y dignidad.

Así, esta propuesta deja abierta la posibilidad de que los
bancos puedan diseñar sus propios métodos para atender la
obligación antes sintetizada, a fin de no limitarlos en fun-
ción a sus condiciones particulares. De tal suerte, podría-
mos pensar en la implementación de tecnologías específi-
cas, sofisticadas, asequibles y accesibles, o remedios más
tradicionales como el que una persona autorizada por la
institución vaya al domicilio del usuario o donde este se
encuentre, para verificar su voluntad. Se insiste, en que nos
parece adecuado que sean las instituciones de crédito quie-
nes hagan el diseño correspondiente según sus propias par-
ticularidades.

Manifestado lo anterior, y con la finalidad de dar mayor
claridad, se presenta el siguiente comparativo:
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Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de este
honorable Congreso la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que adiciona un último párrafo al artículo 46
de la Ley Instituciones de Crédito

Artículo Único. Se adiciona un último párrafo al artículo
46 de la Ley de Instituciones de Crédito, para quedar como
sigue:

Artículo 46.- (…)

Las instituciones de crédito deberán implementar me-
canismos idóneos, aceptables, seguros y gratuitos, para
que las personas adultas mayores o aquellas que tengan
algún tipo de discapacidad, puedan realizar cualquier
acto o trámite, sin poner en riesgo su integridad y res-
petando su dignidad.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las instituciones de crédito deberán hacer la im-
plementación que refiere este Decreto en un plazo no ma-
yor a ciento ochenta días naturales contados a partir del si-
guiente a la entrada en vigor del presente.

Dado en Ciudad de México, a 28 de marzo de 2023.— Diputada Ca-
rolina Beauregard Martínez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen, y a la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables, para opinión.

LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO Y
LEY DE PROTECCIÓN Y DEFENSA AL USUARIO

DE SERVICIOS FINANCIEROS

Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 46 y 52 de
la Ley de Instituciones de Crédito y 68 de la Ley de Pro-
tección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, a
cargo del diputado José Guadalupe Ambrocio Gachuz, del
Grupo Parlamentario de Morena. (La iniciativa podrá ser
consultada en el Diario de los Debates de esta fecha, en
el Apéndice XVIII)

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y
LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE

«Iniciativa que adiciona el artículo 17 Ter de la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a
cargo de la diputada Carolina Beauregard Martínez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

La suscrita, diputada federal Carolina Beauregard Martí-
nez, integrante del Grupo Parlamentario del PAN en la
LXV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
relación con los artículos 6o., numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados y demás dis-
posiciones jurídicas aplicables, somete a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de decre-
to que adiciona un último párrafo al artículo 17 Ter de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

El artículo 4o., párrafo quinto, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, reconoce el derecho hu-
mano al medio ambiente sano. Este derecho es uno de ín-
dole colectivo, difuso, transgeneracional y transfronterizo;
lo que significa que su goce y disfrute es de toda la socie-
dad, sin distinción alguna, que beneficia o perjudica a la
generación actual pero también a las futuras, y que afecta -
positiva o negativamente- a territorios diversos al lugar en
donde se está dando el impacto ambiental.
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La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha referido que
el medio ambiente sano es una prerrogativa que también se
erige como obligación para las autoridades y los particula-
res. Adicionalmente, ha mencionado que la naturaleza es
valiosa por sí misma, dado que va más allá de los objetivos
mediatos e inmediatos de los seres humanos. En tal tenor,
los particulares y, en especial, el Estado deben garantizar la
existencia de un medio ambiente sano y propicio para el
desarrollo de la sociedad presente y futura.

Por su parte, el artículo 4°, párrafo cuarto, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce el
derecho humano a la protección a la salud. Respecto de es-
ta prerrogativa, la Suprema Corte de Justicia de la Nación
ha mencionado que todas las personas tienen derecho al
máximo nivel de bienestar posible y que el Estado debe
proveer los medios necesarios e idóneos para garantizar su
protección. 

Por otro lado, nuestro máximo tribunal ha referido que la
protección a la salud tiene una dimensión individual y so-
cial. La parte individual consiste en la obtención de un de-
terminado bienestar general personificado; mientras que la
vertiente colectiva alude, entre otras cosas, a la atención de
las causas que detonan una afectación a la salud de la so-
ciedad.

Con lo anterior en mente, es que esta iniciativa pretende
abonar en la lucha contra el cambio climático, daño medio
ambiental y afectaciones en contra de la salud de la socie-
dad. Concretamente, se propone que, en todas las instala-
ciones o inmuebles que estén a cargo de las administracio-
nes públicas de los tres órdenes de gobierno, deben existir
contenedores para que las personas puedan depositar pilas
o baterías de uso cotidiano o doméstico. Con esto, se pre-
tende abonar al manejo adecuado de este tipo de objetos
que pueden generar un impacto grave tanto al medio am-
biente como a la salud de las personas.

En términos de la Ley General para la Prevención y Ges-
tión Integral de los Residuos, las pilas, según su tecnología
o materiales, pueden ser residuos peligros o de manejo es-
pecial. Al respecto, el artículo 5o., fracciones XXX y
XXXII, de la ley referida, señala:

“Artículo 5.- Para los efectos de esta ley se entiende
por:

(…)

XXX. Residuos de Manejo Especial: Son aquellos ge-
nerados en los procesos productivos, que no reúnen las
características para ser considerados como peligrosos o
como residuos sólidos urbanos, o que son producidos
por grandes generadores de residuos sólidos urbanos;

(…)

XXXII. Residuos Peligrosos: Son aquellos que posean
alguna de las características de corrosividad, reactivi-
dad, explosividad, toxicidad, inflamabilidad, o que con-
tengan agentes infecciosos que les confieran peligrosi-
dad, así como envases, recipientes, embalajes y suelos
que hayan sido contaminados cuando se transfieran a
otro sitio, de conformidad con lo que se establece en es-
ta Ley;

(…)”

Como se ve, las pilas resultan altamente contaminantes y
representan un riesgo para la salud de las personas. Esto se
debe a que la mayoría se encuentran confeccionadas con
metales pesados como el mercurio, níquel, litio, plomo,
etc., los cuales resultan perjudiciales para el medio am-
biente y la salud.

Se estima que una pila puede contaminar entre mil y tres
mil litros de agua; adicionalmente, el desechamiento de las
pilas a través de la basura doméstica, provocará que termi-
ne en el basurero municipal, con el potencial de ser incine-
radas y de provocar que los metales se vuelvan aún más tó-
xicos y que se conviertan en gases de efecto invernadero.

Por lo tanto, resulta necesario que, a través de medidas le-
gislativas, se haga una labor de concientización, de conten-
ción y de prevención, a fin de visibilizar el impacto nega-
tivo que tiene el mal manejo de pilas cuando han perdido
su vida útil. Adicionalmente, se debe poner al alcance de
todas las personas, opciones accesibles y cotidianas para
que puedan disponer de estos residuos.

Así, es que se propone que las administraciones públicas
de los tres órdenes de gobierno asuman la obligación de
otorgar estas opciones accesibles para que las personas
puedan disponer de manera simple y asequible de sus pilas,
cuando estas han perdido su utilidad. Adicionalmente, y de
conformidad con el artículo 1° de la Constitución Federal,
les corresponde a las autoridades hacer lo necesario para
velar por el respeto, protección, garantía y promoción de
los derechos humanos.
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Por último, se considera idóneo hacer la reforma en la Ley
objeto de esta iniciativa en virtud de que esta ya desglosa
acciones generales y específicas a cargo de las autoridades
de la administración pública de los tres niveles de gobier-
no, en materia de prevención de daños medio ambientales.

Manifestado lo anterior, y con la finalidad de dar mayor
claridad, se presenta el siguiente comparativo:

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de este
honorable Congreso la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que adiciona un último párrafo al artículo 17
Ter de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente

Artículo Único. Se adiciona un último párrafo al artículo
17 Ter de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 17 Ter.- (…)

Todos los inmuebles a cargo de la administración pú-
blica federal, estatal y municipal, deberán tener conte-
nedores para el depósito de pilas y baterías.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las autoridades obligadas por este decreto deberán
cumplirlo en un plazo no mayor a ciento ochenta días natu-
rales contados a partir del siguiente a la entrada en vigor.

Dado en Ciudad de México, a 28 de marzo de 2023.— Diputada Ca-
rolina Beauregard Martínez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que adiciona diversas disposiciones a la Ley
General de Salud, a cargo del diputado Javier Casique Zá-
rate, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Quien suscribe, diputado Javier Casique Zárate, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional de la LXV Legislatura de la honorable Cáma-
ra de Diputados; con fundamento en lo dispuesto en lo es-
tablecido en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 6, numeral 1,
fracción I, y 77 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración de esta soberanía la siguien-
te iniciativa con proyecto de decreto por virtud del cual
se adicionan los artículos 368 Bis, 368 Ter, 368 Quater y
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368 Quinquies, a la Ley General de Salud, conforme a la
siguiente:

Exposición de Motivos

La Ley General de Salud, publicada en el Diario Oficial de
la Federación el 7 de febrero de 1984, prevé como atribu-
ción de la Secretaría de Salud, el ejercicio de las funciones
de control y regulación sanitarias en materia de salubridad
general, respecto de los establecimientos, actividades, pro-
ductos y servicios, que señala la misma ley.

Asimismo, el artículo 17 Bis de este ordenamiento refiere
que la Secretaría de Salud ejercerá las atribuciones de re-
gulación, control y fomento sanitarios en las materias a que
se refiere el artículo 3o. de la Ley, a través de un órgano
desconcentrado que se denominará Comisión Federal para
la Protección contra Riesgos Sanitarios, a quien le compe-
te, entre otras, expedir certificados oficiales de condición
sanitaria de procesos, productos, métodos, instalaciones,
servicios o actividades relacionadas con las materias de su
competencia.

En este tenor, la misma Ley establece que se entiende por
control sanitario, al conjunto de acciones de orientación, edu-
cación, muestreo, verificación y en su caso, aplicación de
medidas de seguridad y sanciones, que ejerce la Secretaría de
Salud con la participación de los productores, comercializa-
dores y consumidores, con base en lo que establecen las nor-
mas oficiales mexicanas y otras disposiciones, el cual será
aplicable al proceso, importación y exportación de alimentos,
bebidas no alcohólicas, bebidas alcohólicas, productos cos-
méticos, productos de aseo, tabaco, así como de las materias
primas y, en su caso, aditivos que intervengan en su elabora-
ción; así como al proceso, uso, mantenimiento, importación,
exportación, y disposición final de equipos médicos, prótesis,
órtesis, ayudas funcionales, agentes de diagnóstico, insumos
de uso odontológico, materiales quirúrgicos, de curación y
productos higiénicos; proceso, importación y exportación
de medicamentos, estupefacientes y substancias psicotrópi-
cas y las materias primas y aditivos que intervengan en su
elaboración.

Por otro lado, la Comisión Federal para la Protección con-
tra Riesgos Sanitarios es un organismo desconcentrado de
la Secretaría de Salud, tiene a su cargo el ejercicio de las
atribuciones en materia de regulación, control y fomento
sanitarios en los términos de la Ley General de Salud y de-
más disposiciones jurídicas aplicables. Esto, de acuerdo
con su Decreto de creación de fecha 5 de julio de 2001.

Además, de acuerdo con el artículo 2 del Decreto antes ci-
tado, esta Comisión tiene a su cargo, entre otras atribucio-
nes, proponer al secretario de Salud e instrumentar la polí-
tica nacional de protección contra riesgos sanitarios en
materia de medicamentos, otros insumos para la salud, ali-
mentos, bebidas, productos de perfumería, belleza y aseo,
tabaco, plaguicidas, nutrientes vegetales, sustancias tóxicas
o peligrosas para la salud, productos biotecnológicos, ma-
terias primas y aditivos que intervengan en la elaboración
de los productos anteriores; así como de prevención y con-
trol de los efectos nocivos de los factores ambientales en la
salud del hombre, salud ocupacional y saneamiento básico;
elaborar y expedir las normas oficiales mexicanas relativas
a los productos, actividades, servicios y establecimientos
materia de su competencia; evaluar, expedir o revocar las
autorizaciones que en las materias de su competencia se re-
quieran, así como aquellos actos de autoridad que para la
regulación, el control y el fomento sanitarios se establecen
o deriven de la Ley General de Salud, sus reglamentos, las
normas oficiales mexicanas y los demás ordenamientos
aplicables.

Actualmente, no existe un plazo para que se dé respuesta a
las solicitudes de autorizaciones sanitarias a las personas
públicas o privadas, para la realización de actividades rela-
cionadas con la salud humana, aun cuando hayan cumpli-
do con los requisitos correspondientes. Indudablemente el
tema de salud requiere de celeridad ya que los medicamen-
tos tienen caducidad y los laboratorios productores cum-
plen con los más altos controles de calidad internacionales
al elaborarlos puesto que tienen la responsabilidad de ga-
rantizar su calidad, seguridad y eficacia.

Es importante precisar que la afirmativa ficta es la figura
jurídica que tiene por objeto evitar que el particular que
formuló una solicitud, petición o instancia por escrito, re-
sulte afectado en su esfera jurídica ante el silencio de la au-
toridad administrativa que, conforme a la ley, debía emitir
la resolución correspondiente y que consiste en que, cuan-
do haya transcurrido un determinado tiempo desde la fecha
en que se hizo la solicitud o petición y la autoridad no da
contestación, existe la presunción legal de que su decisión
es en sentido positivo para el solicitante o peticionario.1

El 30 de noviembre de 2011 fue publicado el Acuerdo por
el que se modifica el diverso por el que se dan a conocer
los trámites y servicios, así como los formatos que aplica la
Secretaría de Salud, a través de la Comisión Federal para la
Protección contra Riesgos Sanitarios, inscritos en el Regis-
tro Federal de Trámites y Servicios de la Comisión Federal

Año II, Segundo Periodo, 26 de abril de 2023 / Apéndice  VI Diario de los Debates de la Cámara de Diputados136



de Mejora Regulatoria, publicado el 28 de enero de 2011.
En este documento se mencionan algunos de los trámites y
servicios para los que aplica la afirmativa o negativa ficta;
sin embargo, aún quedan sin responder un gran número de
estos dejando en incertidumbre a los peticionarios.

Es por lo anterior que propongo adicionar 4 artículos al
Capítulo I “Autorizaciones”, dentro del Título Décimo
Sexto denominado “Autorizaciones y Certificados”, de la
Ley General de Salud, con el propósito de estipular plazos
para dar contestación, además de precisar que opera la afir-
mativa ficta, cuando la autoridad sanitaria competente no
emite su resolución dentro de los plazos establecidos.

A fin de otorgar mayor claridad, se expone el siguiente cua-
dro comparativo:

Por lo anteriormente expuesto me permito someter a la
consideración de esta honorable soberanía, la siguiente ini-
ciativa de proyecto de:

Decreto

Único. Se adicionan los artículos 368 Bis, 368 Ter, 368
Quater y 368 Quinquies, a la Ley General de Salud, para
quedar de la siguiente manera:

Artículo 368 Bis. La autoridad sanitaria competente
tendrá un plazo de 90 días para dar contestación, el pla-
zo empezará a correr al día hábil inmediato siguiente a
la presentación del escrito correspondiente. 

Artículo 368 Ter. En caso de que la solicitud tuviera
errores u omisiones, la autoridad sanitaria competente
deberá prevenir a los interesados, por escrito y por una
sola vez, para que subsanen la omisión dentro de los 15
días del ingreso de la solicitud, teniendo 30 días para
subsanar la prevención contando desde el día siguiente
de la notificación misma. Transcurrido el plazo corres-
pondiente sin desahogar la prevención, se desechará el
trámite.

Artículo 368 Quater. La autoridad sanitaria competen-
te de oficio o a petición de parte interesada, podrá am-
pliar los términos y plazos establecidos, sin que dicha
ampliación exceda en ningún caso de la mitad de los
plazos previstos originalmente.

Artículo 368 Quinquies. Opera la afirmativa ficta,
cuando la autoridad sanitaria competente no emite su
resolución dentro de los plazos establecidos.

El término para solicitar el inicio del procedimiento de
resolución de afirmativa ficta es de 5 días hábiles poste-
riores al vencimiento del plazo de resolución del proce-
dimiento o trámite de que se trate.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente Decreto.
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Nota

1 http://diccionariojuridico.mx/definicion/afirmativa-ficta/

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de 2023.— Diputado
Javier Casique Zárate (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

«Iniciativa que adiciona el artículo 14 de la Ley General de
Educación, a cargo del diputado Pedro Sergio Peñaloza Pé-
rez, del Grupo Parlamentario de Morena.

El que suscribe, Pedro Sergio Peñaloza Pérez, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72, Apartado H,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás re-
lativos del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de este Congreso la presente iniciativa
con proyecto de decreto, por el que se reforma la fracción
V del artículo 14 de la Ley General de Educación, al tenor
de la siguiente:

Exposición de Motivos

“Ningún país puede desarrollarse a menos que sus ciu-
dadanos sean educados”: Nelson Mandela

I. Antecedentes

En México hay personas y comunidades descendientes pro-
venientes de distintas regiones de África, principalmente de
Gambia, Senegal, Congo, Angola y Mozambique, para suplir
el trabajo indígena dadas las bajas de esta población en las
primeras décadas de la ocupación española en México. Alre-
dedor de 250 mil personas la gran mayorías esclavizados,
arribaron para trabajar en haciendas, ingenios, gremios, mi-
nas, los oficios y en el trabajo doméstico.1

A lo largo de la historia de México, las personas africanas
y afrodescendientes tuvieron un papel muy importante en
las luchas por nuestra libertad; sin embargo, esa lucha po-
cas veces hizo eco en su propia emancipación.

El aporte histórico y cultural de la tercera raíz no es menor;
sin embargo, la historia de las personas afrodescendientes
se ha caracterizado por injusticias, abusos y esclavitud; pe-
ro también ha sido una historia de esfuerzo, de lucha y de
reivindicación.

A lo largo de la historia han existido diversos personajes
que fueron protagonistas de la lucha por la igualdad y la li-
bertad; Garpar Yanga, Vicente Guerrero y José María Mo-
relos, son ejemplo de personajes afrodescendientes que con
su valor forjaron la historia por la libertad de nuestro país.
Aunado a ello, ellegado histórico y cultural de la población
afrodescendiente, sin duda ha aportado un gran valor a la
cultura mexicana; sin la riqueza artística expresada en bai-
les regionales, danza, música, etc. México no sería el país
diverso y pluricultural cuya riqueza artística lo caracteriza.

El 18 de octubre de 2018, la senadora Susana Harp Iturri-
barría propuso en el pleno del Senado de la República una
iniciativa de ley para el reconocimiento del pueblo afrome-
xicano. Después de ser aprobado por el Senado de la Re-
pública, el 28 de junio de 2019 la Cámara de Diputados
aprobó el dictamen de la iniciativa de ley para el reconoci-
miento del pueblo afromexicano, estableciendo el recono-
cimiento constitucional de los pueblos y las comunidades
afromexicanos.

El proyecto de decreto del dictamen adiciona el Apartado
C al artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e indivisible.

La Nación tiene una composición pluricultural sustenta-
da originalmente en sus pueblos indígenas que son
aquellos que descienden de poblaciones que habitaban
en el territorio actual del país al iniciarse la colonización
y que conservan sus propias instituciones sociales, eco-
nómicas, culturales y políticas, o parte de ellas.

…

…

…

A. …

B. …
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C. Esta Constitución reconoce a los pueblos y comu-
nidades afromexicanas, cualquiera que sea su auto-
denominación, como parte de la composición pluri-
cultural de la Nación. Tendrán en lo conducente los
derechos señalados en los apartados anteriores del
presente artículo en los términos que establezcan las
leyes, a fin de garantizar su libre determinación, au-
tonomía, desarrollo e inclusión social.

La historia de los pueblos y las comunidades afromexica-
nos es la mayor motivación y justificación para crear con-
diciones de trabajo parlamentario verdaderamente eficaz y
eficiente a favor de un sector de la población que ha sido
históricamente invisibilizado y marginado. La Cámara de
Diputados tiene la oportunidad histórica de mostrar la vo-
luntad política para atender el rezago e injusticia que han
vivido las personas afromexicanas, ante la complicidad de
nuestra indiferencia traducida en una clara discriminación.
La presente iniciativa representa una acción legislativa im-
portante en el marco de la reforma constitucional en mate-
ria de derechos de los pueblos y comunidades afromexica-
nas, además de ser una obligación pendiente del Honorable
Congreso de la Unión ante el mandato constitucional para
materializar el reconocimiento de sus derechos.

En la actualidad existen diversos pueblos y comunidades
denominadas afromexicanas, afrodescendientes o llamadas
“negras”, en diferentes regiones de la Costa Chica de Gue-
rrero, Oaxaca, Coahuila, Zacatecas, Veracruz, Chiapas, Yu-
catán, Quintana Roo, Jalisco, Tabasco, Puebla, Colima,
Michoacán, Sinaloa, Guanajuato, y Ciudad de México, en-
tre otras regiones.

La larga lucha por su reconocimiento ha sido difícil como
su historia misma, los esfuerzos internacionales han dado
pauta a distintas acciones y esfuerzos realizados en Méxi-
co principalmente por la sociedad civil organizada durante
los últimos años.

La diáspora de los afrodescendientes, como resultado de un
proceso de explotación y discriminación ha sido de interés
para la comunidad internacional. Por ello, durante la terce-
ra Conferencia mundial contra el racismo, la discrimina-
ción racial, la xenofobia y las formas conexas de intole-
rancia, realizada en Durban, Sudáfrica, en 2001, surgió un
programa de acción mundial con el objetivo primordial de
dar lineamientos y recomendaciones a los países, organiza-
ciones no gubernamentales y sector privado, para empren-
der una lucha contra el racismo, la discriminación racial, y
la xenofobia.2

El Decenio Internacional para los Afrodescendientes
(2015–2024), adoptado por la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas, constituye una oportunidad para realizar ac-
ciones concretas, y efectivas a fin de mejorar sus derechos
humanos y su bienestar. Sin duda, las personas afrodescen-
dientes constituyen uno de los grupos más afectados por el
racismo y la discriminación; por ello, en 2014, por medio
de la resolución 69/16, la Asamblea General adoptó el Pro-
grama de Actividades para el Decenio identificando sus ob-
jetivos y acciones a ser realizadas bajo tres temas de la Dé-
cada: reconocimiento, justicia y desarrollo.3

En América Latina se han realizado acciones para avanzar
en el reconocimiento de los derechos de las personas afro-
descendientes; el quinto Encuentro de parlamentarios,
parlamentarias y líderes afrodescendientes de las Améri-
cas y el Caribe, realizado en Costa Rica, estableció la
Agenda Política Afrodescendiente a 2025 y los mecanis-
mos de seguimiento de las acciones que los gobiernos del
continente americano deberán impulsar para “disminuir las
brechas negativas de desarrollo que enfrentan los pueblos
y comunidades afrodescendientes”.

En marzo de 2015, México presentó su plan de trabajo de-
rivado del Decenio Internacional para los Afrodescendien-
tes, donde diversas instancias del Estado mexicano elabo-
raron un plan de actividades para el reconocimiento y la
visibilización de la población afromexicana en el marco del
Decenio Internacional para los Afrodescendientes 2015-
2024. De igual manera, la Secretaría de Gobernación y el
Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación presen-
taron la campaña Soy Afro, como un mecanismo incluyen-
te para el respeto de sus derechos.

El trabajo de la sociedad civil organizada ha sido funda-
mental en el esfuerzo para hacer del tema de los derechos
de las personas afromexicanas forme parte de la agenda na-
cional. Muestra de ello es la labor realizada por organiza-
ciones no gubernamentales como Cuculuste, AC, o Méxi-
co Negro, AC, que realizan la asamblea general anual de
las comunidades afrodescendientes, a fin de valorar y re-
flexionar sobre su problemática y programar y evaluar las
actividades que se realizan durante ciertos periodos.

II. Consideraciones

a) Planteamiento del problema

En México los pueblos y comunidades afromexicanas y
personas afrodescendientes registran uno de los mayores
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niveles de pobreza, marginación, discriminación, desem-
pleo y falta de acceso a programas sociales y de salud, por
lo que se requiere garantizar su reconocimiento constitu-
cional, a través de la armonización legislativa como sujetos
de atención con derechos a través de estrategias en favor de
su inclusión, visibilización y desarrollo, ya que si bien el
reconocimiento constitucional los reconoce como sujetos
de derechos equiparables a los de los pueblos y comunida-
des indígenas, estos no se ven materializados, debido a que
no se ha avanzado en la armonización legislativa del mar-
co jurídico secundario y reglamentario del artículo segun-
do constitucional.

Problemática desde la perspectiva de género. Actualmen-
te no existen verdaderas políticas públicas para este sector de
la población y no hay apoyos suficientes para su desarrollo.
El tema es transversal e integral, tiene que ver con la margi-
nación y discriminación que en el caso de las mujeres afro-
mexicanas padecen una doble discriminación por su doble
condición de vulnerabilidad, ya que además de ser mujeres
vulneradas, se encuentran en condiciones de pobreza y dis-
criminación racial por su color de piel, por lo que existe una
problemática específica de genero alser doblemente vulnera-
das y discriminadas, por lo que resulta urgente la armoniza-
ción legislativa que les dé certeza y les garantice la inclusión
y participación en todas las tomas de decisiones.

En el caso de las personas afromexicanas, el Consejo Na-
cional para Prevenir la Discriminación (Conapred) ha se-
ñalado que este sector de la sociedad tiende a ser más dis-
criminado que la comunidad indígena, ya que no son
reconocidos sus derechos humanos.4

Los datos hacen ver el nivel de rezago y marginación; de la
población afromexicana, sólo 26 por ciento tiene estudios
de licenciatura, 58 proviene de familias migrantes y una fa-
milia de cuatro a cinco integrantes sobrevive con un sala-
rio mínimo; 6. Por ciento de los niños afrodescendientes no
cuenta con registro de nacimiento, 18 no está afiliado a al-
gún sistema o servicio de salud; el promedio más alto de
escolaridad de las mujeres de entre 15 años y más es de 9
años, y en hombres de 9 años.

Más de 40 por ciento de la población económicamente ac-
tiva afrodescendiente no tiene prestaciones laborales de
ley; 55 por ciento de hombres y 48 por ciento de mujeres
no cuentan con licencias o incapacidades con goce de suel-
do, en tanto que 48 por ciento de hombres y 43 de mujeres
no tienen servicio médico proveniente de su trabajo, ade-

más de que 51 y 42 por ciento no cuentan con vacaciones
pagadas, y 44 y 35 por ciento no reciben aguinaldo.

En cuando a sus condiciones de vida, 47.1 por ciento de los
hogares de este sector poblacional aún cocina con leña o
carbón; casi 40 por ciento tienen techo de material de des-
echo o láminas, y 15 por ciento carece de agua entubada.5

Hasta ahora, los únicos programas sociales a los que pue-
den acceder los afrodescendientes son aquellos que dan
apoyo a cualquier mexicano con bajos ingresos.

Es necesario romper los obstáculos culturales e institucio-
nales que niegan la realidad, el reconocimiento y el desa-
rrollo de las comunidades afromexicanas.

Aunado a lo anterior, la invisibilidad del pueblo Afrodes-
cendiente en el ámbito legal, se debe principalmente al des-
conocimiento por parte del gobierno, que impide que se
desarrollen políticas públicas centradas en mejorar las con-
diciones de vida de la población que vive en extrema po-
breza, sin servicios y sin acceso a programas sociales e ig-
norados en la agenda legislativa, inclusive más que las de
poblaciones indígenas.6

De acuerdo con lo anterior, la Cámara de Diputados tiene
diversas tareas pendientes que son pauta para garantizar el
reconocimiento constitucional de los derechos los pueblos
y comunidades afromexicanas; es imprescindible empren-
der la armonización legislativa y el reconocimiento cons-
titucional en las leyes secundarias y reglamentarias en
materia de derechos de los pueblos y comunidades afro-
mexicanas, así como el establecimiento en el marco legal
de mecanismos de política pública para garantizar dichos
derechos; esa tarea es, junto con la atención social, la
justificación fundamental de la presente iniciativa con
proyecto de decreto.

b) Algunos datos

De acuerdo con los primeros resultados del Censo Nacio-
nal de Población y Vivienda de 2020, donde se incluyó
por primera vez en la historia un apartado relativo a los
pueblos y las comunidades como afromexicanos, se obtu-
vo la siguiente información:7

• En el país habitan al menos 2 millones 576 mil 213
personas autoadscritas como afromexicanas, lo cual re-
presenta 2 por ciento de la población contabilizada; es
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decir, 2 de cada 100 personas, prácticamente el doble de
lo que se contó en la Encuesta Intercensal de 2015.

• De la población afromexicana en México, 50.4 corres-
ponde a mujeres y 49.6 a hombres. Además, 7.4 de los
pueblos y las comunidades afromexicanos es hablante
de alguna lengua indígena.

• Guerrero (303 mil 923) es la entidad con mayor nú-
mero de habitantes que se reconocen como afromexica-
nos, seguido por el estado de México (296 mil 264), Ve-
racruz (215 mil 435), Oaxaca (194 mil 474) y Ciudad de
México (186 mil 914). Los estados con menos habitan-
tes afromexicanos son Zacatecas (15 mil 951), Colima
(13 mil 574) y Nayarit (10 mil 416).

• De las personas afromexicanas censadas y mayor de
15 años de edad, 107 mil 236 habitantes se encuentran
en condición de analfabetismo, 63 mil 400 mujeres y 43
mil 836 hombres; es decir, 4.16 por ciento considerada
en el censo. Guerrero es uno de los estados con mayor
índice de analfabetismo en este sector de la población,
con 25 mil 571 habitantes en esta condición, 8.4 por
ciento.

• Asimismo, de los resultados del Censo Nacional de
Población y Vivienda 2020, se desprende que hay más
de 400 pueblos y comunidades afromexicanas en 15 en-
tidades federativas, principalmente en Guerrero, Oaxa-
ca y Veracruz, seguidos de Coahuila, Michoacán, Chia-
pas (región del Soconusco) y Tabasco. Cabe precisar
que se encuentra en construcción el Catálogo de Pue-
blos y Comunidades Afromexicanas, por lo que estas ci-
fras podrían variar.

En los datos arrojados debe considerarse que en muchos
casos las personas afromexicanas censadas prefieren no
asumir esa identidad como “negro” debido a la discrimina-
ción histórica que se ha padecido. “Antes de realizar la en-
cuesta el gobierno federal debió haber emprendido una
campaña de sensibilización y autorreconocimiento, porque
muchos no rehúsan identificarse como afro para evitar los
malos tratos que han sufrido”.8

Los resultados obtenidos respecto a las personas afromexi-
canas durante el Censo de Población y Vivienda de 2020
del Inegi son de gran relevancia, las organizaciones afro-
mexicanas han luchado por años para ser consideradas en
el censo. La información recabada es fundamental para la
realización de acciones encaminadas a mejorar las condi-

ciones de vida y desarrollo de las personas afromexicanas
a través de mejores políticas públicas, atendiendo de acuer-
do al mandato constitucional sus condiciones de pobreza y
los rezagos en materia de servicios urbanos, desarrollo, tra-
bajo, salud, y educación.

c) Objeto del proyecto de decreto

De acuerdo con la problemática e información expuesta, es
necesario precisar que el objeto de la presente iniciativa
con proyecto de decreto, es promover la participación de
pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas en la
construcción de losmodelos educativos para reconocer
la composición pluricultural de la Nación, a efecto de
cumplir el mandato constitucional establecido en el artícu-
lo 2o., Apartado C, de la Constitución federal.

d) Argumentos de sustento

A efecto de garantizar el mandato constitucional dispuesto
por el artículo 2 apartado C, así como lo relativo en diver-
sos instrumentos internacionales, es necesario realizar las
acciones para mejorar las condiciones de vida de las perso-
nas afromexicanas; para ello, es fundamental avanzar en la
armonización legislativa del marco jurídico secundario y
reglamentario del artículo segundo constitucional a efecto
de garantizar su desarrollo regulando las normas a fin de
preservar sus expresiones artísticas y culturales.

La gestión en materia de atención al rezago social, lo cual
se plantea realizar a través de los siguientes:

e) Ejes de acción que se propone

• Erradicar todo tipo de discriminación y lograr la visi-
bilización de la población afromexicana.

• Promover el desarrollo de los pueblos afromexicanos
con identidad, salvaguardando su derecho de autodeter-
minación en la toma de decisiones de acuerdo con su
realidad cultural.

• Preservar y proteger la identidad, tradiciones, y cos-
tumbres de la población afrodescendiente y difundir los
conocimientos históricos y antropológicos desarrollados
en torno de su participación y contribución cultural.

• Participación de los pueblos y comunidades afromexi-
canas en las decisiones educativas que les afecten.9
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III. Análisis jurídico (fundamento legal)

La Declaración Universal de Derechos Humanos constitu-
ye el principal instrumento jurídico internacional en la lu-
cha contra la discriminación racial; aunado a ello, están la
Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de
Genocidio, la Declaración de las Naciones Unidas sobre la
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial
y la Convención Internacional sobre la Eliminación de To-
das las Formas de Discriminación Racial.

La Convención Internacional sobre la Eliminación de to-
das las Formas de Discriminación Racial (1965), en su
artículo 1, párrafo 1, definió la discriminación racial de
esta forma:

1. En la presente convención, la expresión discrimina-
ción racial denotará toda distinción, exclusión, restric-
ción o preferencia basada en motivos de raza, color, li-
naje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o
por resultado anular o menoscabar el reconocimiento,
goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los de-
rechos humanos y libertades fundamentales en las esfe-
ras política, económica, social, cultural o en cualquier
otra esfera de la vida pública.

Sin duda, la reforma constitucional impulsada por la sena-
dora Susana Harp supone un avance fundamental en la
construcción de un marco jurídico nacional para el fortale-
cimiento de los derechos de las personas afromexicanas,
así como un gran paso para la justicia y atención de los
pueblos y comunidades afromexicanas. Pero es fundamen-
tal avanzar y concluir la armonización legislativa del mar-
co jurídico secundario y reglamentario del artículo segun-
do constitucional.

En el marco internacional, países como Colombia han es-
tablecido en su organización interna para el desarrollo del
trabajo legislativo una comisión específica para la atención
de las personas afrodescendientes, la Comisión Accidental
Afrodescendiente e Indígena del Senado de la república de
Colombia.10

De acuerdo con los razonamientos expuestos, la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la
fracción V del artículo 14 de la Ley General de Educación,
de acuerdo con el siguiente

Cuadro comparativo 

IV. Denominación del proyecto de decreto y régimen
transitorio

Por lo expuesto y fundado, el suscrito, Pedro Sergio Peña-
loza Pérez, integrante del Grupo Parlamentario de Morena,
somete a consideración del pleno de la Cámara de Dipu-
tados el presente ordenamiento por modificar, consistente
en la iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma la fracción V del artículo 14 de la Ley General de Edu-
cación, para quedar como sigue:

Decreto por el que se reforma la fracción V del artículo
14 de la Ley General De Educación, en materia de pue-
blos afromexicanos

Único. Se reforma la fracción V del artículo 14 de la Ley
General de Educación, para quedar como sigue:

Artículo 14. Para el cumplimiento de los fines y criterios
de la educación conforme a lo dispuesto en este capítulo, la
secretaría promoverá un acuerdo educativo nacional, que
considerará las siguientes acciones:

I. a IV. …

V. Promover la participación de pueblos y comunidades
indígenas y afromexicanos en la construcción de los
modelos educativos para reconocer la composición plu-
ricultural de la nación.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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1 Afrodescendientes en México, la población invisible. México, 2011.

2 Perfil sociodemográfico de la población afrodescendiente en Méxi-
co, Inegi, 2015.

3 Alto Comisionado para los Derechos Humanos; Brasil, 3-4 de di-
ciembre de 2015.

4 Ricardo Bucio Mújica, presidente del Consejo Nacional para Preve-
nir la Discriminación.

5 Estudio especial sobre la situación de la población afrodescendiente
en México a través de la Encuesta Intercensal de 2015, CNDH, 2016.

6 Nemesio Rodríguez Mitchell, coordinador del Programa México Na-
ción Multicultural en Oaxaca.

7 Censo Nacional de Población y Vivienda de 2020. Inegi, 2020.

8 Sergio Peñaloza Pérez, activista, presidente de México Negro, AC, e
integrante de Cuculuste, AC.

9 Con información del Estudio especial sobre la situación de la po-

blación afrodescendiente en México a través de la Encuesta Intercen-

sal de 2015, CNDH, 2016.

10 Fuente: 

http://www.senado.gov.co/index.php/comisiones/accidentales/afro-
descendiente-e-indigena

Ciudad de México, a 28 de marzo de 2023.— Diputado Pedro Sergio
Peñaloza Pérez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen, y
a la Comisión de Pueblos Indígenas y Afromexicanos,
para opinión.

LEY GENERAL DE MOVILIDAD 
Y SEGURIDAD VIAL

«Iniciativa que reforma el artículo 51 de la Ley General de
Movilidad y Seguridad Vial, a cargo de la diputada Claudia
Gabriela Olvera Higuera, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional.

La suscrita, diputada federal Claudia Gabriela Olvera Hi-
guera, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional en la LXV Legislatura de la Cámara de
Diputados, en ejercicio y con arreglo a las facultades y atri-
buciones conferidas en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás relativos del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el artículo 51 de la Ley General de
Movilidad y Seguridad Vial, en atención de la siguiente

Exposición de Motivos

Los accidentes de tránsito pueden entenderse como un
“acontecimiento producido por uno o más vehículos y/o
peatones con consecuencia de daños para las personas o
bienes involucrados en él”, el cual constituye un grave pro-
blema.1

Actualmente los accidentes de tránsito constituyen un gra-
ve problema de salud pública en todo el mundo, ya que és-
tos ocasionan un alto número de víctimas y lesionados,
años de vida perdidos prematuramente, alteraciones psico-
lógicas, así como altos costos.

De acuerdo con la Organización Panamericana de Salud
(OPS), el creciente aumento de la mortalidad, morbilidad e
invalidez producida por los accidentes de tránsito se ha
convertido en uno de los principales problemas de salud
pública desde hace muchos años, en la mayoría de los paí-
ses de América Latina.2

Las muertes y lesiones causadas por los accidentes de trán-
sito también suponen una enorme carga para los sistemas
internos de atención sanitaria y las economías nacionales
en general.

Datos de la Organización Mundial de la Salud (OMS), in-
dican que en el mundo cada 23 segundos fallece una per-
sona por un siniestro de tránsito y cada año se pierden
aproximadamente 1.3 millones de vidas por este tipo de 
siniestros.

Dicho organismo señala además que cerca del 62 por cien-
to de los fallecimientos mundiales ocurren en 10 países: In-
dia, China, Estados Unidos, Federación Rusa, Brasil, Irán,
México, Indonesia, Sudáfrica y Egipto. México ocupa el
séptimo lugar en este listado.3
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En nuestro país, más de 24 mil personas fallecen al año por
esta causa, 40 mil quedan con discapacidad permanente y
más de 750 mil gravemente lesionados.

Asimismo, los accidentes de tránsito representan la prime-
ra causa de muerte en jóvenes de entre 15 y 29 años y la se-
gunda causa de orfandad.

A su vez datos del Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (INEGI) señalan que solo en el año 2020 se reportaron
301 mil 678 accidentes, de los cuales 245 mil 297 registraron
solo daños materiales (81.3 por ciento); en 52 mil 954 se
identificaron víctimas heridas (17.6 por ciento), y los 3 mil
427 accidentes restantes corresponden a eventos con al me-
nos una persona fallecida en el lugar del accidente.4

Mientras que en el año 2021 dicho instituto señala que, a
nivel nacional, se registraron 340 mil 415 accidentes de
tránsito en zonas urbanas. De estos, 3 mil 849 derivaron en,
al menos, una persona fallecida y 60 mil 584 en, al menos,
una lesionada.5

Al comparar el número de accidentes viales en 2021 y
2020, se observó un incremento de 12.8 por ciento. 

Por otra parte, datos del del Instituto de Recursos Mundia-
les México (WRI) refieren que el año 2022 fue el más crí-
tico en cuanto a siniestros viales, pues cerró con cerca
de 40 muertes por día, y el número de lesionados creció un
28 por ciento en comparación con el año 2021. 

Derivado de dicho contexto se debe de optar por políticas
públicas en materia de prevención que establezcan y con-
tengan acciones o protocolos para su efectividad, con el
objeto de salvar vidas frente a la presencia de accidentes de
tránsito, por ello es trascendental que entre los actores in-
volucrados o presenciales cuenten con la capacitación sufi-
ciente, permitiendo intervenir oportunamente en auxilio de
las víctimas. 

Según los expertos, entre el 30 y 50 por ciento de las muer-
tes por accidentes de tránsito tienen lugar en los primeros
cinco minutos tras producirse el accidente. Por eso, es de
suma importancia ofrecer capacitación de primeros auxi-
lios a los conductores, ya que pueden salvar vidas.6

De acuerdo con la Asociación Mundial para la Seguridad
Vial, una de las causas más comunes de muerte de las víc-
timas de accidentes de tráfico es la anoxia, es decir, la fal-

ta de suministro de oxígeno causada por una obstrucción
respiratoria. En promedio, esta obstrucción puede tener
consecuencias fatales en menos de cuatro minutos. Incluso
en zonas con servicios de emergencia muy bien organiza-
dos, el tiempo habitual de intervención de una ambulancia
en un accidente de carretera es de diez minutos. Es sabido
que, si no se prestan los primeros auxilios a tiempo dentro
de este lapso, muchas personas con lesiones graves no so-
breviven (OMS, 2004).7

Si todos los conductores fueran capaces de realizar las téc-
nicas de primeros auxilios básicas para contener hemorra-
gias o liberar la vía aérea, se podría evitar un importante
número de muertos antes de la llegada de los servicios sa-
nitarios de emergencia.

La responsabilidad absoluta no es solo de las autoridades,
debe existir una corresponsabilidad con la sociedad, siendo
esta el fin último, actuando a favor ella misma, a través de
prácticas viales que velen no solo por su bienestar indivi-
dual sino por el de toda la comunidad.

En virtud de lo anterior, la presente iniciativa tiene por
objeto reformar el artículo 51 de la Ley General de Mo-
vilidad y Seguridad Vial, para establecer como obliga-
ción para todas las personas que realicen el trámite para
obtener o renovar una licencia o permiso de conducir, el
contar con una capacitación en materia de primeros au-
xilios, ya que la posibilidad que tiene una persona de so-
brevivir a un accidente de tránsito se multiplica en la me-
dida en que pueda recibir la atención mínima necesaria
mientras se espera el arribo de asistencia médica al lugar
del percance. 

La trascendencia del auxilio al accidentado de tráfico so-
brepasa la obligatoriedad que impone la propia sociedad.
Se trata de una actitud de solidaridad con quien se encuen-
tra en una situación en la que podría estar cualquier usua-
rio de la vía. Además, de la actitud tomada por quien pri-
mero auxilia a un accidentado pueden depender en gran
manera la supervivencia y las secuelas de éste.8

El adiestramiento en primeros auxilios de choferes o con-
ductores de vehículos puede constituir un poderoso grupo
poblacional que cumpla con dualidad de funciones, tanto
para su propio cuidado y protección, como para la presta-
ción con mayor calidad de rescate y salvamento de perso-
nas afectadas por accidentes de tránsito o cualquier situa-
ción emergente que ocurra en su presencia.9
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Cabe señalar que en países como España los conductores y
demás usuarios de las vías que se vean implicados en un
accidente de tráfico están obligados a adoptar las medidas
necesarias para auxiliar o solicitar auxilio para atender a las
víctimas, si las hubiere, prestar su colaboración para evitar
mayores peligros o daños, restablecer, en la medida de lo
posible, la seguridad de la circulación, esclarecer los he-
chos y colaborar con la autoridad o sus agentes.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a la considera-
ción del pleno de esta honorable Cámara de Diputados la
siguiente Iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 51 de la Ley
General de Movilidad y Seguridad Vial

Único. Se reforma el primer párrafo del artículo 51 de la
Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, para quedar
como sigue:

Artículo 51. De la acreditación y obtención de licencias
y permisos de conducir. 

La Federación, las entidades federativas y los municipios,
establecerán en su normativa aplicable que todas las perso-
nas que realicen el trámite para obtener o renovar una li-
cencia o permiso de conducir, deberán acreditar el examen
de valoración integral que demuestre su aptitud para ello,
así como el examen teórico y práctico de conocimientos y
habilidades necesarias y la capacitación en materia de
primeros auxilios, antes de la fecha de expedición o reno-
vación de la licencia o permiso. Asimismo, podrán estable-
cer que las licencias no tengan una vigencia mayor a cinco
años de forma general y de dos años en el caso de licencias
para la conducción de vehículos de emergencia, incluyen-
do aquellos para actividades de atención médica o policia-
ca y vehículos de transporte escolar.

…
…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Manual de Prevención de Accidentes de Tránsito, Mutual de Seguri-
dad C.Ch.C, disponible en: 

http://sanpedrodelapaz.cl/wp-content/uploads/2013/10/acciden-
tes_transito.pdf, consultado el día 10/03/23.

2 Actividades del Sector Salud en la prevención de accidentes de trán-
sito: OPS; disponible en la página web.-

https://iris.paho.org/bitstream/handle/10665.2/17262/v88n5p423.p
df?sequence=1&isAllowed=y

3 Ibídem.

4 Estadísticas a propósito del Día Mundial en Recuerdo de las Vícti-
mas de Accidentes de Tránsito 2021, Instituto Nacional de Estadística
y Geografía (INEGI), disponible en la página web: 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-
nes/2021/accidentes/ACCIDENTES_2021.pdf

5 Estadísticas a propósito del Día Mundial en Recuerdo de las Vícti-
mas de Accidentes de Tránsito 2022, Instituto Nacional de Estadística
y Geografía (INEGI), disponible en la página web. 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-
to/2022/EAP_VICACCT22.pdf

6 https://www.race.es/primeros-auxilios-como-socorrer-victimas-acci-
dente

7 Intervención inicial inmediata en los accidentes de tránsito “Los pri-
meros auxilios salvan vidas en la carretera”, disponible en la página
electrónica.- 

h t t p s : / / w w w . g r s p r o a d s a f e t y . o r g / w p -
content/uploads/ESP_PA_SV_manual_webversion.pdf

8 Comportamiento y primeros auxilios en caso de accidente de tráfico;
disponible en la página web.-

https://oiss.org/wp-content/uploads/2018/11/15Comportamiento-y-
primeros-auxilios.pdf

9 Méndez Torres, Yordanka, & Ruiz Boriet, Yaneysi, & Velázquez Ma-
tos, Inalvis, & Pérez Quintana, Dolores Yipsy, & Cazul Imbert, Iray-
ma, & Méndez Torres, Víctor Manuel, & Quintana Madrigal, Julia, &
Pupo Durand, Benavides Enrique (2009). Capacitación en primeros
auxilios a conductores de vehículos. Revista Información Científica,
63(3) [fecha de consulta 16 de agosto de 2022] ISSN: Disponible en: 

https://www.redalyc.org/articulo.oa?id=551757313005
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de
2023.— Diputada Claudia Gabriela Olvera Higuera (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Movilidad, para dictamen.

LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN Y
GESTIÓN INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

«Iniciativa que reforma el artículo 28 de la Ley General para
la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, a cargo del
diputado Marco Antonio Mendoza Bustamante, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Quien suscribe, Marco Antonio Mendoza Bustamante,
diputado federal integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional en la LXV Legislatu-
ra del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral
1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía, la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
el artículo 28 de la Ley General para la Prevención y
Gestión Integral de los Residuos, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La contaminación se ha extendido por todo el mundo, con-
forme pasa el tiempo y la población aumenta, también se in-
crementa la emisión de gases de efecto invernadero, el nú-
mero de residuos urbanos, los desechos industriales, el
consumo desmedido de mantos acuíferos, ríos, lagos y lagu-
nas, así como la deforestación de miles de hectáreas verdes.

La adopción de tratados internacionales, así como de leyes
nacionales, han contribuido a frenar la grave crisis am-
biental que se está convirtiendo en una situación irreversi-
ble. No obstante, aún falta mucho por hacer para proteger
el medio ambiente, los recursos naturales y todos los seres
vivos que habitan en los ecosistemas naturales.

Los efectos del cambio climático son cada vez más evi-
dentes y los desastres naturales se están intensificando de
manera catastrófica, causando daños incalculables y la
muerte de cientos de personas. Todo esto, se debe a la ex-
cesiva actividad humana que genera millones de desechos
industriales y residuos sólidos urbanos cada día, como los
envases y las bolsas de plástico.

El informe “De la contaminación a la solución: una eva-
luación global de la basura marina y la contaminación por
plásticos”, elaborado por la Organización de las Naciones
Unidas (ONU) señala que la “contaminación por plásticos
es una amenaza creciente en todos los ecosistemas, desde
donde se origina la contaminación hasta el mar, por lo que
se necesita de la voluntad política y la acción urgente de los
gobiernos para abordar la creciente crisis”.1

El estudio indica que “la contaminación por plásticos en
los ecosistemas acuáticos ha crecido considerablemente en
los últimos años y que se prevé que se duplique para 2030,
con consecuencias irreversibles para la salud, la economía,
la biodiversidad y el clima.”2

Asimismo, la ONU establece que los plásticos son un pro-
blema climático, pues de acuerdo con especialistas estiman
“que en 2015 los plásticos estuvieron relacionados con la
producción de 1.7 gigatoneladas de CO2 equivalente
(GtCO2e), y se proyecta que para 2050 esta cifra aumente
a aproximadamente 6.5 (5 por ciento del presupuesto mun-
dial de carbono).”3

El informe también destaca que “el plástico representa el
85 por ciento de los residuos que llegan a los océanos y ad-
vierte que, para 2040, los volúmenes de este material que
fluirán hacia el mar casi se triplicarán, con una cantidad
anual de entre 23 y 37 millones de toneladas. Esto signifi-
ca alrededor de 50 kg de plástico por metro de costa en to-
do el mundo.”4

La ONU señala que la basura marina y la contaminación
por plásticos afectan la economía mundial, puesto que “los
costos que acarrea la contaminación por plásticos en el tu-
rismo, la pesca, la acuicultura y otras actividades, como las
limpiezas, se estimaron de 6 mil a 19 mil millones de dó-
lares en 2018. Y se proyecta que para 2040 podría haber un
riesgo financiero anual de 100 mil millones de dólares pa-
ra las empresas si los gobiernos exigen que cubran los cos-
tos de la gestión de residuos en los volúmenes esperados.”5

La información que proporciona la ONU sobre el grave pro-
blema que representan los desechos plásticos en el mundo, es
para cuestionarse el rumbo de las decisiones que ha tomado
nuestro gobierno respecto a los tratados firmados para la pro-
tección del medio ambiente y el compromiso que tiene fren-
te a esta crisis mundial que se llama contaminación.

Para enfrentar esta problemática medioambiental, es nece-
sario reforzar nuestro marco normativo, ya que México no
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es ajeno a esta situación, pues también somos un gran ge-
nerador de desechos plásticos a nivel continental y mun-
dial. Debemos tener en cuenta que estamos llegando a un
punto de no retorno en la preservación de nuestros ecosis-
temas y de los recursos naturales.

El Programa Nacional para la Prevención y Gestión Inte-
gral de los Residuos 2022-2024, publicado el 5 de diciem-
bre de 2022, señala que “en México, se estima que se ge-
neran diariamente 120,128 toneladas de Residuos Sólidos
Urbanos, de los cuales en promedio se recolecta el 84 por
ciento, lo que significa una cobertura a nivel nacional de
100 mil 751 toneladas de residuos al día. El nivel de reco-
lección más bajo se registra en la zona sur del país donde
sólo alcanza el 69 por ciento.”6

De acuerdo con información del Sistema Nacional de In-
formación Ambiental y de Recursos Naturales, en nuestro
país, “según las cifras más recientes, publicadas en 2017, la
generación de Residuos Sólidos Urbanos alcanzó 44.6 mi-
llones de toneladas, lo que representó un aumento del 35.6
por ciento con respecto a 2003 (11.73 millones de tonela-
das más generadas en ese período). Si se expresa por habi-
tante, alcanzó 0.98 kilogramos en promedio diariamente en
el mismo año.7

Respecto a la fabricación de plásticos, “de acuerdo con el Se-
gundo Informe de Economía Circular, presentado por la Aso-
ciación Nacional de la Industria Química (ANIQ), a través de
su Comisión de la Industria del Plástico, Responsabilidad y
Desarrollo Sustentable (CIPRES), señala que 94 por ciento
de la producción de resinas se realiza con plásticos nuevos”
y solo el 6 por ciento es con plásticos reciclados.8

El problema de la producción de botellas de plástico se ha
convertido en una gran amenaza para el medio ambiente,
pues nuestro país es reconocido por consumir un gran nú-
mero de bebidas embotelladas, lo que ocasiona que los des-
perdicios de las botellas aumenten también considerable-
mente año con año.

Este es un problema que requiere una solución rápida, ya
que a pesar de los grandes avances legislativos que se han
realizado para frenar la producción de nuevos plásticos, la
realidad es otra, ya que de acuerdo con la información an-
teriormente planteada, el uso de métodos de reciclaje de
plásticos aún es muy bajo.

La propuesta que se plantea es la de implementar mayo-
res procesos de reciclaje en el país, para disminuir la pro-

ducción de más plásticos nuevos. El propósito será redu-
cir la gran mancha contaminante de plásticos que persis-
te en nuestro país y que no se detiene.

El objetivo de la iniciativa es que todos los envases plásti-
cos que sean utilizados para contener y transportar bebidas
para consumo humano sean retornables cuando su conteni-
do sea superior a 1 litro (1,000 mililitros) y evitar que se
generen mayores desperdicios plásticos que atenten contra
el equilibrio medioambiental.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en su artículo 4o., establece que “toda persona tiene dere-
cho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienes-
tar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. El da-
ño y deterioro ambiental generará responsabilidad para
quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley.”9

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, en sus artículos 1o. y 2o., señala que el Estado
mexicano tiene la obligación de la prevención y el control
de la contaminación del aire, agua y suelo, así como la for-
mulación y ejecución de acciones de mitigación y adapta-
ción al cambio climático.10

El Estado mexicano debe apostar por la construcción y el
fortalecimiento de políticas públicas que ayuden a mejorar
la calidad de vida de las y los mexicanos, especialmente
cuando de ello depende el equilibrio medioambiental y el
cambio climático.

En este sentido, la propuesta de la iniciativa quedaría como
se muestra a continuación:

Ley General para la Prevención y Gestión Integral de
los Residuos
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En atención a lo anteriormente expuesto, se somete a con-
sideración de esta honorable Cámara de Diputados, la si-
guiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforma la Ley General para la
Prevención y Gestión Integral de los Residuos

Artículo Único. Se reforma el artículo 28 de la Ley Gene-
ral para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos,
para quedar como sigue:

Artículo 28. Estarán obligados a la formulación y ejecu-
ción de los planes de manejo, según corresponda:

I. … 

II. … 

III. Los grandes generadores y los productores, importa-
dores, exportadores y distribuidores de los productos que
al desecharse se convierten en residuos sólidos urbanos o
de manejo especial que se incluyan en los listados de resi-
duos sujetos a planes de manejo de conformidad con las
normas oficiales mexicanas correspondientes; los residuos
de envases plásticos, incluyendo los de poliestireno ex-
pandido; así como los importadores y distribuidores de
neumáticos usados, bajo los principios de valorización y
responsabilidad compartida.

Los envases plásticos que sean utilizados para trans-
portar líquidos que sean destinados exclusivamente
para consumo humano serán retornables cuando el
volumen de los líquidos exceda los 1000 mililitros de
contenido.

IV. …

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 ONU, Informe de la ONU sobre contaminación por plásticos advier-
te sobre falsas soluciones y confirma la necesidad de una acción mun-
dial urgente. Consultado a través de: 

https://www.unep.org/es/noticias-y-reportajes/comunicado-de-
prensa/informe-de-la-onu-sobre-contaminacion-por-plasticos 

2 Idem

3 Idem

4 Idem

5 Idem

6 Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, Programa Na-
cional para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos 2022-
2024. Consultado a través de: 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5673264&fe-
cha=05/12/2022#gsc.tab=0 

7 Sistema Nacional de Información Ambiental y de Recursos Natura-
les, Informe del Medio Ambiente. Consultado a través de: 

https://apps1.semarnat.gob.mx:8443/dgeia/informe18/tema/cap7.h
tml#tema1 

8 El Financiero, Reciclaje en México: Solo 6% del plástico que se pro-
duce en el país se reutiliza. Consultado a través de: 

https://www.elfinanciero.com.mx/empresas/2022/08/02/reciclaje-
en-mexico-solo-6-del-plastico-que-se-produce-en-el-pais-se-reuti-
liza/ 

9 Cámara de Diputados, Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Consultado a través de: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf 

10 Cámara de Diputados, Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente. Consultado a través de: 
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https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgeepa.htm 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de 2023.— Diputado
Marco Antonio Mendoza Bustamante (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y
AUTOTRANSPORTE FEDERAL

«Iniciativa que reforma los artículos 62 y 64 de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a cargo de la
diputada Socorro Irma Andazola Gómez, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

Socorro Irma Andazola Gómez, integrante del Grupo Parla-
mentario de Morena en la LXV Legislatura de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 6,
numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía la presente
iniciativa con proyecto de decreto, por la que se reforman los
artículos 62 y 64 de la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal, en materia del seguro para proteger a los
usuarios de los caminos y puentes por los daños que puedan
sufrir con motivo de su uso, en base a la siguiente

Exposición de Motivos

I. Contexto

El término accidente ha dejado de considerarse algo que
sucede de manera fortuita y fuera de control que se presen-
ta de manera súbita e imprevisible, para definirse como le-
sión no intencional. En el nuevo concepto subyace la ca-
racterística de ser un evento previsible y por completo
prevenible. Esta idea se ha vuelto un factor de preocupa-
ción y generación de acciones orientadas a la prevención
de lesiones, pues sus repercusiones rebasan el ámbito con-
creto de la salud y calidad de vida de los individuos.1

Hasta julio de 2022, la Organización Mundial de la Salud
había señalado que cada año se pierden aproximadamente
1.3 millones de vidas a consecuencia de lesiones causadas
por el tránsito, y entre 20 y 50 millones de personas sufren

traumatismos no mortales, y muchos de ellos provocan
discapacidad.2

Las lesiones causadas por el tránsito ocasionan pérdidas
económicas considerables para las personas, sus familias
y los países en su conjunto. Ese menoscabo es conse-
cuencia de los costos del tratamiento y de la disminución
de productividad de las personas que mueren o quedan
discapacitadas por sus lesiones, y del tiempo de trabajo o
estudio que los familiares de los lesionados deben dis-
traer para atenderlos. Las colisiones debidas al tránsito
cuestan a la mayoría de los países 3por ciento de su pro-
ducto interno bruto.

Además, los traumatismos debidos al tránsito son la prin-
cipal causa de mortalidad entre los niños y los jóvenes de
5 a 29 años. Casi la mitad de las defunciones por esta cau-
sa afectan a usuarios vulnerables de la vía pública, es decir,
a peatones, ciclistas y motociclistas.

Estas cifras son una clara muestra que los accidentes de
tránsito vehicular representan una crisis en materia de sa-
lud pública en México y en el mundo.

El gobierno de México ha señalado que las consecuencias
de los accidentes viales afectan no sólo a quien lo padece,
sino a sus familiares y entorno laboral, derivado del trata-
miento, rehabilitación o los gastos económicos, asimismo
implica un costo para los sistemas de salud según la mag-
nitud de las lesiones, afectando a su vez a la economía del
país.3 Además, entre otros aspectos, señala:

Los altos índices de accidentalidad se enfocan constante-
mente hacia el alcoholismo, pero existen otros factores co-
mo la imprudencia, desconocimiento de las reglas, la capa-
citación adecuada, el desarrollo de las tecnologías en nueva
movilidad, la potencia de los vehículos, entre muchos otros
aspectos que también son causantes de accidentes viales, es
por ello que se considera un problema de salud pública
pues también se enfoca en la educación de cada persona.

México ocupa el séptimo lugar mundial en accidentes
de tránsito y el tercero en América, siendo la principal
causa de mortalidad en niños entre 5 y 9 años de edad
y la segunda causa de orfandad.

Según estudios del Instituto Nacional de Salud Pública
(INSP), diariamente fallecen 22 jóvenes de entre 15 y 29
años por esta causa, mientras que anualmente mueren en
promedio 24 mil personas de todos los niveles etarios.
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La Organización Panamericana de la Salud (OPS) advierte
que 40 mil personas quedan permanentemente incapacita-
das y 750 mil sufren lesiones graves provocadas por si-
niestros viales en el país.

A través del Programa Sectorial de Comunicaciones y
Transportes 2020-2024, el gobierno de México observa
como estrategia prioritaria mejorar la seguridad vial en
la red carretera federal y para ello ha diseñado progra-
mas preventivos, la incorporación de prácticas interna-
cionales para incrementar la seguridad vial, auditorías
e inspecciones en la red carretera federal, así como rea-
lizar campañas informativas dirigidas a la población en
materia de cultura vial.

En México, la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte
Federal dispone una obligación para los concesionarios de
proteger a los usuarios de los caminos y puentes por los da-
ños que puedan sufrir con motivo de su uso, la cual se rei-
tera en las condiciones de los títulos de concesión al Fon-
do Nacional de Infraestructura (Fonadin).

Para cumplir con dicha obligación ya se tiene contratada la
póliza de seguro de responsabilidad civil del usuario y del
concesionario. Esta póliza puede ser utilizada ante la ocu-
rrencia de algún accidente vehicular del que resulten lesio-
nes corporales y/o dañosmateriales, para lo cual deberá no-
tificarse del accidente al operador del tramo carretero, pues
éste es el responsable de notificar la ocurrencia del sinies-
tro a la compañía aseguradora.4

Mediante dicha póliza queda cubierta la responsabilidad
civil en que incurran el Fonadin, los operadores, empresas
filiales, subsidiarias, contratistas, subcontratistas y provee-
dores por daños a los usuarios o terceros en sus bienes y en
sus personas por siniestros que ocurran en el derecho de vía
de las autopistas,5 por

• Mala señalización o falta de ella;

• Daños causados por cualquier componente las Auto-
pistas aun cuando no se encuentren en condiciones nor-
males; así como los daños por el mal estado en estruc-
turas, soporte de pavimento, incluyéndose la carpeta de
rodamiento;

• Por reparaciones, mantenimiento, así como innovacio-
nes de mejora a las Autopistas que se estén llevando a
cabo por el personal que dependa laboralmente de los
operadores, contratistas, o subcontratistas, que hayan si-

do contratados por él o directamente por Banobras,
SNC, para realizar estos trabajos y que a consecuencia
de ello se causen daños a los usuarios, aún cuando en es-
tas operaciones no se instalen los avisos suficientes y
adecuados de la operación que se está llevando a cabo;

• Deslaves y derrumbes, baches, derrame de sustancias
materiales o residuos sobre la superficie de rodamiento
o acotamiento;

• Piedras, partes automotrices o cualquier otro objeto
que se encuentre sobre la cinta asfáltica o acotamiento
de las autopistas;

• Los daños ocurridos a los usuarios por el uso de las
instalaciones sanitarias, áreas de descanso, plazas de
cobro, bahías y SOS, oficinas o cualquier otra construc-
ción que forme parte integral de las Autopistas, por fal-
ta de mantenimiento o por falta de letreros adecuados, o
cualquier otra causa que sea imputable a la responsabi-
lidad civil del contratante;

• Daños ocurridos a consecuencia de peatones, semo-
vientes o animales vivos o muertos en el camino;

• Los daños que sufra el usuario por una maniobra de
evasión y no exista contacto físico del vehículo con el
objeto, peatón, semoviente o animales vivos o muertos;

• Daños ocasionados a los usuarios en sus bienes o per-
sonas, provocados por la caída de barreras de paso de la
caseta de cobro por cualquier causa;

• Daños causados a los usuarios en sus bienes y perso-
nas causados a consecuencia de vandalismo, huelgas,
motines, alborotos populares, etcétera.

Sin embargo, a pesar de que los usuarios del sistema, se en-
cuentran formalmente protegidos mediante la disposición
contenida en la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte
Federal, así como con la póliza que se encuentra contratada,
ya para poder hacer efectivo el cobro del seguro correspon-
diente, los gobernados se ven sometidos a múltiples trabas.

Primero el usuario debe notificar del accidente al operador
del tramo carretero, acto seguido el concesionario es el res-
ponsable de notificar la ocurrencia del siniestro a la com-
pañía aseguradora y finalmente la compañía, bajo su pro-
pio criterio, deciden si pagan o no el reclamo realizado por
el usuario.
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Entre los concesionarios y las compañías aseguradoras, se
diluye la responsabilidad, y obstaculizan el cobro de las
pólizas de seguro, que ya están previamente pagadas, y que
están establecidas en la ley.

Es decir, para los usuarios del sistema de Caminos y Puen-
tes Federales, que ya son víctimas de algún tipo de daño
hacia su persona, hacia la persona o personas que viajan
con ellos o para su vehículo, el cobro del seguro y el cum-
plimiento de la obligación por parte del concesionario y de
la aseguradora, se ha vuelto un problema, ya que la com-
pañía de seguros hace caso omiso de los reclamos.

Esto es un fraude a la ley, además de constituir una re-vic-
timización hacia los usuarios.

II. Marco jurídico

La Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal pro-
tege a los usuarios de caminos y puentes federales por los
daños que puedan sufrir con motivo de su uso. Para ello, la
ley establece en el título sexto, “De la responsabilidad”, ca-
pítulo I, “De la responsabilidad en los caminos, puentes y
autotransporte de pasajeros y turismo”, artículo 62:

Título Sexto
De la Responsabilidad

Capítulo I
De la Responsabilidad en los Caminos, Puentes 

y Autotransporte de Pasajeros y Turismo

Artículo 62. Los concesionarios a que se refiere esta
Ley están obligados a proteger a los usuarios en los ca-
minos y puentes por los daños que puedan sufrir con
motivo de su uso. Asimismo, los permisionarios de au-
totransporte de pasajeros y turismo protegerán a los
viajeros y su equipaje por los daños que sufran con
motivo de la prestación del servicio.

La garantía que al efecto se establezca deberá ser suficien-
te para que el concesionario ampare al usuario de la vía du-
rante el trayecto de la misma, y el permisionario a los via-
jeros desde que aborden hasta que desciendan del vehículo.

Los concesionarios y permisionarios deberán otorgar es-
ta garantía en los términos que establezca el reglamento
respectivo.

Es decir, la ley ya considera una obligación, para los per-
misionarios y concesionarios,de proteger a los usuarios de
caminos y puentes.

Esta obligación se traduce en que los concesionarios y per-
misionarios deben contar con seguros de responsabilidad
civil para hacerse cargo de los daños que puedan sufrir las
personas o sus bienes al momento de que transitan por di-
chas vías.

El artículo 64 del mencionado ordenamiento establece que
el derecho de recibir las indemnizaciones se sujetará a lo
señalado en el Código Civil y la Ley Federal del Trabajo.

Además, la secretaria (de Infraestructura, Comunicaciones
y Transportes) deberá resolver administrativamente las
controversias entre los usuarios y los concesionarios, los
permisionarios o las aseguradoras. El artículo en comento
a la letra reza:

Artículo 64. El derecho a percibir las indemnizaciones
establecidas en este capítulo y la fijación del monto se
sujetará a las disposiciones del Código Civil para el Dis-
trito Federal en materia común, y para toda la Repúbli-
ca en Materia Federal. Para la prelación en el pago de
las mismas, se estará a lo dispuesto en el artículo 501 de
la Ley Federal del Trabajo.

La Secretaría resolverá administrativamente las controver-
sias que se originen en relación con el seguro del viajero o
usuario de la vía, sin perjuicio de que las partes sometan la
controversia a los tribunales judiciales competentes.

Sin embargo, en esta disposición no queda clara la protec-
ción que deben tener los usuarios, ni la posibilidad de re-
clamarla cuando los concesionarios o permisionarios se
nieguen a ello.

III. Objeto de la iniciativa

La iniciativa busca añadir los párrafos cuarto al artículo 62
y tercero al artículo 64 de la Ley de Caminos y Puentes Fe-
derales, para garantizar la protección de los usuarios e im-
pedir que las aseguradoras que deben cubrir los daños con-
tra los usuarios, dejen de cumplir con su obligación
basados en su propio dicho.

En la reforma que se propone respecto al artículo 62 se es-
tablece que sólo podrán abstenerse del cumplimiento de
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la obligación cuando los concesionarios y las asegura-
doras comprueben de manera fehaciente que los daños
no ocurrieron en los tramos concesionados.

Para ello se agrega un párrafo cuarto, que dice:

Artículo 62. …

…

…

Los concesionarios están obligados a pagar el seguro del
viajero o usuario de la vía de caminos y puentes, cuan-
do se cause un daño a las personas o los vehículos que
ahí transitan y dicho daño sea atribuible a los concesio-
narios, ya sea por negligencia, dolo, culpa o cualquier
otra circunstancia, salvo prueba en contrario que apor-
ten los concesionarios que los exima plenamente de tal
obligación.

Por otra parte, en el artículo 64, donde se establece que
“la secretaría” (de Infraestructura, Comunicaciones y
Transportes) “resolverá administrativamente las contro-
versias que se originen en relación con el seguro del via-
jero o usuario de la vía, sin perjuicio de que las partes
sometan la controversia a los tribunales judiciales com-
petentes.”, se adiciona un párrafo tercero, para hacer
explícito que, en la resolución de controversias admi-
nistrativas, en materia del seguro para proteger a los
usuarios de los caminos y puentes por los daños que
puedan sufrir con motivo de su uso, la Secretaria, de-
berá resolver según los principios establecidos en el ar-
tículo 1º de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para lo cual se agrega:

Artículo 64. …

…

En la resolución de las controversias que se originen
en relación con el seguro del viajero o usuario de la
vía, la Secretaria, en el ámbito de su competencia,
aplicara en todo momento le principio pro persona,
y la interpretación conforme, según lo dispuesto en el
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Para mayor comprensión de la iniciativa se presenta el si-
guiente cuadro comparativo:

Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal

Todo lo anterior sirva para ejemplificar y son razones con-
tundentes para proponer la siguiente iniciativa con proyec-
to de

Decreto por la que se reforman los artículos 62 y 64 de
laLey de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal,
en materia del seguro para proteger a los usuarios de
los caminos y puentes por los daños que puedan sufrir
con motivo de su uso

Único. Se reforman los artículos 62 y 64 de la Ley de Ca-
minos, Puentes y Autotransporte Federal, en materia del se-
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guro para proteger a los usuarios de los caminos y puentes
por los daños que puedan sufrir con motivo de su uso, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 62. …

…

…

Los concesionarios están obligados a pagar el seguro
del viajero o usuario de la vía de caminos y puentes,
cuando se cause un daño a las personas o los vehículos
que ahí transitan y dicho daño sea atribuible a los con-
cesionarios, ya sea por negligencia, dolo, culpa o cual-
quier otra circunstancia, salvo prueba en contrario que
aporten los concesionarios que los exima plenamente
de tal obligación.

Artículo 64. …

…

En la resolución de las controversias que se originen en
relación con el seguro del viajero o usuario de la vía, la
Secretaria, en el ámbito de su competencia, aplicara en
todo momento le principio pro persona, y la interpreta-
ción conforme, según lo dispuesto por el artículo 1o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Academia Nacional de Medicina. Los accidentes como problema de
salud pública en México. Retos y oportunidades. Documento de Pos-
tura, 

https://www.anmm.org.mx/publicaciones/CAnivANM150/L9-
Los-accidentes-como-problema-salud-publica.pdf

2 Organización Mundial de la Salud, 20 de junio de 2022. Traumatis-

mos causados por el tránsito,

https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/road-traffic-
injuries

3 Caminos y Puentes Federales, 6 de abril de 2022. Accidentes de trán-
sito ¿un problema de salud pública?, 

https://www.gob.mx/capufe/articulos/accidentes-de-transito-un-
problema-de-salud-publica

4 Póliza de seguro de Responsabilidad Civil del Usuario y del Conce-
sionario. 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/640485/SEGU-
RO_DE_RCUyC_VIG_2021_FID_1936.pdf 

5 Ibídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro. Ciudad de México, a 28 de marzo
de 2023.— Diputada Socorro Irma Andazola Gómez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para dictamen.

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado, a cargo de la diputada Lilia Caritina
Olvera Coronel, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional.

La suscrita, diputada federal Lilia Caritina Olvera Coronel,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXV Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1,
fracción I; 77; 78 y demás aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforman: el párrafo tercero del inciso b), el pá-
rrafo primero y el segundo del inciso c) y; se derogan: la
tabla del párrafo tercero del inciso b), la tabla del párrafo
segundo del inciso c), el párrafo tercero del inciso c), el pá-
rrafo cuarto del inciso c), y su tabla correspondiente, y el
párrafo quinto del inciso c), todos de la fracción II del ar-
tículo Décimo Transitorio, de la Ley del Instituto de Segu-
ridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado,
al tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

La Declaración Universal de Derechos Humanos, aproba-
da por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10
de diciembre de 1948,1 incluye la seguridad social como
un derecho fundamental de las personas, particularmente
en sus artículos 22 y 25 es clara al respecto:

“Artículo 22.

Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene de-
recho a la seguridad social, y a obtener, mediante el es-
fuerzo nacional y la cooperación internacional, habida
cuenta de la organización y los recursos de cada Estado,
la satisfacción de los derechos económicos, sociales y
culturales, indispensables a su dignidad y al libre desa-
rrollo de su personalidad”.

“Artículo 25.

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida ade-
cuado que le asegure, así como a su familia, la salud y
el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la
vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales
necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en ca-
so de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u
otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por
circunstancias independientes de su voluntad.

2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados
y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de ma-
trimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual
protección social”.

Por otro lado, el Convenio sobre la seguridad social (norma
mínima), 1952 (número 102), de la Organización Interna-
cional del Trabajo (OIT), es el único instrumento interna-
cional, basado en principios fundamentales de seguridad so-
cial, que establece normas mínimas aceptadas a nivel
mundial para las nueve ramas de la seguridad social: asis-
tencia médica; prestaciones monetarias de enfermedad;
prestaciones de desempleo; prestaciones de vejez; presta-
ciones en caso de accidentes del trabajo y enfermedad pro-
fesional; prestaciones familiares; prestaciones de materni-
dad; prestaciones de invalidez y; prestaciones de
sobrevivientes.2

En 2001, el Consejo de Administración de la OIT confirmó
su estatus de norma actualizada, y la Conferencia Interna-
cional del Trabajo en 2011 lo reconoció como un punto de

referencia en el desarrollo gradual de una cobertura de se-
guridad social integral a nivel nacional. El Convenio nú-
mero 102 ha sido ratificado por 48 Estados miembros de la
OIT, incluido México, desde su entrada en vigor en 1952.

En México, la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE), publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de diciem-
bre de 1983, fue abrogada por la nueva ley que se publicó
el 31 de marzo de 2007, con excepción de los artículos 16,
21, 25 y 90 Bis B, los cuales estuvieron vigentes hasta el
31 de diciembre de ese año.

Este ordenamiento desde sus orígenes estableció las moda-
lidades, requisitos y alcances de los sistemas de pensiones
y derechos a la seguridad social de los trabajadores del sec-
tor gubernamental. 

La reforma a la Ley del ISSSTE de marzo de 2007, plante-
aba entre sus beneficios los siguientes:

• Buscaba un sistema de pensiones financieramente via-
ble y que garantizará pensiones dignas para el trabaja-
dor, considerando una pensión mínima de dos salarios
mínimos. 

• Pensiones pagadas por el gobierno federal y la inte-
gración de los nuevos trabajadores a un sistema de cuen-
tas individuales. 

• Los trabajadores en activo podrán elegir entre el siste-
ma actual de reparto –con incrementos en la edad de re-
tiro y en las aportaciones – o integrarse al sistema de
cuentas individuales con un bono de reconocimiento. 

• Las cuentas individuales serán propiedad del trabaja-
dor y recibirán las aportaciones del Gobierno y el traba-
jador (que se incrementarán), más una cuota social del
gobierno y un ahorro voluntario solidario en donde por
cada peso ahorrado por el trabajador, el gobierno apor-
tará 3.25 pesos.

Aunado a lo anterior, se destacaron en su momento, los dos
beneficios más tangibles: la portabilidad entre las presta-
ciones de la seguridad social del ISSSTE e IMSS y la sus-
tentabilidad financiera de cada uno de los seguros.

Sin embargo, no se puede omitir que al recibir pensiones
menores necesariamente los trabajadores se ven obligados
a laborar más años para tener acceso a las pensiones. Con
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las disposiciones previstas en esta reforma se quita gra-
dualmente la jubilación por años de servicio y se incre-
menta la edad para jubilarse a 65 años, y la cotización su-
be de 3.5 por ciento del salario básico al 6.125 por ciento.

El esquema de transición al nuevo sistema de pensiones de-
rivado de la reforma de 2007 establece condiciones más rí-
gidas para el disfrute de pensiones y jubilaciones. Las pen-
siones bajo el régimen por el Décimo transitorio incluyen
pensiones por jubilación, por retiro por edad y tiempo de
servicios, y pensión por cesantía y vejez.

A partir del primero de enero del 2010, para recibir la pen-
sión por jubilación los trabajadores deben: 1) haber cotiza-
do al ISSSTE 30 años o más y, en el caso de las trabajado-
ras, 28 años. 2) tener más de 57 y 55 años,
respectivamente, en 2023. Cada dos años, la edad de jubi-
lación aumenta un año para ambos sexos hasta alcanzar
una edad de jubilación de 60 años para hombres y 58 años
para mujeres (de 2028 en adelante). En este caso, los jubi-
lados reciben 100 por ciento del promedio del sueldo bási-
co de cotización del último año.3

A partir del primero de enero del 2010, los requisitos para
la pensión por retiro por edad y tiempo de servicios, los tra-
bajadores deberán: 1) tener 55 años o más de edad. 2) te-
ner, al menos, 15 años cotizados en el ISSSTE.

Al cumplir los requisitos anteriores, los trabajadores tienen
derecho a una pensión a 50 por ciento del promedio del
sueldo básico de cotización del último año. Conforme au-
mentan los años de cotización, el porcentaje crece hasta
llegar a una pensión de 95 por ciento del promedio del
sueldo básico de cotización del último año con 29 años de
cotización.4 En este inciso b) de la fracción II, correspon-
diente al Décimo transitorio, se propone reformar el párra-
fo tercero para especificar que la edad a que se refiere este
inciso será de 60 años a partir del 2018 y, en consecuencia,
se deroga la tabla correspondiente a dicho párrafo.

Sobre la pensión por cesantía de edad avanzada, a partir del
primero de enero del 2010, los trabajadores deben contar
con: 1) al menos 10 años de servicio en el ISSSTE. 2) te-
ner 63 años de edad o más en 2014-2015, mientras que pa-
ra 2016-2017, 64 años y, a partir del 2018, 65 años.5

Este tipo de pensión no supera 50 por ciento del promedio del
sueldo básico del último año. El trabajador que se pensiona a
los 63 años en 2015 recibe 40 por ciento del sueldo básico,

mientras que un trabajador que se pensiona a los 66 años re-
cibe 46 por ciento, y si se pensiona a los 70 años recibe 50
por ciento. Como se muestra en el siguiente cuadro:6

En este sentido, una de las mayores preocupaciones de los
trabajadores es que se incrementó la edad para la pensión
de cesantía en edad avanzada, lo que afecta negativamente
los intereses de los trabajadores y sus familias, tanto del
sector público federal y estatal. En resumen, aumento de
edad y tiempo de cotización de las y los trabajadores al ser-
vicio del Estado para gozar de su jubilación, así como del
incremento en las cuotas de aportación.

Es por ello que, en el caso de la pensión por cesantía de
edad avanzada, la propuesta es reformar: el párrafo prime-
ro del inciso c) de la fracción II, correspondiente al Déci-
mo transitorio, para sustituir el término “después” por “a
partir” de los sesenta años, el segundo párrafo del mismo
inciso, para establecer que se aplicará el 50 por ciento a
partir de los 60 años; se derogan: la tabla que corresponde
a este párrafo, el tercer párrafo, el cuarto párrafo con su ta-
bla y el quinto párrafo.

Para mejor referencia de las modificaciones a la ley que se
proponen, se presenta el siguiente cuadro comparativo:
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Cabe destacar que, considerando que las mujeres tienen
mayores expectativas de vida, estas reformas las afectan
más repercutiendo, al mismo tiempo, en su calidad de vida.

Es por todo ello que la presente iniciativa busca que no sea
el incremento de la edad un factor preponderante para ju-
bilarse. Esta propuesta legislativa pretende responder a una
de las demandas más sentidas de los trabajadores al servi-
cio del Estado, particularmente de los maestros. Los traba-
jadores de la educación tienen derecho a pensionarse a los
sesenta años, siempre y cuando cumplan con los demás re-

quisitos y las condiciones para hacerse acreedores de una
pensión, los cuales están previstos en la ley.

Lo anterior tomando en cuenta que mientras más tiempo
transcurra, el número de trabajadores que tendrían que jubi-
larse en estas condiciones sería mayor. Esta situación se re-
fleja claramente en el siguiente análisis sobre el tema que se
hace en el Informe Financiero y Actuarial 2022 del ISSSTE:

“En el futuro, la proporción de las pensiones del régi-
men de la Ley abrogada mostrará un descenso debido a
que no se otorgarán nuevas pensiones bajo este régimen,
quienes iniciaron su cotización antes de 2007, y deci-
dieron pensionarse bajo el esquema de beneficios defi-
nidos lo harán bajo el régimen del Artículo de Décimo
Transitorio, por lo tanto, en el mediano plazo se espera
un incremento de las pensiones de este régimen y en el
largo plazo la proporción será sustituida por aquellas en
la modalidad de contribuciones definidas en el régimen
de cuentas individuales. La Gráfica 32 muestra la evo-
lución de los pensionados durante el periodo 2019-
2021”.7

Es decir, de acuerdo con la gráfica, en el régimen que más
se incrementa el número de pensiones es en el caso de las
del Décimo Transitorio (59 por ciento), le siguen las de
Cuentas individuales (3.7 por ciento) y las pensiones que
se reducen corresponden al régimen de la Ley anterior
(37.2 por ciento).8

En suma, esta iniciativa propone disposiciones legales
que buscan contribuir a alcanzar la justicia social para las
trabajadoras y trabajadores que han laborado toda su vi-
da, facilitando el acceso a una pensión digna al momento
de su jubilación. Para los trabajadores de la educación, es
imprescindible una pensión que les permita vivir digna-
mente, sobre todo, jubilarse a una edad en la que se en-
cuentran en pleno uso de todas sus facultades y evitar ser
sujetos de cuidados especiales, principalmente en los ca-
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sos en los que no cuentan con el apoyo de una familia; así
como para emprender alguna actividad productiva o lúdi-
ca sin restricciones.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforman: el párrafo tercero del inciso
b), el párrafo primero y el segundo del inciso c) y; se dero-
gan: la tabla del párrafo tercero del inciso b), la tabla del
párrafo segundo del inciso c), el párrafo tercero del inciso
c), el párrafo cuarto del inciso c), y su tabla correspondien-
te, y el párrafo quinto del inciso c), todos de la fracción II
del artículo Décimo Transitorio, de la Ley del Instituto de
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Es-
tado, para quedar como sigue:

Décimo. ...

I…

a) a c) …

II…

a) …

…

…

b) …

…

…

La edad a que se refiere este inciso será de sesenta
años a partir del 2018.

Se deroga. 

c) Tendrán derecho a Pensión por cesantía en edad
avanzada, los Trabajadores que se separen voluntaria-
mente del servicio o que queden privados de trabajo a
partir de los sesenta años de edad y que hayan cotiza-
do por un mínimo de diez años al Instituto.

La Pensión a que se refiere esta fracción será equivalente a
un porcentaje del sueldo que se define en la fracción IV,
aplicando el 50 por ciento a partir de los sesenta años.

Se deroga.

Se deroga. 

Se deroga.

Se deroga.

Se deroga.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. El Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado y la Comisión Nacional
del Sistema de Ahorro para el Retiro, tendrán 180 días de
plazo para hacer las adecuaciones operativas y adminis-
trativas necesarias a partir de la entrada en vigor del pre-
sente decreto.

Notas

1 Consultada en línea: 

https://www.ohchr.org/sites/default/files/UDHR/Documents/UDH
R_Translations/spn.pdf

2 Información consultada en línea: 

https://www.ilo.org/secsoc/areas-of-work/legal-advice/WCMS_
222058/lang—es/index.htm#:~:text=empleadores%20y%20traba-
jadores.-,El%20Convenio%20n%C3%BAm.,funci%C3%
B3n%20de%20sus%20niveles%20socioecon%C3%B3micos.

3 H. Villarreal y A. Macías (2020), “El sistema de pensiones en Méxi-
co: institucionalidad, gasto público y sostenibilidad financiera”, serie
Macroeconomía del Desarrollo, número 210 (LC/TS.2020/70), Santia-
go, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL);
página 18. Consultado en línea: 

https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/45820/1/S200
0382_es.pdf
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4 Ibídem; página 19.

5 Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado; Artículo Décimo Transitorio, inciso c), fracción II.

6 H. Villarreal y A. Macías (2020); página 20.

7 Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado. Informe Financiero y Actuarial 2022; página 55. Consultado
en línea:

http://www.issste.gob.mx/images/downloads/instituto/quienes-so-
mos/IFA_2022.pdf

8 Ibídem; página 56.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de
2023.— Diputada Lilia Caritina Olvera Coronel (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dicta-
men, y a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, pa-
ra opinión.

LEY DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA

«Iniciativa que reforma los artículos 1o., 12 y 46 Bis de la
Ley de Ciencia y Tecnología, a cargo de la diputada Ana Eli-
zabeth Ayala Leyva, del Grupo Parlamentario de Morena.

La suscrita, Ana Elizabeth Ayala Leyva, integrante del Gru-
po Parlamentario de Morena en la LXV Legislatura del Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en las
fracciones II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y I del numeral 1 del artículo 6
y el artículo 77 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta soberanía iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman los artículos 1, 12 y
46 Bis de la Ley de Ciencia y Tecnología, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

La inversión en investigación y desarrollo es fundamental
para el progreso y el crecimiento económico de largo pla-
zo. Si se parte de la idea en que la ciencia y la tecnología
son los motores de la innovación, y esta es la clave para el
éxito económico y la competitividad en el mercado global,
es posible advertir que, si un Estado invierte en ciencia y

tecnología, estará invirtiendo en el futuro, en la creación de
nuevos conocimientos y tecnologías que pueden tener un
impacto positivo en la sociedad y en la economía.

La inversión en ciencia y tecnología puede tener efectos
beneficiosos en áreas como la salud, la energía, la agricul-
tura, el ambiente, la seguridad y la defensa, entre otros. En
ese sentido, también puede contribuir al crecimiento de
nuevas empresas y sectores económicos, lo que a su vez
puede generar empleo y aumentar la productividad.

Por ello, la ciencia y tecnología no debe entenderse como
un proyecto exclusivo a profesionistas, sino más bien como
un proyecto social de corte nacional donde las políticas del
Estado estén enfocadas a impregnar a las nuevas genera-
ciones.

La ciencia y la tecnología son campos en constante evolu-
ción, por lo que es importante preparar a las generaciones
más jóvenes para enfrentar y liderar los cambios tecnológi-
cos y científicos que se avecinan. Al enseñarles habilidades
en ciencia y tecnología, se les equipa con las herramientas
necesarias para competir en una economía global cada vez
más basada en la tecnología.

Además, la ciencia y la tecnología requieren habilidades de
resolución de problemas y pensamiento crítico. Por ello, al
invertir en estos campos, se les enseña a la niñez y juventu-
des a analizar problemas y a encontrar soluciones de manera
eficiente. Estas habilidades son transferibles a cualquier cam-
po y son útiles en cualquier carrera.

También habrá que considerar que la innovación es clave
para el progreso y el éxito en cualquier campo. Así, al fo-
mentar la Ciencia y la Tecnología en las juventudes, se les
enseña a pensar de manera creativa y a desarrollar solucio-
nes innovadoras a los problemas. Esto no sólo es benefi-
cioso para el desarrollo personal de estas nuevas genera-
ciones, sino que puede tener un efecto positivo en la
sociedad en su conjunto.

La ciencia y la tecnología son campos fascinantes y emo-
cionantes. Al exponer a las nuevas generaciones a estas áre-
as, se les anima a ser curiosas y a tener interés en el mundo
que les rodea. Esto puede llevar a una mayor participación
en la educación, lo que a su vez puede llevar a un mayor
éxito académico y profesional.

En conclusión, las políticas de Estado en materia de cien-
cia y tecnología deben de mantener un constante compro-
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miso con las niñas, niños y las diferentes juventudes del
país pues les prepara para el futuro, los ayuda a desarrollar
habilidades de resolución de problemas, les fomenta inno-
vación, interés y curiosidad.

En México, de acuerdo con el Censo de Población y Vivien-
da del Inegi de 2020, hay 25.2 millones de niños y niñas de
entre 0 y 11 años de edad. Ello significa que 1 de cada 5 ha-
bitantes en el país forma parte de la población infantil. En el
caso de la población juvenil, la misma fuente menciona que
hay 37.8 millones de personas que rondan entre los 12 y 29
años de edad; representan 30 por ciento de la población na-
cional. Así, entre estos dos sectores poblacionales represen-
tan más 49.99 de la población nacional, por lo que acercar
las herramientas que brindan la ciencia y la tecnología es ge-
nerar una política de alto impacto para el futuro de la nación.

No obstante, la ciencia, tecnología e innovación constitu-
yen un reto para el desarrollo del país y es que uno de los
grandes problemas de los países en vías de desarrollo, co-
mo México, es que existe una baja demanda de conoci-
mientos. De acuerdo con datos de la Organización para la
Cooperación y Desarrollo Económicos de 2018, en Méxi-
co se invierte ocho veces menos en investigación y desa-
rrollo, la plantilla de investigación es nueve veces menor y
hay 20 veces menos registro de patentes. Con ello, el país
se encuentra en los últimos cuartiles de rankings interna-
cionales de innovación y competitividad.

Por ello es de suma relevancia que el desarrollo de ciencia
y tecnología sea promovido por las instituciones académi-
cas pues ellas serán espacio para la formación y entrena-
miento de capital humano en innovación y emprendimien-
to en ciencia y tecnología. Empero, el Estado debe
garantizar que las condiciones estén al alcance de las insti-
tuciones académicas y por lo tanto, de las nuevas genera-
ciones.

Cuadro de cambios propuestos

PROYECTO DE DECRETO

Único. Se reforman los artículos 1, 12 y 46 Bis de la Ley de
Ciencia y Tecnología, para quedar de la siguiente manera:

Ley de Ciencia y Tecnología

Artículo 1. La presente ley es reglamentaria de la fracción
V del artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y tiene por objeto

I. a III. (…)

IV. Establecer las instancias y los mecanismos de coor-
dinación con los gobiernos de las entidades federativas,
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así como de vinculación y participación de la comuni-
dad científica y académica de las instituciones de edu-
cación superior, de los sectores público, social y priva-
do para la generación y formulación de políticas de
promoción, difusión, desarrollo y aplicación de la cien-
cia, la tecnología y la innovación, así como para la for-
mación de profesionales en estas áreas, procurando ob-
servar el principio de paridad de género, así como la
accesibilidad a personas pertenecientes a grupos vul-
nerables como niños, niñas, jóvenes, personas con
discapacidad, migrantes o pertenecientes a alguna
comunidad indígena o etnia.

V. a IX. (…)

X. Promover la participación de la niñez y las juven-
tudes en actividades científicas. 

Artículo 12. Los principios que regirán el apoyo que el
Gobierno Federal está obligado a otorgar para fomentar,
desarrollar y fortalecer en general la investigación científi-
ca, el desarrollo tecnológico y la innovación, así como en
particular las actividades de investigación que realicen las
dependencias y entidades de la administración pública fe-
deral, serán los siguientes:

I. a XVII. (…)

XVIII. Se fomentarán la promoción y el fortalecimien-
to de centros interactivos de ciencia, tecnología e inno-
vación para niños y jóvenes, con el objetivo de garan-
tizar su participación de manera activa en las
actividades científicas.

XIX. y XX. (…)

Artículo 46 Bis. Se implementarán programas y po-
líticas públicas que garanticen la participación de ni-
ñas, niños y juventudes en actividades científicas,
considerando la atención e inclusión de aquello y
aquellas que se encuentren en situación de discapaci-
dad, que provengan de alguna etnia o campo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

• Ávila, A. (2020) “Ciencia, tecnología e innovación en México se en-
cuentran en situación crítica”, en Dinero en imagen. A través de 

https://egade.tec.mx/es/egade-ideas/opinion/ciencia-tecnologia-e-
innovacion-en-mexico-se-encuentran-en-situacion-critica

• Barragán, A. (1). Ciencia, tecnología e innovación en el desarrollo de
México y América Latina. Desafíos de la ciencia, la tecnología y la in-
novación. Desarrollo, educación y trabajo, tomo I, María del Carmen
del Valle, Ana Mariño, Ismael Núñez (coordinadores). Problemas del
Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía, 45(178). 

https://doi.org/10.1016/S0301-7036(14)70884-3

• Inegi (2020). Estadísticas a propósito del Día del Niño. A través de 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-
to/2022/EAP_DiaNino22.pdf

• Inegi (2020) Estadísticas a propósito del Día Internacional de la Ju-
ventud. A través de 

https://egade.tec.mx/es/egade-ideas/opinion/ciencia-tecnologia-e-
innovacion-en-mexico-se-encuentran-en-situacion-critica

• OCDE (2018). Perspectivas de ciencia, tecnología e innovación de la
OCDE 2018. Adaptación a la disrupción tecnológica y social. OCDE
Publicaciones. A través de 

https://doi.org/10.1787/sti_in_outlook-2018-en

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de 2023.— Diputada
Ana Elizabeth Ayala Leyva (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Ciencia, Tecnología e Inno-
vación, para dictamen, y a la Comisión de Derechos de
la Niñez y Adolescencia, para opinión.
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LEY GENERAL DE PESCA Y
ACUACULTURA SUSTENTABLES

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de Pesca y Acuacultura Sustentables, a cargo del
diputado Marco Antonio Almendariz Puppo, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

El que suscribe, diputado federal Marco Antonio Almendá-
riz Puppo, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional de la LXV Legislatura de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72, inciso H),
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y, 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a la conside-
ración de esta soberanía, la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

La condición geográfica de México ha permitido que el pa-
ís cuente con una gran cantidad de ecosistemas, lo que ha
permitido generar el surgimiento y crecimiento de diversos
cuerpos de agua, dentro de los cuales se desarrollan dife-
rentes especies de peces y organismos acuáticos.

En consecuencia, en las costas, mares, ríos y lagunas de
México se realizan importantes actividades económicas ta-
les como la extracción de petróleo, el turismo, la transpor-
tación marítima, actividad de puertos, acuacultura y pesca,
entre otras. 

En cuanto a la actividad pesquera se refiere, desde hace
tiempo, la pesca deportivo-recreativa, es una categoría que
se practica con fines de esparcimiento, tanto en aguas ma-
rinas como en los cuerpos de agua interiores. En la actua-
lidad es de gran importancia para el país, porque incide di-
rectamente en la economía regional y nacional.

En México se destinan exclusivamente a la pesca deporti-
va, dentro de una franja de 50 millas náuticas contadas a
partir de la línea de base desde la cual se mide el Mar Te-
rritorial, un total de 6 especies: 3 denominadas como “pi-
cudos” (marlín; pez vela y pez espada) además del sábalo,
pez gallo y pez dorado.1

En algunas regiones del país ha llegado a constituirse co-
mo una de las principales líneas de aprovechamiento de los
recursos pesqueros, ya que su impacto económico y social

es mucho mayor que lo que aporta la pesca artesanal y la
pesca industrial. Lo anterior tiene que ver con lo atractivo
que resulta esta actividad para el turismo tanto nacional co-
mo extranjero. 

Para estados como Baja California Sur, Baja California,
Quintana Roo, Sinaloa, Guerrero, Tamaulipas, Veracruz,
Nayarit, Sonora, Jalisco, Colima y Michoacán, significa un
factor de desarrollo en la economía local y regional en be-
neficio de sus comunidades.2

En los lugares turísticos en los que se practica este tipo de
pesca, se generan un gran número de empleos directos e in-
directos, ya que se ven involucrados otros servicios como
el transporte, el hospedaje, los alimentos y el alquiler de
embarcaciones, entre otros, lo que genera una considerable
derrama económica y el ingreso de un gran número de di-
visas.

Lo anterior debido a que las personan que practican esta
actividad recreativa hacen uso de la infraestructura propor-
cionada en cada sitio, como son: marinas, muelles, lugares
de alojamiento, instalaciones complementarias, servicios y
productos orientados a la satisfacción de las necesidades de
quienes participan y ejercen este tipo de deporte.

Para la práctica de la pesca deportivo-recreativa que, se lle-
va a cabo en los litorales, destacan puertos como La Paz,
Los Cabos, Acapulco, Zihuatanejo, Isla Espíritu Santo,
Manzanillo, Mazatlán, Puerto Vallarta, Barra de Navidad,
Puerto Escondido y Cancún.

Cabe destacar que en algunos de estos lugares el turismo
representa la actividad de mayor importancia económica y
social, por ser la principal actividad productiva que sostie-
ne y representa una participación mayúscula en su econo-
mía, ya que debido a las características geográficas, entre
otros aspectos, no es posible se lleven a cabo la realización
de otras actividades productivas, limitando el desarrollo lo-
cal y regional de las mismas, casos concretos de estos lu-
gares son los municipios de Los Cabos, Manzanillo, Zi-
huatanejo de los Estados de Baja California Sur, Colima y
Guerrero, respectivamente. 

Por otro lado, las especies de marlín, pez vela, sábalo, pez
gallo y dorado, son las que sostienen la práctica de la pes-
ca deportiva marina. Dichas especies desde 1972, se desig-
naron reservadas de manera exclusiva a esta actividad, por
lo que está prohibida la captura comercial de estas especies
dentro de un perímetro de 50 millas de radio, con centro en
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los principales puertos turísticos del Pacifico mexicano,
como una primera medida de protección a estos importan-
tes recursos.

Posteriormente, en 1983, se reformaron los artículos 5 y 10
de la Ley Federal para el Fomento de la Pesca, para esta-
blecer un área de cincuenta millas náuticas a lo largo de la
línea de base desde la cual se mide el mar territorial, como
una zona donde se podría practicar la pesca deportivo-re-
creativa de manera exclusiva en relación a los peces de 
pico (pez espada, pez vela y marlín), especies altamente
migratorias.3

Esto con el propósito de brindar certeza jurídica a los pres-
tadores de servicios, empresarios del sector turístico y los
mexicanos que dependían en esos momentos de esa activi-
dad, en consideración a la captura y comercialización ilíci-
ta de estas especies por embarcaciones comerciales y para
cumplir con los acuerdos internacionales de proteger y
conservar dichas especies.

Con la entrada en vigor de la nueva Ley de Pesca (1987), se
estableció textualmente la reserva exclusiva a la pesca depor-
tivo-recreativa, la captura de las especies denominadas: mar-
lín, pez vela, pez espada, sábalo o chiro, pez gallo y dorado,
dentro de una franja de 50 millas, a lo largo de la línea de ba-
se desde donde se mide el mar territorial. De esta manera se
ratificaba y estipulaba la condición del aprovechamiento de
estas especies de manera reservada exclusivamente a esta ac-
tividad y a la vez se brindaba seguridad a miles de empleos
directos e indirectos dependientes de está.4

Los ejemplares preferidos para la pesca deportiva son los
marlines y en el territorio mexicano hay 4 especies princi-
pales: marlín rayado, marlín azul, marlín negro y pez agu-
ja corta. Estos peces vienen de la familia de los istiofóri-
dos; se encuentran en el grupo de especies pelágicas (viven
en mar abierto), en mares tropicales y sub tropicales y se
caracterizan en tener el maxilar superior extremadamente
prolongado, a manera de pico. 

Los peces son sumamente apreciados porque son muy ve-
loces en su nado. También tienen ferocidad y fuerza im-
presionantes al luchar, una vez que muerden el anzuelo del
pescador; dando grandes saltos fuera del agua. Sin duda
son criaturas majestuosas e imponentes. El más famoso, es
también el más grande: el marlín azul cobalto brillante en
la parte superior y de la parte de abajo es color plateado.
Uno de los peces más grandes en el mundo. Pueden medir
hasta 4.5 metros de longitud y pesar más de 900kg. Son es-

pecies oriundas del océano Atlántico, Pacífico e Índico y
viven recorriendo corrientes marinas de aguas cálidas.

En otro orden de ideas, la bahía de La Paz (BLP), ubicada
en el Estado de Baja California Sur, es considerada el eco-
sistema costero más grande de la porción occidental del
golfo de California, cuya superficie es cercana a los 1,200
km2. Esta bahía representa un ecosistema de gran impor-
tancia ecológica, debido a que alberga una gran biodiversi-
dad marina y abundantes recursos pesqueros.5

Por lo anterior, en este lugar se llevan a cabo diversas acti-
vidades de pesca artesanal (pesca con anzuelo, redes de
enmalle, trampas de fondo), deportiva e industrial, así co-
mo la pesca de arrastre de camarón. La pesca deportiva con
la que cuenta Los Cabos es reconocida a nivel internacio-
nal, principalmente por poder capturar pez marlín y dora-
do, sin embargo, la pesca industrial ha ocasionado cierta
escasez de estas especies al momento de capturarlos para la
venta a pescaderías o restaurantes.

En este sentido, de acuerdo con declaraciones para diversos
medios por parte de Enrique Fernández Del Castillo, quien es
presidente de la Fundación para la Conservación de los Peces
Picudos, AC, “las pesquerías obviamente al tener una captu-
ra comercial tan masiva han causado mucho daño en lo que
es el marlín y por eso es tan difícil que volvamos a ver las ta-
llas tan grandes que teníamos antiguamente en los cabos en
donde era muy normal ver marlín de 600 libras o 700 libras,
eso ya no se ve, ya no se ve porque hay una captura comer-
cial masiva”. En consecuencia, en los últimos años existieron
torneos que se declararon desiertos.

El problema es que se ha omitido aplicar la ley en cuanto a
la prohibición de la pesca comercial de este tipo de espe-
cies, entonces tristemente se pesca el marlín y el alimento
del marlín que es el pez dorado, se pesca indiscriminada-
mente en todo el país porque no hay inspección ni vigilan-
cia efectiva.

No obstante, lo anterior también puede deberse a la poca
claridad que presenta la Ley de Pesca y Acuacultura Sus-
tentables en cuanto a la prohibición de la comercialización
de estas especies, ya que actualmente señala como infrac-
ción: “Comercializar las capturas de la pesca deportivo-re-
creativa”, lo cual puede resultar ambiguo o benéfico para
las personas que lucran con estas especies.

Aparte de las prohibiciones y sanciones fijadas por la Ley pa-
ra evitar este tipo de prácticas, bajo el cometido de “reforzar
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las acciones de vigilancia e inspección en materia pesquera
en las Zonas Marinas mexicanas, aguas interiores, lacustres y
fluviales, costas y recintos portuarios, para proteger los re-
cursos pesqueros y garantizar el cumplimiento de la legisla-
ción aplicable en la materia, en 2022, la Secretaría de Marina
(Semar) y la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural
(Sader), a través de la Comisión Nacional de Acuacultura y
Pesca firmaron un Convenio de colaboración”6 para crear la
Dirección de Inspección y Vigilancia Pesquera.

Esta dirección, a través de los inspectores federales de pes-
ca, generan actividades de inspección y vigilancia en ma-
teria pesquera y acuícola para verificar la documentación
que ampare la legal procedencia de los productos pesque-
ros, en coordinación con el personal de Oficiales Federales
de Pesca de la Comisión Nacional de Pesca y Acuacultura
Sustentable.

Estas acciones para evitar la pesca ilegal por parte del Eje-
cutivo se suman a las sanciones y prohibiciones de la Ley
en comento, pero lamentablemente continua la pesca de es-
tas especies.

Este hecho preocupante pone en alerta a toda la cadena de
valor del marlín, que es la especie más amenazada por es-
tas prácticas ilegales. Diversos medios de comunicación
locales han denunciado estas prácticas. El mes pasado en el
diario “El Sudcaliforniano”, informó que la coordinación
municipal de Ordenamiento Inspección y Vigilancia de los
Recursos Marinos destinados a la pesca deportiva del mu-
nicipio de Los Cabos del Fondo Marino (FONMAR), ha
recibido denuncias de que se está vendiendo el marlín de
las zonas destinadas a la pesca deportiva-recreativa en di-
versos puntos de venta.7

Mismo tema denuncia el diario “Tribuna de los Cabos”, al
señalar que aparte de la pesca ilegal, el marlín se vende en
sitios web como Delmare Gourmet (delmare.com.mx) y
Mercado Libre en 350 pesos el kilogramo y 6 mil 500 pe-
sos cada 25 kilos, respectivamente. 

Aún con todas estas medidas legales y con estos nuevos
convenios entre Sader y Semar para vigilar y sancionar la
pesca ilegal, continúan estas prácticas que pone en jaque a
la cadena de valor de la especie, al ciclo de vida del marlín
y su principal comida: el pez dorado y al sector turístico de
la zona en general.

Por otro lado, dentro de la Ley General de Pesca y Acua-
cultura Sustentable, existen artículos que pueden dar pie a

este tipo de prácticas descritas en párrafos anteriores, como
lo son el 75 y 76, que a la letra dicen lo siguiente:

Artículo 75. La legal procedencia de los productos pes-
queros y acuícolas, se acreditará con los avisos de arri-
bo, de cosecha, de producción, de recolección, permiso
de importación y con la guía de pesca, según correspon-
da, en los términos y con los requisitos que establezca
esta Ley y su reglamento. Para las especies obtenidas
al amparo de permisos de pesca deportivo-recreati-
va, la legal procedencia se comprobará con el permi-
so respectivo.

Artículo 76. El traslado por vía terrestre, marítima o aé-
rea de productos pesqueros vivos, frescos, enhielados o
congelados provenientes de la pesca o acuacultura de-
berá realizarse al amparo de la guía de pesca, de con-
formidad con el formato que expida la Secretaría. Se ex-
ceptúan de esta obligación las personas que hayan
obtenido especies al amparo de permisos de pesca
deportivo-recreativa, cuyo traslado se amparará con
el propio permiso y el que traslade productos cuyo
destino sea el consumo doméstico directo del que lo
transporta.

Estos artículos marcan la pauta e incentivan a que los pes-
cadores industriales se amparen para poder explotar esta
especie sin cuidado alguno para su conservación, aumen-
tando el peligro de extinción, por lo que uno de los objeti-
vos de la presente iniciativa consiste en reformar este par
de artículos para eliminar por completo estas disposiciones
en lo que se refieren a amparos para obtener especies de la
pesca deportiva-recreativa.

Adicionalmente, su propone modificar la fracción XXI del
artículo 132 de la Ley de Pesca y Acuacultura Sustentables,
correspondiente a las infracciones, con la finalidad de dar
mayor claridad y contundencia a la prohibición de la co-
mercialización de las especies de peces destinadas exclusi-
vamente a la pesca deportiva.

En tal virtud, someto a la consideración de esta honora-
ble Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables

Único. Se reforman los artículos 75 y 76, suprimiendo la
parte final de sus párrafos primeros; así como la fracción
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XXI del artículo 132 de la Ley General de Pesca y Acua-
cultura, para quedar como sigue:

Artículo 75. La legal procedencia de los productos pes-
queros y acuícolas, se acreditará con los avisos de arribo,
de cosecha, de producción, de recolección, permiso de im-
portación y con la guía de pesca, según corresponda, en los
términos y con los requisitos que establezca esta Ley y su
reglamento. Para las especies obtenidas al amparo de per-
misos de pesca deportivo-recreativa, la legal procedencia
se comprobará con el permiso respectivo. 

Para la comercialización de los productos de la pesca y de
la acuacultura, los comprobantes fiscales que emitan debe-
rán incluir el número de permiso o concesión respectiva. 

Artículo 76. El traslado por vía terrestre, marítima o aérea
de productos pesqueros vivos, frescos, enhielados o conge-
lados provenientes de la pesca o acuacultura deberá reali-
zarse al amparo de la guía de pesca, de conformidad con el
formato que expida la Secretaría. Se exceptúan de esta
obligación las personas que hayan obtenido especies al
amparo de permisos de pesca deportivo-recreativa, cuyo
traslado se amparará con el propio permiso y el que trasla-
de productos cuyo destino sea el consumo doméstico di-
recto del que lo transporta.

Artículo 132. Son infracciones a lo establecido en la pre-
sente Ley, el Reglamento y las normas oficiales que de ella
deriven:

I… a XX…

XXI. Comercializar bajo cualquier modalidad las es-
pecies destinadas de manera exclusiva para la pesca
deportivo-recreativa;

XXII… a XXXI…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca. Guía de pesca deporti-
va. Consultado en: 

https://www.gob.mx/conapesca/documentos/guia-de-pescadeporti-
va?state=published#:~:text =En%20 M % C3%A9xico%20se%2
destinan%20exclusivamente,Pez%20Gallo%20y%20Pez%20
Dorado. 

2 Ibídem. 

3 Soberanes, José L. Historia contemporánea de la legislación pesque-
ra en México. Consultado en: 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/2/910/4.pdf 

4 Ibídem. 

5 González-Acosta, Adrián F., Balart, Eduardo F., Ruiz-Campos, Gor-
gonio, Espinosa-Pérez, Héctor, Cruz-Escalona, Víctor Hugo, & Her-
nández-López, Armando. (2018). Diversidad y conservación de los pe-
ces de la bahía de La Paz, Baja California Sur, México. Revista
mexicana de biodiversidad, 89(3), 705-740 

https://doi.org/10.22201/ib.20078706e.2018.3.2145 

6 Unidad de Capitanías de Puerto y Asuntos Marítimos. (2022). Ins-
pección y Vigilancia Pesquera. Recuperado de: 

https://www.gob.mx/semar/unicapam/acciones-y-programas/ins-
peccion-y-vigilancia-pesquera 

7 El Sudcaliforniano. Denuncian comercialización de marlín y otras
especies destinadas a la pesca deportiva. Fecha de la noticia: 14 de fe-
brero de 2023. Recuperado de: 

https://www.elsudcaliforniano.com.mx/local/ municipios/denun-
cian-comercializacion-de-marlin-y-otras-especies-destinadas-a-la-
pesca-deportiva-9620 117.html 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de 2023.— Diputado
Marco Antonio Almendáriz Puppo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Pesca, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 61 de la Ley General de
Salud, a cargo de la diputada Martha Estela Romo Cuéllar,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
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La suscrita, Martha Estela Romo Cuéllar integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXV legislatura, con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, fracción
I, 76; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
se permite presentar para su análisis y dictamen la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
el artículo 61 de la Ley General de Salud, en materia de en-
fermedades raras y tamiz metabólico neonatal, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

En México siempre ha existido una problemática, que es
el débil tratamiento médico respecto a la diversidad de
enfermedades que presenta la población, en particular
cuando se trata de enfermedades raras, las cuales son
causantes de un mal desarrollo cognitivo y físico en las
personas que la padecen.

Estudios científicos revelan que las enfermedades raras es
posible detectarlas a través de pruebas de tamizaje en la eta-
pa de recién nacidos, sin embargo, a pesar de que nuestra
Carta Magna establece el derecho humano a la salud, el Es-
tado no garantiza los estudios médicos para detectar estas en-
fermedades, vulnerando el interés superior de la niñez.

Las pruebas de tamiz metabólico neonatal consisten en ex-
traer un poco de sangre del talón del recién nacido, especí-
ficamente mientras este tiene entre dos y cinco días de ha-
ber sido dado a luz, y forzosamente antes de los primeros
30 días de estos, pues de esta manera se pueden comenzar
a analizar los casos específicos para que puedan ser trata-
dos de manera pronta, eficaz y segura. 

Si bien no es posible garantizar que este va a tener una vi-
da plena, pues en muchos casos no es así, incluso a pesar
del tratamiento médico correspondiente no se obtienen los
resultados esperados en el tratamiento, en un gran número
de casos si es posible que la persona que posee alguna de
estas enfermedades pueda llevar una vida normal, aunque
regularmente tenga que estar llevando un tratamiento du-
rante un largo tiempo de su vida. 

La Organización Mundial de la Salud, nos advierte que las
enfermedades raras se presentan en menos de cinco por ca-
da diez mil habitantes, representando un porcentaje única-
mente del 0.5 %, aunque también estudios médicos nos in-
dican que este tipo de enfermedades tienden a ser genéticas

y por tanto en cierto número, hereditarias, por lo cual si co-
nocemos el historial clínico de personas que ya han tenido
a algún ascendiente o colateral con unas de estas, también
será más fácil concentrarnos en cierta parte de la pobla-
ción, aunque sin dejar de realizar las pruebas obligatorias a
todos los recién nacidos.

Este tipo de prueba de la que hablé anteriormente y se de-
nomina “Tamiz metabólico neonatal ampliado” es el obje-
tivo de esta iniciativa que reforma el artículo 61 de la Ley
General de Salud, al proponer que se realice con carácter
obligatorio a todos los recién nacidos en todos los hospita-
les y centros médicos. Lo cual implica un enorme avance
en cuanto a la detección de enfermedades raras, pues el ta-
miz básico solo detecta cuatro enfermedades, mientras que
el ampliado detecta un número aproximado de 76 enferme-
dades, incrementando en 72 los posibles tratamientos mé-
dicos necesarios para los recién nacidos.

Esta medida significa que los mexicanos reciban el cuida-
do, la atención y los medicamentos, así como sus respecti-
vos tratamientos para que puedan tener una vida plena, go-
zando siempre de los derechos humanos fundamentales.

Este tipo de enfermedades raras tienden a ser bastante ex-
trañas en cuanto a su comportamiento, pues se van des-
arrollando gradual y crónicamente, generando así que el
portador sufra bastantes consecuencias si no es tratado a
tiempo.

Sabemos que la infancia es parte fundamental en la forma-
ción de todo individuo, y si no podemos ofrecer que así lo
sea, tampoco garantizaremos que exista una vida plena pa-
ra cada ciudadano. Todos los mexicanos tienen el derecho
a ser tratados médicamente de manera gratuita, así como de
calidad. 

Por lo que el Tamiz Metabólico Neonatal Ampliado debe
ser considerado de forma urgente, pues tan solo en el año
2020 según el propio Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (INEGI) nacieron aproximadamente un número
de 1, 629, 211 niños, tomando en cuenta la estadística, pu-
dimos haber detectado un índice mucho mayor de enfer-
medades raras si ya tuviéramos acceso a la prueba de “Ta-
miz metabólico neonatal ampliado

Ya existen antecedentes de estas pruebas incorporadas de
manera eficaz en entidades federativas, como lo es Sinaloa
y Quintana Roo, por lo que esta iniciativa busca que se
aplique en toda la República Mexicana. 
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No podemos seguir permitiendo el paso de los días, meses,
y años, sin detectar 76 enfermedades raras, aunque en rea-
lidad existen aproximadamente entre cinco mil y siete mil
enfermedades raras en todo el mundo según la propia Or-
ganización Mundial de la Salud. 

Es así que la prueba del tamiz ampliado permitirá también
dar paso a un mayor avance científico y médico para el tra-
tamiento de las enfermedades raras, abriendo la posibilidad
de México en ser pionero en esta materia. 

Estamos en el momento oportuno de salvar vidas, la detec-
ción precoz de estas enfermedades raras si es posible, y con
ello existirá la posibilidad de mantener las capacidades fí-
sicas, mentales, y cualquier otra que se vea afectada por el
nulo tratamiento de estas. 

Existe un dato que debe ser contemplado para tomar medi-
das en cuanto a las enfermedades raras, y es que además de
tener origen genético, estas afectan a un total del 50% de la
población infantil que las poseen, hecho por el cual hoy es-
tán muriendo gran parte de nuestros infantes antes de cum-
plir los cinco años.

Para un mayor entendimiento de lo que se propone, se pre-
senta el siguiente cuadro comparativo:

Fundamento legal de la iniciativa

Lo constituye el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
artículos 6, numeral 1, fracción I, 76; 77 y; 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión, y demás disposiciones aplicables, mismos que
quedaron precisados desde el inicio de este documento.

En virtud de lo anterior, se somete a consideración el si-
guiente: 

Decreto por el que se reforma el artículo 61 de la Ley
General de Salud

Único. Se reforma el segundo párrafo y la fracción II del
artículo 61 de la Ley General de Salud, para quedar como
sigue:

Artículo 61. El objeto del presente Capítulo es la protec-
ción materno-infantil y la promoción de la salud materna,
que abarca el período que va del embarazo, parto, post-par-
to y puerperio, en razón de la condición de vulnerabilidad
en que se encuentra la mujer y el producto.

La atención materno-infantil tiene carácter prioritario y
comprende, entre otras, las siguientes acciones:

I. … 

I. Bis … 

II. La atención del niño y la vigilancia de su crecimien-
to, desarrollo integral, incluyendo la promoción de la
vacunación oportuna, atención prenatal, así como la
prevención y detección de las condiciones y enfermeda-
des hereditarias y congénitas, así como las llamadas
enfermedades raras, y en su caso atención, que inclu-
ya la aplicación de la prueba obligatoria del tamiz me-
tabólico neonatal ampliado y su salud visual, garanti-
zando el acceso a los tratamientos, así como a las
intervenciones médicas oportunas de manera gratui-
ta, pronta y eficaz, a fin de garantizar al interés su-
perior de la niñez;

II. Bis … 

III. a VI.
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Artículo Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de 2023.— Diputada
Martha Estela Romo Cuéllar (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen, y a la
Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia, para
opinión.

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y
AUTOTRANSPORTE FEDERAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal,
en materia de regulación del autotransporte Federal, a car-
go del diputado Francisco Javier Borrego Adame, del Gru-
po Parlamentario de Morena.

El suscrito, diputado Francisco Javier Borrego Adame, del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXV Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 72, párrafo pri-
mero, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I; 77, numeral 1; 78 y
demás aplicables del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta honorable asamblea
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley de Caminos, Puentes y
Autotransporte Federal, en materia de regulación del auto-
transporte federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En México, el sector transporte contribuye con 5.5 por
ciento del producto interno bruto (PIB) y, particularmente
el subsector de autotransporte representa 80 por ciento de
esto; es decir, 4.4 por ciento del PIB.

De lo anterior se desprende que el autotransporte es el
principal modo de transporte, ya que mueve 56 por cien-
to de la carga nacional y 96 por ciento del total nacional
de pasajeros, registrando alrededor de 2 millones de em-
pleos directos.1

El autotransporte impacta transversalmente en casi todas
las actividades productivas y sociales, pero se sectoriza en
tres grandes actividades: pasaje, turismo y carga. Además
de su impacto transversal como sector económico, el auto-
transporte es una actividad pujante y relevante para la eco-
nomía mexicana. La industria del autotransporte está con-
formada por 215 mil 492 empresas, de las cuales, 99.3 por
ciento son hombres camión y pequeñas y medianas empre-
sas (Pymes), las cuales anualmente mueven un millón 361
mil 686 unidades, desde minibuses hasta tractocamiones
doblemente articulados.2

De acuerdo con el estudio Revisión de la regulación del
transporte de carga en México, elaborado en 2017 por la
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Econó-
micos (OCDE), las principales oportunidades y debilidades
para México no están en la norma, sino en su cumplimien-
to. Durante la presentación de dicho Informe, el secretario
general de la OCDE precisó que una regulación deficiente
en el transporte tendría una incidencia negativa en el sector
económico, de ahí la importancia de atenderse su cumpli-
miento.

La Acción para la Seguridad Vial tiene entre sus objetivos
garantizar carreteras, vehículos y comportamientos seguros
y funciona en complemento de la Agenda 2030 para el De-
sarrollo Sostenible, por lo que ambos planes deben ser
complementarios y no excluyentes.

Pese a la existencia de una amplia regulación aplicable a to-
das las configuraciones del autotransporte en México, la
falta de inspección y vigilancia ha propiciado su incumpli-
miento por parte de concesionarios, permisionarios, usua-
rios y personas conductoras, abonando al aumento en el
riesgo de percances viales. Para paliar dicha situación, es
necesario introducir mecanismos de autorregulación, así co-
mo de inspección y verificación que, por su magnitud, fo-
menten el correcto cumplimiento de los límites de pesos y
dimensiones, de los límites de velocidad, de la verificación
permanente de las condiciones físico-mecánicas de las uni-
dades, así como de la capacitación y adiestramiento de las
personas conductoras. Considerando en todo momento el
tamaño de las empresas de los permisionarios.

La Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Trans-
portes en su boletín de febrero de 2021,3 ha considerado la
estructura empresarial del autotransporte federal de carga,
en cuatro tipos de empresa: hombre camión en la que se
considera que tiene de 1 a 5 unidades; la pequeña empresa
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que tiene de 6 a 30 unidades; la empresa mediana que tie-
ne de 31 a 100 unidades y las empresas grandes con más de
100 unidades, en dicha clasificación el hombre camión es
el más representativo al sumar 150 mil 941 empresas fren-
te a las grandes empresas qué suman mil 186, consideran-
do esta realidad es que se ha propuesto que la expedición
de los lineamientos para la autorregulación consideren las
asimetrías antes descritas.

Estoy convencido de que las fallas físico-mecánicas de mu-
chas de las unidades del autotransporte están relacionadas
con una deficiente inspección y verificación, así como con
la antigüedad de las unidades y sus elementos de arrastre;
a lo que podemos agregar la falta de pericia o distracciones
de las personas conductoras, motivo por el cual se debe
también reforzar su capacitación. Asimismo, el exceso de
velocidad está asociado a la falta de vigilancia, así como a
la existencia de sanciones que no son lo suficientemente
fuertes para inhibir la comisión de esas conductas. De ahí
la importancia de fortalecer la regulación del autotranspor-
te federal, propiamente en materia de inspección, vigilan-
cia y capacitación de las personas conductoras.

Siguiendo con esta argumentación, el Instituto Mexicano
del Transporte (IMT) ha señalado que las principales cau-
sas de los percances viales en la Red de Carreteras Federa-
les (RCF) están relacionadas con fallas, falta de pericia o
distracciones de las personas conductoras, además del ex-
ceso de velocidad, las condiciones del camino y la invasión
de carril.

Es así como el mayor número de vehículos de carga res-
ponsables de accidentes son los camiones unitarios y arti-
culados de mayor antigüedad, sobre los tractocamiones do-
blemente articulados o fulles (en los últimos 5 años, 413
dobles remolques han sido presuntamente responsables de
accidentes, contra mil 286 camiones unitarios y sencillos).
De lo anterior se puede concluir que los tractocamiones
doblemente articulados, al ser más modernos, representan
un mejor desempeño en materia de seguridad.

A nivel internacional, en materia de seguridad, en países
que cuentan con este tipo de configuraciones como Austra-
lia, Canadá (a nivel provincial) y Países Bajos ha quedado
de manifiesto que no existe una directa relación entre las
causas de los percances viales y las características de los
vehículos.4

En este sentido, México cuenta con una infraestructura ins-
talada; es decir las empresas de transporte ya tienen una

flota de camiones de diversos tipos y tamaños, de acuerdo
con la demanda del mercado, por lo que la regulación en
materia de su circulación generaría un círculo virtuoso en
todos los medios de transporte, continuando con ello con el
traslado de todo el volumen de productos que se requiere,
y así cubrir todo el abasto de productos. Con lo anterior, es-
taríamos en condiciones de no sufrir un escenario que se
vivió el año pasado en el Reino Unido, en donde la falta de
camiones (como consecuencia en este caso de falta de per-
sonas conductoras) generó una escasez general de produc-
tos en todo Reino Unido.

En cuanto a la capacitación de las personas conductoras de
todas las configuraciones, propongo diversas reformas y adi-
ciones para ampliar y aumentar los requisitos que estas per-
sonas deberán cumplir para conducir este tipo de transportes;
lo anterior, con el objeto de disminuir los índices de acciden-
tabilidad que este tipo de configuraciones puede provocar.

En este sentido, y de acuerdo con datos del Instituto Me-
xicano del Transporte, las principales causas que contri-
buyen a los percances viales son la falta de pericia de la
persona conductora (77.83 por ciento), las fallas físico-
mecánicas de las unidades (5.93 por ciento), y la mala
condición del camino (2.20 por ciento).5

Otro elemento importante que se ha observado respecto al
autotransporte de carga es la cuestión ambiental. Dado el
status quo de la tecnología, existen diversas acciones que
contribuyen a la descarbonización o reducción de emisio-
nes por parte del autotransporte, las cuales se pueden agru-
par en dos: 1) incorporar mejores tecnologías e ingeniería,
y 2) mejora en la utilización y eficiencia del transporte dis-
ponible. En este sentido, es importante fomentar que el au-
totransporte de carga incorpore nuevas tecnologías que
contribuyan a la descarbonización ya que, al aumentar la
eficiencia energética del transporte por tonelada manejada,
y así lograr un transporte más eficiente, se traduciría en be-
neficios económicos para la sociedad, pues la reducción en
el consumo de combustible y su costo directo asociado, así
como la reducción de emisiones de CO2, reducen las tasas
de morbilidad y mortalidad por causas relacionadas con la
contaminación ambiental.

En este sentido, las diferentes configuraciones del auto-
transporte de carga generan 68 por ciento de emisiones de
CO2 por tonelada transportada.6

Dentro de los países del G20, el autotransporte de carga
contribuye con 14.6 por ciento de las emisiones totales. En
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México, el transporte es responsable de la tercera parte de
las emisiones, más que el promedio del G20. La participa-
ción del transporte de carga en nuestro país llega a 24.1 por
ciento de las emisiones totales, con crecimiento de 87 por
ciento desde 1990, y se proyecta que crecerán entre 25 y
102 por ciento para 2030, si no se toman medidas adicio-
nales.7 Es por ello que en nuestro país existe el compromi-
so de reducir 25 por ciento las emisiones de gases de efec-
to invernadero para el año 2030.

Es una realidad que las fuentes móviles son una de las
principales fuentes de emisiones de gases; de ahí la perti-
nencia de que nuestra legislación fomente y promueva la
descarbonización gradual del autotransporte de carga, a
través de la incorporación de mejoras, con el objetivo de no
afectar los márgenes de rentabilidad, sobre todo de los pe-
queños empresarios transportistas.

En nuestro país, el principal medio de transporte es el te-
rrestre y, particularmente, el autotransporte de carga. De
acuerdo con datos del Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi), los ferrocarriles transportaron, durante
2019, 12.8 por ciento del total de la carga. Para 2018, Mé-
xico contaba con 26 mil 914 kilómetros (km) de vías férre-
as y 407 mil 959 km de carreteras, de los cuales 51 mil 198
km correspondían a los corredores troncales. Es decir, 15
veces más carreteras que vías férreas, e incluso las líneas
troncales que conectan las regiones y las principales ciuda-
des del país son el doble en autotransporte que férreas. Da-
do que no existe una red férrea suficiente para garantizar el
abasto de todo el país, la forma más eficiente de logística
es el autotransporte.

Según datos del Inegi, de las exportaciones de mercancías
en el año 2020, 64 por ciento se movieron por medio del
transporte carretero y, en el caso de las importaciones, fue
de 51 por ciento; lo cual nos indica que este medio de
transporte se consolidó como el más importante en los flu-
jos de comercio exterior de mercancías.

Por otro lado, la competitividad del sector del autotransporte
va aparejada con la seguridad vial. En este sentido, en octu-
bre de 2022, la Asamblea General de la Organización de las
Naciones Unidas (ONU) anunció al periodo 2021-2030 co-
mo la Segunda Década de Acción para la Seguridad Vial, cu-
yo propósito es el de reducir 50 por ciento de las muertes y
lesiones que ocurren por accidentes de tránsito.

En el proyecto de resolución de la ONU se plasma que la
inmensa mayoría de las muertes y lesiones graves que se

producen por siniestros de tráfico son evitables, y que re-
presentan un grave problema de salud pública con amplias
consecuencias sociales y económicas y que, si no se abor-
da, puede afectar el progreso hacia el logro de los Objeti-
vos de Desarrollo Sostenible (ODS). Asimismo, enlista tres
acciones fundamentales para evitar los accidentes viales:
garantizar la seguridad al caminar, andar en bicicleta y uti-
lizar el transporte público; garantizar carreteras, vehículos
y comportamientos seguros, y garantizar atención de emer-
gencia oportuna y eficaz.

El autotransporte es un elemento fundamental para el cum-
plimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Sin
transporte competitivo y seguro, será imposible atender las
demandas de las ciudades y regiones a lo largo y ancho del
mundo. Ambos aspectos, tanto la competitividad como la
seguridad del sector van ligados.

Para cumplir ambos objetivos de transporte competitivo y se-
guro, la estrategia de la ONU propone límites estrictos de ve-
locidad y tecnología para monitorear que se respeten, y que
los vehículos sean más seguros. Con respecto a quiénes de-
ben encargarse de la implementación y monitoreo de estas
acciones, la ONU menciona no sólo a los responsables polí-
ticos de alto nivel, sino también a otros actores que pueden
influir en la seguridad vial, como la sociedad civil, el mundo
académico, el sector privado, las instituciones financieras y
donantes, y los líderes comunitarios y juveniles. Esto implica
entender al subsector de autotransporte de manera integral,
diseñando políticas públicas eficientes, con los incentivos co-
rrectos que generen el impacto deseado.

De lo anterior la importancia de la iniciativa que hoy so-
meto a su consideración, pues estoy convencido que nues-
tra normatividad debe ser diseñada de manera integral y
eficiente, atendiendo a la competitividad nacional, pero
también con una visión de seguridad vial.

Para fortalecer el cumplimiento de la regulación existente
son necesarias medidas drásticas, por lo cual propongo re-
formas y adiciones para incluir como una causa para revo-
car sus concesiones y permisos el incumplimiento, por ter-
cera ocasión consecutiva y de manera comprobable, por
parte del titular de la concesión o permiso, o por la perso-
na conductora, con los límites máximos de peso, capaci-
dad, dimensiones, condiciones físico-mecánicas, y de velo-
cidad, establecidos en la ley, en sus reglamentos y en las
normas oficiales mexicanas respectivas. Además, pretendo
verificar el correcto otorgamiento de las licencias federales
para las personas conductoras del autotransporte federal.
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El marco normativo ha considerado diversas hipótesis pa-
ra aumentar la seguridad de los usuarios de las carreteras y
autopistas, no obstante, el principal reto ha sido su cumpli-
miento, siendo que las sanciones establecidas en la ley no
han sido lo suficientemente disuasorias, de conformidad
con el Anuario estadístico de colisiones en carreteras fe-
derales, en 2021 hubo 23 mil 986 vehículos siniestrados,
reportándose 5 mil 975 víctimas y 3 mil 298 personas fa-
llecidas.

La Organización Mundial de la Salud (OMS) en su estudio
Traumatismos causados por el tránsito ha determinado
que: cada año se pierden aproximadamente 1.3 millones de
vidas a consecuencia de estas lesiones. Entre 20 y 50 mi-
llones de personas sufren traumatismos no mortales, y mu-
chos de ellos provocan una discapacidad. Las lesiones cau-
sadas por el tránsito ocasionan pérdidas económicas
considerables para las personas, sus familias y los países en
su conjunto. Esas pérdidas son consecuencia de los costos
del tratamiento y de la pérdida de productividad de las per-
sonas que mueren o quedan discapacitadas por sus lesio-
nes, y del tiempo de trabajo o estudio que los familiares de
los lesionados deben distraer para atenderlos. Las colisio-
nes debidas al tránsito cuestan a la mayoría de los países 3
por ciento de su PIB.8

Si bien la necesidad de movilidad y la transportación son
una constante, básicamente, desde que existe la civiliza-
ción, la globalización económica es un proceso que crea le-
janía de modo continuo, reclamando crecientemente des-
plazamientos motorizados de personas y mercancías cada
vez a distancias más largas y velocidades más rápidas.

La ampliación y apertura de los mercados y el crecimiento
de la movilidad motorizada son dos caras de una misma
moneda. El modelo productivo, las estructuras territoriales
y los procesos de urbanización tienen en el sistema de
transporte uno de los elementos centrales que garantiza su
funcionamiento. Al mismo tiempo, la expansión de dicho
sistema de transporte incentiva los procesos de globaliza-
ción y urbanización.

Como afirmaba un informe sobre transporte presentado a la
Comunidad Europea: “El transporte afecta al corazón mis-
mo de la sociedad (...) El funcionamiento de ésta, de hecho,
su misma naturaleza, dependen ampliamente de la calidad
y el diseño de su sistema de transporte”.9

De los tres sectores del autotransporte, por su peso en vo-
lumen e impacto económico, el autotransporte de carga tie-

ne una preponderancia indiscutible, pues representa 89 por
ciento de las empresas y 88 por ciento de las unidades,
abasteciendo a diferentes industrias, comercios y servicios,
tales como hidrocarburos, autopartes, automóviles sin ro-
dar, electrodomésticos, alimentos y bebidas, productos far-
macéuticos; líquidos de grado alimenticio, materiales para
la construcción, y productos agrícolas y agroindustriales.

Asimismo, la mayor participación del autotransporte de
carga se concentra en 11 industrias, las cuales mueven al-
rededor de 29 por ciento de la carga. Estas industrias son:
granos, harinas, cemento, acero, contenedores, gas, com-
bustibles, refrescos, cerveza, pan y automóviles nuevos. En
las operaciones primarias de todas ellas se utilizan las dife-
rentes configuraciones del autotransporte de carga, al ser
éstas más rentables y seguras, pues reducen considerable-
mente el riesgo de ocurrencia de percances viales.

En este sentido, el crecimiento del PIB del autotransporte
de carga fue de 3.4 por ciento en promedio cada año, de
1993 a 2020, cifra superior al crecimiento del PIB de la
economía, que fue de 1.9 por ciento.10 En 2020, dentro del
sector de transporte, correos y almacenamiento, el PIB del
autotransporte de carga representó 56.4 por ciento del total
del sector, dando empleo a 982 mil personas durante el año
2020.

Aunado a lo anterior, durante el cierre de ductos de com-
bustibles, en el marco de la estrategia del gobierno federal
para reducir el robro de combustible (huachicol), el volu-
men por autotransporte de Petróleos Mexicanos (Pemex)
se incrementó en cerca de 35 M toneladas diarias en dobles
remolques (13 MM toneladas adicionales al año).

Por su parte, según datos de la Secretaría de Infraestructu-
ra, Comunicaciones y Transportes (SICT), en el año 2020,
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el autotransporte federal de carga participó moviendo 56.9
por ciento de las mercancías, lo que equivale a 512 millo-
nes 726 mil de toneladas.

Por lo anterior, el autotransporte de carga es indispensable
y eficiente, ya que, dado el costo por volumen de la carga
que mueve, permite reducir costos logísticos y evita au-
mentar los precios de los bienes, lo que representa un avan-
ce importantísimo en un contexto de alta inflación (7.36
por ciento en 2021). En este sentido, vale la pena destacar
que México es uno de los países más caros en términos lo-
gísticos, ya que, en los países industrializados de Europa,
así como en Estados Unidos de América (EUA) y Japón, el
costo logístico representa menos de 10 por ciento del PIB,
mientras que en nuestro país asciende a 13.5 por ciento.

En otro orden de ideas, y debido a que el autotransporte de
carga mueve casi todas las mercancías del país y, de mane-
ra particular, los alimentos que consume la población (de
acuerdo con datos del Instituto Mexicano del Transporte
(IMT) este sector mueve poco más de 90 por ciento de la
carga doméstica terrestre del país), el autotransporte de
carga fue declarado una actividad esencial para enfrentar y
ayudar a mitigar la pandemia del Covid-19. “Es importan-
te comentar que no todos los impactos del Covid-19 fueron
negativos en el autotransporte de carga, por ejemplo, se ad-
mitió la importancia del autotransporte de carga como uno
de los medios más útiles para hacer llegar productos de pri-
mera necesidad en esquemas de puerta a puerta; se recono-
ció y revaloró la labor de los operadores de carga, incluso
llamándoles ‘héroes anónimos’; disminuyeron los conges-
tionamientos en puntos críticos en ciudades, y lo mejor, es
que el grueso de las empresas de autotransporte de carga
mantuvieron su plantilla laboral intacta, entre otros”.12

El Observatorio Regional de Planificación para el Desarro-
llo de la Comisión Económica para América Latina y el
Caribe (Cepal), organismo descentralizado del Sistema de
Naciones Unidas, señala, a partir de un estudio, que Méxi-
co debe transitar de políticas de transporte a políticas pú-
blicas de movilidad. Es decir, la implementación de un mo-
delo de políticas públicas con visión de Agenda 2030, que
permitan poner a la movilidad como el elemento articula-
dor del problema público.13

Por todo lo anterior, a través de la presente iniciativa pro-
pongo una serie de reformas y adiciones a la Ley de Cami-
nos, Puentes y Autotransporte Federal, con el objetivo de:

• Aumentar la autorregulación, los esquemas de autoe-
valuación como de certificación del autotransporte de
carga, por parte de los concesionarios y permisionarios,
en coadyuvancia con la autoridad correspondiente, en la
cual se considera la estructura empresarial del auto-
transporte federal de carga.

• Promover la descarbonización gradual de los servi-
cios de autotransporte federal a través de la planeación
e implementación de políticas públicas orientadas a fo-
mentar la incorporación de tecnologías que reduzcan
las emisiones contaminantes del parque vehicular; lo
anterior, en seguimiento al cumplimiento del Objetivo
13 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Or-
ganización de las Naciones Unidas (ONU), que busca
adoptar medidas urgentes para combatir el cambio cli-
mático y sus efectos sobre el planeta y sobre los seres
humanos.

• Aumentar la seguridad de los usuarios de las carreteras
y autopistas mediante el establecimiento de las sancio-
nes correspondientes.

• Regular el cumplimiento de todas las configuraciones
del autotransporte de carga, incluidos los tractocamio-
nes doblemente articulados, en materia de límites de ve-
locidad, pesos, dimensiones, capacidades y condiciones
técnico-mecánicas; lo anterior, con base en lo estableci-
do en la propia Ley y sus reglamentos, así como en las
normas oficiales mexicanas correspondientes.

• Enfatizar en la capacitación de las personas conducto-
ras del autotransporte de carga, con el objeto de dismi-
nuir los índices de accidentabilidad que todas las confi-
guraciones del autotransporte de carga pueden provocar.

En cuanto a la regulación del cumplimiento de todas las
configuraciones del autotransporte de carga, propongo que
todas ellas deberán cumplir con las regulaciones de peso
bruto vehicular máximo y dimensiones, así como con los
elementos básicos de seguridad físico-mecánica y de segu-
ridad vial establecidos en la ley, sus reglamentos y en las
normas oficiales mexicanas correspondientes.

Asimismo, con el objeto de regular la circulación de los
tractocamiones doblemente articulados o fulles, incluyendo
todas las disposiciones y condiciones que deben cumplir,
para de esta manera asegurar que su tránsito por las carre-
teras del país sea más seguro.
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Cabe destacar que los tractocamiones doblemente articulados
representan una configuración del transporte muy importante
para el desarrollo económico de México. Su utilización resul-
ta indispensable en diversos ámbitos como el logístico, el de
seguridad, el medioambiental y el económico. Ejemplo de lo
anterior es que actualmente, entre 20 y 35 por ciento de toda
la carga nacional se mueve a través de este tipo de configura-
ción, lo que quiere decir que, al mover un mayor volumen de
mercancías a lo largo y ancho del país, este tipo de configura-
ción ayuda a mejorar nuestras condiciones logísticas y econó-
micas del país. Así que, a mayor consolidación de carga, se
podrían reducir el congestionamiento en las carreteras, la con-
taminación y los percances viales.

Los tractocamiones doblemente articulados, al ser los más
regulados, cuentan con una mayor tecnología en materia de
seguridad, lo que se traduce en que sólo representan 4.4 por
ciento de los accidentes viales, contra 20.5 por ciento de
los accidentes provocados por camiones articulados y uni-
tarios. Es decir, por cada accidente en el que se ve involu-
crado un tractocamión doblemente articulado, hay 4.5 ac-
cidentes relacionados con un camión articulado o unitario.
Asimismo, la tasa de mortalidad en accidentes donde par-
ticipan camiones articulados y unitarios es 35 por ciento
más alta que cuando participan tractocamiones doblemen-
te articulados.

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a con-
sideración de esta honorable asamblea la siguiente iniciati-
va con proyecto de 

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Fede-
ral, en materia de regulación del autotransporte federal

Artículo Único. Se reforman los artículos 17, fracción
XIV, 36, párrafos primero, segundo, tercero, cuarto y
quinto actuales; 39, párrafo primero; 50, párrafo primero,
y 74 Ter, fracciones IV y V; 57 párrafo primero, y se adi-
cionan los artículos, 5, segundo párrafo de la fracción II;
17, fracción XV, recorriéndose los subsecuentes; 35, un pá-
rrafo tercero; 36, con un párrafo tercero, recorriéndose los
subsecuentes; 39, con el párrafos segundo; 50, con un párra-
fo segundo, recorriéndose los subsecuentes; 50 Bis; 57, con
un párrafo segundo; 70, con un párrafo quinto y 74 Ter, con
una fracción VI, todos de la Ley de Caminos, Puentes y Au-
totransporte Federal, para quedar como sigue:

Artículo 5o. …

Corresponden a la Secretaría, sin perjuicio de las otorgadas
a otras dependencias de la Administración Pública Federal
las siguientes atribuciones:

I. …

En las políticas y programas para el desarrollo de
servicios de autotransporte federal, se deberá pro-
mover la descarbonización gradual a través de la
planeación y conducción de políticas públicas orien-
tadas a fomentar la incorporación de tecnologías que
reduzcan las emisiones contaminantes del parque ve-
hicular.

II a IX. …

Artículo 17. Las concesiones y permisos se podrán revo-
car por cualquiera de las causas siguientes:

I. a XIII. …

XIV. Incumplir reiteradamente cualquiera de las obliga-
ciones o condiciones establecidas en esta Ley o en sus
reglamentos;

XV. Omitir por tercera ocasión consecutiva, en el
plazo de un año, el cumplimiento por parte del titu-
lar del permiso, o sus conductores, de los límites má-
ximos de velocidad, pesos, dimensiones, bajo los si-
guientes supuestos:

a) Cuando las omisiones sean por, límites de peso,
capacidad y dimensiones, las sanciones se aplica-
rán al titular del permiso, y

b) Sólo en caso de las omisiones sancionadas por
límites de velocidad, la revocación se aplicará a
las personas conductoras.

En cualquier caso, la revocación de permisos a
que se refiere la presente fracción únicamente
procederá cuando las omisiones hayan sido san-
cionadas, y dichas sanciones se encuentren fir-
mes. y

XVI. Las demás previstas en la concesión o el permiso
respectivo.

…
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Artículo 35. …

…

Los permisionarios adoptaran esquemas de autorregu-
lación, autoevaluación y/o certificación, aplicando las
buenas prácticas de cumplimiento de la normatividad
en materia de seguridad vial, de pesos y dimensiones,
condiciones físico-mecánicas, así como de emisiones
contaminantes.

Artículo 36. Las personas conductoras de vehículos de
autotransporte federal deberán obtener y, en su caso, reno-
var, la licencia federal que expida la Secretaría en formato
digital, en los términos que establezca el reglamento res-
pectivo. Quedan exceptuados de esta disposición los con-
ductores de vehículos a los que se refieren los artículos 40
y 44.

Las personas interesadas deberán aprobar los cursos de
capacitación y actualización de conocimientos teóricos y
prácticos con vehículos o simuladores que se establezcan
en el reglamento respectivo.

Los permisionarios están obligados a vigilar y constatar
que las personas conductoras de sus vehículos hubieren
acreditado el programa de capacitación correspondien-
te y que cuentan con la licencia federal vigente.

La Secretaría publicará los lineamientos mediante los
cuales se verificará la validez de los cursos de capacita-
ción y llevará un registro de las licencias que otorgue.

Las personas conductoras de vehículos que transitan en los
caminos y puentes deberán portar la licencia vigente que exi-
jan las disposiciones jurídicas aplicables. Asimismo, se abs-
tendrán de conducir en estado de ebriedad o bajo los efectos
de drogas de abuso, hablar por teléfono celular o cualquier
otro dispositivo electrónico o de comunicación.

…

Artículo 39. Los vehículos destinados al servicio de au-
totransporte federal y privado de pasajeros, turismo y
carga, deberán cumplir con las condiciones de peso, di-
mensiones, capacidad y las demás especificaciones de
seguridad físico-mecánicas establecidas en las normas
oficiales mexicanas correspondientes, así como con los
límites de velocidad en los términos que establezcan los
reglamentos respectivos. Asimismo, están obligados a

contar con dispositivos de control gráficos o electrónicos
de velocidad máxima.

Las unidades automotrices que, los permisionarios, in-
gresen al servicio de autotransporte federal y el trans-
porte privado, en virtud de lo establecido en la fracción
I del artículo 5 de esta ley deberán de incorporar tec-
nologías que reduzcan de manera ostensible las emisio-
nes contaminantes.

Artículo 50. El permiso de autotransporte de carga autori-
za a sus titulares para realizar el autotransporte de cual-
quier tipo de bienes en todos los caminos de jurisdicción
federal. Las configuraciones empleadas para tal efecto
deberán cumplir con las regulaciones de peso bruto ve-
hicular máximo y dimensiones, así como con los ele-
mentos básicos de seguridad físico-mecánica y de segu-
ridad vial establecidos en esta Ley, las normas oficiales
mexicanas y los reglamentos correspondientes.

El permisionario y/o el propietario de la carga o el
usuario del servicio serán corresponsables de verificar
el cumplimiento de los límites máximos de peso y di-
mensiones. La omisión de esta disposición los hará
acreedores a las sanciones previstas en esta Ley y sus
reglamentos.

Artículo 50 Bis. Los permisionarios de autotransporte
federal de carga, que requieran circular en configura-
ciones de tractocamión doblemente articulado, deberán
cumplir con las especificaciones técnicas, disposiciones
de seguridad y de control que se establecen en la Nor-
ma Oficial Mexicana vigente, así como obtener la auto-
rización correspondiente. 

La autorización expresa se otorgará siempre que se cuen-
te con la verificación física por parte de la Secretaría en
las unidades de verificación acreditadas con este fin.

Las configuraciones señaladas podrán circular por ca-
rreteras de alta especificación a una velocidad máxima
de 80 kilómetros por hora.

En el caso de las configuraciones doblemente articula-
das que cuenten con una autorización especial de co-
nectividad otorgada por la Secretaría para circular en
caminos de menores especificaciones, deberán riguro-
samente que acatar los límites de velocidad máxima de
80 km por hora.
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Adicionalmente deberán cumplir con las siguientes
condiciones:

a) Contar con Autorización Expresa expedida por la
Secretaría;

b) Ser operados exclusivamente por personas con-
ductoras que cuenten con la Licencia Categoría E,
vigente;

c) Bitácora electrónica.

Artículo 57. Para operar un centro destinado a la capacita-
ción y el adiestramiento de personas conductoras del ser-
vicio de autotransporte federal, será necesario contar con
las autorizaciones que otorguen las autoridades correspon-
dientes. La Secretaría se coordinará con las autoridades
competentes para los requisitos de establecimiento, así co-
mo para los planes y programas de capacitación y adiestra-
miento que deberán actualizarme periódicamente.

Artículo 70. …

…

…

…

Para el caso de lo dispuesto en el tercer párrafo del Ar-
tículo 35 de esta Ley, la Secretaría emitirá y supervisa-
rá el cumplimiento de los Lineamientos de los esquemas
de autorregulación, autoevaluación y/o certificación en
su caso a los que deberán sujetarse los permisionarios
que cuenten con los elementos técnicos para realizar
por sí mismos las verificaciones correspondientes. 

Los Lineamientos deberán atender, en sus requerimien-
tos, la estratificación de las empresas que determina la
Secretaría de Economía.

Artículo 74 Ter. La Secretaría de Seguridad Pública a tra-
vés de la Guardia Nacional, podrá retirar de la circulación
los vehículos en los siguientes casos:

I. a III. …

IV. Cuando se encuentren en tránsito y no cumplan con
las condiciones mínimas de seguridad, que se determi-

nen en esta Ley y los ordenamientos que de ella se deri-
ven;

VI. Cuando se contravenga lo dispuesto en el artícu-
lo 50 Bis de la presente Ley.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Infraestructura, Comunicacio-
nes y Transportes, en un plazo no mayor a 180 días natura-
les contados a partir de la entrada en vigor del presente de-
creto, deberá emitir los lineamientos de los esquemas de
autorregulación, autoevaluación y/o certificación a los que
deberán sujetarse los concesionarios o permisionarios.

Notas

1 “Estadística Básica del Autotransporte Federal 2021”, Dirección Ge-
neral de Autotransporte Federal, 2022, México.

2 Ídem.

3 https://www.sct.gob.mx/fileadmin/DireccionesGrales/DGAF/EST_
BASICA/Boletines/Bolet%C3%ADn_febrero2021.pdf 

4 Diversos estudios desarrollados por la OCDE, arrojan los siguientes
datos:

- En Australia, los vehículos articulados de mayor peso y dimensión
(High Performance Vehicles) tienen una tasa de accidentes por ki-
lómetro del 25% menor que los vehículos articulados convenciona-
les.

- En la provincia de Alberta, en Canadá, en el periodo 1999 a 2005,
la circulación de los dobles y triples remolques mostró el mejor de-
sempeño en seguridad, frente al resto de las demás configuraciones.
En los Países Bajos, después de 4 años de pruebas (2011), se de-
tectaron 54 accidentes en los que se involucraron los doble remol-
ques, comprobándose con ello que no existía relación entre las cau-
sas de estos accidentes y las características del vehículo.

- Durante 5 años en Alemania ocurrieron 13 accidentes, sólo 1 con
víctimas mortales. En este país europeo, no se identificó que las
causas de los accidentes estuvieran relacionadas con el tipo de con-
figuración de transporte.
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-En Dinamarca, después de 2 años de pruebas, se identificaron 4
accidentes en los que se involucró a los doble remolques sobre 37
millones de vehículos-km, lo que representó una tasa de accidenta-
bilidad significativamente menor a la de otras configuraciones.

- En 1996, el Departamento de Transporte de los Estados Unidos
concluyó un estudio donde identificó que las configuraciones de
mayores dimensiones (LCV) contribuyeron con el 21.5% de kiló-
metros recorridos, pero sólo el 11.9% de los accidentes.

5 Anuario estadístico de accidentes en carreteras federales, IMT, 2017,
Volvo Trucks Safety Report.

6 Costos de operación base de los vehículos representativos del trans-
porte interurbano 2018, IMT, 2018. High Capacity Transport. Towards
Efficient, Safe and Sustainable Road Freight. ITF-OECD 2018.

7 Inventario Nacional de Emisiones de gases de Efecto Invernadero,
INECC 2015. Towards Decarbonising Transport. A 2018 Stocktake on
Sectoral Ambition in the G20. Report on behalf of Agora Verkehrs-
wende.

8 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/road-traffic-in-
juries 

9 “Transport in a Fast-Changing Europe”, Group Transport 2000 Plus,
1990, CE, Brussels.

10 Ídem.

11 “Colección de estudios sectoriales y regionales. Conociendo la In-
dustria del Autotransporte de Carga”, INEGI, 2021, México.

12 https://www.imt.mx/archivos/Publicaciones/PublicacionTecnica/p
t628.pdf

13 https://observatorioplanificacion.cepal.org/es/modalidades/transi-
cion-de-politica-de-transporte-politicas-publicas-de-movilidad-en-el-
estado

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de 2023.— Diputado
Francisco Javier Borrego Adame (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para dictamen.

LEY GENERAL DE PROTECCIÓN CIVIL

«Iniciativa que reforma los artículos 40 y 78 de la Ley Ge-
neral de Protección Civil, a cargo del diputado Miguel Án-
gel Monraz Ibarra, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

El que suscribe, diputado Miguel Ángel Monraz Ibarra,
diputado federal del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional correspondiente a la LXV Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en la facultad que
otorga el artículo 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, y conforme a los ar-
tículos 77, 78 y correlativos del Reglamento de la Cámara
de Diputados, me permito poner a consideración de esta
asamblea legislativa la presente iniciativa con proyecto de
decreto que reforma los artículos 40 y 78 de la Ley Gene-
ral de Protección Civil, de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

“Es increíble que el fútbol de Inglaterra, el que hoy tiene el
torneo más cotizado del mundo y estadios tan confortables
como las más modernas salas de cine, hace apenas 18 años
hubiera padecido la ruina y el aislamiento universal por la
violencia de los ‘hooligans’.

Fue el fenómeno de los ‘hooligans’ el que desencadenó las
tragedias en los estadios de Heysel (Bélgica) en 1985, que
dejó 39 muertos, y de Hillsborough (Inglaterra) en 1989,
con 96 víctimas mortales, e hizo que el balompié inglés to-
cara fondo.

Es increíble que en un país como Inglaterra tuviera que
morir tanta gente, para que en 1989 se tomara la decisión
de erradicar la violencia que azotaba al fútbol desde los
años 60. Pero se consiguió. ¿Cómo? Gracias a unas drásti-
cas decisiones en las que participaron el Estado, la Policía,
el fútbol y la empresa privada…

5. Los clubes especializaron a su personal de logística.

Los 92 clubes de la FA (Asociación de Fútbol de Ingla-
terra) formaron grupos de logística, llamados ‘Ste-
wards’, a los que especializaron en relaciones públicas
y manejo de masas.

El objetivo fue disminuir paulatinamente la presencia de
Policía uniformada en los estadios (llevarla afuera y a los
alrededores) y aumentar el de logística.
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6. Se unificaron los criterios de seguridad en los estadios

Las medidas de seguridad en los estadios fueron las mis-
mas para todos, pero cada uno creó su propio plan de
emergencia, según la clase de partido por jugarse.

Para ello, se tuvieron en cuenta la estructura del estadio,
su ubicación, aforo, cantidad y calidad de los accesos.
Además, se ordenó quitar las mallas y los muros de con-
tención.

7. La mejor tecnología debe estar al servicio de la segu-
ridad.

La creación de circuitos cerrados de televisión para ubi-
car cámaras en lugares estratégicos de los estadios, así
como la implantación de modernos sistemas de identifi-
cación de los hinchas (lectores de huellas digitales y am-
plios bancos de datos, entre los más importantes), fue-
ron los puntos clave de tecnología para mejorar la
seguridad. Para cumplir con este propósito hubo que
adecuar todos los escenarios.

8. Silletería para todas las tribunas de todos los estadios.

Ubicar sillas en todas las tribunas de todos los estadios, y
numerarlas, no fue una decisión que se tomó solo para dar-
le comodidad al aficionado, sino como un factor impor-
tante de seguridad, porque así el personal de logística pu-
do identificar quién estaba sentado en qué parte.

Esta decisión se tomó en 1990 y la FA les dio un plazo
de 9 años a los 92 equipos afiliados para reestructurar
sus estadios o para que construyeran uno nuevo…”.1

Como ya hemos destacado, nuestro país vivió nuevamente
una jornada de violencia el pasado sábado 5 de marzo de
2022, esta vez en el terreno deportivo, con la monumental
gresca protagonizada por las barras de los equipos de fút-
bol de Querétaro y Atlas, en el Estadio “La Corregidora”,
de la ciudad de Querétaro. 

Esas manifestaciones de violencia, que dejaron diversos
heridos, entre ellos algunos en estado de gravedad,2 pusie-
ron en grave riesgo a los asistentes al citado espectáculo
deportivo. Si bien se han tomado decisiones por parte de
las autoridades futbolísticas, recordando que estamos fren-
te a un espectáculo privado, las mismas no han sido con-
tundentes. 

Ello en especial, porque no se ha iniciado a cabalidad el
proceso de desaparición de las barras bravas. Parece que,
con culpar a una, se soluciona el problema, cuando la rea-
lidad es que se debiera iniciar el proceso para desaparecer
a todas por el grado de violencia que manejan y el riesgo
en el que ponen no sólo a los asistentes al evento deporti-
vo, sino hasta vecinos o ciudadanos que se cruzan en su ca-
mino. Baste con recordar algunos de los hechos de violen-
cia en los que han estado inmiscuidas las barras que
protagonizaron la batalla campal en el estadio queretano,3

consideradas por algunos como las barras más violentas del
fútbol mexicano.4

En diversa iniciativa hemos hablado de sanciones ejempla-
res para todos los que cometan violencia con motivo de un
espectáculo deportivo, siguiendo el ejemplo de las medidas
adoptadas por otros países.

A través de esta iniciativa, consideramos indispensable
adecuar la legislación en materia de protección civil, si-
guiendo algunas de las medidas adoptadas en Inglaterra pa-
ra la erradicación de la violencia con motivo de encuentros
deportivos, a las que nos hemos referido al iniciar este do-
cumento.

Al respecto, el artículo 3 de la Ley General de Protección Ci-
vil establece que los distintos órdenes de gobierno tratarán en
todo momento que los programas y estrategias dirigidas al
fortalecimiento de los instrumentos de organización y fun-
cionamiento de las instituciones de protección civil se sus-
tenten en un enfoque de gestión integral del riesgo.

En ese sentido, en el artículo 39 se regula el Programa In-
terno de Protección Civil, el cual se lleva a cabo en cada
uno de los inmuebles para mitigar los riesgos previamente
identificados y estar en condiciones de atender la eventua-
lidad de alguna emergencia o desastre. Las instituciones o
los particulares, de acuerdo a su presupuesto autorizado o
posibilidad económica, podrán incorporar las innovaciones
tecnológicas, digitales o virtuales, en la elaboración y difu-
sión del Programa Interno de Protección Civil, así como
para su vinculación con los Atlas de Riesgos.

Es importante destacar que para la implementación del
Programa Interno de Protección Civil cada instancia debe
crear una estructura organizacional específica denomina-
da Unidad Interna de Protección Civil que elabore, actua-
lice, opere y vigile este instrumento en forma centraliza-
da y en cada uno de sus inmuebles.
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Por su parte, el artículo 40 de la ley en cita señala lo 
siguiente:

Artículo 40. Los inmuebles e instalaciones fijas y mó-
viles de las dependencias, entidades, instituciones, orga-
nismos, industrias o empresas pertenecientes a los sec-
tores público, privado y social, a que se refiere el
Reglamento de esta Ley, deberán contar con un Progra-
ma Interno de Protección Civil.

Dicho programa deberá ser elaborado, actualizado, opera-
do y vigilado por la Unidad Interna de Protección Civil, la
que podrá ser asesorada por una persona física o moral que
cuente con el registro actualizado correspondiente, de
acuerdo con lo que se establece en el artículo 11 de esta
Ley.

El contenido y las especificaciones de este tipo de progra-
mas, se precisarán en el Reglamento.

Por ello, proponemos establecer que, tratándose de este tipo
de inmuebles, en la elaboración del Programa Interno de
Protección Civil se deberán tomar en consideración los li-
neamientos de protección civil establecidos por las autori-
dades competentes para la seguridad de los asistentes y en
coordinación entre las unidades de protección civil y las
instituciones de seguridad pública y de protección civil co-
rrespondientes. 

Se busca asegurar de esta forma, desde la propia ley, que
estos giros de afluencia masiva tanto en su Programa Inter-
no de Protección Civil, como en su Unidad Interna de Pro-
tección Civil, seguirán los lineamientos de protección civil
establecidos por las autoridades competentes, a la par de
asegurar la necesaria coordinación con las instancias com-
petentes de protección civil y seguridad pública.

Lo anterior, con el fin primordial de garantizar la seguridad
de los asistentes a los eventos que se desarrollan en este ti-
po de inmuebles, y que por sí mismos, son complejos y re-
quieren de medidas y decisiones concretas ante una afluen-
cia masiva de personas.

En el mismo sentido, la ley contempla un Capítulo XVI, de-
nominado “De los Particulares”, en el que el artículo 78 se re-
fiere precisamente a los particulares que por su uso y destino
concentren o reciban una afluencia masiva de personas.

En este caso, proponemos adicionar este artículo para esta-
blecer que tratándose de inmuebles destinados para la cele-

bración de espectáculos deportivos y de entretenimiento que
impliquen la afluencia masiva de personas, estos deberán
asegurar que cuentan con las instalaciones idóneas, debien-
do cubrir la totalidad de su capacidad de ingreso con asien-
tos unipersonales, así como incorporar las innovaciones tec-
nológicas o digitales necesarias para garantizar la seguridad
de los asistentes.

Ello, nuevamente tomando aspectos de la experiencia in-
glesa y buscando que esta legislación en materia de protec-
ción civil sea un elemento que coadyuve para garantizar la
seguridad de los asistentes, no sólo a eventos deportivos,
sino a artísticos, culturales o de cualquier otra índole.

Para mayor claridad en la reforma, a continuación se com-
para el texto vigente de los artículos 40 y 78 de la Ley Ge-
neral de Protección Civil, con la respectiva propuesta de
reforma:
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Con esto, me parece que el Poder Legislativo pone lo que
está de su parte para evitar más violencia en encuentros de-
portivos y en general, en cualquier evento que implique
asistencia masiva de personas.

Sin embargo, destacamos una vez más, que cualquier re-
forma se quedará corta si no contamos con el compromiso
de los organizadores de los eventos futbolísticos a los que
hemos hecho referencia, en este caso, los propietarios y di-
rectivos que rigen el fútbol profesional en nuestro país.

Estamos ciertos que la existencia de las barras y en gene-
ral, la violencia en los estadios y espectáculos deportivos
es una amenaza real y de grandes proporciones a la que ha-
brá que enfrentarse de manera directa y sin indecisiones.
Por ello, requerimos el compromiso absoluto de quienes
organizan los torneos profesionales de fútbol en nuestro
país, para acabar con esa violencia y devolver la paz a di-
chos eventos deportivos.

Por lo anteriormente expuesto, y conforme a los artículos
77, 78, y correlativos del Reglamento de la Cámara de
Diputados, sometemos a la elevada consideración de esta
Asamblea Legislativa la siguiente iniciativa con proyecto
de 

Decreto por el que se reforman los artículos 40 y 78 de
la Ley General de Protección Civil

Único. Se reforman los artículos 40 y 78 de la Ley Gene-
ral de Protección Civil, para quedar como a continuación
se establece:

Artículo 40. …

En la elaboración del Programa Interno de Protección
Civil se deberán tomar en consideración los lineamien-
tos de protección civil establecidos por las autoridades
competentes para la seguridad de los asistentes y en co-
ordinación entre las unidades de protección civil y las
instituciones de seguridad pública y de protección civil
correspondientes. 

Dicho programa deberá ser elaborado, actualizado, opera-
do y vigilado por la Unidad Interna de Protección Civil, la
que podrá ser asesorada por una persona física o moral que
cuente con el registro actualizado correspondiente, de
acuerdo con lo que se establece en el artículo 11 de esta
Ley.

El contenido y las especificaciones de este tipo de progra-
mas, se precisarán en el Reglamento.

Artículo 78. …

Adicionalmente, deberán asegurar que cuentan con las
instalaciones idóneas, debiendo cubrir la totalidad de
su capacidad de ingreso con asientos unipersonales, así
como incorporar las innovaciones tecnológicas o digita-
les necesarias para garantizar la seguridad de los asis-
tentes.

Artículo Transitorio

Único. El presente entrará en vigor el día siguiente al de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Así acabaron con los “hooligans” en Inglaterra. El Tiempo. 27 de sep-
tiembre de 2008. Ver: 

https://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4570650

2 Ver: 

https://lopezdoriga.com/deportes/futbol/son-26-los-heridos-por-za-
farrancho-en-el-estadio-corregidora-de-queretaro/

3 Barristas del Atlas invadieron cancha del Jalisco. Partido Chivas vs
Atlas. 17 de mayo de 2005. Ver: 

https://www.mediotiempo.com/futbol/barristas-del-atlas-invadie-
ron-cancha-del-jaliscoClausuran a Zorros el estadio Jalisco. Parti-
do Atlas vs Tigres. 15 de noviembre de 2010. Ver: 

https://www.mural.com.mx/aplicacioneslibre/preacceso/articulo/de
fault.aspx?__rval=1&urlredirect=

https://www.mural.com.mx/clausuran-a-zorros-el-estadio-
ja l i sco /a r4283?re fe re r=—7d616165662f3a3a6262623
b727a7a7279703b767a783a— y Ecos de una guerra sin cuartel.
Partido Atlas vs Tigres. 16 de noviembre de 2010. Ver: 

https://www.informador.mx/Deportes/Ecos-de-una-guerra-sin-
cuartel-20101116-0172.htmlDefienden operativo de seguridad en
partido Atlas vs Monterrey. 01 de diciembre de 2014. Ver: 

https://noticieros.televisa.com/mexico-estados/defienden-operati-
vo-seguridad-partido-atlas-monterrey/Operativo en Estadio Jalisco
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termina con 12 detenidos. Atlas vs Cruz Azul 20 de marzo de 2016.
Ver: 

https://www.informador.mx/Jalisco/Operativo-en-Estadio-Jalisco-
termina-con-12-detenidos-20160320-0102.htmlBarra del Atlas se
enfrentó a Policía en Estadio Caliente. Tijuana vs Atlas. 01 de oc-
tubre de 2016. Ver: 

https://www.tudn.com/futbol/atlas/barra-del-atlas-se-enfrento-a-
policia-en-estadio-calienteDetienen a 15 aficionados en las inme-
diaciones del Estadio Jalisco. Atlas vs Chivas. 11 de mayo de 2017.
Ver: 

https://www.ntrguadalajara.com/post.php?id_nota=71456Golpiza
en las tribunas del Alfonso Lastras suspendió el San Luis vs Que-
rétaro. 20 de octubre de 2019. Ver: 

https://www.record.com.mx/futbol-liga-mx-atletico-san-luis-que-
retaro/golpiza-en-las-tribunas-del-alfonso-lastras-suspendio-elLa-
mentable: Aficionados de Atlas apedrean el camión Pumas. 06 de
diciembre de 2021. Ver: 

https://laopinion.com/2021/12/06/lamentable-aficionados-de-atlas-
apedrean-el-camion-pumas/Imágenes evidencian que si hubo bala-
zos afuera del Jalisco por boletos de Atlas. 06 de diciembre de
2021. Ver: 

https://www.mediotiempo.com/futbol/liga-mx/balazos-estadio-ja-
lisco-captan-agresor-pistola-mano

4 Ver: 

https://www.milenio.com/futbol/liga-mx/barras-queretaro-atlas-
violentas-liga-mx

Ciudad de México. Palacio Legislativo de San Lázaro. Marzo 28 de
2023.— Diputado Miguel Ángel Monraz Ibarra (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Protección Civil y Prevención
de Desastres, para dictamen.

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

«Iniciativa que adiciona el artículo 6o. del Reglamento de
la Cámara de Diputados, a cargo de la diputada Nancy Ya-
dira Santiago Marcos, del Grupo Parlamentario de Morena.

La que suscribe, diputada Nancy Yadira Santiago Marcos,
del Grupo Parlamentario de Morena en la LXV Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 71, fracción II, y 72 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; en
relación con los artículos 6o., numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados y demás dis-
posiciones jurídicas aplicables, somete a consideración del
pleno de esta honorable asamblea iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adiciona una fracción XX al ar-
tículo 6o. del Reglamento de la Cámara de Diputados, re-
corriéndose las subsecuentes, en materia de identidad de
género, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El 28 de octubre de 2021, la presidenta en turno de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados anunció ante el
pleno lo siguiente:

“[…] la Junta de Coordinación Política, a solicitud de
diversas diputadas y diputados, acordó que esta Legisla-
tura se denomine LXV Legislatura de la Paridad, la In-
clusión y la diversidad”.1

Lo anterior es resultado de las peticiones recibidas, pero
sobre todo del resultado de las elecciones de 2018 y 2021,
que derivaron en la incorporación de un número importan-
te de mujeres y grupos sociales que se postularon como
diputados y diputadas y ganaron. En este sentido, el primer
antecedente de este cambio fue la LXIV Legislatura, insta-
lada en septiembre de 2018, la cual se denominó la “Le-
gislatura de la Paridad de Género”.

Por primera vez, la Cámara baja se integraba por 50 por
ciento hombres y 50 por ciento mujeres, haciendo posible
que en el pleno se aprobarán o reformaran leyes que aten-
dieran la profunda desigualdad que vivían las mujeres en
México, aprobando proyectos de reformas en materia de
género.

Lo que estaba revelándose en aquel 2018 es que el país es-
tá cambiando, que cada vez más personas, más grupos so-
ciales están participando en política, democratizando los
espacios de poder.

Estos cambios se notaron de manera inmediata en la actual
LXV Legislatura; la diversidad que se registraba, por pri-
mera vez en la historia, no sólo se inscribía en mayor par-
ticipación de las mujeres, sino que también estaba integra-
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da por personas que son parte de una comunidad social y
su participación es importante para esa comunidad, como
en el caso de los diputados de origen indígena, afrodescen-
dientes, migrantes, de la diversidad sexual y personas con
capacidades diferentes. 

De acuerdo con el Canal del Congreso, la composición de
la LXV Legislatura es la siguiente2: 

Cuadro: integración de la LXV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados

Esta composición contrasta la presentación de algunas es-
tadísticas oficiales y la forma en la que se han conducido
algunos diputados en el pleno de la honorable Cámara de
Diputados, con la declaratoria de la Legislatura en aquel
octubre de 2021.

Para explicar lo anterior, en un primer momento podemos
decir que en el sitio oficial de la Cámara de Diputados, la
composición que destaca el apartado “Integración por Gé-
nero y Grupo Parlamentario”3 es lo siguiente:

La presentación de esta información dista de la presentada
por el Canal del Congreso, la cual da detalle de la diversi-
dad de la integración del pleno de la honorable Cámara de
Diputados, en esta gráfica, sólo menciona género hombre y
mujer.

La mayoría de las jurisdicciones legales han comenzado a
cambiar las dos identidades de género tradicionales y los

roles sociales, hombre y mujer, incluyendo otra identidad y
expresión de género, ejerciendo el derecho de vivir su
orientación sexual e identidad de género de una manera li-
bre y responsable.

En un segundo momento, podemos mencionar que dejar de
lado la integración real y diversa de la Cámara de Dipu-
tados, trae consigo problemas de discriminación que aten-
tan contra el artículo 1o. de la Constitución, que a la letra
dice:

“Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas
las personas gozarán de los derechos humanos recono-
cidos en esta Constitución y en los tratados internacio-
nales de los que el Estado mexicano sea parte, así como
de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no
podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y
bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se inter-
pretarán de conformidad con esta Constitución y con los
tratados internacionales de la materia favoreciendo en
todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, tienen la obligación de promover, respetar, prote-
ger y garantizar los derechos humanos de conformidad
con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el
Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar
las violaciones a los derechos humanos, en los térmi-
nos que establezca la ley.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Me-
xicanos. Los esclavos del extranjero que entren al terri-
torio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su liber-
tad y la protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por ori-
gen étnico o nacional, el género, la edad, las discapaci-
dades, la condición social, las condiciones de salud, la
religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el es-
tado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los de-
rechos y libertades de las personas”.5

Es decir, pese a que se encuentra prohibida la discrimina-
ción en la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, en el pleno de la Cámara de Diputados, han suce-
dido hechos lamentables que deben corregirse desde la



normatividad que rige la vida democrática de esta Cámara
Baja.

El 19 de octubre de 2021, durante la discusión y aproba-
ción de la Miscelánea Fiscal, el Canal del Congreso colo-
caba un cintillo llamando “Diputado” a la diputada María
Clemente García Moreno (diputada y mujer trans)

Fuente: Canal del Congreso, 19 de octubre de 2021.

En otros hechos lamentables, el 31 de marzo, en el Día de
la Visibilidad Trans, durante la sesión ordinaria de la Cá-
mara de Diputados, el diputado Gabriel Quadri, llamó “se-
ñor” a la diputada Salma Luevano6 (mujer trans), lo que se
registró como una transfobia mostrada en un discurso de
odio que niega la identidad de género de la diputada.

Resultado de este desencuentro, la diputada Salma Luevano
presentó una denuncia la cual fue aceptada e incluso el Tri-
bunal Electoral del Poder Judicial de la Federación emitió
el 22 de junio la sentencia de la Sala Regional Especializa-
da en la que se determinó que el diputado del Partido Ac-
ción Nacional (PAN), Gabriel Quadri de la Torre, sí come-
tió violencia política de género contra la legisladora de
Morena, Salma Luevano.7

Por estos antecedentes, es importante erradicar la discrimi-
nación por cuestiones de identidad de género a través de
colocar de manera explícita en el Reglamento de Cámara
de diputados el derecho a la identidad de género.

Para la vida parlamentaria del país, es un acontecimiento
importante el que la LXV Legislatura, tenga una composi-
ción diversa, que se reconozca a sí misma como la “Legis-
latura de la Paridad, la Inclusión y la Diversidad”.

En este sentido, el presente proyecto propone adicionar una
fracción XX al artículo 6o. del Reglamento de la Cámara
de Diputados, recorriéndose las subsecuentes, para incluir
el respeto al derecho a la identidad de género.

La identidad de género se puede entender como: “la viven-
cia interna e individual del género tal como cada persona la
siente profundamente, la cual puede corresponder o no con
el sexo asignado al momento del nacimiento, incluyendo la
vivencia personal del cuerpo, que podría o no involucrar la
modificación de la apariencia o la función corporal a través
de tratamientos médicos, quirúrgicos, hormonales o de otra
índole, siempre que la misma sea libremente escogida”.8

Además de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, este principio se hace operativo a través de las
leyes reglamentarias como la Ley Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación, la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la Ley de los
Derechos de las Personas Adultas Mayores y la Ley Gene-
ral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, así co-
mo sus respectivas leyes locales.

Por otra parte, dado que el lenguaje es uno de los factores
clave que determinan las actitudes culturales y sociales,
emplear un lenguaje inclusivo en cuanto al género es una
forma sumamente importante de promover la igualdad de
género y combatir los prejuicios de género, por ello se pro-
pone incorporarlo dentro del artículo en comento. 

Por “lenguaje inclusivo en cuanto al género” se entiende la
manera de expresarse oralmente y por escrito sin discrimi-
nar a un sexo, género social o identidad de género en par-
ticular y sin perpetuar estereotipos de género.9

Es así como se propone adicionar una fracción XX al ar-
tículo 6o. del Reglamento de Cámara de Diputados, para
dar cabal cumplimiento a las acciones afirmativas que
buscan atender las condiciones de discriminación hacia
ciertos grupos sociales en el ejercicio de sus derechos, tal
como lo explica el informe Acciones afirmativas de la
Cámara de Diputados, publicado en agosto de 2008, que
a la letra dice: 

“Pueden definirse como aquellas acciones cuyo objeti-
vo es borrar o hacer desaparecer la discriminación exis-
tente en la actualidad o en el momento de su aplicación,
corregir la pasada y evitar la futura, además de crear
oportunidades para los sectores subordinados”.10

Y qué mejor que hacerlo efectivo en el pleno de la hono-
rable Cámara de Diputados, en donde se encuentra re-
presentada la Sociedad mexicana y la cual debe ser eco
de los cambios que se han logrado tras luchas sociales e
identitarias. 
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Para un mayor entendimiento de la propuesta, se explica en
el siguiente cuadro:

Reglamento de la Cámara de Diputados

Por lo anterior se propone a esta asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona una fracción XX al ar-
tículo 6o., del Reglamento de la Cámara de Diputados,
en materia de identidad de género

Único. Se adiciona una fracción XX al artículo 6o. del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, recorriéndose las
subsecuentes, para quedar como sigue:

Artículo 6. 

1. Serán derechos de los diputados y diputadas:

I. a XIX. …

XX. Ejercer sus derechos a la identidad de género, a
no sufrir ningún tipo de discriminación, así como
promover y utilizar el lenguaje inclusivo en cuanto al
género.

XXI. Las demás previstas en este Reglamento.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/boletines/l
a-lxv-legislatura-es-declarada-legislatura-de-la-paridad-la-inclusion-
y-la-diversidad-#gsc.tab=0

2 https://www.canaldelcongreso.gob.mx/noticias/14859/Inclusin_y_
diversidad_en_la_LXV_Legislatura_de_la_Cmara_de_Diputados

3 https://web.diputados.gob.mx/inicio/tusDiputados

4 https://web.diputados.gob.mx/inicio/tusDiputados

5 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

6 https://oncenoticias.digital/nacional/gabriel-quadri-llama-senor-a-
diputada-trans-salma-luevano/

7 https://www.infobae.com/america/mexico/2022/06/22/tepjf-confir-
mo-que-gabriel-quadri-cometio-violencia-politica-de-genero-contra-
salma-luevano/

8 https://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/cartillas/2015-2016/31-DH-
Transgenero.pdf

9 https://www.un.org/es/gender-inclusive-language/#:~:text=Por%
20%E2%80%9Clenguaje%20inclusivo%20en%20cuanto,sin%20per-
petuar%20estereotipos%20de%20g%C3%A9nero.

10 https://www.diputados.gob.mx/sedia/sia/spe/SPE-ISS-12-08.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de 2023.— Diputada
Nancy Yadira Santiago Marcos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen, y a la Comi-
sión de Diversidad, para opinión.

LEY GENERAL DE CULTURA FÍSICA Y
DEPORTE Y CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de Cultura Física y Deporte y del Código Penal
Federal, a cargo del diputado Miguel Ángel Monraz Ibarra,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

El que suscribe, diputado Miguel Ángel Monraz Ibarra,
diputado federal del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional correspondiente a la LXV Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en la facultad que
otorga el artículo 71, fracción II de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, y conforme a los ar-
tículos 77, 78 y correlativos del Reglamento de la Cámara
de Diputados, me permito poner a consideración de esta
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Asamblea Legislativa, la presente iniciativa con proyecto
de decreto que reforma el artículo 140, fracción IX, y el ar-
tículo 141 de la Ley General de Cultura Física y Deporte,
así como los artículos 24, número 5, 158 y 318 del Código
Penal Federal, de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

México como país, vivió nuevamente una jornada de vio-
lencia el pasado sábado 5 de marzo de 2022, esta vez en el
terreno deportivo, con la monumental gresca protagoniza-
da por las barras de los equipos de fútbol de Querétaro y
Atlas, en el Estadio “La Corregidora”, de la ciudad de Que-
rétaro. 

Esas manifestaciones de violencia, que hasta dejaron di-
versos heridos, entre ellos algunos en estado de gravedad,1

pusieron en grave riesgo a los asistentes al citado espectá-
culo deportivo. Por ello, sin desgarrarnos las vestiduras o
tratar de encontrar culpables en uno u otro bando, debemos
trabajar para que desde el marco legal se asegure que nun-
ca se volverá a repetir una situación así, y que, en todo ca-
so, se sancionará severamente y se alejará de todo espectá-
culo deportivo, a aquellos inadaptados que participen en
agresiones de esta índole.

Conviene reflexionar un poco sobre la naturaleza de las ba-
rras, como grupos de auténticos delincuentes que toman
por asalto los espectáculos deportivos. En el estudio “La
violencia como una de las formas de cohesión de las barras
bravas”, los autores nos dejan estas reflexiones, que vale la
pena considerar:

“La barra tiene en principio un núcleo absolutamente
verticalista, es como un ejército. Tiene el comandante
en jefe, que es el jefe de la barra. Y ahí abajo tiene sus
generales, que son su primer eslabón, y después viene la
tropa. Y bueno, a medida que la tropa va dando muestra
de valor puede ir subiendo o no, en realidad es muy di-
fícil que el coronel vaya a la primera línea de fuego. Los
que van a la línea de fuego son los soldados rasos…

Carencia de libertad es lo que manifiesta el entrevistado H
cuando explica cómo se ingresa a una barra brava: Mirá, un
nene no llega, un nenito, con nene me refiero a que tenés que
tener carácter, tenés que aguantártela, te tiene que gustar pe-
learte y si no te tenés que pelear igual… es una condición ob-
viamente, estar ahí a la expectativa siempre de que puede pa-
sar algo. Por eso tenés que armarte de un grupo, ahí se forma
la barra, que respondan a vos obviamente. Muchas de las ve-

ces el capo no se pelea nunca, están los que saltan por él. Pa-
recería ser, entonces, que lo homogéneo en los miembros de
una barra brava es el estar siempre dispuestos a la pelea, es
decir, a la violencia. Del mismo modo, otro factor de homo-
geneidad está dado por el hecho de que todos responden al
mismo jefe -como señala el entrevistado-, situación en la
cual, desde el punto de vista psicoanalítico, interviene la
identificación como mecanismo…

La cuestión de saber por qué estas asociaciones precisan de
semejantes garantías no nos interesa por el momento, y sí,
en cambio, la circunstancia de que estas multitudes, alta-
mente organizadas y protegidas en la forma indicada, con-
tra la disgregación, nos revelan determinadas particularida-
des que en otras se mantienen ocultas o disimuladas…

El entrevistado H manifiesta parte de la cultura barra bra-
va cuando enuncia: Te criás en la barra ya de chico, no te
queda otra que pelearte, que estar en la calle, ir a robar una
bandera, te criás ahí... El caso de M. se crió así, de chiqui-
to iba a la cancha y bueno, llegas así…

Vemos a diario la violencia en una de sus formas: la que
ejercen las barras bravas, muchas veces sostenidas (ya sea
desde lo económico o desde lo libidinal) por dirigentes, por
jugadores, por árbitros, por periodistas y por simpatizantes.
Barras Bravas para las cuales la violencia es una de sus li-
gazones, pero que conlleva también otras aristas.

Hablamos pues, de una cohesión a través del factor violen-
cia que se visibiliza y que se legitima según la convenien-
cia de determinados actores sociales. Así lo afirma un pe-
riodista entrevistado: Lo que pasa es que los barras
generalmente además son fuerza de choque de los partidos
políticos. En las últimas elecciones era impresionante la
cantidad de barras trabajando en actos políticos, yo veía ac-
tos políticos que estaba la barra de Excursionistas, de De-
fensores, de Chicago, la barra de Boca, un montón, un
montón de barras que suman gente. Existe un trasfondo de
poder que trata de acallar la violencia con pactos de silen-
cio que obstaculizan el curso legal de las diferentes causas
penales. Y que obstaculizan también, el proceso investiga-
tivo que estamos llevando adelante.”.2

Entonces, si la constante de las barras bravas es la violen-
cia como mecanismo de cohesión, ¿por qué los clubes en
México insisten en tenerlas? ¿Por qué prohibirlas sólo
cuando se asiste de visita y no en los partidos como local
de los equipos de fútbol? ¿Qué hay entonces detrás de es-
tos grupos de delincuentes?
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Para el caso que analizamos, la historia de agresión y violen-
cia entre las barras de los equipos Atlas y Querétaro, tiene una
historia particular, según los medios especializados:

“La violencia que se suscitó en el estadio Corregidora
entre las llamadas “barras” de los equipos Querétaro y
Atlas, fue un episodio más de la rivalidad entre estos
dos grupos de apoyo, la Barra 51 y la Resistencia en la
Liga Mx.

Al parecer todo comenzó en el Clausura 2007, cuando
en aquel torneo los Gallos Blancos luchaban por no des-
cender y necesitaban una victoria, sí o sí, justamente an-
te los Rojinegros del Atlas.

Al finalizar el partido la Resistencia Albiazul se encon-
tró con la Barra 51 a las afueras del estadio Jalisco, y co-
menzaron los disturbios que dejaron varios detenidos y
heridos.

Otra bronca tuvo lugar en la jornada 8 del Clausura
2013 cuando de nueva cuenta los Gallos luchaban por
no descender, pero también el Atlas.

Al final terminaron con un empate a cero goles que
convino más al equipo rojinegro porque se colocó
arriba del Querétaro en la tabla de porcentajes.

En ese partido los seguidores de los Gallos agredieron a
la Barra 51 con botellas, latas y piedras. Al final, la po-
licía de Jalisco tuvo que intervenir. El saldo fue de va-
rios lesionados, algunos destrozos e incendios afuera del
estadio.

Pero la “barra” del Atlas no ha sido la única que ha te-
nido problemas con la del Querétaro. En 2017 le tocó a
la de Pumas enfrentar a La Resistencia, y en 2019 fue el
turno del San Luis”.3

Más allá de esta nota, me parece que debemos dejar en cla-
ro dos situaciones: Primero, hace mucho que nuestro fútbol
está manchado por la violencia.4 Si bien es cierto la vio-
lencia en los estadios ocasionada por las barras no es un fe-
nómeno exclusivo de México, también lo encontramos en
el resto del mundo, sobre todo en países de América Lati-
na como: Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, así co-
mo en Europa: España o Italia por mencionar algunos. Ca-
be mencionar que las barras es un fenómeno mundial el
cual no es reciente, pues en Europa y Sudamérica se han

conocido casos como los llamados Hooligans en Inglaterra,
los aficionados del fútbol ruso, así como las barras bravas
en Argentina. En México fue en 1994 cuando el Club De-
portivo de Fútbol Pachuca creó la primera barra (Ultratuza)
llegando a trascender de tal manera que fueron secundados
por los aficionados de los equipos capitalinos, Nuevo León
y Jalisco entre otros.

Segundo, en esta gresca monumental se enfrentaron dos de
las barras más violentas del fútbol mexicano;5 sólo basta
repasar la historia.6

Por eso señalaba que hoy no se puede caer en maniqueís-
mos; en culpar a unos y exculpar a otros. Lo que se debe
hacer es establecer mecanismos que impidan que se vuel-
van a presentar situaciones de esta índole.

Las familias mexicanas han sido testigos de que los inte-
grantes de las barras futboleras de los equipos que confor-
man las diversas ligas mexicanas de futbol, de manera pro-
gresiva se han ido adueñándose de un espectáculo de
vocación familiar en nuestro país, para convertir los esta-
dios de fútbol en arenas alternas de lucha libre, donde la
agresión verbal, la violencia física y el desorden social co-
mienzan a ser el prólogo de una tragedia que, por lo que de
no hacerse algo al respecto, inevitablemente ocurrirá cons-
tantemente.

Como hemos señalado, los ejemplos son claros, sobre todo
al hablar de las barras que se enfrentaron en los lamenta-
bles hechos de “La Corregidora”, lo que nos debería llevar
a la supresión total de estos grupos de pseudo aficionados,
por llamarlos de forma educada, cuando no, de verdaderos
delincuentes.

En ese sentido, el balón está en la cancha de los dueños de
los equipos del fútbol mexicano, para que desaparezcan es-
tas barras y les dejen de proporcionar boletos y apoyos pa-
ra su funcionamiento. Sólo en ellos está tomar esa decisión
y de no hacerlo así, serán responsables de los desmanes y
hechos violentos que sigan perpetrando las mismas, porque
es claro que así estén fuerzas federales, estatales o munici-
pales cuidando estadios, mientras existan las barras, estas
encontrarán espacios para desatar la violencia y promover
el odio, poniendo en riesgo a la sociedad.

A nosotros como Poder Legislativo lo que nos corresponde es
realizar los ajustes legales que desalienten este tipo de actos y,
en su caso, sancionen severamente los mismos.
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Actualmente, la Ley General de Cultura Física y Depor-
te cuenta con todo un capitulado para la prevención de la
violencia en el deporte, misma que es claro, no ha sido
suficiente.

En ese sentido, el artículo 139 de la ley en cita crea la Co-
misión Especial Contra la Violencia en el Deporte que se-
rá la encargada de elaborar y conducir las políticas genera-
les contra la violencia en el deporte.

Esta Comisión Especial es un órgano colegiado integrado
por representantes de CONADE, de los Órganos de las en-
tidades federativas, los Municipios y las demarcaciones te-
rritoriales de la Ciudad de México de Cultura Física y De-
porte, de las Asociaciones Deportivas Nacionales, del
COM, del COPAME, del CONDE, de las Ligas Profesio-
nales y, en su caso, de las Comisiones Nacionales del De-
porte Profesional.

En el artículo 140 se establecen sus atribuciones, entre las
que destaca la establecida en la fracción IX:

IX. Realizar estudios e informes sobre las causas y los
efectos de la violencia en el deporte, así como en las di-
versas modalidades de eventos deportivos previstos en
esta Ley;

Al respecto, proponemos fortalecer esta atribución, esta-
bleciendo que deberá proponer a las autoridades de los tres
niveles de gobierno, las modificaciones normativas nece-
sarias para prevenirla, así como en su caso, para sancionar
severamente la comisión de delitos con motivo de la cele-
bración de eventos deportivos, en especial, los cometidos
por odio por preferencias o afiliación deportiva.

Para mayor claridad en esta reforma, a continuación se
compara el texto vigente del artículo 140, fracción IX, y
del artículo 141 de la Ley General de Cultura Física y De-
porte, con la respectiva propuesta de reforma:

Se hace referencia al “odio deportivo”, así como de la pro-
hibición de asistir a eventos deportivos, porque estamos
convencidos, acorde a lo que hemos venido manifestando,
que debemos aprovechar las experiencias de otros países.
En efecto, la ley en cita ya contempla el delito de violencia
en eventos deportivos, el que sin embargo no cubre homi-
cidios o lesiones tratándose de eventos deportivos, lo que
nos muestra la necesidad de no sólo fortalecer la ley en co-
mento, sino también de acudir a la legislación penal, anali-
zando las experiencias ya citadas.

En Inglaterra, por ejemplo, además de medidas tecnológi-
cas y administrativas, se estableció como sanción, la prohi-
bición de asistir a eventos deportivos, hasta de por vida, pa-
ra todos los que eran sancionados por la comisión de
delitos en los mismos. Se les prohibía incluso, la asistencia
a pubs para ver los encuentros de fútbol, debiéndose repor-
tar a las comisarías.7

En Argentina, se estableció la figura del odio deportivo, pa-
ra considerar calificadas las lesiones u homicidios con mo-
tivo de rivalidad deportiva entre hinchas:

“Diseñar una legislación específica que castigue agresio-
nes alrededor de los deportes y programas educativos diri-
gidos a los hinchas son las claves para erradicar la violen-
cia alrededor del fútbol, según Víctor Perrota, el juez
argentino que suspendió durante 15 días todos los campe-
onatos del fútbol de su país en 1998, tras numerosas agre-
siones de aficionados dentro y fuera de los estadios.

Para Perrota, las herramientas están al alcance de las ma-
nos. Varias muestras de la voluntad conjunta de dirigentes
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deportivos, justicia y estado serían: tipificar como delito el
odio deportivo -castigando con penas mayores la agresión
motivada por la pasión hacia un equipo-, agilizar la rápida
acción de fiscales, policías y jueces; e involucrar el resul-
tado deportivo como el directamente afectado por hechos
de violencia.

No hay fórmulas exactas para todo el mundo, pero imple-
mentando principios de control y demostrando, con ejem-
plos concretos, que ser violento no ayuda a nada, podemos
cambiarle la cara que rodea el fútbol de nuestros días -de-
claró Perrota-. Se tienen que identificar a las cabecillas de
las barras bravas, por medio de cámaras instaladas en las
tribunas, y se les debe impedir el ingreso al estadio después
de algún acto de agresión, manteniéndolos en comisarías el
día del partido.

Lo que sí tiene claro Perrota es que nunca deberían cerrar-
le las puertas al público, como sucedió el pasado 11 de ma-
yo en el clásico antioqueño, así los violentos ganan y los
verdaderos simpatizantes se sumarían a la lucha”.8

Como legislador local en Jalisco, propuse la incorporación
de la figura del odio deportivo, que finalmente se adoptó.
Sin embargo, con el paso del tiempo se eliminó y ello es
una lástima, ya que tal de existir, se pudieron prevenir mu-
chas de las situaciones de violencia que hemos enumerado
a lo largo de esta iniciativa.

Por ello, a través de este documento, proponemos también
incorporar al Código Penal Federal el concepto de odio,
como uno de los elementos para considerar que hay alevo-
sía y, por ende, que se está frente a homicidios o lesiones
calificadas, es decir, delitos graves.

En concreto, se propone que en el artículo 318 se señale
que existe alevosía cuando el homicidio o las lesiones se
cometan por placer u odio hacia la víctima por motivos ra-
ciales, religiosos, sexuales, preferencias o afiliación depor-
tiva, de nacionalidad, por su ideología o militancia políti-
ca, condiciones de salud, o en función de su actividad,
profesión u oficio.

Recordemos que hablamos de alevosía en el marco del Ca-
pítulo III Reglas comunes para lesiones y homicidio, del
Título Decimonoveno, Delitos contra la vida y la integri-
dad corporal, del código en cita.

Consideramos que dada la trascendencia de esta figura del
odio y, sobre todo, su ataque sistemático a los derechos hu-
manos, es que se justifica plenamente su inclusión en el
Código Penal Federal, entre ellos, la violencia con motivo
de las preferencias o aficiones deportivas.

En especial, consideramos que, de incorporarse esta figura
en el Código Penal Federal, las instancias de procuración
de justicia podrán poner atención en los mensajes de odio
que cada semana plasman en redes sociales los integrantes
de barras deportivas. De hecho, resulta terrible y lamenta-
ble que jugadores del equipo Querétaro estén recibiendo
amenazas de muerte.9 Ello también es violencia y no se
puede permitir. Esperamos, por ejemplo, que los medios de
comunicación atiendan a ello y no exacerben una situación
que de por sí es terrible y lamentable.

Así, se puede sancionar a quien promueve este tipo de
mensajes y castigar más puntualmente a quien atenta con-
tra otra persona por odio deportivo, sin olvidar y restar mé-
rito a las demás causales o tipos de odio.

Esta propuesta se complementa con el claro señalamiento de
que también hay alevosía cuando el homicidio o las lesiones
se cometen en recintos donde se celebren espectáculos públi-
cos, lo que claramente se justifica por el riesgo en que se po-
ne a los demás asistentes.

Adicionalmente, y siguiendo experiencias exitosas de otras
latitudes, proponemos adecuar el párrafo número 5 del ar-
tículo 24, para clarificar que la prohibición de ir a lugar de-
terminado podrá consistir en la prohibición de asistir a es-
tadios, arenas, cosos o recintos donde se desarrollen
actividades, eventos o espectáculos deportivos, artísticos,
culturales o de similar naturaleza, así como a las inmedia-
ciones donde se encuentren los mismos. También podrá in-
cluir la prohibición de asistir a giros o lugares públicos
donde se transmitan dichos eventos.

Cómo hemos señalado, la razón de ser de los integrantes
de las barras es generar violencia en el marco de espec-
táculos deportivos (que también pueden ser de otra índo-
le, como conciertos). Quitémosles esa razón de ser, pro-
hibiéndoles su asistencia a los mismos, incluidas las
inmediaciones de los mismos, para evitar que estos gru-
pos se citen en otros lugares para pelear e incluso, impi-
dámosles acudir a lugares públicos como bares, a pre-
senciar estos encuentros deportivos.
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Se podrá señalar que es muy difícil hacer cumplir lo ante-
rior, pero es claro que quien recibe una sanción de esta na-
turaleza y la incumple, incurre en quebrantamiento de san-
ción, contemplada por el artículo 158:

Artículo 158. Se impondrán de quince a noventa jorna-
das de trabajo a favor de la comunidad:

I. A8l reo sometido a vigilancia de la policía que no mi-
nistre a ésta los informes que se le pidan sobre su con-
ducta, y

II. A aquel a quien se hubiere prohibido ir a determina-
do lugar o a residir en él, si violare la prohibición.

Si el sentenciado lo fuere por delito grave así calificado
por la ley, la sanción antes citada será de uno a cuatro
años de prisión.

Por tanto, quien habiendo recibido la sanción de no asistir
a eventos deportivos y la incumple, incurrirá en los su-
puestos previstos por el artículo 158 en comento, mismo
que se propone reforzar, para señalar que, en estos casos,
además de las sanciones específicas, deberán recibir cursos
para prevenir la violencia y atención psicológica, lo que va
más allá del actual sistema que contempla la Ley General
de Cultura Física y Deporte.

Para mayor claridad en la reforma, a continuación se com-
para el texto vigente del artículo 140, fracción IX de la Ley
General de Cultura Física y Deporte, con la respectiva pro-
puesta de reforma:

Estamos ciertos que la existencia de las barras y en gene-
ral, la violencia en los estadios y espectáculos deportivos
es una amenaza real y de grandes proporciones a la que ha-
brá que enfrentarse de manera directa y sin indecisiones la
sociedad en su conjunto: desde quienes somos padres de
familias, hasta quienes forman a nuestros jóvenes, tanto lí-
deres sociales como religiosos, desde los empresarios del
espectáculo futbolístico, hasta los aficionados al mismo.
Los propios clubes deben asumir su responsabilidad y de-
ben dejar de lanzar mensajes de furia o de odio a lo largo
de las semanas previas a sus encuentros. 

Si no unimos esfuerzos todos, mañana tal vez no sólo sean
los estadios los que estén vetados para las familias, sino
también las plazas públicas, los parques, y toda aquella
reunión colectiva que pone de manifiesto la cultura de
nuestro pueblo, una cultura que debe ser caracterizarse por
ser pacífica, plural y siempre respetando la dignidad e in-
tegridad de las personas.

Por ello, además de dejar de lado maniqueísmos, propo-
niendo medidas legislativas concretas, en este caso, a tra-
vés de reformas a la Ley General de Cultura Física y De-
porte y al Código Penal, me parece que debemos hacer un
llamado a alejarnos de la violencia. Debemos erradicar la
violencia de los eventos deportivos, pero también de las
campañas políticas, de las conmemoraciones anuales o de
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los recordatorios de acontecimientos históricos. Y en ello
todos somos responsables.

Debemos detener esos mensajes de odio y separación entre
los mexicanos y dejar de justificar la violencia, sólo porque
se trata de paisanos o de compañeros de visión ideológica.
Ninguna fecha, acontecimiento o evento, justifica la vio-
lencia.

Por lo anteriormente expuesto, y conforme a los artículos
77, 78, y correlativos del Reglamento de la Cámara de
Diputados, sometemos a la elevada consideración de esta
Asamblea Legislativa la siguiente iniciativa con proyecto
de

Decreto por el que se reforma el artículo 140, fracción
IX, y el artículo 141 de la Ley General de Cultura Físi-
ca y Deporte, así como los artículos 24, número 5, 158 y
318 del Código Penal Federal

Primero. Se reforma el artículo 140, fracción IX, y el ar-
tículo 141 de la Ley General de Cultura Física y Deporte,
para quedar como a continuación se establece:

Artículo 140. …

I. a VIII. …

IX. Realizar estudios e informes sobre las causas y los
efectos de la violencia en el deporte, así como en las di-
versas modalidades de eventos deportivos previstos en
esta Ley, y proponer a las autoridades de los tres ni-
veles de gobierno, las modificaciones normativas ne-
cesarias para prevenirla, así como en su caso, para
sancionar severamente la comisión de delitos con
motivo de la celebración de eventos deportivos, en
especial, los cometidos por odio por preferencias o
afiliación deportiva;

X. a XII. …

Artículo 141. …

I. a III. …

IV. El establecimiento de espacios determinados, de mo-
do permanente o transitorio, para la ubicación de las po-
rras o grupos de animación empadronados por los clu-
bes o equipos y registrados ante su respectiva
Asociación Deportiva Nacional; 

V. La adopción de mecanismos por parte de los or-
ganizadores de aquellos eventos o espectáculos de-
portivos que impidan el acceso a aquellas personas
sancionadas por la comisión del delito de violencia en
eventos deportivos o de otros realizados el marco de
estos eventos; y

VI. El ingreso de bebidas alcohólicas, estupefacientes,
psicotrópicos, estimulantes o sustancias análogas; así
como de personas que se encuentren bajo los efectos de
las mismas.

Segundo. Se reforman los artículos 24, número 5, 158 y
318 del Código Penal Federal, para quedar como a conti-
nuación se establece:

Artículo 24. …

1 a 4. …

5. …

La prohibición de ir a lugar determinado podrá con-
sistir en la prohibición de asistir a estadios, arenas,
cosos o recintos donde se desarrollen actividades,
eventos o espectáculos deportivos, artísticos, cultura-
les o de similar naturaleza, así como a las inmedia-
ciones donde se encuentren los mismos. También po-
drá incluir la prohibición de asistir a giros o lugares
públicos donde se transmitan dichos eventos.

6 a 19. …

…

Artículo 158. …

I. …

II. A aquel a quien se hubiere prohibido ir a determina-
do lugar o a residir en él, si violare la prohibición. En
este supuesto, deberá recibir además cursos para
prevenir la violencia y atención psicológica.

Si el sentenciado lo fuere por delito grave así calificado
por la ley, la sanción antes citada será de uno a cuatro
años de prisión, así como la recepción de cursos para
prevenir la violencia y la atención psicológica.
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Artículo 318. …

Existe también alevosía cuando el homicidio o las lesio-
nes se cometen en recintos donde se celebren espectácu-
los públicos, así como por placer u odio hacia la víctima
por motivos raciales, religiosos, sexuales, preferencias o
afiliación deportiva, de nacionalidad, por su ideología o
militancia política, condiciones de salud, o en función
de su actividad, profesión u oficio.

Artículo Transitorio

Único. El presente entrará en vigor el día siguiente al de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Ciudad de México. Palacio Legislativo de San Lázaro. Marzo 28 de
2023.— Diputado Miguel Ángel Monraz Ibarra (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Deporte, y de Jus-
ticia, para dictamen.
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